
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, a cargo de la diputada Eufrosina Cruz Men-
doza, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Eufrosina Cruz Mendoza, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6o., numeral 1, fracción I , 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 160, 161, 162, 164, 166,
167 y 169 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente Iniciativa tiene como finalidad potencializar
los recursos con que cuenta actualmente la autoridad am-
biental para iniciar los actos de inspección y vigilancia en
Áreas Naturales Protegidas, facultad que actualmente co-
rresponde a la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente (Profepa); para lograr este fin se propone la amplia-
ción de facultades de la Comisión Nacional de Áreas
Naturales Protegidas (Conanp), reformando con ello los
artículos 160, 161, 162, 164, 166, 167 y 169 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Primero. Una parte importante de la riqueza natural de
México se encuentra sujeta al régimen de propiedad social
y bajo el cuidado y aprovechamiento de las comunidades y
grupos indígenas que se asientan en zonas rurales. 

De acuerdo con la Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas (CDI), en 2010, en México, 15.7 mi-
llones de personas se consideraban indígenas (CDI, 2012).
Por otra parte, la superficie de territorios indígenas está es-
timada en 28 millones de hectáreas (Boege, 2008), es de-

cir, cerca del 14.3 por ciento de la superficie nacional. Es-
te territorio abarca casi todos los tipos de vegetación exis-
tentes en el país: La mayor parte de las selvas húmedas y
los bosques templados húmedos están en el territorio ocu-
pado por comunidades Indígenas. Así como lo están cerca
de la mitad de las cabeceras más importantes de las cuen-
cas del país, donde ocurre el 23.3 por ciento de la captación
total del agua pluvial. Asimismo, un tercio de las ANP del
país (26.2 por ciento de su superficie) incluye territorios in-
dígenas. Y casi la quinta parte de sus habitantes son indí-
genas. Por consiguiente, es claro que la conservac6n de
gran parte de la biodiversidad y los ecosistemas del país,
así como de los servicios que éstos proporcionan, depen-
den de la conservación y adecuada gobernanza de los terri-
torios indígenas.”1

Estos recursos frecuentemente se ubican en sitios alejados
de la sede de las autoridades de protección ambiental como
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profe-
pa). Es aquí en donde se han decretado áreas naturales pro-
tegidas de enorme importancia para la preservación de la
biodiversidad, y sin embargo su custodia y protección para
los inspectores de la Profepa resulta difícil por las grandes
distancias, las condiciones de accesibilidad y la limitación
de recursos humanos y materiales de la institución. La Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semar-
nat), a través de la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas (Conanp), ha extendido la presencia de la auto-
ridad ambiental en el territorio para llevar a cabo un traba-
jo cercano con quienes habitan en dicha áreas. 

La mayor parte de las localidades clasificadas como indí-
genas se concentra principalmente en Oaxaca, Chiapas, Ve-
racruz, Puebla, Yucatán, Guerrero, Estado de México e Hi-
dalgo. Sin embargo, diversos factores como la migración
han propiciado que exista presencia de hablantes de lengua
indígena en todas las entidades del país. Las localidades
con alta presencia indígena se concentran en las regiones
de Los Altos y Selva Lacandona en Chiapas, la Sierra Ta-
rahumara en Chihuahua, la Mixteca en Oaxaca, el Nayar en
Nayarit y Durango, la Huasteca en San Luis Potosí, Vera-
cruz y parte de Hidalgo, además en Guerrero, Yucatán y
Quintana Roo, principalmente en asentamientos rurales, es
decir, con menos de 2 500 habitantes (98.3 por ciento).2
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En este contexto los grupos indígenas enfrentan las activi-
dades ilícitas de taladores, cazadores furtivos de fauna, co-
lectores de flora protegida por la normatividad ambiental,
la pesca de especies en veda e incluso de empresas que pro-
ducen cambios irregulares de uso de suelo forestal y conta-
minación de cuerpos de suelos y cuerpos de agua. 

Desafortunadamente el procedimiento administrativo vi-
gente que aplica Profepa, regulado por el Título Sexto de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente (LGEEPA), complica aún más las acciones de
protección comunitaria de los recursos naturales, pues res-
tringe de manera injustificada la participación de los de-
nunciantes populares y la propia actuación de la Procura-
duría Federal de Protección al Ambiente, haciendo
jurídicamente imposible el trabajo de denuncia, coadyu-
vancia y aportación de testimonios y pruebas invaluables
que intentan los miembros de las comunidades, grupos so-
ciales e incluso funcionarios de la Conanp que han presen-
ciado un acto ilícito en ausencia de inspectores de la Pro-
fepa.

La realidad que se presenta en estas comunidades demues-
tra, que salvo los pocos casos en los que los infractores am-
bientales son sorprendidos por la Profepa en el momento
mismo de cometer la infracción, las denuncias presentadas
a la Procuraduría por ciudadanos no producen resultados y
son archivadas por no haber un acta administrativa poste-
rior, y si ésta existe no documenta el momento del ilícito.

El artículo 167 vigente de la LGEEPA, conceptualizado en
1988 (modificado en 1999 y 2001) para inspecciones urba-
nas a establecimientos mercantiles, limita el inicio de los
procedimientos sancionatorios en contra de responsables
ambientales a los hechos que fueron circunstanciados en un
acta de inspección de la Profepa. Por lo que las evidencias,
testimonios y pruebas que se aportan por los ciudadanos a
la misma institución no pueden ser valorados por la autori-
dad para llamar a los responsables y sancionarlos. Se trata
de un procedimiento que no fue diseñado para inspecciones
en zonas remotas rurales. Esta situación produce una dene-
gada justicia y la frustración para los habitantes de las co-
munidades rurales que buscan la protección ambiental.

Las reglas del procedimiento administrativo vigente oca-
sionan además casos de injusticia inaceptables que solo
contribuyen a exacerbar los conflictos sociales en las co-
munidades, pues frecuentemente los inspectores que llegan
al lugar en donde se han producido los daños o la tala de
arbolado levantan actas en las que es imposible circunstan-

ciar la identidad de los infractores reales, y en consecuen-
cia, se procede a sancionar a los propietarios o poseedores
de los terrenos afectados, es decir, a las propias comunida-
des que han denunciado los hechos a la autoridad. De for-
ma similar se producen inequidades cuando se trata de ca-
sos de contaminación de suelos, en donde el procedimiento
sancionador vigente induce a imponer multas al propietario
o poseedor del terreno contaminado que fue inspeccionado,
en lugar de investigar la identidad de los verdaderos gene-
radores de la contaminación. Estas acciones desincentivan
la participación ciudadana y perpetúan las conductas ilega-
les. En este mismo contexto la propia Comisión Nacional
de Áreas Naturales Protegidas se encuentra igualmente li-
mitada para fungir como intermediario entre comunidades
y Profepa, pues sus actuaciones carecen de valor en el pro-
cedimiento sancionador de la Procuraduría, dado a que las
únicas actas administrativas que pueden dar lugar al inicio
de procedimientos y la emisión de un resolutivo sanciona-
torio son las de inspección de la Profepa. Esta defectuosa
regulación hace infructuoso que la Comisión aporte el in-
forme, actas y testimonios de sus funcionarios para susten-
tar una acción legal en contra de empresas e infractores de
la ley.

Las áreas naturales protegidas (ANP) que constituyen las
zonas del territorio nacional, en las que los ambientes ori-
ginales no han sido significativamente alterados por la ac-
tividad del ser humano, o en las que los ecosistemas y fun-
ciones integrales requieren ser preservadas y restauradas,
exigen de la acción coordinada del conjunto de institucio-
nes que conforman el Estado mexicano, de forma tal que se
garantice la aplicación de las leyes que inciden en los re-
cursos naturales y el régimen de responsabilidad por da-
ño al entorno que ordena la Constitución en su artículo
cuarto.

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente ha sido
la principal institución encargada de verificar el cumpli-
miento de la legislación ambiental, imponer sanciones ad-
ministrativas y determinar la responsabilidad de quienes
producen daños y deterioro al ambiente. No obstante dicha
autoridad no debe actuar aisladamente, debiendo ser apo-
yada por otras instituciones de protección ambiental, así
como de los servidores públicos que se encuentran estre-
chamente involucrados con la tutela de las áreas naturales
protegidas, al igual que por las organizaciones sociales y
los ciudadanos que en ellas habitan. Aunque la Profepa ha
realizado actividades con la ciudadanía como el Programa
de Empleo Temporal mediante el cual ha instituido Comi-
tés de Vigilancia Ambiental Participativa como estrategia



para combatir la tala clandestina e involucrar a los posee-
dores de los bosques y sociedad civil en la vigilancia y pro-
tección de los recursos naturales, ha tenido los siguientes
resultados:

Programa de Empleo Temporal (PET) a Comités de Vigi-
lancia Ambiental Participativa

Para el 2014, la Semarnat autorizó a la Subprocuraduría de
Recursos Naturales 22 millones 198 mil 667.76 de este
programa que se otorgaron a 4,225 ejidatarios y comuneros
integrados en 265 comités de vigilancia, logrando la vigi-
lancia en sus propias localidades con 1.7 millones de km
recorridos en 138 municipios de 28 entidades federativas.

Con el pago de este recurso se vigilaron activamente 99
zonas prioritarias: 50 áreas naturales protegidas (28 por
ciento de las 176 decretadas) y 49 zonas críticas forestales
(45 por ciento de las 108 identificadas por esta Procuradu-
ría); asimismo, se cubrieron 81 municipios de la Cruzada
Nacional contra el Hambre (59 por ciento de los 138 abar-
cados).3

Desafortunadamente el procedimiento administrativo de
procuración de justicia ambiental vigente, normado por el
Título Sexto de la LGEEPA, se encuentra limitado a la ac-
tuación de inspección y vigilancia de la Profepa, sin posi-
bilidad de que otras instituciones, e incluso los propios ciu-
dadanos aporten los elementos probatorios necesarios para
acreditar la responsabilidad de infractores que violan la ley
en las áreas naturales protegidas del país, y producen daños
que deben ser sujetos a los procesos de responsabilidad.
Resulta entonces imperativo impulsar la reforma de la le-
gislación que permita sumar el trabajo de instituciones co-
mo la Conanp, así como de la sociedad civil en general en
el impulso y coadyuvancia de los procedimientos de la Pro-
fepa. 

Sumar al personal de la Conanp al trabajo de inspección y
vigilancia de los recursos naturales en las zonas decretadas
como ANP es una necesidad más que evidente. Resulta pri-
mordial asimismo que dicha institución participe en el es-
tablecimiento de las medidas administrativas y de control a
que deban sujetarse las actividades de pesca y acuacultura
dentro de las ANP. Actualmente las medidas son estableci-
das exclusivamente por la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a
pesar de que la Semarnat tiene la responsabilidad de admi-
nistrar y regular y promover el uso sustentable de los re-
cursos naturales que correspondan a la Federación (inclu-

yendo los pesqueros, y exceptuando el petróleo, hidrocar-
buros y minerales radioactivos). 

Tanto Profepa como Sagarpa tienen recursos limitados pa-
ra proteger los elementos naturales en el país, y en especial
para dedicar personal especializado y recursos materiales a
la protección de las ANP. Es por ello que se propone la par-
ticipación activa de la Conanp en la verificación del cum-
plimiento de la ley y el control de las acciones necesarias
para proteger los recursos naturales y los servicios ambien-
tales que ellos proveen dentro de su ámbito de competen-
cia territorial. 

Naturalmente es a la Conanp a la que se le ha encargado la
tarea de conservar el patrimonio ambiental de México me-
diante las Áreas Naturales Protegidas y otras modalidades
de conservación, fomentando una cultura de la conserva-
ción y el desarrollo sustentable de las comunidades asenta-
das en su entorno.

Segundo. Facultades de Inspección Ambiental de las
Autoridades con presencia en las Áreas Naturales Pro-
tegidas.

Para lograr los objetivos de las ANP, y ampliar la presencia
del Estado mexicano con actividades de inspección en es-
tas porciones del territorio, propongo la reforma de la
LGEEPA en lo tocante a las atribuciones de inspección y
vigilancia ambiental hoy exclusivas de la Profepa. Propon-
go que se faculte a la Conanp para realizar actos de ins-
pección en ANP de la misma manera que ese ordenamien-
to ya lo prevé para la Secretaría de Marina (Semar). Es
decir, se utiliza el mismo modelo autorizado por legislatu-
ras anteriores para que otras dependencias distintas a la
Profepa actúen ejecutando actos de verificación del cum-
plimiento de la legislación ambiental, documentando los
daños y deterioros producidos o potenciales en las zonas
del territorio que requieren una atención prioritaria.

La reforma que propongo de ninguna manera contraviene
las garantías del debido proceso y el respeto de los dere-
chos humanos de los infractores, pues las modificaciones
al procedimiento sancionatorio ambiental se limitan exclu-
sivamente a la etapa de expedición de órdenes de inspec-
ción y levantamiento de actas administrativas, que serán
remitidas inmediatamente a la Profepa para su calificación
y, en su caso, para continuar con el procedimiento admi-
nistrativo emplazando a los responsables en pleno respeto
de su garantía de audiencia.
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De esta manera pretendo lograr que al igual que se ha pre-
visto para la Semar, la Conanp aporte su presencia y des-
pliegue territorial en las áreas naturales protegidas (que re-
presenta actualmente el 12.93 por ciento del territorio
nacional) para reforzar la función de inspección y vigilan-
cia ambiental, sin elevar el costo al erario.

Tercero.- Ampliación de los supuestos de inicio del pro-
cedimiento administrativo de inspección.

Con el mismo objetivo de apoyar a la Profepa en su tarea
de recabar elementos probatorios del daño y las infraccio-
nes ambientales, de forma que sea posible impulsar los
procedimientos sancionatorios administrativos, propongo
reformar el procedimiento previsto en la LGEEPA, adicio-
nando un supuesto de emplazamiento a los infractores de la
ley. 

Actualmente dicho ordenamiento solo permite llamar al
procedimiento y sancionar a las personas cuya ilegalidad o
daños ambientales hayan sido documentados en un acta de
inspección. Lo que planteo es permitir que la Profepa pue-
da iniciar el procedimiento punitivo administrativo con ac-
tas como lo hace actualmente, sean propias o proporciona-
das por la Conanp, o bien, con otros elementos probatorios
como pueden ser documentos públicos o privados, testi-
monios y demás medios de prueba admisibles en términos
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el
Código Federal de Procedimientos Civiles.

De esa manera instituciones, organizaciones no guberna-
mentales y ciudadanos podrán constituirse como vigilantes
y coadyuvantes activos en auxilio de la procuración de la
justicia ambiental. La reforma que presento reconoce final-
mente, en el ámbito procedimental, el derecho humano que
detenta toda persona a defender mediante acciones jurídi-
cas concretas tanto su derecho a un medio ambiente sano,
como el derecho humano a que se determine la responsabi-
lidad de quienes producen daños y deterioro al ambiente.

Cuarto. Determinación de Infracciones Administrati-
vas y Responsabilidad por Daño Ambiental en Térmi-
nos de la Ley Federal de Responsabilidad ambiental.

Creo firmemente que prevenir, reparar y compensar am-
bientalmente los daños y deterioros ocasionados en las áre-
as naturales protegidas debe ser una prioridad nacional. 

Por ello, propongo se perfeccionen los textos de la LGEE-
PA para hacer más fácil la aplicación de la Ley Federal de

Responsabilidad Ambiental en el procedimiento adminis-
trativo. Este ordenamiento establece ya en sus artículos 1o.
y 3o. fracción III, la posibilidad de que la Profepa determi-
ne y exija la responsabilidad ambiental a través del proce-
dimiento administrativo sancionatorio. Lo mismo se refie-
re en todas las leyes ambientales federales. Es necesario
precisar las reglas del procedimiento administrativo en tan-
to a los alcances del contenido de las actas de inspección,
las facultades de coadyuvancia de los denunciantes popu-
lares, así como de todos los actos administrativos inclu-
yendo la resolución en la que se impondrá la obligación de
reparación y compensación ambiental del daño. Los textos
propuestos actualizan el procedimiento vigente permitien-
do alcanzar estos objetivos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de este Honorable Pleno Legisla-
tivo, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 160, 161, 162, 164,
166, 167 y 169 de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se reforman los artículos 160, 161, 162,
164, 166, 167 y 169 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente para quedar de la si-
guiente manera:

Título Sexto
Responsabilidades, Medidas de Control 

y de Seguridad y Sanciones

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 160. Las disposiciones de este título se aplicarán
en la realización de actos de inspección y vigilancia, eje-
cución de medidas de seguridad, admisión y desahogo de
pruebas, determinación de infracciones administrativas y
responsabilidad ambiental, y a los procedimientos y re-
cursos administrativos, cuando se trate de asuntos de com-
petencia federal regulados por esta Ley, la Ley General de
Vida Silvestre, la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos, la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, la Ley de Navegación y
Comercio Marítimos, la Ley de Aguas Nacionales, la
Ley General de Cambio Climático, y la Ley General de
Bienes Nacionales, Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental, así como aquellos ordenamientos cuyo obje-
to o disposiciones se refieran a la preservación o restau-



ración del equilibrio ecológico y la protección del am-
biente o sus elementos.

En las materias anteriormente señaladas, se aplicarán las
disposiciones relativas al régimen de responsabilidad
previsto en la Ley Federal de Responsabilidad Ambien-
tal, y supletoriamente las disposiciones de las Leyes Fede-
rales de Procedimiento Administrativo y sobre Metrología
y Normalización.

…

Capítulo II
Inspección y Vigilancia

Artículo 161. La Secretaría realizará los actos de inspec-
ción y vigilancia del cumplimiento de las disposiciones
contenidas en el presente ordenamiento, en las leyes am-
bientales previstas en el artículo anterior, en sus regla-
mentos, normas oficiales mexicanas y en los resolutivos
que emita la Secretaría con fundamento en dichos or-
denamientos 

En las zonas marinas mexicanas la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, por sí o por conducto de la Se-
cretaría de Marina, realizará los actos de inspección, vigi-
lancia de los ordenamientos previstos en el artículo 160
y, en su caso, de imposición de sanciones por violaciones a
las disposiciones de dichos ordenamientos.

Asimismo, los actos de inspección y vigilancia podrán
sustanciarse por la Comisión Nacional de Áreas Natu-
rales Protegidas cuando se trate de actividades realiza-
das dentro de las áreas naturales protegidas.

Las actas de inspección, testimonios y demás elementos
probatorios que recaben las instituciones previstas en el
presente artículo serán remitidas de manera inmediata
a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
para que por su conducto se sustancie el procedimiento
administrativo y se impongan las sanciones que prevé la
presente Ley.

Artículo 162. La Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente, Secretaría de Marina y Comisión Nacio-
nal de Áreas Naturales Protegidas podrán realizar, por
conducto de personal debidamente autorizado, visitas de
inspección, sin perjuicio de otras medidas previstas en las
leyes que puedan llevar a cabo para verificar el cumpli-

miento de este ordenamiento y las leyes referidas en el
artículo 160.

…. 

Artículo 164. En toda visita de inspección se levantará ac-
ta, en la que se harán constar en forma circunstanciada los
hechos u omisiones que se hubiesen presentado durante la
diligencia, los daños ocasionados al ambiente que se ob-
serven, la identidad de las personas que en ellos inter-
vengan, así como lo previsto en el artículo 67 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo.

…
… 
…

Artículo 166. La Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, así como las instituciones previstas en el ar-
tículo 161 de esta ley, llevarán a cabo oficiosamente los
actos necesarios para la determinación, conocimiento y
acreditación de las infracciones a la presente ley y los or-
denamientos previstos en el artículo 161, los daños y res-
ponsabilidades ambientales previstos en la Ley Federal
de Responsabilidad Ambiental, así como los hechos en
virtud de los cuales deba pronunciarse resolución.

Toda persona o institución que formule denuncia por
infracciones a los ordenamientos citados y daños al am-
biente ante la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente podrá aportar los medios probatorios con los
que cuente.

En el procedimiento administrativo previsto por el pre-
sente Título se admitirán toda clase de pruebas de con-
formidad a lo dispuesto por la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, el Código Federal de
Procedimientos Civiles y la Ley Federal de Responsabi-
lidad Ambiental. 

La autoridad competente podrá solicitar el auxilio de la
fuerza pública para efectuar la visita de inspección, cuando
alguna o algunas personas obstaculicen o se opongan a la
práctica de la diligencia, independientemente de las san-
ciones a que haya lugar. 

Artículo 167. Recibidas las actas de inspección o los me-
dios probatorios que acrediten una infracción, daño o
responsabilidad ambiental por la Procuraduría Federal
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de Protección al Ambiente, se otorgará a las personas fí-
sicas y morales responsables garantía de audiencia.
Asimismo se llamará al procedimiento a los denuncian-
tes por conducto de su representante común, cuando así
lo hayan requerido en su escrito de denuncia popular.

Para tal efecto se requerirá mediante acuerdo de empla-
zamiento a las personas físicas y morales responsables,
notificándolas de manera personal o por correo certifica-
do con acuse de recibo, para que adopten de inmediato las
medidas correctivas o de urgente aplicación que, en su ca-
so, resulten necesarias para cumplir con las disposiciones
jurídicas aplicables, los permisos, licencias, autorizaciones
o concesiones respectivas y para evitar que los daños
ocasionados al ambiente se incrementen, señalando el
plazo que corresponda para su cumplimiento, fundando y
motivando el requerimiento. Asimismo, deberá señalarse a
los responsables y denunciantes coadyuvantes que cuen-
tan con un término de quince días para que expongan lo
que a su derecho convenga en relación a las imputaciones
formuladas y los medios de prueba que obran en el ex-
pediente administrativo y, en su caso, para que aporten
las pruebas que consideren procedentes. La autoridad ad-
ministrativa deberá hacer del conocimiento de las par-
tes el derecho que les confiere el artículo 168 en mate-
ria de justicia ambiental alternativa y al uso de
mecanismos alternativos de resolución de conflictos.

Admitidas y desahogadas las pruebas ofrecidas por el inte-
resado o los denunciantes coadyuvantes, o habiendo
transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, sin
que haya hecho uso de ese derecho, se pondrán a su dispo-
sición las actuaciones, para que en un plazo tres días hábi-
les, presenten por escrito sus alegatos.

Artículo 169. La resolución del procedimiento administra-
tivo contendrá:

I. La determinación de la responsabilidad ambiental
que corresponda a cada persona de conformidad a la
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, así co-
mo las obligaciones que correspondan en términos
de dicho ordenamiento y las sanciones a que se hayan
hecho acreedoras las personas físicas y morales res-
ponsables que hayan intervenido o participado en la
comisión de infracciones administrativas;

II. Las medidas que cada persona responsable deba lle-
var a cabo para corregir las deficiencias, violaciones o
irregularidades observadas;

III. a IV. …
… 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, así
como las instituciones previstas en el artículo 161 de es-
ta Ley, podrán realizar inspecciones para verificar el cum-
plimiento de las obligaciones de los responsables. Cuando
del acta que se levante al efecto o de cualquier otro me-
dio de prueba se desprenda su incumplimiento, podrá im-
ponerse además de las sanciones previstas en el artículo
171 de esta Ley, una multa adicional que no exceda el mon-
to previsto en dicho precepto.

En los casos en que las personas responsables realicen las
medidas correctivas o de urgente aplicación, subsane las
irregularidades detectadas, o cumpla con las obligaciones
derivadas del convenio previsto en el artículo 168, en los
plazos ordenados o acordados por la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, siempre y cuando la responsa-
ble no sea reincidente, ésta podrá revocar o modificar la
sanción o sanciones impuestas.

En términos de lo dispuesto por el Código Nacional de
Procedimientos Penales y la Ley Federal de Responsa-
bilidad Ambiental todo servidor público hará inmedia-
tamente del conocimiento del Ministerio Público la reali-
zación de actos u omisiones constatados en el ejercicio de
sus facultades que pudieran configurar uno o más delitos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Adaptación al cambio Climático en México: visión, elementos y cri-

terios para la toma de decisiones “, Instituto nacional de Ecología. Se-
marnat, Comisión Intersecretarial de Cambio Climático. 2012

2 Téllez V. Yolanda et al “Presencia indígena, marginación y condición
de ubicación geográfica” en “La Situación Demográfica de México
2013”. http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Presencia_indige-
na_marginacion_y_condicion_de_ubicacion_geografica

3 “Resultados en Comités de Vigilancia Ambiental Participativa en
materia forestal”. En http://www.profepa.gob.mx/innovaportal/v/
1555/1/mx/resultados_en_comites_de_vigilancia_ambiental_partici-
pativa_en_materia_forestal.html.



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de abril de 2015.— Diputados:
Leticia Salas López, Ana María Gutiérrez Coronado, Francisca Rosa-
rio Arana Lugo, Eufrosina Cruz Mendoza, Martha Loera Arámbula,
Jorge Alfredo Pérez Covarrubias, Tania Margarita Morgan, Elizabeth
Vázquez Martín del Campo, José Luis Contreras Rojas, José Alfredo
Botello Montes, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, Mariana Dun-
yaska García Rojas, Antonio Sansores Sastré, Yatziri Mendoza Jimé-
nez, Maribel Enríquez Ramírez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 224 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Mario Alberto Dávila Del-
gado, del Grupo Parlamentario del PAN

El proponente, Mario Alberto Dávila Delgado, diputado
federal del Grupo Parlamentario de Partido Acción Nacio-
nal e integrante de la LXII Legislatura, con fundamento en
las fracciones II del artículo 71 y III del artículo 78 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara, somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa proyecto de decreto por el que se re-
forman las fracciones I y II del Apartado B del artículo 224
de la Ley General de Salud, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud, “los
cuidados paliativos son un modo de abordar la enfermedad
avanzada e incurable que pretende mejorar la calidad de vi-
da tanto de los pacientes que afrontan una enfermedad co-
mo de sus familias, mediante la prevención y el alivio del
sufrimiento a través de un diagnóstico precoz, una evalua-
ción adecuada y el oportuno tratamiento del dolor y de
otros problemas tanto físicos como psicosociales y espiri-
tuales”.

Los cuidados paliativos afirman la vida y consideran la
muerte como un proceso natural: ni la aceleran ni la retra-
san. Se administran para mantener la mejor calidad de vida
posible hasta la muerte.

Los cuidados paliativos y por extensión los equipos de
cuidados paliativos,

• Proporcionan alivio al dolor y a otros síntomas;

• Defienden la vida (son “vitalistas”) pero contemplan la
muerte como un proceso natural;

• No intentan acelerar ni posponer el fallecimiento;

• Incorporan los aspectos psicológico y espiritual en la
atención al paciente;

• Proporcionan un apoyo para ayudar a los pacientes a
mantener hasta el fallecimiento, dentro de sus limitacio-
nes, el mayor nivel de actividad;

• Ofrecen su ayuda a la familia a lo largo del proceso de
la enfermedad y, luego, en el duelo;

• Trabajan en equipo para resolver el conjunto de nece-
sidades del paciente y de sus familiares incluido, cuan-
do es preciso, el apoyo en el duelo;

• No sólo pretenden mejorar la calidad de vida, sino que
pueden influir también de manera positiva en el curso de
la enfermedad;

• Se pueden aplicar de manera temprana en la evolución
de la enfermedad asociados a otros tratamientos como la
quimioterapia y la radioterapia, dirigidos a prolongar la
supervivencia, y abarcan también los estudios encami-
nados a comprender y a tratar de manera más adecuada
las complicaciones que puedan afectar al paciente.”

Medicina paliativa es la especialidad médica que centra su
atención en los enfermos terminales, es decir, aquellos cuya
expectativa de vida es relativamente corta por causa de una
enfermedad que no responde a los tratamientos curativos.

La medicina paliativa está enfocada en lograr la máxima
calidad de vida y actividad en los pacientes terminales, sin
intentar acortar ni alargar la vida, procurando el alivio del
dolor y otros síntomas estresantes. Además, integra los as-
pectos psicológicos y espirituales en la aplicación de los
cuidados, considerando activamente a la familia del pa-
ciente, tanto durante el proceso como en el duelo.

Los cuidados paliativos incluyen no sólo los tratamientos
médicos y farmacológicos que se dan a los pacientes ter-
minales, sino que también todas las atenciones del equipo
interdisciplinario: psicológicas, de enfermería, sociales, de
terapia ocupacional y pastorales.
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Los cuidados paliativos no adelantan ni retrasan la muerte,
sino que constituyen un verdadero sistema de apoyo y so-
porte integral para el paciente y su familia. Así mismo re-
cuperan la forma más profunda de comprender y atender al
paciente terminal que late en la medicina. Son respuestas al
descontento de los profesionales y de la sociedad que esta-
ban ignorando necesidades claves de alivio del sufrimiento
para el enfermo avanzado e incurable y para su familia.
Necesidades que habían quedado escondidas quizá detrás
de la búsqueda de progreso científico y de los avances téc-
nicos que la medicina ha experimentado en el siglo XX.

Es importante resaltar que los cuidados paliativos comien-
zan en Londres, alrededor de 1970, cuando la doctora Ci-
cely Saunders (Premio Templeton en 1981) promueve un
primer centro médico dedicado a la atención de enfermos
terminales que será referencia para todo el mundo. En sus
orígenes es patente la esencia profundamente cristiana de
los cuidados paliativos.

Actualmente sólo una de cada 10 personas que necesitan
cuidados paliativos, esto es, atención médica para aliviar el
dolor, los síntomas y el estrés causados por enfermedades
graves, recibe esa atención. Las necesidades no atendidas
han quedado descritas por primera vez en el Atlas of Pa-
lliative Care at the End of Life (Atlas Mundial de Cuidados
Paliativos al Final de la Vida), publicado conjuntamente
por la Organización Mundial de la Salud, OMS, y la
Worldwide Palliative Care Alliance, WPCA.

De acuerdo a la OMS, el objetivo de los cuidados paliati-
vos no es sólo aliviar el dolor, sino también mitigar el su-
frimiento físico, psicosocial y emocional de los pacientes
con enfermedades graves en fase avanzada y ayudar a los
familiares de esas personas a cuidar de sus seres queridos.

Aproximadamente una tercera parte de quienes necesitan
cuidados paliativos tiene cáncer. El resto padece enferme-
dades degenerativas que afectan al corazón, los pulmones,
el hígado, los riñones o el cerebro, o enfermedades cróni-
cas o potencialmente mortales, como la infección por VIH
y la tuberculosis farmacorresistente.

Se calcula que todos los años más de 20 millones de pa-
cientes necesitan cuidados paliativos al final de la vida, de
los cuales cerca de un 6 por ciento son niños. Si se incluye
a todas las personas que podrían recibir cuidados paliativos
en una fase anterior de su enfermedad, la cifra correspon-
diente ascendería al menos a 40 millones. Los cuidados pa-
liativos y terminales a menudo abarcan algún tipo de apo-

yo a los familiares del paciente, lo que significa que las ne-
cesidades de atención se multiplicarían por más de dos.

En 2011, aproximadamente tres millones de pacientes, la
mayoría de ellos terminales, recibieron cuidados paliati-
vos. Aunque gran parte de ese tipo de asistencia se presta
en los países de ingresos altos, casi el 80 por ciento de las
necesidades mundiales de asistencia paliativa corresponde
a países de ingresos bajos y medianos. Solo 20 países del
mundo han integrado adecuadamente los cuidados paliati-
vos en los sistemas de atención sanitaria.

El atlas muestra que, en su inmensa mayoría, las necesida-
des mundiales de cui-dados terminales están relacionadas
con enfermedades no transmisibles, como cáncer, cardio-
patías, accidente cerebrovascular y enfermedades pulmo-
nares, ha señalado el doctor Oleg Chestnov, subdirector
general de la OMS para Enfermedades no Transmisibles y
Salud Mental. Al tiempo que reforzamos las actividades
destinadas a reducir la carga de las enfermedades que ac-
tualmente provocan más muertes en el mundo, debemos
aliviar el sufrimiento de quienes padecen enfermedades de-
generativas y no responden a los tratamientos curativos.

En el Atlas se insta a todos los países a que incluyan la asis-
tencia paliativa como componente esencial de todos los sis-
temas de atención de salud, en consonancia con los esfuer-
zos por alcanzar la cobertura sanitaria universal, lo cual
implica afrontar problemas como:

La falta de políticas que reconozcan la asistencia paliativa
y la necesidad de cuidados de los pacientes terminales y de
quienes padecen enfermedades degenerativas;

La falta de recursos para establecer los servicios oportunos,
entre otras cosas, para garantizar acceso a medicamentos
esenciales, especialmente analgésicos;

La falta de conocimientos de los profesionales sanitarios,
los voluntarios de las comunidades y el público en general
sobre los beneficios de los cuidados paliativos.

Nuestros esfuerzos por ampliar los cuidados paliativos han
de centrarse en aliviar el sufrimiento de las personas con
menos recursos y hacer posible que estas se beneficien de
la asistencia paliativa», ha añadido David Praill, copresi-
dente de WPCA. “Se necesitarán valentía y creatividad en
el proceso de aprendizaje colectivo sobre cómo integrar los
cuidados paliativos en los sistemas de atención de salud
con muy pocos recursos”.



El Consejo Ejecutivo de la OMS instó a los países a refor-
zar la asistencia paliativa y a integrarla en sus sistemas de
atención de salud. Está previsto que esta cuestión se exa-
minó en la 67.º Asamblea Mundial de la Salud que se cele-
bró en mayo de 2014.

La importancia de los cuidados paliativos se ha puesto de
relieve en el plan de acción mundial de la OMS para la pre-
vención y el control de enfermedades no transmisibles
2013-2020 y en la última Lista Modelo OMS de Medica-
mentos Esenciales, que incluye una sección específica so-
bre medicamentos para cuidados paliativos.

“La fracción I, del apartado B, del artículo 224 de la Ley
General de Salud relaciona los medicamentos alopáticos
con el efecto terapéutico, preventivo o rehabilitatorio que
tienen para la salud de las personas. En virtud de que uno
de los efectos que los medicamentos alopáticos provocan
es el efecto paliativo para preservar la calidad de vida del
paciente, a través de la prevención, tratamiento y control
del dolor, y otros síntomas físicos y emocionales.

Es necesario considerar que los medicamentos alopáticos
son empleados de acuerdo con los efectos terapéuticos pre-
tendidos y de conformidad con la actividad médica que se
pretenda aplicar, que de acuerdo con el artículo 33 de la
Ley General de Salud, pueden ser preventivas, curativas,
de rehabilitación y paliativas. Por ello consideramos nece-
sario que se incluya entre los efectos que pueden causar los
medicamentos alopáticos, el efecto terapéutico.”  

Por lo expuesto, el suscrito Mario Alberto Dávila Delgado,
diputado federal del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional propone reformar las fracciones I Y II del
apartado B del artículo 224 de la Ley General de Salud, a
fin de incluir en la clasificación de medicamentos, aquellos
que por su naturaleza tienen efecto paliativo, por lo que me
permito someter a consideración de esta honorable asam-
blea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley General de Salud

Artículo Único. Que reforma las fracciones I y II, del apar-
tado B del artículo 224 de la Ley General de Salud, para
quedar como sigue

Artículo 224. Los medicamentos se clasifican:

A. Por su forma de preparación en:

I. a III. …

B. Por su naturaleza:

I. Alopáticos: Toda substancia o mezcla de substancias
de origen natural o sintético que tenga efecto terapéuti-
co, preventivo, paliativo o rehabilitatorio, que se pre-
sente en forma farmacéutica y se identifique como tal
por su actividad farmacológica, características físicas,
químicas y biológicas, y se encuentre registrado en la
Farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos para me-
dicamentos alopáticos,

II. Homeopáticos: Toda sustancia o mezcla de sustan-
cias de origen natural o sintético que tenga efecto tera-
péutico, preventivo, paliativo o rehabilitatorio y que sea
elaborado de acuerdo con los procedimientos de fabri-
cación descritos en la Farmacopea Homeopática de los
Estados Unidos Mexicanos, en las de otros países u
otras fuentes de información científica nacional e inter-
nacional, y

III. …

…

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de abril de 2015.— Diputados:
Mario Alberto Dávila Delgado, Jorge Alfredo Pérez Covarrubias, Ma-
riana Dunyaska García Rojas, Elizabeth Vargas Martín del Campo, Ta-
nia Margarita Morgan Navarrete, Martha Loera Arámbula, Claudia Ro-
cío Villa Oñate, Antonio Sansores Sastré (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 31 y 36 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado José Rangel Espinosa, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El que suscribe, José Rangel Espinosa, en nombre de mis
compañeras y compañeros diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
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Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, fracción 1,
77 fracción 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, artículo 55 fracción II del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el inciso h) y adicionan los incisos i),
e j), a la fracción III, del artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de motivos

Sin lugar a duda que las reformas emprendidas con valor y
talento por parte del presidente de todos los mexicanos, el
licenciado Enrique Peña Nieto, realizadas tanto a nuestra
Carta Magna, como a las diversas leyes secundarias, y mis-
mas que lograrán que nuestro querido país y sus habitantes
consoliden de una vez por todas un Estado prospero, y las
cuales fueron respaldadas y aprobadas por ésta LXII Le-
gislatura, de la cual me siento honrado en pertenecer, y que
sin lugar a duda pasará a la historia como la mejor legisla-
tura por haber sido parte de la transformación nacional,
considero que es importante seguir con el fortalecimiento y
perfeccionamiento de los cambios constitucionales realiza-
dos, es por ello, que me permito presentar a esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto que busca
lograr que todos los mexicanos una vez que han alcanzado
la categoría de ciudadano por haber cumplido los 18 años
y alcanzar con ello la mayoría de edad, como lo establece
el artículo 34 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, tengan la obligación de inscribirse en
el Registro Federal de Contribuyentes.

Se podrá pensar y decir, tratando de oponerse a la presente
iniciativa que el hecho de que se imponga a los ciudadanos
varones y mujeres la obligación de inscribirse en el Regis-
tro Federal de Contribuyentes, so pena de hacerse acreedo-
res a una sanción de no hacerlo, al haber cumplido la ma-
yoría de edad, pueda ser autoritario, todas vez que quienes
a dicha edad se encuentran aun estudiando o no cuentan
con un trabajo remunerado o que no tienen ningún bien de
capital gravable, no se les debe imponer tal obligación, en
opinión del suscrito dicha medida redundaría en que la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público a través del Sistema
de Administración Tributaría consolide un padrón de con-
tribuyentes más amplio y real, ya que si bien es cierto que
muchos jóvenes al alcanzar la mayoría de edad no cuentan
con trabajo remunerativo o bienes de capital gravable, tam-
bién lo es que muchos de ellos a dicha edad e inclusive an-

tes de cumplir la misma, ya se encuentran trabajando y per-
cibiendo un salario ya sea porque directamente se encuen-
tran en la informalidad o trabajan para alguien que ésta en
esa informalidad.

Conforme y de acuerdo al Censo de Población y Vi-
vienda 2010, realizado por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi),1 el rango que oscila de en-
tre los 15 y 24 años de edad, del total de la población
del país es de 20 millones 918 mil 383 personas, por lo
que es importante resaltar que, en el rango de edad
mencionado, existen jóvenes que ni estudian ni traba-
jan y los que se encuentran laborando justamente lo ha-
cen en el empleo informal

Cabe recordar que más de 28 millones de mexicanos se
encuentran en la informalidad, esto es, que más de la
mitad de la fuerza laboral del país (58 por ciento de
acuerdo al Inegi),2 de la población económicamente ac-
tiva se encuentra en dicha informalidad, es por eso que
las reformas emprendidas sobre todo en materia de lograr
que las personas que trabajan en la informalidad, cambien
a la formalidad, otorgándoles estímulos importantísimos,
son un parteaguas que sin duda alguna será el detonante pa-
ra alcanzar una meta sin precedentes que permita ampliar
el padrón de contribuyentes, pero como todo en esta vida
es perfectible, es por ello que considero que con la presen-
te iniciativa dicho padrón alcanzará una mayor amplia-
ción.

Es importante señalar, que con la presente iniciativa, de
aprobarse, no será un instrumento de control represivo, de
terrorismo fiscal o autoritario, sino por el contrario, busca
que los jóvenes al adquirir la ciudadanía por cumplir su
mayoría de edad, como lo establece la Constitución Gene-
ral de la República, tengan el deber de inscribirse en el Re-
gistro Federal de Contribuyentes, y de presentar sus decla-
raciones, avisos, etcétera, sin que con ello deban de pagar
impuestos por carecer de trabajo remunerativo o bienes de
fortuna, de esta forma al presentar sus declaraciones en ce-
ro, al paso del tiempo o de los años el Sistema de Admi-
nistración Tributaría daría seguimiento a dichos contribu-
yentes para detectar si los mismos suponiendo que ya
hayan concluido sus estudios, se encuentran laborando for-
malmente o en la informalidad, en este último caso, invi-
tarlos e incentivarlos para que abandonen la informalidad. 

A mayor reforzamiento de la presente iniciativa, es perti-
nente señalar que el artículo 22, fracción VIII, Sección I,



De la Inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes,
Capítulo III, De la Inscripción y Avisos en el Registro Fe-
deral de Contribuyentes, del Reglamento del Código Fiscal
de la Federación,3 establece la inscripción de personas físi-
cas sin actividad económica.

Por su parte la Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente (Prodecon) ha informado a través de su portal de in-
ternet4 que cualquier habitante en México puede crear su
RFC, sin adquirir obligaciones fiscales, es decir, que quie-
nes se den de alta no estarán obligados a presentar ningún
aviso o declaración ante hacienda, sino hasta que empie-
cen, de hacerlo, sus actividades productivas. Asimismo, in-
formó que contar ya con un el RFC, sin obligaciones for-
males, les dará mayor presencia ante sus potenciales
clientes o proveedores a aquellas personas que en un futu-
ro se integrarán a la actividad productiva, ya sea como em-
presarios o como profesionistas y aseguró que igualmente
sirve para todos aquellos jóvenes que estén buscando su
primer empleo formal, ya que en la mayoría de las empre-
sas a donde van a buscar trabajo les exigen el Registro Fe-
deral de Contribuyentes, mismo que de igual forma les fa-
cilitará tramitar un crédito bancario, aperturar una cuenta
en una institución bancaria e incluso a la hora de laborar en
un empleo formal, sus primeros pagos harán de una mane-
ra más rápida.

Este registro será la base para la expedición de la Cédula
de Identificación Única. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona un párrafo a los artí-
culos 31, fracción IV, y 36, fracción I, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar
como sigue:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. a III (…)

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la fede-
ración, como del Distrito Federal o del estado y munici-
pio en que residan, de la manera proporcional y equita-
tiva que dispongan las leyes. Por lo cual, todo
mexicano al cumplir la mayoría de edad, deberá ins-
cribirse en el Registro Federal de contribuyentes,

tenga en ese momento o no ingresos o bienes de capi-
tal gravable, debiendo en su caso, presentar declara-
ciones o avisos en los términos que establece la ley en
la materia.

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la repúbli-
ca:

I. Inscribirse en el catastro de la municipalidad, mani-
festando la propiedad que el mismo ciudadano tenga, la
industria, profesión o trabajo de que subsista; así como
también inscribirse en el Registro Federal de Contribu-
yentes, tenga en ese momento o no ingresos o bienes de
capital gravable, debiendo en su caso, presentar decla-
raciones o avisos en los términos de la ley en la ma-
teria, esto último, para efectos del artículo 31, frac-
ción IV, de esta constitución.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 https;//www.inegi.gob.mx

2 Ídem

3 Reglamento del Código Fiscal de la Federación, páginas 5 y 6. 

4 https;//www.prodecon.gob.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2015.— Diputados:
José Rangel Espinosa, Dulce María Muñiz, Edith Avilés Cano, Fran-
cisca Elena Corrales Corrales, José Pilar Moreno Montoya, María
Guadalupe Jaramillo Villa, Maricruz Reyes Galicia, Carnen Julieta To-
rres Lizarraga (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

«Iniciativa que adiciona los artículos 162 Bis y 191 Bis a
la Ley sobre el Contrato de Seguro, a cargo de la diputada
Blanca Jiménez Castillo, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Blanca Jiménez Castillo, diputada federal
de la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan los
artículos 162 Bis y 191 Bis, de la Ley sobre el Contrato de
Seguro, en materia de cobro de incrementos anuales del
seguro de gastos médicos mayores, reconocimiento del de-
recho de antigüedad, así como la incorporación de los prin-
cipios de igualdad y no discriminación en la celebración de
contratos de seguro que cubran gastos médicos o la salud,
en base a la siguiente

Exposición de Motivos

La salud, de acuerdo a la Organización Mundial de la Sa-
lud, se define como el estado de completo bienestar físico,
mental y social de las personas,1por lo que su concepción
atiende a un aspecto más integral en su conformación, no
solo como la ausencia de enfermedad, dolor o padecimien-
tos, sino como un concepto positivo que acentúa los recur-
sos sociales y personales, así como las aptitudes físicas;
constituyéndose como un recurso que permite a las perso-
nas llevar una vida individual, social y económicamente
productiva.2

De acuerdo con el Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC), toda persona tiene
derecho a la salud, y ésta debe ser entendida como “el dis-
frute del más alto nivel de bienestar físico, mental y so-
cial”. Además, en este ordenamiento se precisa que son los
Estados y sus gobiernos partes los que se comprometen a
reconocer a la salud como un bien público y a adoptar las
medidas necesarias para garantizarla a toda la población
sin discriminación alguna, creando condiciones que le ase-
guren asistencia y servicios médicos en caso de enferme-
dad.

Por su parte, el artículo 4° de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, reconoce de manera sustantiva

el derecho de todas las personas a la protección de la salud;
actualmente, dicha Norma Suprema3 obliga a cumplimen-
tar el ejercicio progresivo de los derechos humanos, brin-
dando mayores beneficios para todos los habitantes del pa-
ís.

Un aspecto importante a resaltar, es que el derecho a la sa-
lud permite tanto a mujeres como hombres el goce de otros
diversos, ya que es un pilar fundamental del desarrollo in-
dividual de las personas, que impulsan un proceso perma-
nente de ampliación de capacidades, sientan las bases para
el ejercicio de los principios de libertad, dignidad, solidari-
dad, respeto y equidad y les permite a las personas tener
una mejor calidad de vida.

En esa tesitura, es importante recalcar que éste derecho
constituye un soporte solido que nos permite una óptima
interacción con la sociedad y un buen desempeño físico y
mental, ya que si se goza de buena salud se puede acceder
a la realización de actividades que generen autosuficiencia
y permiten que las personas, acorde a su desarrollo, se val-
gan por sí mismas y genera la procuración, el cuidado y
sostenimiento de sus dependientes, así como también, im-
piden que su economía se deteriore por la inversión para la
cura o paliación de algún padecimiento adquirido.

Lo anterior, en virtud de que existen diversas situaciones
que se presentan a lo largo de la vida, como los accidentes
o las enfermedades, tienen un fuerte impacto en la vida de
las personas, tanto en su estabilidad emocional como en su
economía, por ser acaecimientos imprevistos, futuros e in-
ciertos; es por esto que para garantizar la estabilidad de la
sociedad, el Estado ha implementado el Sistema Nacional
que procura la salud de todas las personas en el ámbito de
los sectores público y privado, estableciéndose además po-
líticas públicas en materia de salud como el Plan Sectorial
de Salud 2013-2018, que engloba la protección de dere-
chos en esta materia. 

Como consecuencia del establecimiento de la garantía pa-
ra el goce de este derecho fundamental, el Estado Mexica-
no ha constituido el Sistema Nacional de Salud, que englo-
ba todas las organizaciones, instituciones y recursos, cuyo
principal objetivo es llevar a cabo tareas encaminadas a
mejorar la salud, estableciendo además políticas públicas
en favor de la población, así como la elaboración de nor-
matividades federales como la Ley General de Salud y
Normas Oficiales Mexicanas aplicables a la materia
(NOM),4 las cuales son dirigidas para todos los sectores,



en los tres órdenes de gobierno, siendo las cuatro funciones
principales del sistema de salud, la provisión de servicios,
la generación de recursos, la financiación y la gestión.

Acciones que atienden al cumplimiento de un mandato su-
premo, consagrado en el primer capítulo de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece y
reconoce los derechos humanos de las personas y las ga-
rantías para su tutela, iniciando por el artículo 1°, que de-
termina que todas las personas gozarán de los derechos hu-
manos en ella reconocidos y en los tratados internacionales
de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá res-
tringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las con-
diciones que nuestra carta magna establece. Asimismo, de-
termina que las normas relativas a los derechos humanos se
interpretarán de conformidad con la Constitución Federal y
los tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia. De
igual forma, mandata que todas las autoridades, en el ám-
bito de sus competencias, tienen la obligación de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos
de conformidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En conse-
cuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los tér-
minos que establezca la ley.

A pesar de que existen diversos avances en la materia, to-
davía existe un camino largo por recorrer para prevenir y
garantizar el derecho a la salud de las personas, ya que aún
existen ámbitos en los que proliferan las prácticas de ex-
clusión, discriminación y desigualdad en contra de los de-
rechos de las mujeres y hombres, propiciadas por ausencia
de disposiciones jurídicas que los protejan, así como por
normatividades arcaicas o que no se ajustan a la realidad y
protección de los nuevos paradigmas sociales.

No obstante, de acuerdo a la Encuesta Nacional 2012 sobre
Salud y Nutrición, se reflejó que el 25.43% de la población
en México, no cuenta con protección en salud,5 despren-
diéndose que dicha estadística tan preocupante es origina-
da por diversos factores, en los que destacan el desinterés
de las personas con capacidad económica ante la ausencia
de enfermedades o dolencias, la falta de información sobre
el acceso a los diversos programas de salud públicos, en
otros casos, la falta de información de los beneficios de los
seguros de salud, así como la falta de recursos económicos
para el alcance de los servicios privados directos; quedan-

do ésta población en situación de vulnerabilidad ante con-
tingencias imprevistas de su salud o de sus dependientes.

Debe decirse que como una alternativa para cierta parte de
la población se encuentran los seguros de salud, dentro de
los que se encuentran los que garantizan los gastos catas-
tróficos, también llamados seguros de gastos médicos ma-
yores, que si bien se pudiera pensar que los mismos son in-
alcanzables por sus costos, lo cierto es que de no contar con
éstos sería inaccesible aún más el acceso a los servicios pri-
vados o algunos servicios públicos que no cuentan con co-
bertura gratuita y que por su calidad e infraestructura re-
sultan ser la mejor opción para el tratamiento de
enfermedades.

Si bien es cierto que la adquisición de los seguros de salud
representan un costo que la mayoría de la población no
puede costear, lo cierto es que al vivir en democracia, el
Estado Mexicano protege no solo al que menos tiene, sino
a toda la población en su conjunto sin distinción alguna,
máxime si se trata de garantizar el derecho a la salud, pues
éste se tiene que velar sin importar sexo, edad, condición
social, estado de salud, capacidades, entre otros.

Ahora bien, debe decirse que en términos prácticos cuando
una persona no cuenta con el acceso efectivo o derecho a
recibir servicios de salud, sea en el ámbito público o priva-
do, no se le está garantizando el derecho fundamental a la
salud de forma adecuada.6

En este sentido, los seguros de gastos médicos mayores, re-
presentan una alternativa para enfrentar los gastos catastró-
ficos que deben reembolsar las personas que no se encuen-
tran afiliadas al sistema de salud pública, o estando
inscritas en éstos, la refuerzan o auxilian al hacer frente a
enfermedades o intervenciones quirúrgicas que no se en-
cuentran dentro del esquema de cobertura de los servicios
públicos gratuitos; o bien, constituyen una de las puertas de
acceso a los servicios privados de salud, que en la mayoría
de los casos son de mayor calidad y que de otra forma no
se pudieran alcanzar debido a sus altos costos.

La Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas
de Seguros, define a los seguros de salud como las activi-
dades comerciales que tienen por objeto la presentación de
servicios dirigidos a prevenir o restaurar la salud, a través
de acciones que se realicen en beneficio del asegurado, que
van encaminadas a cubrir los gastos médicos, hospitalarios
y demás que sean necesarios para la recuperación de la sa-
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lud o vigor vital del asegurado, cuando se haya afectado
por causa de un accidente o enfermedad; los cuales permi-
ten amortiguar el desembolso mediante el pago de una pri-
ma o premio, garantizando la atención y procuración de la
salud del asegurado o de sus beneficiarios.

Bajo ese contexto, es importante destacar que los seguros
de salud no se destinan, hasta este momento, para pagar por
eventualidades conocidas como preexistentes o de preven-
ción, sino que solo cubren el restablecimiento de la salud y
garantizan el pago a los asegurados de los gastos que pu-
dieran solventar con motivo de un accidente o enfermedad
no prevista y que de otro modo las personas tuvieran que
desembolsar.

La cultura de adquisición de un seguro de salud de gastos
médicos es muy baja, debido a la percepción de que el se-
guro privado es costoso o al desconocimiento de su exis-
tencia como una alternativa de atención, derivado de la fal-
ta de información de su forma de operar, así como sus
beneficios.

Sin embargo, de acuerdo a las cifras aportadas por la Co-
misión Nacional de Seguros y Fianzas, el 7.6% de la Po-
blación cuenta con seguro de gastos médicos mayores, lo
cual representa alrededor de nueve millones de mexicanos;
no obstante, de acuerdo a diversos estudios, es el tercero
más importante a nivel Latinoamérica en percepción de
primas anuales, después de Brasil y Venezuela que repre-
sentan más de dos mil millones de pesos anuales en pri-
mas,7 lo cual se debe a los altos costos que tienen que pa-
gar los asegurados y a los cuales se encuentran sujetos, que
se originan debido a la inexistencia de lineamientos jurídi-
cos adecuados que regulen la prestación de dichos servi-
cios, así como la falta de asesoría necesaria y la práctica de
firmar sin leer las condiciones generales que vienen redac-
tadas en los contratos.

De igual forma, se ha propiciado que exista además un au-
mento anual desproporcionado en las cuotas de los seguros
y modificaciones en el clausulado del mismo, mermando la
economía de los contratantes y propiciando las prácticas
indebidas y desleales de las aseguradoras que prestan estos
servicios, tal y como lo determina el reporte sobre resulta-
dos del 4° Trimestre del 2013, sobre comportamiento del
Seguro Mexicano de la Asociación Mexicana de Institucio-
nes de Seguros,8 que estableció:

“En la Operación de Accidentes y Enfermedades se tu-
vo un crecimiento en términos nominales del 13.1%.—

- Es importante destacar el incremento del 88.6% en tér-
minos nominales de los Seguros de Salud, resultado de
la venta de nuevos productos. Además, de que se man-
tiene la inercia de crecimiento que se presentó durante
2013.—- En el caso de Accidentes Personales se pre-
sentó un importante crecimiento con respecto al cierre
del año anterior; ya que durante 2012 se tuvo un incre-
mento del 9.9%. Este crecimiento se debe a la venta de
nuevos productos y al lanzamiento de coberturas adi-
cionales.—- No obstante, el ramo presentó un creci-
miento mayor al observado en los últimos años, el cual
es atribuible al incremento elevado que tuvieron los
seguros de salud. Lo cual, confirma el repunte que ha
tenido esta operación en estos dos últimos años.”

De lo anterior se colige que al existir una carencia de me-
didas para evitar, el incremento de las pólizas se deja al ar-
bitrio de las empresas aseguradoras, tanto en el cobro de
las pólizas como en selección e incorporación de nuevos
clientes, propiciando cobros desproporcionados y exclusio-
nes de personas que pueden gozar de estos servicios priva-
dos, como personas con enfermedades crónico degenerati-
vas o personas con algún tipo de discapacidad o
simplemente exclusión o desincorporación forzada de per-
sonas adultas mayores.

Esto debido a que las empresas que prestan el servicio de
seguro de gastos médicos mayores, se han desempeñado
bajo el amparo de una ley que fue promulgada en el año de
1935, la cual ha tenido escasas modificaciones o adiciones
que representen un cambio trascendental para poder en-
frentar la problemática que afrontan los asegurados o sus
familiares; una ley que ha sido abrogada y sustituida por la
Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, la cual inició su
vigencia a partir del 04 de abril de 2015.

A pesar de esta reforma en materia de seguros y fianzas, se-
guirá prevaleciendo la Ley Sobre el Contrato de Seguro,
que resulta ser inadecuada y desfasada en el ámbito de la
celebración de los contratos de seguro que cubren los gas-
tos médicos o la salud, ya que permite a los prestadores del
servicio, establecer lineamientos privados que se inclinan
para obtener grandes beneficios en favor de las asegurado-
ras.

Lo anterior, si se toma en cuenta que el contrato de seguro
es una figura jurídica auxiliar de gran importancia para el
funcionamiento del sistema financiero de las sociedades
contemporáneas. Es un acuerdo de voluntades, que genera
consecuencias de derecho para los contratantes.



La fuerza obligatoria del contrato de seguro radica esen-
cialmente en que proviene de una ley federal que permite
dentro de sus lineamientos, la libre voluntad de los contra-
tantes para la prestación de un servicio de salud y lo que
ahí se estipule, genera derechos y obligaciones que no se
pueden deshacer sino por virtud de convenio entre las par-
tes, en el que se resarzan las afectaciones o pagar las pena-
lizaciones, ante el incumplimiento de contrato o término
anticipado del mismo. Por lo que se deja al arbitrio de las
partes el solucionar dicho conflicto, al no establecer la nor-
matividad aplicable una disposición que prevea y de solu-
ción a dicha problemática.

Encontrándose un desequilibrio muy marcado existente en-
tre el especialista en el servicio y el usuario con poca, es-
casa o nula experiencia en el ramo o en eventualidades en
el área de salud, debido a que generalmente las personas
que adquieren un seguro de gastos médicos mayores, lo re-
alizan ante el temor de enfrentarse a una enfermedad o ac-
cidente que ponga en riesgo la estabilidad económica o en
situación de desesperanza por la imposibilidad del acerca-
miento a un servicio privado de calidad, temor que se ge-
nera ante el desconocimiento de las implicaciones que con-
lleva dichas eventualidades, es decir, por la inexperiencia
de situaciones particulares que las aseguradoras tienen per-
fectamente identificadas, analizadas, proyectadas y presu-
puestadas puntualmente por ser peritos en la materia y por-
que finalmente de conformidad con el artículo 75, fracción
XVI, del Código de Comercio, dicha actividad es reputada
como comercial, en donde la búsqueda principal es la de
generar utilidades capitalistas con el mercadeo de seguros
de salud.

Aunado a lo anterior, se encuentra el hecho de que en di-
versos estudios9 publicados por el Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación10 a la normatividad y los pro-
cesos de los seguros de salud, reveló que la Ley del Con-
trato de Seguro, no establece de manera toral el reconoci-
miento y protección del derecho humano a la salud para
todas las personas, ya que carece de disposiciones tendien-
tes a eliminar toda práctica de exclusión, diferenciación o
discriminatoria en la celebración de los contratos del servi-
cio de seguro, en específico de los seguros de salud,11 ge-
nerando el argumento de las aseguradoras que las mismas
no son susceptibles de incorporarse bajo el argumento que
al ser un servicio privado debe regir como principio la vo-
luntad de las partes.

Sin embargo, tal y como lo ha establecido reiteradamente
la Suprema Corte de Justicia de la Nación,12 cuando se es-

tá frente a la tutela de los principios de igualdad y no dis-
criminación, éstos representan valores de naturaleza cons-
titucional que se encuentran consagrados en el texto de
nuestra norma suprema. Por lo que, de admitir la posibili-
dad de que en determinado ámbito de nuestro sistema jurí-
dico se pretenda configurar una excepción para el cumpli-
miento de los principios establecidos en nuestra Carta
Magna, nos conduciría a pensar que la misma no es vincu-
lante al mandato supremo, lo cual es jurídica y moralmen-
te inaceptable, en virtud de la conformación de la interpre-
tación y doctrina que ha ido construyendo el máximo
tribunal de la Nación, pues ante todo se debe tomar en
cuenta que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos es una norma jurídica y, por sus características,
es de cumplimiento obligatorio.

Por tanto, el pretender desconocer o eludir su cumplimien-
to conlleva a la generación de actos jurídicos que son sus-
ceptibles de nulificarse cuando en su contenido admitan la
renuncia de un derecho humano, o bien, se genere un ám-
bito de desigualdad, de exclusión o discriminatorio para las
personas, motivadas por algún aspecto que no es dable va-
lorarse para la contratación de un seguro de salud, sea que
se preste en institución pública o privada, puesto que al fi-
nal se considera una vía de acceso al goce de un derecho
humano de salud sea personal o de forma colectiva.

Por tal motivo, debe decirse que los principios contenidos
en la Constitución Federal vinculan a todos los sectores del
orden jurídico, incluyendo a las relaciones surgidas entre
particulares, pues son éstas que regulan a través de las nor-
mas jurídicas y, bajo esa premisa, los principios de igual-
dad, accesibilidad de los servicios de salud y no discrimi-
nación, son también aplicables al ámbito de la contratación
de seguros, sin obstar que se celebre entre particulares,
pues no constituye de manera concomitante una excepción
al principio de transversalidad para la aplicación de dispo-
siciones en materia de derechos humanos. 

A pesar de que se encuentran establecidos los mecanismos
para reclamar los derechos que se pudieran considerarse
como violados y que se encuentra la existencia de la justi-
cia impartida por el Poder Judicial, no menos cierto es que
el ánimo de las leyes se encuentra en velar para la solución
extrajudicial de los conflictos, posicionándose como herra-
mienta para la formulación de demandas para el respeto de
los derechos que se consideren infringidos, otorgue dere-
chos subjetivos y plasmar de manera positiva la regulación
de las relaciones personales, estando aún frente a las ac-
tuaciones de los órganos del Estado. Es decir, resulta im-
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práctico, burocrático, ocioso e injusto que el gobernado
tenga que promover un juicio para que sea respetado o re-
clamado un derecho humano que la Constitución ya lo con-
sagra y que se deben incorporar de manera armonizada en
las legislaciones que de ella emanen.

Por otra parte, se encuentra el entorno de desarrollo de los
seguros de salud, mismos que de acuerdo a datos estadísti-
cos arrojados por la Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas y la Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros,
de 2012 a 2013 las primas directas de los Seguros de Gas-
tos Médicos, se incrementaron en un 11%, ascendiendo a
un total de 44,053 millones de pesos, aportación que repre-
senta el 86.36% del total del rubro de seguros de acciden-
tes y enfermedades y que permitió al sector asegurador un
crecimiento global de 10.7%, lo que evidencia un creci-
miento mayor al observado en los últimos años, que se le
atribuye al incremento elevado que tuvieron los seguros de
salud, tal y como lo califica expresamente y se refleja en
los Resultados al 4° Trimestre del 2013-2012 del Compor-
tamiento del Seguro Mexicano, emitido por la Asociación
Mexicana de Instituciones de Seguros.

Por su parte, las cuotas sobre pólizas anuales se contrajo el
1.3% de su valor, observando además una cuantificación
disímil y desproporcionado entre hombres y mujeres, que
resulta ser una tendencia generalizada en todas las asegu-
radoras del ramo.

De lo anterior, se desprende que a pesar de que el sector
asegurador se ha potencializado económicamente e incor-
porado nuevos asegurados a su cartera de clientes, lo cier-
to es que el cobro de sus pólizas no reduce en forma simé-
trica ni correlacionada, lo que resulta ser injusto para los
contratantes del servicio.

Por otra parte, si se analiza el desglose de los asegurados al
sector de gastos médicos mayores y los incrementos efec-
tuados del 2012 al 2013, se obtiene que existe un porcen-
taje muy alto de incremento en las pólizas anuales de las
mujeres contratantes, sin que se argumente, motive o fun-
damente tal circunstancia; ya que los análisis de la materia,
revelan que para calcular el costo de este tipo de seguros se
toman en cuenta de forma actuarial las características y ne-
cesidades de cada persona, tales como la edad, sexo, hábi-
tos y antecedentes de salud, las diferencias de coberturas y
variables como porcentajes de copago, reembolso, la co-
bertura nacional o internacional y la forma de pago, anual,
semestral, trimestral, mensual, ya que en algunos incluso

establecen en los contratos de seguro el cobro de intereses
ordinarios y moratorios.

En ese contexto, debido a que se desprende un aumento
desproporcionado en los contratos celebrados por mujeres
y que para el cobro de las pólizas anuales se toman en con-
sideración datos sensibles que hacen detonar las cantidades
que se tienen que pagar por los seguros de salud, con estas
prácticas se propicia un ámbito discriminatorio y de des-
igualdad que no es dable integrar a los contratos de seguro,
ni menos a los que se encuentran encaminados a proteger
la salud, al ser un derecho humano protegible, con inde-
pendencia del nivel económico o cualquier otra circunstan-
cia en el que se encuentre.

Lo anterior, en virtud de que la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Salud, las
legislaciones federales aplicables y los tratados internacio-
nales, protegen el derecho progresivo a la salud de las mu-
jeres, tal y como se encuentra plasmado en la Plataforma
de Acción de Beijing, promovida durante la Cuarta Confe-
rencia Mundial sobre la mujer en septiembre de 1995, la
cual estableció que las mujeres tienen derecho a disfrutar
del más alto nivel posible de salud física y mental. Para el
caso específico a los servicios de salud, el primer objetivo
estratégico plantea que los Estados Parte deben fomentar el
acceso de la mujer durante toda su vida, a servicios de
atención de la salud y a información y servicios conexos
adecuados, de bajo costo y de buena calidad.

Por su parte, la Ley para Prevenir y Eliminar la Discrimi-
nación, establece que se entiende por discriminación a to-
da distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por
acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva,
racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obs-
taculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y li-
bertades, cuando se base en uno o más de los siguientes
motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cul-
tura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la con-
dición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la
apariencia física, las características genéticas, la situación
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado
civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares,
el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro moti-
vo; postulados que no se encuentran contemplados y prote-
gidos en la Ley sobre el Contrato de Seguro y que se pro-
ponen incorporar a través de la presente iniciativa.



Ahora bien, estas situaciones negativas se han presentado a
lo largo de los últimos años, debido a la ausencia de una
normatividad con fuerza vinculatoria que proteja los dere-
chos humanos de los usuarios de los servicios, en la cele-
bración de contratos de seguros, que evite una práctica de
exclusión o discriminación de personas, a cualquier edad o
condición de vida.

Aunado a lo anterior, se encuentra el hecho de que algunas
compañías aseguradoras se valen de la ausencia de linea-
mientos jurídicos y límites para cobro de pólizas anuales y
lo utilizan para incrementar desmedidamente, primas, coa-
seguros, copagos o diversas compensaciones, a personas
que por motivos de salud, sexo o antigüedad, les represen-
tan una carga monetaria que merma sus actividades lucra-
tivas y que finalmente las orillan a abandonar este seguro
de salud, perdiendo como consecuencia la antigüedad en el
mismo.

Es por esto que se propone la incorporación del artículo
162 bis del mismo cuerpo normativo, que mandata como
obligatoria la incorporación de los principios de igualdad,
no discriminación y buena fe de las partes al momento de
la celebración del contrato de seguro.

Finalmente, se propone la creación del artículo 191 bis pa-
ra incorporarse a la Ley sobre el Contrato de Seguro, para
establecer la prohibición de cobros que atenten contra la
igualdad de las personas, propicien incrementos inequitati-
vos y desproporcionados para determinado grupo de per-
sonas o aplicadas de manera particular en detrimento de
sus derechos, al momento de la cuantificación y cobro de
las pólizas de seguros que cubran gastos médicos o la sa-
lud y sus incrementos anuales o quinquenales; en la que
además, se prohíba el cobro de intereses sobre pólizas
anuales, salvo las convenidas por mora.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan artículos 162 Bis y 191
Bis, de la Ley sobre el Contrato de Seguro

Único. Se propone la adición de los artículos 162 Bis y 191
Bis a la Ley sobre el Contrato de Seguro, en los siguientes
términos:

Artículo 162 Bis. En la contratación de seguros que cubran
gastos médicos o la salud, se atenderá a los principios de
igualdad, no discriminación y buena fe de las partes, de

conformidad con las disposiciones de carácter general que
al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, en coordinación con la Secretaría de Salud y el Conse-
jo Nacional para Prevenir la Discriminación.

Artículo 191 Bis. En los contratos de seguros de salud que
se continúen de forma consecutiva y voluntaria, no se po-
drán establecer incrementos anuales o quinquenales des-
proporcionados o inequitativos, así como tampoco el cobro
de intereses sobre pólizas anuales, salvo las convenidas
parcialmente por mora; todo lo cual deberá ser informado
al usuario al momento de la contratación inicial del seguro.
Prerrogativa que deberá ser irrenunciable en beneficio de
los asegurados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Definición derivada de la constitución de la OMS, 1948.

2 Glosario de términos de promoción de salud, OMS, 1998.

3 Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. (De los derechos humanos y sus garantías).

4 Reglas técnicas de carácter obligatorio, las cuales regulan los pro-
ductos, procesos o servicios en materia de salud, entre otras materias,
cuando éstos puedan constituir un riesgo para las personas, animales y
vegetales, así como el medio ambiente.

6 Estadística obtenida de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
2012. Distribución de la población según institución de protección en
salud, de acuerdo con el autorreporte del informante del hogar. Méxi-
co, Ensanut 2012 (p.33).

6 Argumento retomado de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
2012. Resultados nacionales. México, Ensanut 2012 (p.32).

7 Análisis sobre la penetración privada de los seguros de salud en paí-
ses selectos de América Latina. Watts, Alan. VP Health Insurance RGA
International Tendencias en Salud y el reaseguro de productos de Sa-
lud a nivel Internacional y en México. 2008.

8 Argumento obtenido del Reporte de Resultados Sobre Primas Direc-
tas de seguros de Accidentes y Enfermedades. Asociación Mexicana de
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Instituciones de Seguros. Comportamiento del Seguro Mexicano. Re-
sultados del cuarto trimestre 2013 (reporte 2014).

9 Reporte sobre la discriminación en México 2012, Consejo Nacional
para la Prevención de la Discriminación. (2012)

10 Discriminación hacia las personas que viven con VIH-Sida y per-
sonas adultas mayores por parte de las empresas aseguradoras en Mé-
xico. Dirección General Adjunta de Estudios, Legislación y Políticas
Públicas. Consejo Nacional para la Prevención de la Discriminación.
Propuestas de Reforma Legal (p.124-131) 2006.

11 Estudio que culminó con una propuesta legislativa que plantea en-
tre otras, la incorporación de los principios de igualdad y no discrimi-
nación a la Ley del Contrato de Seguro y que se reitera en esta inicia-
tiva de adición.

12 Argumentos retomados de la ejecutoria integradora de la tesis juris-
prudencial número 15/2012 emitida por la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro “Derechos fundamentales.
Su vigencia en las relaciones entre particulares”

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2015.— Diputados:
Blanca Jiménez Castillo, Martha Loera Arámbula, Jorge Alfredo Pérez
Covarrubias, Francisca Rosario Arana Lugo, José Luis Contreras Ro-
jas, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, Mariana Dunyaska García
Rojas, José Alfredo Botello Montes, Maribel Enríquez Ramírez, Ana
María Gutiérrez Coronado, Leticia Salas López, Yatziri Mendoza Ji-
ménez, Antonio Sansores Sastré (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE AVIACION CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de Avia-
ción Civil, a cargo del diputado Alberto Anaya Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, Alberto Anaya Gutiérrez, coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo a la LXII Legis-
latura del honorable congreso de la unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en rela-
ción con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de esta
soberanía, la iniciativa que contiene proyecto de decreto

que reforma el artículo 6, fracción V, de la Ley de Aviación
Civil.

Exposición de Motivos

El incremento de las medidas de seguridad en los aero-
puertos, incentivado por las preocupaciones de países que
han sido objeto de atentados terroristas, sumado al desco-
nocimiento de los pasajeros sobre sus derechos, han con-
vertido poco a poco las instalaciones aeroportuarias en lu-
gares inhóspitos y militarizados.

Sumado a la carencia de espacios físicos y elementales co-
modidades, se violenta los derechos de los usuarios del
transporte aéreo, al dar exagerada prioridad a la seguridad,
quedando ésta por encima del respeto a los derechos del
viajero y sus acompañantes.

Resulta cada vez más frecuente, ofensivo e incómodo, en-
contrar pasajeros y usuarios que deambulan por los pasillos
o se sientan y descansan en el suelo, por carecer las insta-
laciones aeroportuarias de las mínimas condiciones para
esperar con comodidad.

En efecto, bajo pretexto de aumentar la seguridad aeropor-
tuaria, en lugar de un adecuado uso de las tecnologías, se
eliminan instalaciones destinadas a hacer confortable la es-
tadía y los inevitables momentos de espera que se generan
entre la llegada o salida de los vuelos.

En épocas de mayor aforo escasea incluso el agua potable,
no existiendo ningún lugar en el que el usuario pueda sa-
tisfacer sus necesidades de agua, o las de los menores que
lo puedan acompañar.

El respeto de la dignidad de los usuarios debe estar a la
misma altura de las preocupaciones de las autoridades ae-
roportuarias por brindar seguridad, cuidado de la propiedad
y demás servicios. 

Está muy bien que se quiera reforzar los controles de segu-
ridad en los aeropuertos, pero consideramos que nunca de-
ben hacerse a costa del respeto a la dignidad de los usua-
rios del servicio. La seguridad no está reñida con la
funcionalidad y el trato digno de los usuarios.

Entendemos por trato digno, otorgar seguridad, proveer
instalaciones apropiadas, no discriminar, respetar la intimi-
dad y la integridad personal, la legalidad y la seguridad ju-
rídica del usuario de los aeropuertos nacionales.



No estamos pidiendo privilegios, sólo exigimos la mejora
de los procedimientos, que las gestiones en el aeropuerto
sean ágiles y las instalaciones cómodas, tanto en la espera,
la facturación así como en los controles de policía y de
aduanas, y en las áreas de embarque. 

Honorable asamblea, por lo anteriormente expuesto y fun-
dado, sometemos a su consideración la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 6, fracción V,
de la Ley de Aviación Civil

Para quedar como sigue:

IV. …

V. Expedir y aplicar, en coordinación con las Secretarí-
as competentes, las medidas y normas de seguridad e hi-
giene, de seguridad en la aviación civil y en materia am-
biental, que deben observarse en los servicios de
transporte aéreo, así como verificar su cumplimiento. 

Éstas deben incluir todas las medidas necesarias pa-
ra garantizar la seguridad y la estadía confortable
del público que haga uso de las instalaciones del ae-
ropuerto, así como contemplar espacios para esperar
sentado, condiciones sanitarias suficientes y atención
médica calificada para las emergencias que pudieran
presentarse. 

En la misma materia, deberá garantizarse la existen-
cia de bebederos suficientes y con suministro conti-
nuo de agua potable para consumo humano en todos
los aeropuertos del país, con requisitos de calidad,
seguridad, funcionalidad y oportunidad.

VI. …

Transitorio

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el salón de sesiones de San Lázaro, a 21 de abril de 2015.—
Diputado Alberto Anaya Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Rangel Espinosa, del Grupo Parlamentario
del PRI

El que suscribe, José Rangel Espinosa, en nombre de sus
compañeras y compañeros diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, fracción 1,
77, fracción 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, artículo 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el inciso h) y adicionan los in-
cisos i) y j), a la fracción III del artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

Quienes hemos tenido la oportunidad en nuestra carrera co-
mo servidores públicos de ocupar el cargo de Presidente
Municipal, hemos sido privilegiados al vivir un contacto
más directo y personal con los problemas que enfrenta la
población, ello al conocer inclusive en carne propia las ne-
cesidades, requerimientos, sufrimientos, angustias de quie-
nes habitan en nuestro Municipio, sin tener que basarnos
en datos fríos que solo reflejan cifras mas no sentimientos,
emociones, esperanzas de quienes ven en sus autoridades
municipales unos verdaderos aliados, ya que conviven con
ellos día a día, hora a hora, minuto a minuto.

Es precisamente la verdadera proximidad con la población
que tienen los Ayuntamientos, que los hace expertos para
conocer y resolver la problemática que enfrentan sus habi-
tantes. 

Si bien es cierto, que la problemática municipal es muy
compleja, dentro de la misma existen rubros los cuales de
acuerdo a mi experiencia como Presidente Municipal, en
dos ocasiones, de uno de los municipios más pobres del pa-
ís, con muy alta marginación, y vecino del Estado actual-
mente considerado uno de los más violentos de la Repúbli-
ca Mexicana, me dan los conocimientos y experiencia
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necesarios para ahora como Diputado Federal, buscar a tra-
vés de la presente iniciativa el fortalecimiento de los muni-
cipios en materia de seguridad pública y protección civil,
así como formalizarle una nueva encomienda y la cual ya
realiza, la asistencia social.

A efecto de fortalecer la seguridad pública y precisar res-
ponsabilidades, la presente iniciativa propone modificar el
texto del inciso h) párrafo III del artículo 115 de la Consti-
tución General de la República, dicha modificación consis-
te fundamentalmente en otorgar a los municipios la recto-
ría directa y absoluta sobre el servicio de policía preventiva
y la protección civil, esto es, que sean los municipios quie-
nes dotados de un mayor presupuesto estatal al actualmen-
te asignado, le permita contratar a un mayor número de ele-
mentos policiacos, patrullas, equipo para el personal,
cámaras de seguridad, capacitación, etc., y con ello se ob-
tenga una mayor y constante presencia en el territorio mu-
nicipal, lo que conllevará a inhibir la delincuencia al exis-
tir una respuesta inmediata a cualquier acto ilícito y con
ello lograr la filosofía de la seguridad preventiva, la cual se
basa en actuar con prontitud, en ganarle al delincuente y
detectar las amenazas. 

En materia de protección civil, los ayuntamientos contarán
con mayor presupuesto estatal que les permitirá tener un
cuerpo de personas debidamente capacitadas, ambulancia,
que en muchos ayuntamientos carecen de ella lo que en di-
versas ocasiones impiden se dé una atención adecuada a
quienes sufren algún accidente y que puede poner en peli-
gro su vida al tener que esperar a los diferentes cuerpos de
rescate, al tener un mayor presupuesto en éste rubro, esta-
rán en la posibilidad de adquirir un camión motobomba o
cuando menos un camión cisterna que les permita atender
de manera pronta e inmediata incendios, ello para el caso
de carecer de un cuerpo de bomberos. 

Sostengo que la policía y protección civil municipal, sin
demeritar las acciones que en esta materia realiza la Fede-
ración y los Estados, son quienes saben perfectamente los
tipos de delitos y contingencias que se realizan en su terri-
torio, las zonas más críticas en materia de seguridad y de
riesgos, porque de alguna manera, la intervención de las
tres esferas de gobierno en estos temas, muy constante-
mente se llega al conflicto de quien debe realizar la tarea
de prevención, ya que la participación de los niveles fede-
ral y estatal se dan cuando han ocurrido los hechos delicti-
vos, contingencias o desastres, sin que con ello, se entien-
da que las policías y protección civil federal y estatales
serían relegadas para actuar en estos campos, claro que no,

ambas actuarían como coadyuvantes con el Municipio,
fundamentalmente en lo que a inteligencia y prevención se
refiere al proporcionarle e intercambiar información que
permita mejorar la prevención y por ende a la policía mu-
nicipal y cuerpos de protección civil. 

Es por ello, que considero que con la presente reforma se
lograrían alcanzar algunos de los objetivos que plantea la
prevención en materia de seguridad y de protección civil y
que consisten en: identificar amenazas, disuadir al delin-
cuente sin necesidad de intervenir o enfrentarlo, generar
alertas tempranas, identificar zonas de riesgo, prevenir de-
sastres en territorio municipal debido al clima, como inun-
daciones, y demás causados por la naturaleza y el propio
ser humano.

Ahora bien, para alcanzar el objetivo que plantea la pre-
sente iniciativa, es fundamental la asignación de un presu-
puesto adecuado a los municipios para que lleven a cabo la
tarea de policía preventiva y protección civil, un presu-
puesto que sea adicional al que actualmente se tiene asig-
nado atendiendo a su población, índices de vulnerabilidad
e inseguridad.

Considero de suma trascendencia señalar que de acuerdo a
datos obtenidos del sitio web del Centro Nacional de Pre-
vención de Desastres1 solamente 11 entidades de la Repú-
blica, -Chihuahua, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, estado
de México, Michoacán, Morelos, San Luis Potosí, Sonora,
Tamaulipas, Veracruz y el Distrito Federal-, son quienes
tienen registrado su Atlas de Riesgos, documento funda-
mental en la prevención de desastres. 

Dado lo anterior, no se cuenta con información certera y de
fácil acceso a la población, de si las 20 Entidades restantes
que comprenden la República Mexicana cuentan con un
Atlas de Riesgos y a su vez si sus municipios cuentan con
el mismo, por lo cual es necesario reiterar la necesidad del
apoyo a esta iniciativa derivado de que para la protección
de la población es necesario que cada municipio y entidad
federativa cuente con su respectivo Atlas de Riesgos. 

La presente iniciativa, también contempla adicionar a la
fracción III del artículo 115 Constitucional, el inciso i), el
cual advierte facultar al Municipio prestar esta actividad
que actualmente llevan a cabo la Federación y los Estados.
La asistencia social ha sido y es considerada el instrumen-
to del Estado por medio de la cual se busca atender a los
grupos más vulnerables de la población en nuestro país, sin
embargo, en nuestra legislación actual dicha asistencia so-



cial está encomendada solo a la Federación y a los Estados,
siendo los municipios solamente coadyuvante de ellos, es-
tos últimos realizando la tarea de captadores de informa-
ción y su momento como ejecutores de programas tanto fe-
derales como estatales, los cuales en diversas ocasiones no
son direccionados a los grupos que realmente los requieren
en forma prioritaria. Aunado a lo anterior, los recursos fe-
derales asignados para atender la asistencia social, es cana-
lizada a los Estados para que a su vez los distribuyan a los
municipios vía sus ayuntamientos y estos por último a sus
Sistemas Municipales para la Integración de la Familia, lo
cual, en nuestro criterio es inapropiado para el buen otor-
gamiento de la asistencia social. La presente reforma Cons-
titucional, busca dotar de mayor facultad en materia de
asistencia social a los Municipios, a través de los Sistemas
Municipales DIF, los cuales recibirían recursos estatales
etiquetados.

Es de resaltar que la asistencia social es el conjunto de ac-
ciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias
de carácter social que impiden el desarrollo integral del in-
dividuo así como la protección física mental y social de
personas en estado de necesidad, indefensión, desventaja
física y mental hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva, por lo que, el Municipio como ya se ci-
tó por medio de los Sistemas Municipales DIF es quien
mejor tiene conocimiento, información, y actuación con
los grupos más vulnerables de la población, de entre los
cuales podemos citar a huérfanos; menores, madres y an-
cianos abandonados; menores en situación de calle; indi-
gentes; personas con capacidades diferentes; discapacita-
dos intelectuales; deficientes mentales, menores, mujeres y
ancianos maltratados, entre otros.

Para efectos de la presente iniciativa considero que, prime-
ro, la asistencia social requiere una política social de des-
centralización que transfiera recursos estatales a los Siste-
mas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia,
bajo criterios de población y de acuerdo a los índices de
vulnerabilidad. Segundo, la descentralización de la asisten-
cia social hacía el Municipio busca, entre otros propósitos:
mayor coordinación y equilibrio en el desarrollo de las ac-
ciones asistenciales a nivel nacional; fortalecer la organi-
zación y operación de los Sistemas Municipales DIF; lle-
vando los servicios asistenciales hasta el último rincón del
territorio nacional. Tercero, entre los servicios básicos de
asistencia social que prestan los Sistemas en sus diversos
niveles destacan: la previsión de invalidez y la rehabilita-
ción de inválidos, la orientación nutricional y la alimenta-
ción complementaria a personas de escasos recursos y a

población de zonas marginadas; la promoción del desarro-
llo, el mejoramiento y la integración familiar; el desarrollo
comunitario en localidades y zonas social y económica-
mente marginadas; la promoción e impulso del sano creci-
miento físico, mental y social de la niñez; el estableci-
miento y manejo del Sistema Nacional de Información
básica en materia de asistencia social; la colaboración y au-
xilio a las autoridades laborales, competentes en la vigilan-
cia y aplicación de la legislación laboral aplicable a los me-
nores; el fomento de acciones de paternidad responsable
que propician la preservación de los derechos de los meno-
res a la satisfacción de sus necesidades y a la salud física y
mental; y los análogos y conexos a los anteriores que tien-
dan a modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan al individuo su desarrollo integral. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta Honorable Asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto que reforma la fracción III del artículo 115 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, reforma los incisos h), i), y adiciona el inciso j) de
la fracción antes referida, para quedar como sigue:

Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen in-
terior, la forma de gobierno republicano, representativo,
popular, teniendo como base de su división territorial y de
su organización política y administrativa el Municipio Li-
bre, conforme a las bases siguientes:

I y II (…)

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones en
materia de, servicios públicos y asistencia social si-
guientes:

a) a g) (…)

h) Seguridad pública y protección civil, en los tér-
minos del artículo 21 de esta Constitución; prestan-
do directamente el servicio de policía preventiva,
tránsito y protección civil, siendo coadyuvantes
los gobiernos Estatales y Federal.

i) Asistencia social, en coordinación con los go-
biernos Estatales y Federal; y

j) Los demás que las Legislaturas locales determi-
nen según las condiciones territoriales y socioeco-
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nómicas de los Municipios, así como su capacidad
administrativa y financiera.

IV a X (…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 https;//www.cenapred.gob.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2015.— Diputados:
José Rangel Espinosa, Dulce María Muñiz Martínez, Edith Avilés Ca-
no (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLI-
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 126 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Leticia Salas López, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

Leticia Salas López, diputada federal integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, en la LXII Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio
de la facultad que confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6o., frac-
ción I del numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un tercer párrafo al artículo 126 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de suspensión de actos graves al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Violencia y servidores públicos

México ha sufrido una espiral de violencia en los últimos
años. La escalada ha traído consigo actos graves de viola-
ciones a los derechos humanos como desapariciones forza-
das y ataques a la libertad personal fuera de procedimien-
to. Cualquier persona puede convertirse en víctima de una
agresión de este tipo. 

La expansión de las actividades ilícitas de la delincuencia
le permitió penetrar en algunas dependencias de los tres ór-
denes de gobierno. Su influencia fue mayor en los espacios
donde la debilidad de las instituciones prevalece. En el ám-
bito municipal no sólo los cuerpos de seguridad sino las au-
toridades políticas desarrollaron vínculos con grupos cri-
minales. Ahí donde la simbiosis delincuencia-autoridades
se incuba, los habitantes se encuentran expuestos al peligro
y, en consecuencia, requieren de la respuesta inmediata
cuando optan por recurrir al juicio de amparo para prote-
gerse de autoridades coludidas. Sin embargo, aun cuando
las normas establecen el cumplimiento inmediato de la sus-
pensión contra actos graves,1 la realidad cotidiana impide
una protección oportuna ya que cuando la autoridad se en-
cuentra en lugar diverso a la sede del Juez de distrito, se re-
quiere tramitar la suspensión a través de exhortos cuyo pa-
peleo puede significar la diferencia entre la vida y la
muerte, el rescate o la desaparición forzada, la legal estan-
cia en el país o la deportación.

En México existen zonas numerosas en las que campea la
violencia extrema. El fermento de dicho fenómeno social
surge cuando la delincuencia logra asumir el control de las
instituciones de seguridad pública y, en ocasiones, también
de procuración de justicia. Los municipios pobres, con una
población menor a los cien mil habitantes se encuentran
particularmente expuestos a esta situación. Expertos nacio-
nales y del exterior que han estudiado la situación han lle-
gado a considerar a México o al menos a algunas de sus re-
giones como expresión de un Estado fallido, es decir, de un
espacio donde está ausente el imperio de la ley. El peligro
en que se encuentran miles de personas es tan grave que el
titular del Poder Ejecutivo Federal ha presentado una ini-
ciativa para recuperar la aplicación de la ley absorbiendo
los estados a los ayuntamientos frustrados por la penetra-
ción de la delincuencia.2

Un delito que hasta hace poco no se veía en México más
que en relación con casos de subversión, esto es, la desa-



parición forzada se ha multiplicado a lo largo y ancho del
territorio nacional. Los casos lamentablemente emblemáti-
cos como el de los migrantes de San Fernando, Tamaulipas
o el de los estudiantes de Ayotzinapa, Guerrero han traído
a la superficie un patrón que parece sistemático y que con-
siste en que en la mayoría de las desapariciones se ve in-
volucrada alguna autoridad casi siempre policiaca. Mien-
tras no se demuestre otra cosa, la sombra del carácter
forzado se proyectará en las miles de denuncias que fami-
liares formulan por la desaparición de sus seres queridos.
Por ello es urgente perfeccionar la preceptiva en torno de
la suspensión de oficio y de plano por violaciones graves a
los derechos humanos. La agilidad para el cumplimiento de
la suspensión puede ser, para miles de personas sin impor-
tar la edad, rango social o género, la única oportunidad pa-
ra salvarse.

En el contexto de expansión de todo tipo de ilícitos, los de-
fensores de derechos humanos y las y los periodistas han
sufrido la vulneración de altos bienes jurídicos como la vi-
da y la libertad personal por igual. Los informes en torno a
la situación de derechos humanos que periódicamente ela-
boran diversos organismos de la Organización de las Na-
ciones Unidas ONU son reiterativos en la persistencia de
violaciones graves en perjuicio de los habitantes de la Re-
pública. Los diversos relatores de la comunidad internacio-
nal han realizado en distintas épocas en el pasado reciente
sendas visitas a nuestro país y las conclusiones, en base a
los hallazgos que han tenido, son prácticamente las mis-
mas: la explosión de violencia proveniente de grupos cri-
minales ha generado una cauda de violaciones graves a los
derechos fundamentales. Destacan los reportes de los rela-
tores sobre la libertad de expresión, la tortura y las desapa-
riciones forzadas. Respecto de este último problema, el Co-
mité contra la Desaparición Forzada de las Naciones
Unidas considera lo siguiente:

“La información recibida por el Comité ilustra un con-
texto de desapariciones generalizadas en gran parte del
territorio del Estado parte, muchas de las cuales podrían
calificarse como desapariciones forzadas, incluso ini-
ciadas a partir de la entrada en vigor de la Convención.
El grave caso de los 43 estudiantes sometidos a desapa-
rición forzada en septiembre de 2014 en el Estado de
Guerrero ilustra los serios desafíos que enfrenta el Esta-
do parte en materia de prevención, investigación y san-
ción de las desapariciones forzadas y búsqueda de las
personas desaparecidas.”3

En respuesta a las recomendaciones que desde hace más de
una década viene haciendo la ONU a través de sus distin-
tos Comités y por convicción propia, los órganos legislati-
vos del Estado mexicano han adoptado una serie de medi-
das fundamentales y legislativas que han transformado el
rostro del país. El 10 de junio del año 2011 con la publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación del decreto de re-
formas a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos culminó un proceso de actualización en materia
de derechos fundamentales. La decisión política funda-
mental de crear un núcleo de derechos básicos adoptada
por el H. Congreso de la Unión con la validación de la ma-
yoría de las Legislaturas de los estados permitió la recep-
ción en nuestro país del Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos. Con ello se colocó a la persona como el
centro de la arquitectura constitucional. En la interpreta-
ción de la ley se ha de brindar ahora la protección más am-
plia a los individuos. Se estableció un nuevo catálogo de
obligaciones de respetar, proteger, promover y garantizar
los derechos humanos dejando atrás el concepto anacróni-
co de las garantías individuales en el cual las autoridades
cumplían con el solo hecho de no invadir la esfera jurídica
del individuo. Todo lo anterior bajo los principios de uni-
versalidad, indivisibilidad, interdependencia y progresivi-
dad. Se puede considerar que, de hecho, la amplitud y pro-
fundidad de las reformas se traducen en un nuevo modelo
constitucional.

Los casos recientes

Las instancias de protección de los derechos humanos
coinciden en que en la mayoría de los casos en que se re-
gistran agresiones en contra de las personas se observa la
presencia de servidores públicos. Las investigaciones tanto
de organismos públicos como de organizaciones de la so-
ciedad civil ambas de derechos humanos presentan el co-
mún denominador de que en muchos casos las violaciones
graves se llevan a cabo con el concurso de autoridades
principalmente de instituciones de seguridad pública, de
procuración de justicia así como de las Fuerzas Armadas.

La privación de la libertad y muerte de más de 70 migran-
tes provenientes de Centroamérica cuyos cuerpos fueron
encontrados en el estado de Tamaulipas reveló la participa-
ción de policías municipales en su captura, custodia y eje-
cución. Las casas de los migrantes asentadas desde los lin-
deros de la frontera Sur hasta las ciudades limítrofes del
Norte dan cuenta de los abusos constantes que sufren las
personas a manos de servidores públicos de los tres órde-
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nes de gobierno en cualquiera de los tramos de su trayecto.
No obstante, los migrantes no son los únicos que padecen
violaciones graves en sus derechos fundamentales.

Lamentablemente, a finales de septiembre del 2014 tuvo
lugar un caso que se tornó emblemático, que condensa to-
das las formas de violación a los derechos humanos y que
sacudió al país con resonancia internacional. 43 jóvenes es-
tudiantes de la Escuela Normal Rural asentada en la comu-
nidad de Ayotzinapa en el estado de Guerrero fueron per-
seguidos, privados de su libertad y, finalmente, entregados
para su ejecución por policías de diversos municipios que
actuaban bajo las órdenes de grupos criminales. La pene-
tración de organizaciones delictivas en policías de los tres
órdenes de gobierno hace evidente la necesidad, de carác-
ter urgente, de actualizar las normas relativas a la suspen-
sión de los actos reclamados tratándose de actos graves en
la Ley de Amparo.

El nuevo paradigma de derechos humanos

Por decisión propia y también, sin duda, bajo la influencia
de los informes y las recomendaciones que diversos orga-
nismos de derechos humanos de las Naciones Unidas han
venido haciendo a nuestro país, se presentó, estudió y fi-
nalmente expidió la reforma constitucional en materia de
derechos humanos. Con la publicación del decreto que la
contiene en el Diario Oficial de la Federación el 10 de ju-
nio de 2011 se concretó en nuestro país la recepción del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Se trata
de un nuevo modelo constitucional anidado en las páginas
antiguas de la Constitución de 1917.

Quedó atrás el concepto de las garantías individuales res-
pecto del cual las autoridades se limitaban a adoptar una
actitud pasiva, de no interferencia o invasión a la esfera de
derechos de los llamados particulares. Ahora, bajo el impe-
rio de los derechos humanos todos los servidores públicos,
independientemente de que tengan el carácter de autoridad,
contraen nuevas obligaciones de respetar, proteger, promo-
ver y garantizar los derechos fundamentales. Para que no
quepa duda de la orientación que ha de tener la conducta de
los servidores públicos en el ejercicio de las atribuciones
que le son propias, se tuvo cuidado de consagrar en la Ley
Fundamental los principios de universalidad, indivisibili-
dad, interdependencia y progresividad que, junto con la
aplicación de la ley con el propósito de dar la mayor pro-
tección a las personas permite consolidar un Estado Social
y Democrático de Derecho.

En consonancia con el bloque de constitucionalidad de de-
rechos humanos, se dio mayor amplitud a los preceptos re-
lativos al juicio de amparo. En el marco de extensas con-
sultas con el Poder Judicial Federal, colegios de abogados,
así como académicos y servidores públicos de los tres ór-
denes de gobierno, se expidió una nueva ley reglamentaria
de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. El ordenamiento que recién
entró en vigor presenta transformaciones de indudable be-
neficio. Entre los avances podemos destacar el concepto
del interés legítimo que facilita la presentación de deman-
das para todo tipo de quejosos particularmente en materia
ambiental en el contexto adverso del Cambio Climático.
Sobresalen también los efectos generales que, bajo ciertas
condiciones, tendrán ahora las ejecutorias de amparo. Sin
embargo, no se previó el caso de la suspensión de oficio y
de plano cuando alguna de las autoridades responsables por
hechos graves reside en lugar diverso a la sede del Juez de
distrito. La falta de previsión obliga a los jueces de distrito
a recurrir a los exhortos que impiden alcanzar el noble pro-
pósito establecido en el artículo 126 de la Ley de Amparo
en el sentido de que esta modalidad de suspensión del acto
reclamado se cumpla de inmediato.

De la garantía de agilidad en la suspensión de oficio

Cuando miembros de los cuerpos de policía, en algunas
ocasiones Agentes del Ministerio Público o personal de al-
gún centro de reclusión perpetran una violación grave de
derechos humanos como desaparición forzada, ataques a la
libertad fuera de procedimiento, deportación o expulsión
por lo general quienes recurren al juicio de amparo bus-
cando protección para la víctima son los familiares que re-
siden en otro lugar. Por su propia seguridad, los familiares
se ven forzados a poner distancia de por medio para colo-
carse fuera del alcance de los servidores públicos que, por
sí o coludidos con la delincuencia, han perpetrado una
agresión en contra de su pariente o amigo. Es la fuerza de
las circunstancias la que produce demandas de amparo pre-
sentadas en lugares diversos de aquel donde tuvo lugar el
ataque al quejoso en su vida, integridad o libertad personal.

Recibida la demanda de amparo, el Juez de distrito se per-
cata de que la autoridad responsable reside en otro lugar y,
por tanto, se ve obligado a aplicar supletoriamente el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles.4 La conclusión de
este ejercicio es que la suspensión que la ley prescribe se
otorgue de oficio y de plano, se tramite a través de exhor-
tos. Tratándose de actos graves, la preceptiva de la suspen-
sión es de carácter integral. En efecto, la demanda por es-



tos actos se puede presentar en cualquier tiempo,5 la sus-
pensión se ha de otorgar de oficio y de plano, es decir sin
trámite de incidente alguno debiéndose otorgar en el cua-
derno principal. Las anteriores son medidas que facilitan la
protección expedita al afectado pero que resultan disloca-
das en el supuesto, que se presenta con frecuencia, de que
la autoridad responsable resida en otro lugar pues los ex-
hortos inhiben los efectos de oportunidad deseados por el
legislador.

En este orden de ideas, la tramitación por exhortos se con-
vierte en un elemento extraño a la filosofía garantista que
inspira la preceptiva de la suspensión contra actos graves.
La elaboración de los oficios, su recepción y a su vez trá-
mite por el Juez requerido pero principalmente la entrada
en contacto entre el requirente y el requerido implica horas
que, para el quejoso o víctima de desaparición forzada, ata-
ques a la libertad fuera de procedimiento, deportación o ex-
pulsión, entre otros representa la justicia que se aleja y le
deja en manos de autoridades vinculadas con la delincuen-
cia. Podemos afirmar que los altos ideales de la reforma
constitucional de derechos humanos, los postulados eleva-
dos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y
la nueva Ley de Amparo quedan frustrados por el solo he-
cho de que la suspensión de oficio y de plano contra actos
graves se tenga que tramitar por vía de exhorto cuando la
autoridad responsable reside en otro lugar.

Esta iniciativa tiene la finalidad de garantizar la eficacia de
la suspensión que se otorgue de oficio y de plano en favor
de personas que por sí o a través de terceros se quejen de
actos graves como violaciones a sus derechos humanos
cuando la autoridad responsable reside en lugar diverso a
la sede del Juez de distrito que conoce del asunto.

La preceptiva insuficiente

De la mano de la reforma constitucional en materia de de-
rechos humanos se discutió, aprobó y entró en vigor una
nueva preceptiva constitucional en materia del juicio de
amparo. La ley secundaria, reglamentaria de los artículos
103 y 105 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos se encuentra en vigor a partir del 3 de abril
de 2013. Aun cuando la nueva Ley de Amparo contiene
avances indudables, en materia de suspensión de actos gra-
ves la legislación se quedó un paso atrás de la realidad que
hemos venido describiendo.

Una de las virtudes, reconocidas en el mundo entero, del
juicio de amparo es precisamente el régimen de suspensión

de los actos reclamados. Las medidas de suspensión dicta-
das todos los días tanto por los jueces de distrito como por
los tribunales colegiados de circuito o por las autoridades
que reciben la demanda tratándose de amparos directos
permiten mantener incólume la esfera de derechos básicos
de las personas y, al mismo tiempo, conservan la materia
del juicio. Numerosas injusticias han sido paralizadas
oportunamente gracias a los efectos suspensivos que trae
consigo el decreto de la suspensión de los actos reclama-
dos.

De entre las normas relativas a la suspensión del acto re-
clamado destaca la que se otorga de oficio y de plano para
detener los daños que pueda o esté causando un acto grave
violatorio de la Ley Fundamental. La ley anterior regulaba
esta modalidad de la suspensión en el artículo 123 estable-
ciendo en primer término los casos en que procedía la sus-
pensión de oficio y, en un segundo momento, clarificando
cuándo se decretaba la medida de plano. La nueva ley ha-
ce lo propio en el artículo 126 logrando una integración ju-
rídica de los elementos que caracterizan a este tipo de sus-
pensión al condensar en un solo enunciado normativo,
contenido en el primer párrafo, que la suspensión se con-
cede de oficio y de plano siempre que se trate de actos gra-
ves. Un avance del nuevo precepto consiste en que hace
explícitos los supuestos de procedencia enumerando como
actos graves aquellos que importen peligro de privación de
la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedi-
miento, incomunicación, deportación o expulsión, pros-
cripción o destierro, extradición, desaparición forzada de
personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la
Constitución, así como la incorporación forzosa al Ejérci-
to, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

En congruencia con la gravedad de los actos reclamados,
en el segundo párrafo del mismo numeral 126 se establece
que la suspensión se decretará en el auto de admisión de la
demanda, comunicándose sin demora a la autoridad res-
ponsable, por cualquier medio que permita lograr su inme-
diato cumplimiento. Como se puede observar, ante la ur-
gencia de la medida, la ley permite que la suspensión se
conceda sin tramitar incidente alguno ordenándola en el
cuaderno principal, lo cual sin duda evita demoras. Sin em-
bargo, en el caso frecuente de que la autoridad responsable
se encuentre en lugar distinto al de la sede del Juez de dis-
trito otorgante de la medida, los jueces de distrito se ven
obligados a tramitar sendos exhortos engorrosos ante la fal-
ta de claridad de la ley. Los exhortos rompen con la inten-
ción de continuidad que adoptó el legislador tratándose de
amparos en contra de actos graves. Horas que pueden sig-
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nificar la oportunidad para salvar una vida, saber del para-
dero de un desaparecido o evitar un abuso en contra de al-
gún extranjero son las que se invierten hoy día con todo lo
que implica la figura del exhorto. Tiempo perdido que se
dedica a la elaboración de los oficios, envío a la autoridad
receptora y la admisión por esta con la nueva elaboración
de los propios escritos dirigidos finalmente a la autoridad
responsable debiera dedicarse a la protección inmediata de
los derechos de la persona en cuyo nombre se solicita la
protección de los tribunales federales. A todas luces resul-
ta incompatible la tramitología de los exhortos con la in-
tención de brevedad e inmediatez establecida en el artículo
126 de la nueva Ley de Amparo.

De ahí que la finalidad de la presente iniciativa radica en
garantizar la eficacia de la suspensión otorgada en los ca-
sos graves establecidos en el artículo 126 de la Ley de Am-
paro para que la notificación de la misma sea, como lo
quiere el legislador, inmediata en su cumplimiento supri-
miendo el trámite de exhortos cuando la autoridad recla-
mada se encuentra en lugar diverso de la sede del Juez de
distrito otorgante. En razón del carácter excepcional de la
prórroga de jurisdicción, la norma se complementa con la
disposición de que se envíe copia al Juez donde resida la
autoridad responsable para que, una vez que haya surtido
efectos por la notificación inmediata y directa de la sus-
pensión, dicho Juez pueda proveer lo conducente en torno
a la suspensión otorgada ya que la urgencia ha sido cabal-
mente atendida.

Es importante destacar que en la práctica policiaca cotidia-
na los fines de semana son utilizados por algunos miem-
bros de las instituciones de seguridad pública y de procu-
ración de justicia para cometer violaciones a los derechos
humanos graves ya que saben que en esos momentos los
jueces de distrito no se encuentran en sus recintos dejando
únicamente los números de teléfono en los estrados para
que las personas que lo requieran se comuniquen con los
secretarios de acuerdos y estos se trasladen a la oficina, lo
cual implica al menos una hora valiosa que afecta la espe-
ranza legítima del ciudadano de recibir la protección que
implica la suspensión de los actos reclamados.

Con la aprobación de un enunciado normativo único que
sería el tercer párrafo del artículo 126 de la Ley de Ampa-
ro se lograría elevar de manera significativa el nivel de se-
guridad en sus derechos fundamentales de las y los mexi-
canos. Las horas de tramitación de los exhortos que se
propone suprimir son las horas cruciales para colocar a los
quejosos en situación de desaparición forzada, vulnerar su

libertad fuera de procedimiento o sacarlos del país en au-
sencia de toda norma.

La honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
dado muestras inequívocas del compromiso que los jueces,
tribunales y personal del Poder Judicial de la Federación
han asumido con los derechos humanos. Fue así que los
ministros decidieron proceder a la clausura de la Novena
Época de jurisprudencia y dar paso a la siguiente en home-
naje al nuevo constitucionalismo mexicano presidido por
el núcleo de derechos humanos. Es necesario entonces do-
tar a los jueces de distrito de las normas necesarias y sufi-
cientes para que otorguen medidas de parálisis contra vio-
laciones graves a los derechos humanos. Esta iniciativa se
inscribe en esa dirección.

En consecuencia, con el propósito de brindar una protec-
ción integral a las personas en el entorno de violencia ex-
trema en el que proliferan desapariciones forzadas, priva-
ciones de la libertad fuera de procedimiento y
deportaciones, entre otras violaciones graves a los dere-
chos humanos, se somete a consideración de esta Asamblea
la presente propuesta normativa para que los beneficios de
la suspensión de los actos reclamados derivados de la Ley
de Amparo tengan eficacia plena para los miles de mexica-
nas y mexicanos residentes de las zonas azotadas por la in-
seguridad.

Proyecto de decreto por el que se adiciona un tercer pá-
rrafo al artículo 126 de la Ley de Amparo, Reglamen-
taria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar
como sigue:

Artículo 126…

…

Si la autoridad responsable se encuentra fuera del distrito
judicial, el Juez que conceda la suspensión dispondrá que
se comunique a las autoridades responsables igualmente de
forma inmediata sin tramitar exhorto, sin perjuicio de que
se remita copia al Juez del lugar para su conocimiento.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Notas:

1 Véase el artículo 126 de la Ley de Amparo.

2 Gaceta del Senado de la República del 2 de diciembre del 2014.

3 Observaciones finales sobre el informe presentado por México en
virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención, p. 2, versión elec-
trónica consultada el 31 de marzo de 2015 en:
http://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CED/Shared%20Documents/MEX/
INT_CED_COB_MEX_19564_S.pdf

4 Por efecto del artículo 2o. de la Ley de Amparo.

5 Véase el artículo 17, fracción IV del mismo ordenamiento.

México, Distrito Federal, a 21 de abril de 2015.— Diputados: Leticia
Salas López, Francisca Rosario Arana Lugo, Jorge Alfredo Pérez Co-
varrubias, Mariana Dunyaska García Rojas, José Luis Contreras Rojas,
José Alfredo Botello Montes, Maribel Enríquez Ramírez, Ana María
Gutiérrez Coronado, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, Carlos Humber-
to Castaños Valenzuela, Yatziri Mendoza Jiménez, Martha Loera
Arámbula (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACION Y DE LA LEY
GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Generales de Educación, y de Asentamientos
Humanos, suscrita por las diputadas Celia Isabel Gauna
Ruiz de León y María Esther Gutiérrez Olivares, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Las suscritas Celia Isabel Gauna Ruiz de León y María Es-
ther Gutiérrez Olivares, diputadas a la LXII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión e integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración de esta honorable soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman los
artículos 7o. y 8o. de la Ley General de Educación, y se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los artículos 7o. y 8o. de la Ley General de Educación
consignan la filosofía educativa del Estado mexicano, en
plena armonía con los principios establecidos en el artícu-
lo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Los principios de la filosofía educativa son la base del mo-
delo pedagógico nacional y el referente fundamental para
los planes y programas de estudio de los diferentes tipos y
modalidades del sistema educativo mexicano. 

Los principios no son enunciados inamovibles y definiti-
vos, sino supuestos que se incorporan en la legislación en
función de la visión prevaleciente en un momento determi-
nado. Es por ello que los cambios en la forma de concebir
la dinámica del sistema educativo, los avances conceptua-
les de las ciencias y las nuevas realidades sociales obligan
a realizar adecuaciones importantes.

Esta iniciativa pretende actualizar principios de la Ley Ge-
neral de Educación, en función de las necesidades de desa-
rrollo armónico del Estado mexicano, en cuatro ámbitos: 1)
espacios y bienes públicos; 2) sustentabilidad; 3) convi-
vencia y entorno; y, 4) derechos humanos. Adicionalmen-
te, para darle sustento jurídico a la noción de espacio pú-
blico se propone incluir una serie de conceptos en la Ley
General de Asentamientos Humanos, así como un nuevo
capítulo. De esta forma, después de un diagnóstico general
se plantearán las reformas a la Ley General de Educación
para a continuación motivar la inclusión de la nueva defi-
nición y la creación de un capítulo décimo en la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos. 

1. Diagnóstico

En el México del nuevo milenio prevalece un preocupante
divorcio entre los procesos de configuración de las ciuda-
des y quienes viven en ellas. La fragilidad en la conserva-
ción del espacio público, amenazado constantemente por el
deterioro, la invasión,1 la negligencia y el olvido es uno de
los síntomas visibles de la falta de resultados que derivan
de las acciones de los distintos actores de la ciudad, lo que
agrava los problemas que venimos padeciendo desde el si-
glo pasado:

Prevalecen aun severos problemas en la organización espa-
cial de las ciudades, en la inadecuada provisión de servi-
cios, en la tenencia de la tierra, en las infraestructuras y
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equipamientos urbanos entre otros la dotación, manteni-
miento y gestión de los espacios públicos en general. Están
igualmente y de manera notable, la falta de formación de
una verdadera ciudadanía, conformada por las autoridades,
los profesionales y la población de la ciudad, que no dialo-
gan de forma constructiva y permanente para arribar a vi-
siones compartidas de cómo hacer la ciudad.2

Hoy día la inseguridad es uno de los principales problemas
vinculados al deterioro de los espacios públicos.3 y 4 Para
2013, los porcentajes de la población que percibe que hay
inseguridad en los espacios públicos de sus comunidades
son, respectivamente: 67.25% en la calle, 67.28 en el trans-
porte público, 49.58 en los parques o centros recreativos y
en la escuela el 28.02%.5 Esta situación se agrava al consi-
derar la situación de las mujeres, quienes en 2012 manifes-
taron sentirse inseguras en un 70.8% en el transporte y en
los espacios públicos.6

Esta problemática se ha atendido con las políticas públicas
gubernamentales, como lo es el Programa Rescate de Es-
pacios Públicos implementado por la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano, el cual “promueve la
realización de obras de mejoramiento físico y la ejecución
de acciones sociales en sitios de encuentro, convivencia,
recreación e interacción comunitaria que presentan condi-
ciones de deterioro, abandono o inseguridad ubicados en
las zonas urbanas de todo el país”.7 De 2012 a 2013 el Pro-
grama atendió a un 38% más de municipios al pasar de 276
a 381, mientras que la población atendida aumentó en un
47.3% al pasar de 2.66 a 3.92 millones de personas.8

El reto de formar ciudadanía para construir una visión
compartida de nuestras ciudades y recuperar nuestros espa-
cios públicos tiene como uno de sus pilares al sistema edu-
cativo nacional, que es donde se forma a las nuevas gene-
raciones con base en los ideales democráticos y de
convivencia humana reflejados en el artículo 3o., de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Para Jordi Borja, “el espacio público es una conquista de-
mocrática”,9 que además “indica (…) la calidad de la ciu-
dadanía” de los habitantes de la ciudad,10 por lo cual no
debe ser un tema ajeno al sistema de enseñanza que incul-
ca estos valores en los mexicanos desde la infancia.

Es a través del sistema educativo que se ponen los cimien-
tos para dar paso a la construcción colectiva de las ciuda-
des, de tal forma que se pueda:

Potenciar el papel protagónico de los pobladores con base
en el conocimiento, la orientación y la educación, para for-
talecer el establecimiento del diálogo (implícito o explíci-
to) entre todos los autores de la ciudad para la construcción
de una visión de futuro compartida.11

El fomento de la cultura del cuidado de los espacios públi-
cos es de primera importancia para configurar espacios or-
denados, armoniosos y funcionales: 

“Por lo que respecta a los autores de la ciudad, los po-
bladores conocen cada día menos de las nuevas mani-
festaciones culturales que pueden darse en los espacios
públicos, y posiblemente éstas hayan sido aniquiladas
por la inhospitalidad de los propios espacios o de sus
nuevos pobladores [...] hoy se observa una invasión de
los espacios públicos y un desapego de los mismos co-
mo síntoma del desconocimiento que con un buen dise-
ño y sentido de pertinencia colectiva resultan en lugares
agresivos e inseguros”.12

Es importante revertir el deterioro de nuestros espacios pú-
blicos ocasionados por la incuria, así como por su ocupa-
ción irregular, lo que a la vez concurre para que sean cada
vez más inseguros, principalmente para los sectores más
desprotegidos.

La noción de espacio público nos remite a la categoría ju-
rídica de los bienes de dominio público y se vincula de for-
ma indisoluble al paisaje urbano, tal como se colige de la
tesis que se transcribe a continuación:

Paisaje urbano. Constituye un bien intangible del domi-
nio público, de conformidad con la Ley de Publicidad
Exterior del Distrito Federal.

De acuerdo con el artículo 2 de dicha legislación, el pai-
saje urbano es el aspecto que ofrecen las edificaciones y
los demás elementos culturales que hacen posible la vi-
da en común de los ciudadanos, así como el entorno na-
tural en el que se insertan; en tanto que el espacio pú-
blico está constituido por las calles, paseos, plazas,
parques, jardines y demás lugares de encuentro de las
personas, por lo que debe ser considerado un punto de
convivencia que merece cuidado y preservación cons-
tante. De lo anterior se concluye que el paisaje urbano
está indisolublemente vinculado al espacio público y,
por tanto, constituye un bien intangible del dominio pú-
blico, que cumple con una doble función: por un lado,
representa un factor de bienestar individual y social y,



por el otro, es un recurso económico para la ciudad me-
diante la concesión de su uso o aprovechamiento. De ahí
que uno de los objetivos de la citada ley sea evitar la
proliferación de una publicidad exterior desordenada y
una saturación del paisaje urbano, pues ello se traduce
en contaminación visual que afecta la calidad de vida de
los habitantes del Distrito Federal y les impide disfrutar
de un entorno armónico.

Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxi-
liar de la Primera Región, con Residencia en el Distrito
Federal.

Amparo en revisión 500/2012. RAK, S.A. de C.V. 20 de
junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea
Zambrana Castañeda. Secretaria: Mirna Pérez Hernán-
dez.

2. La cultura de la legalidad y los espacios y bienes pú-
blicos

La segunda gran meta nacional del Plan Nacional de Desa-
rrollo 2013-2018 (PND) es un México incluyente en el que
se garantice el ejercicio efectivo de los derechos sociales.
Esta meta tiene como uno de sus objetivos “proveer un en-
torno adecuado para el desarrollo de una vida digna. Para
ello, se plantea dar impulso a soluciones de vivienda dig-
nas, así como al mejoramiento de espacios públicos”.13

En congruencia con estas aspiraciones, el Objetivo 3.3.,
busca “ampliar el acceso a la cultura como un medio para
la formación integral de los ciudadanos” y propone como
línea de acción “vincular las acciones culturales con el pro-
grama de rescate de espacios públicos”.14

No debe pasar desapercibido el hecho de que las políticas
referidas a los bienes y espacios públicos se consignan en
el apartado VI.3., del PND, México con educación de cali-
dad. Esta visión de los espacios públicos significa dar un
paso más allá para valorar la importancia y el papel que tie-
ne el sistema educativo en la materia. 

La revisión armónica y sistemática de la Ley General de
Educación da como resultado que la noción de espacio pú-
blico no se ve reflejada en ella, a pesar de que hoy día se
puede afirmar que el espacio público es un componente
fundamental en la construcción de ciudadanía democrática,
que es uno de los principales objetivos del sistema educa-
tivo nacional, tal como se desprende del artículo 3o., frac-

ción II, inciso a), que versa sobre el criterio que orientará
la educación, y que a la letra dice: 

“Será democrático, considerando a la democracia no so-
lamente como una estructura jurídica y un régimen po-
lítico, sino como un sistema de vida fundado en el cons-
tante mejoramiento económico, social y cultural del
pueblo…”

En consecuencia con lo anterior, se debe postular que el
cuidado de los espacios públicos a los que se refiere el
PND es un pilar fundamental de la cultura cívica y un va-
lor indispensable vinculado al aprecio de nuestro patrimo-
nio cultural, lo cual fortalece la identidad nacional y el
arraigo de las personas y sus comunidades. 

[…] los espacios públicos representan un elemento de
identidad y cohesión para los habitantes.15

El arraigo tiene una fuerte connotación cultural: 

La “conciencia de la cultura” es primordial para conocer
las formas en que los individuos expresan y representan su
arraigo o pertenencia a una comunidad y a cierto grupo so-
cial. Es a través de estos “mundos experimentales de signi-
ficados” que las personas toman conciencia de su cultu-
ra…16

La cultura del cuidado de los espacios públicos es un com-
ponente de gran relevancia para fomentar en los educandos
los ideales que se expresan en el párrafo segundo, del ar-
tículo 3o., de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que a la letra dice:

“La educación que imparta el Estado tenderá a desarro-
llar armónicamente, todas las facultades del ser humano
y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respe-
to a los derechos humanos y la conciencia de la solida-
ridad internacional, en la independencia y en la justi-
cia”.

Pese a esta valoración la noción de espacio público no tie-
ne un referente claro en nuestro orden jurídico, dado que se
trata de un concepto hasta cierto punto difuso, de uso co-
mún en la sociología y la ciencia política, cuyo anteceden-
te remoto lo encontramos en la constitución de una esfera
de lo público y del uso y disfrute en común de espacios de
libre acceso, tal como se dio en la Inglaterra del siglo
XVIII.17 La emergencia de una nueva esfera de lo público
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fue impulsada de forma decidida por nuevas instituciones,
así como por el rediseño arquitectónico de los tradicionales
espacios familiares.18

Por otro lado, en lo relativo a los bienes públicos la Ley
General de Bienes Nacionales ofrece dos conceptos jurídi-
cos precisos, que permiten plasmar con claridad qué se en-
tiende por los “espacios públicos” a los que se refiere el
PND, esto son: los bienes sujetos al régimen de dominio
público de la Federación y los bienes de uso común. 

La concreción jurídica de la noción de espacio público,
gracias a las precisiones aportadas por la Ley General de
Bienes Nacionales es de gran relevancia, para incorporar
en la Ley General de Educación el componente fundamen-
tal de la identidad cultural de la Nación, que motiva un ma-
yor aprecio y amor por la Patria, tal como se consigna en el
texto constitucional previamente citado. 

Entre los bienes de dominio público mencionados en el ar-
tículo 6 de la Ley General de Bienes Nacionales cabe des-
tacar: los recursos naturales19 lo que incluye nuestros ma-
res20 e islas; los bienes inmuebles e inmuebles destinados
por el Gobierno de la Unión al servicio público o al uso co-
mún;21 los terrenos baldíos y los terrenos ganados natural
o artificialmente al mar, ríos, corrientes, lagos, lagunas o
esteros de propiedad nacional; inmuebles federales que
constituyan reservas territoriales; pinturas murales, las es-
culturas y cualquier obra artística incorporada o adherida
permanentemente a los inmuebles sujetos al régimen de
dominio público; y los bienes muebles de la Federación
considerados como monumentos históricos o artísticos.

Entre los bienes de uso común mencionados en el artículo
7 de la Ley General de Bienes Nacionales cabe destacar:
las playas marítimas; los puertos, bahías, radas y ensena-
das; los diques, muelles, escolleras, malecones y demás
obras de los puertos; los caminos, carreteras, puentes y ví-
as férreas que constituyen vías generales de comunicación;
los inmuebles considerados como monumentos arqueoló-
gicos; y las plazas, paseos y parques públicos.

Cabe señalar que la categoría de los bienes de uso común
se asimila a la de bienes de dominio público,22 tal como se
establece en el artículo 6, fracción II, que a la letra dice:

Artículo 6. Están sujetos al régimen de dominio público
de la Federación:

I. …

II.- Los bienes de uso común a que se refiere el artículo
7 de esta Ley;

III. a XXI. …

Los bienes de dominio público son por su naturaleza in-
alienables, inembargables e imprescriptibles y compren-
den:

[…] los bienes que por su naturaleza son del uso de to-
dos, los bienes que están afectos al servicio de las de-
pendencias del poder público, los bienes destinados a un
servicio público, los bienes que en general están afectos
o destinados a una causa de utilidad pública.23

La explicitación de los bienes de dominio público en el tex-
to de la Ley General de Educación es el fundamento pres-
criptivo para los contenidos de los planes y programas es-
tudio que tienen como objetivo la valoración de nuestra
vasta riqueza natural y cultural, y la formación de una ciu-
dadanía democrática.24 Así mismo, con la propuesta que se
presenta, se pretende fomentar la cultura del cuidado de lo
que, por ser del uso de todos, debe ser regulado en su fun-
ción social de tal forma que la propiedad privada sirva tan-
to a los propietarios como a la sociedad, lo que constituye
un componente fundamental de la cultura de la legalidad.
Por esta razón el cuidado de los bienes de dominio públi-
co, debe incluirse en la fracción VI del artículo 7, que ver-
sa sobre la legalidad. 

3. La sustentabilidad en sus dimensiones ambiental,
económica y social

El sentido original de la fracción XI del artículo 7o., de la
Ley General de Educación era establecer como del sistema
educativo eje la cuestión ambiental, tal como se desprende
de la redacción de la Ley publicada en el Diario Oficial de
la Federación, el 13 de julio de 1993, que a la letra decía: 

“XI.- Hacer conciencia de la necesidad de un aprove-
chamiento racional de los recursos naturales y de la pro-
tección del ambiente…”25

Esta fracción ha sido reformada por decretos publicados en
el Diario Oficial de la Federación, en dos ocasiones: el 30
de diciembre de 2002 y el 28 de enero de 2011. 

La reforma del 30 de diciembre de 2002 es de la mayor
trascendencia, ya que incorporó en la Ley la noción de de-
sarrollo urbano sustentable y dio más fuerza al carácter im-



perativo de la fracción al prever la valoración de la protec-
ción y conservación del medio ambiente; asimismo intro-
dujo como criterio teleológico el desenvolvimiento armó-
nico e integral de las personas y de la sociedad, en los
siguientes términos:

“XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales
de la ciencia ambiental, el desarrollo sustentable así co-
mo de la valoración de la protección y conservación del
medio ambiente como elementos esenciales para el des-
envolvimiento armónico e integral del individuo y la so-
ciedad”.

La noción de desarrollo sustentable o sostenible26 no se
incorporó en el texto original de la fracción XI de la Ley, a
pesar de que para la fecha en que se publicó el decreto ori-
ginal, el término ya estaba en uso y era de aceptación ge-
neralizada. 

El antecedente del uso regulado de la noción de “desarro-
llo sostenible” se remonta a 1980, cuando la Unión Inter-
nacional para la Conservación de la Naturaleza dio a cono-
cer la Estrategia Mundial de Conservación. La Estrategia
contemplaba tres prioridades: el mantenimiento de los pro-
cesos ecológicos, el uso sostenible de los recursos y el
mantenimiento de la diversidad genética”.27

En 1984 se constituyó la Comisión Mundial sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo, la cual presentó, en 1988, el
documento Nuestro Futuro Común, conocido como infor-
me Brundtland, en el cual se definió al desarrollo sosteni-
ble como “aquel que satisface las necesidades de la gene-
ración presente sin comprometer la capacidad de las
generaciones futuras para satisfacer sus propias necesida-
des”.28 Esta definición ha pasado a ser clásica. 

Con base en la definición del informe Brundtland, se ha su-
perado la noción del desarrollo sostenible limitada a la te-
mática ambiental, por lo que hoy día, el desarrollo sosteni-
ble abarca por lo menos tres ejes: la sostenibilidad
ambiental, la eficiencia económica y la equidad con justi-
cia social.29

En consecuencia, actualmente se propone que el desarrollo
sostenible debe contemplar los siguientes aspectos: 

“Un sistema político democrático que asegure a sus ciu-
dadanos una participación efectiva en la toma de deci-
siones.

“Un sistema económico capaz de crear excedentes y co-
nocimiento técnico sobre una base autónoma y constan-
te.

“Un sistema social que evite las tensiones provocadas
por un desarrollo inequitativo y desequilibrado.

“Un sistema de producción que cumpla con el imperati-
vo de preservar el ambiente.

“Un sistema tecnológico capaz de investigar constante-
mente nueva soluciones.

“Un sistema internacional que promueva modelos dura-
deros de comercio y finanzas”.30

En función de estas “nuevas” dimensiones del desarrollo
sostenible es imperativo ampliar la concepción del desa-
rrollo “sustentable” que se consigna en la fracción XI del
artículo 7o., de la Ley General de Educación, la cual ha si-
do ampliamente rebasada. 

Nuestro orden jurídico vigente refleja ya la aceptación de
la noción amplia del desarrollo sostenible. Así, la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, prevé las dimensiones que se han señalado, al definir
“desarrollo sustentable”, en la fracción XI, del artículo 3o.,
que a la letra dice:

“XI.- Desarrollo Sustentable: El proceso evaluable me-
diante criterios e indicadores del carácter ambiental,
económico y social que tiende a mejorar la calidad de
vida y la productividad de las personas, que se funda en
medidas apropiadas de preservación del equilibrio eco-
lógico, protección del ambiente y aprovechamiento de
recursos naturales, de manera que no se comprometa la
satisfacción de las necesidades de las generaciones fu-
turas…”

Cabe señalar que la sustentabilidad social es de particular
relevancia, como eje del sistema educativo nacional, ya
que ésta incluye, como algunos de sus principales compo-
nentes, aquellos problemas nacionales en los que se debe
sensibilizar al educando desde una temprana edad: la esta-
bilidad de la población, lo que implica su adecuada plani-
ficación; la migración rural y el crecimiento urbano como
retos para el futuro de la sostenibilidad; la pobreza y la
marginación; y la educación y el analfabetismo.31
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La introducción de una visión amplia del desarrollo soste-
nible apunta también a un ámbito novedoso que ha queda-
do de relieve en el PND: la sostenibilidad urbana, la cual
debe ser analizada desde cuatro diferentes ángulos: la rela-
ción ciudad-región, la construcción social del espacio ur-
bano, el deterioro de la estructura física de las ciudades y
el carácter dinámico del crecimiento físico y de la econo-
mía de las ciudades.32

Bajo un enfoque de derechos, la sostenibilidad urbana im-
plica el establecimiento de aquéllos que pueden garantizar
ciudades sostenibles, como son: a la tierra y la vivienda, al
saneamiento ambiental, a la infraestructura, al transporte y
a los servicios públicos.33

Es en razón de las consideraciones anteriores que se pro-
pone modificar la fracción XI del artículo 7o., para enri-
quecer la noción de desarrollo sustentable ahí propuesta;
también se debe actualizar la idea de “ciencia ambiental”,
para hablar en plural, de ciencias ambientales, que es hoy
en día la tónica a nivel nacional e internacional, como su-
cede en educación superior con los planes y programas de
estudio de ciencias ambientales en instituciones como las
Universidades Autónoma de México, de Berkeley y Stan-
ford.

4. La convivencia y el cuidado del entorno

La segunda reforma a la fracción XI del artículo 7o., de la
Ley General de Educación, publicada en el Diario Oficial
de la Federación introdujo algunas modificaciones en fun-
ción del tema del cambio climático, así como un texto fi-
nal, con lo que el artículo vigente ha quedado en los si-
guientes términos:

“XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales
de la ciencia ambiental, el desarrollo sustentable, la pre-
vención del cambio climático, así como de la valoración
de la protección y conservación del medio ambiente co-
mo elementos esenciales para el desenvolvimiento ar-
mónico e integral del individuo y la sociedad. También
se proporcionarán los elementos básicos de protec-
ción civil, mitigación y adaptación ante los efectos
que representa el cambio climático y otros fenóme-
nos naturales…” 

Esta modificación, que fue parte de una amplia reforma a
la Ley General de Educación publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 28 de enero de 2011, introdujo dentro
de los principios consagrados en el artículo 7o., el funda-

mento para nuevos contenidos en función del problema del
cambio climático, que es uno de los grandes retos de este
milenio. No obstante, el texto adicional ha sido superado
por la rápida evolución de las teorías vinculadas al desa-
rrollo sustentable, que incorporan las dimensiones social y
económica de las comunidades.

Es por ello que se propone introducir la idea de entorno,
como un concepto no limitado al medio natural, sino que se
extiende al ámbito en el que se desenvuelven las personas
en sociedad y que comprende las actividades económicas,
artísticas y culturales, la vida personal, familiar y social y
la gama de interacciones entre la persona y su medio.34 En
el PND, el objetivo 2.5., al que ya se ha hecho mención, y
que busca proveer un entorno adecuado para el desarrollo
de una vida digna, contempla específicamente el desarrollo
urbano sustentable y el impulso al desarrollo regional, ur-
bano, metropolitano y de vivienda.

Cabe señalar además que, con base en los principios del
desarrollo “sustentable”, las personas tenemos una respon-
sabilidad ineludible hacia el entorno, que resulta de la apli-
cación del ideal de “satisfacer las necesidades de la gene-
ración presente sin comprometer la capacidad de las
generaciones futuras”, tal como se consigna en la defini-
ción del informe Brundtland, antes citado. 

De esta forma, se propone incluir en la fracción XI del ar-
tículo 7o., el mejoramiento del entorno y los elementos bá-
sicos de convivencia humana, como ejes fundamentales
para la educación; esta propuesta se complementa con la
reforma a la fracción III del artículo 8o., para incluir la sen-
sibilidad y compromiso con el entorno, como parte de los
criterios que orientarán la educación que imparta el Estado.

Adicionalmente, cabe destacar que la inserción de una ora-
ción final en la fracción XI del artículo 7o., tal como se es-
tablece en la Ley vigente viola el canon seguido para pos-
tular los principios del sistema educativo, ya que en
artículo citado, no encontramos una fracción con un plan-
teamiento similar. Esto obliga a corregir la técnica legisla-
tiva para observar un criterio análogo al de la fracción IV,
que contiene dos párrafos. 

5. La armonización en función de la reforma constitu-
cional en materia de derechos humanos

Por último, no deja de llamar la atención que la fracción III
del artículo 8o., todavía no reconoce los derechos de las
mujeres, lo que no es acorde con los signos de los tiempos



y está desfasado de la reforma constitucional en materia de
derechos humanos de junio de 2011. Así se puede leer al fi-
nal del texto vigente, el cual se transcribe a continuación,
resaltándose el texto referido en negritas: 

“III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto
por los elementos que aporte a fin de robustecer en el
educando, junto con el aprecio para la dignidad de la
persona y la integridad de la familia, la convicción del
interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado que
ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad
de derechos de todos los hombres, evitando los privi-
legios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de in-
dividuos…”

Para adecuar el texto de la Ley, armonizándolo con el len-
guaje al uso, se propone modificarlo para hablar de los de-
rechos de las personas. 

6. Adiciones a la Ley General de Asentamientos Huma-
nos

Como ha quedado debidamente expresado, la noción de es-
pacio público es de gran relevancia jurídica para destacar
la necesidad de que en nuestras ciudades existan áreas o
predios destinados al uso, disfrute o aprovechamiento co-
lectivo de acceso generalizado y libre tránsito. Los espa-
cios públicos son esenciales para promover el acceso a la
cultura, la convivencia urbana, la cohesión social, y para
garantizar la movilidad, la sustentabilidad y la equidad. 

Es importante señalar que las adiciones propuestas atien-
den a las preocupaciones expresadas en diversos foros en
donde se dio la participación de diversos actores relevantes
del quehacer urbanístico y habitacional, y retoma los tra-
bajos y planteamientos de la Mesa Interparlamentaria para
la Adecuación del marco Jurídico Federal en Materia Me-
tropolitana, que fue instalada el 19 de mayo de 2012. 

Adicionalmente en función de la reforma constitucional en
materia de derechos humanos que se ha mencionado en es-
ta exposición de motivos, la institucionalización de los es-
pacios públicos constituye un factor de primera importan-
cia para garantizar el pleno ejercicio de los derechos
humanos relacionados con los asentamientos humanos, el
desarrollo urbano y la vivienda.

En congruencia con estas afirmaciones se propone una de-
finición de “espacio público” que recupera los elementos
previamente señalados. El lugar pertinente para incluir es-

ta definición es el artículo 2o., de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos para lo cual se propone una nueva
fracción X Bis.

Se agrega que los instrumentos de planeación deberán
atender lo establecido en la Ley y en las disposiciones es-
tatales y municipales, en lo relativo al espacio público y se
propone un artículo segundo transitorio para que las auto-
ridades y municipales observen las nuevas disposiciones.

Dada la relevancia de la noción de “espacio público”, se
propone enriquecer el artículo relativo a la participación
social, para prever el activo involucramiento de la ciuda-
danía en la definición de las prioridades y proyectos sobre
espacio público, así como en el seguimiento a la ejecución
de obras, la evaluación de programas y la operación y fun-
cionamiento de los espacios.

Igualmente se establece en lo relativo a la zonificación de
centros de población los municipios determinarán el esta-
blecimiento de las prioridades y los proyectos sobre espa-
cio público. 

La definición jurídica del espacio público es la base para la
adición de un capítulo décimo sobre el espacio público en
el que se considera su papel fundamental para el acceso a
la cultura, la convivencia urbana, la cohesión social, y pa-
ra garantizar la movilidad, sustentabilidad, equidad y el
ejercicio de los derechos humanos.

Asimismo se establece que la provisión y preservación de
espacio público es de la más alta prioridad para el Estado y
que se deberá privilegiar su creación en los procesos de
planeación urbana, programación de inversiones públicas,
aprovechamiento y utilización de áreas, polígonos y pre-
dios vacíos o baldíos, públicos o privados, dentro de los
centros de población. 

En el nuevo artículo 63 que se propone se prevén los line-
amientos a los que se sujetará el uso, aprovechamiento y
custodia del espacio público: la prevalencia del interés ge-
neral sobre el particular; la promoción de la equidad en su
uso y disfrute; la adopción de medidas para el ejercicio de
los derechos culturales y el acceso a la cultura; la garantía
de condiciones para la convivencia que faciliten la cohe-
sión social; la accesibilidad y libre circulación de todas las
personas, privilegiando la movilidad no motorizada; la ga-
rantía de la seguridad, integridad física o mental y el mejo-
ramiento de la salud; el equilibrio entre las áreas verdes y
la construcción de la infraestructura; la inalienabilidad de
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los bienes de dominio público; la autorización para ocupar
el espacio público con fines meramente temporales y para
usos definidos; la garantía del derecho de denuncia y la
preservación y restauración del equilibrio ecológico y la
protección al ambiente.

Por último, en el nuevo artículo 64 se establecen las accio-
nes que los planes o programas municipales de desarrollo
urbano contemplarán, entre las que están: la definición de
dotación de espacio público y el establecimiento de medi-
das para su identificación y mejor localización; la creación
y preservación del espacio público, la calidad de su entor-
no y las alternativas para su expansión; y, la definición del
trazado y características del espacio público y de la red
vial.

En función de las anteriores consideraciones someto a la
consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 7o., y 8o.,
de la Ley General de Educación, y se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de
Asentamientos Humanos

Artículo Primero: se reforman las fracciones VI y XI del
artículo 7o., y la fracción III, del artículo 8o., de la Ley Ge-
neral de Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 7o. …

I. a V. …

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia
de la Ley y de la igualdad de los individuos ante ésta,
propiciar el cuidado de los bienes y espacios públicos,
la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en
cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el co-
nocimiento de los Derechos Humanos y el respeto a los
mismos;

VII. a X. …

XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales
de las ciencias ambientales, el desarrollo sustentable,
en sus dimensiones ambiental, económica y social, la
prevención del cambio climático, así como de la valora-
ción de la protección, conservación y el mejoramiento
del entorno como elementos esenciales para el desen-
volvimiento armónico e integral del individuo y la so-
ciedad. 

También se proporcionarán los elementos básicos de
convivencia, protección civil, mitigación y adaptación
ante los efectos que representa el cambio climático y
otros fenómenos naturales;

XII. a XVI. …

Artículo 8o. …

I. y II. …

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto
por los elementos que aporte a fin de robustecer en el
educando, junto con el aprecio para la dignidad de la
persona y la integridad de la familia, la sensibilidad y
compromiso con su entorno, la convicción del interés
general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga
en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de de-
rechos de todas las personas, evitando los privilegios
de razas, de religión, de grupos, de sexos o de indivi-
duos, y

IV. …

Artículo Segundo: se reforma la fracción VII del artículo
35; se adiciona una fracción X Bis al artículo 2o., un ar-
tículo 19 Bis, una fracción X al artículo 49, y un Capítulo
Décimo que comprende los artículos 61 al 64 a la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. a X. …

X Bis. Espacio público: las áreas o predios destina-
dos al uso, disfrute o aprovechamiento colectivo, de
acceso generalizado y libre tránsito, que sirvan a un
centro de población.

XI. a XXI. …

Artículo 19 bis. En materia de espacio público, los pla-
nes o programas municipales de desarrollo urbano, de
ordenación de zonas conurbadas y de desarrollo urba-
no de centros de población atenderán lo establecido en
esta Ley y en las disposiciones estatales y municipales. 

Artículo 35. …

I. a VI. …



VII. Las medidas para la protección de los derechos de
vía, los espacios públicos y las zonas de restricción de
inmuebles de propiedad pública;

V. … a XI. …

Artículo 49. …

I. a VII. …

VIII. La preservación del ambiente en los centros de
población;

IX. La prevención, control y atención de riesgos y con-
tingencias ambientales y urbanos en los centros de po-
blación, y

X. El establecimiento de las prioridades y los pro-
yectos sobre espacio público y el seguimiento a la
ejecución de obras, la evaluación de programas y la
operación y funcionamiento de dichos espacios.

Capítulo Décimo
Del Espacio Público

Artículo 61. Los espacios públicos son esenciales para el
acceso a la cultura, la convivencia urbana, la cohesión
social, y para garantizar la movilidad, sustentabilidad,
equidad y el ejercicio de los derechos humanos relacio-
nados con los asentamientos humanos, el desarrollo ur-
bano y la vivienda. 

Artículo 62. Es de la más alta prioridad para el Estado
la provisión y preservación del espacio público para to-
do tipo de usos comunitarios.

Se deberá privilegiar la creación de espacios públicos
en los procesos de planeación urbana, programación de
inversiones públicas, aprovechamiento y utilización de
áreas, polígonos y predios vacíos o baldíos, públicos o
privados, dentro de los centros de población. 

Artículo 63. El uso, aprovechamiento y custodia del es-
pacio público se sujetará a los lineamientos siguientes:

I. Se garantizará que prevalezca el interés general
sobre el interés particular;

II. Se deberá promover la equidad en su uso y dis-
frute;

III. Se adoptarán medidas para que facilite el ejerci-
cio de los derechos culturales y el acceso a la cultura;

IV. Se garantizarán las condiciones necesarias para
la convivencia que faciliten la cohesión social;

V. Se deberá asegurar la accesibilidad y libre circu-
lación de todas las personas, privilegiando la movili-
dad no motorizada;

VI. Se adoptarán medidas para garantizar la seguri-
dad, integridad física o mental y el mejoramiento de
la salud; 

VII. Se procurará mantener el equilibrio entre las
áreas verdes y la construcción de la infraestructura,
tomando como base de cálculo las normas oficiales
en la materia;

VIII. Se deberá observar, en el caso de los bienes de
dominio público, el hecho de que éstos son inaliena-
bles;

IX. Se vigilará que con respecto a los instrumentos
en los que se autorice la ocupación del espacio públi-
co sólo se confiera a sus titulares el derecho sobre la
ocupación temporal y para el uso definido;

X. Se garantizará que todos los habitantes tengan el
derecho de denunciar, ante las autoridades corres-
pondientes, cualquier acción que atente contra la in-
tegridad y condiciones de uso, goce y disfrute del es-
pacio público, y

XI. Se deberá asegurar la preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico y la protección al am-
biente.

Artículo 64. Los planes o programas municipales de de-
sarrollo urbano incluirán los aspectos relacionados con
el uso, aprovechamiento y custodia del espacio público
contemplarán entre otras acciones, las siguientes:

I. Definir la dotación de espacio público en cantida-
des no menores a lo establecido por las normas ad-
ministrativas estatales y municipales aplicables, con-
siderando las diferentes escalas de desarrollo
urbano;
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II. Establecer las medidas para la identificación y
mejor localización de los espacios públicos con rela-
ción a la función que tendrán y a la ubicación de sus
beneficiarios, así como de los equipamientos colecti-
vos de interés público o social relacionados con aqué-
llos, atendiendo a las normas administrativas estata-
les y municipales aplicables; 

III. Crear y preservar el espacio público, la calidad
de su entorno y las alternativas para su expansión, y

IV. Definir el trazado y características del espacio
público y la red vial de manera que ésta no lo afecte
o interfiera con sus funciones.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Segundo. Las Entidades Federativas y los Municipios de-
berán implementar las acciones necesarias para adecuar los
planes o programas a los que se refiere este Decreto.

Notas:

1 Que es una de las características principales de los asentamientos
irregulares, no sólo en México, sino también en América Latina. Cf.
Organisation for Economic Co-Operation and Development. Mexico:

transforming urban policy and housing finance. Paris, OECD, p. 109
ss. 

2 Estefanía Chávez Barragán de Ortega. Los autores de la ciudad: pro-

puestas para mejorar la imagen urbana en un ámbito local. La expe-

riencia de Xochimilco. México, UNAM, 2013. p. 26. 

3 Tal como en su momento fue postulado por James Q. Wilson y Ge-
orge G. Keling de la Universidad de Harvard. Cfr. The police and
neighborhood safety: Broken Windows. Recuperado de http://www.
manhattan-institute.org/pdf/_atlantic_monthly-broken_windows.pdf

4 Cfr. Víctor Ramírez Navarro. La Ley y la Ilegalidad en la Producción
del Espacio Urbano. Curso de Desarrollo Profesional. Mercados Infor-
males de Suelo y Regularización de Asentamientos en América Latina,
Lincoln Institute of Land Policy, Guatemala, 2009.

5 Presidencia de la República. Segundo informe de gobierno: Anexo

estadístico. p.16. Recuperado de file:///C:/Users/Usuario/Downlo-
ads/Anexo_estadistico_completo%20(1).pdf

6 Ibídem, p. 20. 

7 Recuperado de http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5377730&fecha=30/12/2014

8 Presidencia de la República. Segundo informe de gobierno: Anexo

estadístico. Loc. Cit. p. 119.

9 Jordi Borja y Zaida Muxi. El espacio público, ciudad y ciudadanía.

Barcelona, 2000. p.70.

10 Ibídem,  p.13.

11 Estefanía Chávez Barragán de Ortega. Op. Cit. p. 30.

12 Ibídem,  p. 38.

13 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. Recuperado de
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5299465&fe-
cha=20/05/2013

14 Ídem.

15 Estefanía Chávez Barragán de Ortega. Op. Cit. p. 45.

16 Ivonne Flores H. “Identidad cultural y el sentimiento pertenencia a
un espacio social: una discusión teórica”. p. 45. Recuperado de
http://cdigital.uv.mx/bitstream/123456789/345/1/2005136P41.pdf

17 Jürgen Habermas. Historia y crítica de la opinión pública: la trans-

formación estructural de la vida pública. México, Adolfo Gilli, 2009.
p. 102 passim.

18 Las fiestas de mansión se convierten en veladas de sociedad, la ha-
bitación familiar en sala de visita y en ésta se reunirán las personas pri-
vadas en calidad de púbico […] Ibid. p. 82. 

19 Tal como se prevé en la fracción I del artículo 6 de la Ley General
de Bienes Nacionales la cual refiere al párrafo cuarto del artículo 27
constitucional en el que se consignan expresamente: “los recursos na-
turales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las is-
las”.

20 Tal como se prevé en la fracción I del artículo 6 de la Ley General
de Bienes Nacionales la cual refiere al párrafo quinto del artículo 27
constitucional en el que se establece que: “Son propiedad de la Nación
las aguas de los mares territoriales”. 

21 Tal como se prevé en la fracción I del artículo 6 de la Ley General
de Bienes Nacionales la cual refiere al artículo 132 constitucional el



cual prevé que: “Los fuertes, los cuarteles, almacenes de depósito y de-
más bienes inmuebles destinados por el Gobierno de la Unión al servi-
cio público o al uso común, estarán sujetos a la jurisdicción de los Po-
deres Federales en los términos que establezca la ley que expedirá el
Congreso de la Unión; mas [sic.] para que lo estén igualmente los que
en lo sucesivo adquiera dentro del territorio de algún Estado, será ne-
cesario el consentimiento de la legislatura respectiva”.

22 En abono de esta afirmación cabe citar la siguiente tesis de juris-
prudencia:

Zona de monumentos arqueológicos Tulum-Tancah. Constituye un
bien de uso común y, por tanto, un bien nacional sujeto al régimen de
dominio público de la federación. La Ley General de Bienes Naciona-
les establece los bienes que constituyen el patrimonio de la nación, así
como el régimen de dominio público de los bienes de la Federación;
conforme a ella son bienes nacionales, entre otros, los bienes de uso
común, sujetos al régimen de dominio público de la Federación, den-
tro de los que se encuentran los inmuebles considerados como monu-
mentos arqueológicos conforme a la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los cuales se rigen por lo
dispuesto tanto en la Ley General de Bienes Nacionales como en la
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, por lo que la Zona de Monumentos Arqueológicos Tulum-
Tancah constituye un bien nacional, al tratarse de uno de uso común de
los previstos en el artículo 7 de la Ley General de Bienes Nacionales.
No obsta a lo anterior que tanto en la fracción XII de este numeral co-
mo en el resto de ese ordenamiento, en lo conducente, se refiera a “mo-
numentos arqueológicos” (muebles e inmuebles) y no a “zonas de mo-
numentos arqueológicos”, pues conforme al artículo 39 de la Ley
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Histó-
ricos, la “zona de monumentos arqueológicos” es el área que com-
prende a inmuebles considerados monumentos arqueológicos o en
donde se presume su existencia, por lo que resulta lógico estimar que
dicha zona, al igual que los “inmuebles considerados como monumen-
tos arqueológicos”, sea un bien de uso común y, por tanto, un bien na-
cional sujeto al régimen de dominio público de la Federación. Contro-
versia constitucional 72/2008. Poder Ejecutivo Federal. 12 de mayo de
2011. Mayoría de diez votos en relación con el sentido; mayoría de
nueve votos a favor de las consideraciones; votó en contra de las con-
sideraciones: Juan N. Silva Meza; votó en contra del sentido: Sergio
Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Se-
cretaria: María Vianney Amezcua Salazar. El Tribunal Pleno, el siete
de junio en curso, aprobó, con el número 16/2012 (9a.), la tesis juris-
prudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de junio de
dos mil doce.

23 Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas. Enciclopedia jurídica mexicana. México, Porrúa,
2002. v. 1. p. 540.

24  “El espacio público es para la sociedad el centro del funciona-
miento democrático”. Estefanía Chávez Barragán de Ortega. Op. Cit.
p. 40. Los espacios públicos son “… los lugares donde se construye la
calidad urbana no sólo de lo físico, sino también de la ciudadanía, no
sólo de la urbs sino también de la civitas, porque en la construcción de
la simbología del espacio público o común está la oportunidad de la
ciudad democrática”. Editorial. En “Ciudad, urbanismo y educación”.
Op. Cit. 

25 Recuperado de http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=4759065&fecha=13/07/1993

26 Actualmente el consenso de los teóricos se orienta a considerar co-
mo concepto regulado el de “desarrollo sostenible”. Así por ejemplo,
en el libro “Génesis, evolución y tendencias del paradigma del desa-
rrollo sostenible”, que se citará a continuación. 

27 Miguel Moreno Plata. Génesis, evolución y tendencias del paradig-

ma del desarrollo sostenible. México, Cámara de Diputados, Miguel
Ángel Porrúa, 2010. p. 77.

28 Ibídem, p. 78.

29 Ibídem, p. 95.

30 Ídem.

31 Cf. Miguel Moreno Plata. Op. Cit. p. 210-212.

32 Cf. Ibid. p. 220-221.

33 Ibídem, p. 222.

34 La diferencia entre sistema y entorno es de la mayor relevancia en
la sociología funcional estructuralista, la cual basa sus análisis en la
forma como todo sistema se “desenvuelve” en un entorno de enorme
complejidad conformado por otros sistemas y por personas. Cf. Niklas
Luhmann. Sistemas sociales: lineamientos para una teoría general.
México, Anthropos, 1998. p. 92 passim. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 21 de abril de 2015.—
Diputadas: Celia Isabel Gauna Ruiz de León, María Esther Gutiérrez
Olivares, Maricruz Reyes Galicia, Dulce María Muñiz Martínez, Edith
Avilés Cano, Francisca Elena Corrales Corrales, José Pilar Moreno
Montoya, Carmen Julieta Torres Lizarraga, María Guadalupe Jarami-
llo Villa, (rúbricas).»

Se remite a las Comisiones Unidas de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, y de Desarrollo Urbano y Or-
denamiento Territorial, para dictamen.
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LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado Javier López Zava-
la, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Diputado Javier López Zavala, integrante de la
LXII Legislatura, y con fundamento en lo establecido en
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6,
fracciones I y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por la que se reforma la fracción XXIX y se adiciona la
fracción XXX recorriéndose la subsecuente para convertir-
se en XXXI del artículo 19 de la Ley General de Protección
Civil, a fin de que La coordinación ejecutiva del Sistema
Nacional de Protección Civil por conducto de la Coordina-
ción Nacional de Protección Civil, tenga las atribuciones
para promover que los gobiernos de las entidades federati-
vas y de los municipios o delegaciones, según correspon-
da, elaboren y mantengan actualizados los programas in-
ternos de protección civil en los mercados públicos, de
conformidad a sus respectivas leyes y reglamentos en la
materia, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La ley general de protección civil, es un ordenamiento re-
lativamente nuevo, fue publicado en el Diario Oficial de la
Federación apenas el 6 de junio del año 2012, por lo que el
tema de protección civil en nuestro país es incipiente en el
rubro normativo.

Ha avanzado más rápidamente la cultura de la protección
civil desde la perspectiva de la sociedad civil organizada
que desde los puntos de vista gubernamentales, siendo los
primeros, quienes en la autogestión y organización, han ge-
nerado mecanismos de prevención de riesgos. 

Me referiré en la presente iniciativa a un tema en particu-
lar: el de los mercados públicos, ya que la protección civil
es un tema transversal y de muy diversas aristas. 

Los Mercados Públicos en el país, son un medio de econo-
mía social, donde se desplaza el 45% de los alimentos y
productos de primera necesidad que se consumen en todo
el país. Son un brazo de la economía que permite la distri-
bución de la riqueza. Están regulados por el artículo 115
constitucional y facultan al municipio para que sea este

quien se encargue de dotarlos de servicios y mantenimien-
to, así mismo, los códigos fiscales y financieros de los Es-
tados les dan una normatividad particular, según la entidad
federativa que los rige. Existe un reglamento de Mercados
Públicos que tienen diversas disposiciones, de conformi-
dad al Estado o Municipio del que se trate, por lo que po-
demos ver que la dispersión normativa es amplia y debe ser
regulada por una instancia coordinadora a través de un or-
denamiento normativo federal. 

En materia de protección civil es lo mismo, ya que por un
lado la Ley General de Protección Civil establece la obli-
gación de las dependencias de gobierno de los estados, mu-
nicipios y delegaciones en el caso del Distrito Federal, de
realizar los programas internos de protección civil, en los
edificios públicos, en los que se engloban los mercados.
Sin embargo, no existe la aplicación práctica de estos pre-
ceptos, ni la construcción de estructuras normativas mayo-
res. 

En la mayoría de las Leyes de Protección civil de las enti-
dades federativas, se establece lo mismo, pero, tampoco
hay una obligatoriedad. 

Nos encontramos entonces en una ambigüedad en la que
ningún gobierno se responsabiliza de realizar dichos pro-
gramas de protección civil, en detrimento de las y los co-
merciantes que trabajan en los Mercados Públicos de todo
el país. 

A este respecto, es menester señalar como ejemplo claro
que los incendios en mercados son recurrentes por las for-
mas de comercializar, por las instalaciones eléctricas irre-
gulares viejas o sin mantenimiento, por el uso de velado-
ras, por el gas, por instalaciones que manejan fuego, entre
otras razones. 

Por lo anterior y por la cantidad de personas que confluyen
diariamente en estos centros de abasto, debemos tener en
consideración la necesidad imperiosa de que se generen
programas internos de protección civil, que den orden a los
Mercados Públicos en este rubro. 

A continuación me permito citar referencias periodísticas
de últimos años en los que se refieren incidentes relaciona-
dos con los mercados enunciando a gran cantidad de Enti-
dades Federativas, señaladas para aportar a la pertinencia
de la reforma que se propone, debido a que estos estableci-
mientos en los que se realiza una periódica concentración
de personas con la intención de obtener satisfactores de todo



tipo, se ven expuestos al surgimiento de diversos inciden-
tes que ponen o podrían poner en riesgo a las personas en-
tre los que figura el surgimiento de incendios; así mismo
resulta conveniente apuntar que existe una cifra negra de
los siniestros que no han sido documentados, pero que al
igual que los que están por enunciarse, pusieron en riesgo
la vida de las personas.

Antes de comenzar con el breviario enunciativo cabe ano-
tar que se establece en orden alfabético por Entidad Fede-
rativa y por fecha del suceso:

Aguascalientes 

• Mercado de Terán1

Ocurrió el 26 de abril de 2012. El Incendio fue provo-
cado por una sobrecarga  de energía eléctrica. Solo exis-
tieron daños materiales. 

Campeche

• Mercado de Concordia2

Ocurrió el 12 de noviembre de 2013, debido a un inci-
dente con utensilios de concina.

Chiapas

• Mercado de Tielemanns3

Ocurrió el 5 de febrero de 2014; solo hubo daños mate-
riales, no se señalaron las causas por las que se provocó
el incendio.

• Mercado Manuel Larraizar4

Ocurrió el 12 de octubre de 2011 por un corto circuito;
cinco locales del mercado fueron afectados.

Chihuahua 

• Los Herrajeros5

Ocurrió el día 3 de febrero de 2012; no se dan las cau-
sas del incendio; falleció una persona calcinada.

Durango 

• Ex Cuartel Juárez6

Ocurrió el jueves 26 de julio de 2012; el incendio se ori-
ginó por un corto circuito; daños ocasionados en 10 lo-
cales del mercado.

Estado de México 

• Mercado Negro7

Ocurrió el 10 de octubre de 2012 en un mercado de
Cuautitlán dejando como saldo 35 locales consumidos;
la causa fue presuntamente un corto circuito.

• Mercado Hidalgo.8

Ocurrió el 1 de junio de 2013, provocado por un corto
circuito dejando un total de 11 locales afectados.

• Mercado de Naucalpan9

Ocurrió el 16 de julio de 2013; se debió a una explosión
en la subestación eléctrica.

Guanajuato 

• Mercado Aldama10

Ocurrió el día miércoles 12 de junio de 2013 ocasiona-
do por un corto circuito; solo hubo daños materiales.

Guerrero 

• Nuevo Horizonte11

Ocurrió el día lunes 16 de julio de 2012 resultando afec-
tados 208 locales afectados se origina por un corto cir-
cuito.

Morelos 

• Adolfo López Mateos12

Ocurrió el día 23 de agosto de 2010; ocurrió por un cor-
to circuito.
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México, D.F.

• Mercado de Jamaica13

Ocurrió el día 5 de mayo de 2011; ocurrió por un corto
circuito no hubo lesionados. Resultando afectados por
lo menos 30 locales.

• Mercado la Lagunilla14

Ocurrió el 29 de septiembre de 2011, se ignora lo que
provocó el incendio dejando daños materiales.

• Mercado San Juan15

Ocurrió el día 3 de abril de 2012 afectando 17 locales;
se desconoce la causa qué se originó el incendio.

• Mercado Isabel la Católica16

Ocurrió el 28 de septiembre del 2012.

• Mercado Jamaica17

Ocurrió el viernes 23 de noviembre de 2012, dejando un
saldo de 3 personas lesionadas, 9 intoxicadas y 43 loca-
les totalmente o parcialmente dañados.

• Mercado de la Merced18

Ocurrió el 27 de febrero del 2013; se originó por una
descarga eléctrica, consumió entre siete mil y ocho mil
metros cuadrados.

• Mercado la Dalia19

Ocurrió el día 15 de noviembre de 2013, afectando 20
locales.

Nayarit

• Mercado de Abastos20

Ocurrió el día 18 de noviembre del 2013, ocurrió por
negligencia al caer una vela sobre cajas de cartón.

Nuevo León

• Mercado de Juárez21

Ocurrió el día 28 de junio del 2013 en el mercado de
Juárez, ocurrió por un incendio en el área donde había
cartón.

Puebla 

• Mercado 5 de mayo22

Ocurrió el 1 de agosto de 2012, dañando 84 locales;
ocurrió por un corto circuito.

• Mercado de la piedad23

Ocurrió el día 14 de enero del 2013, dejando 20 locales
dañados. Se desconocen las causas de su origen.

Quintana Roo 

• Mercado 23.

Ocurrió el día miércoles 1 de enero del 2014, afectando
23 locales; sucedió debido al estallido en puestos de pi-
rotecnia cercanos.

Sinaloa

• Mercado Pino Suárez24

Ocurrió el día 22 de enero de 2010 cuyo origen fue un
presunto corto circuito, dejando pérdidas materiales.

Sonora

• Mercado Municipal Número 225

Ocurrió el día jueves 17 de octubre del 2013; consumió
8 locales.

Yucatán

• Mercado de Dzidzantun26

Ocurrió el día viernes 9 de noviembre del año 2012 por
una mala instalación eléctrica. 

Zacatecas

• Mercado de González Orteg27



Ocurrió el día viernes 1 de marzo del 2013,  fue por chis-
pazos de una máquina de soldar, el daño fue parcial.

Después de conocer estos datos y recordando el valor y la
importancia cultural, económica, histórica y gastronómica
que tienen nuestros mercados, vale la pena, revalorarlos y
buscar mecanismos que garanticen la pervivencia y perma-
nencia de estos en connotación con la necesaria cultura de
la protección civil, para salvaguardar los elementos patri-
moniales, pero sobre todo para propiciar la protección de la
vida humana en todos los niveles. 

Objeto de la iniciativa 

Generar a través de la Coordinación Nacional de Protec-
ción Civil la promoción de los plantes de protección civil
encaminados al conocimiento, identificación, eliminación
y reducción de los peligros y riesgos que originen o aseve-
ren incidentes en los mercados, buscando así la disminu-
ción del impacto o daños ante la existencia de un agente
perturbador, atendiendo a la realidad social en relación  con
estos establecimientos.

Por las consideraciones expuestas y con fundamento en lo
dispuesto por la fracción III y el primer párrafo del artícu-
lo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo
6, apartado 1, fracción I del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta honorable so-
beranía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 19
de la Ley General de Protección Civil

Único. Se reforma la fracción XXIX y se adiciona la frac-
ción XXX recorriéndose la subsecuente para convertirse en
XXXI del artículo 19 de la Ley General de Protección Ci-
vil para quedar como sigue: 

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacio-
nal recaerá en la secretaría por conducto de la Coordina-
ción Nacional, la cual tiene las atribuciones siguientes en
materia de protección civil:

I. a XVIII. … 

XXIX. Proponer, en coordinación con la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, los modelos de contrata-
ción de seguros e instrumentos financieros de gestión de
riesgos, que garanticen a la Federación las mejores con-

diciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento,
oportunidad y demás circunstancias pertinentes,

XXX. Promover que los gobiernos de las entidades
federativas y de los municipios o delegaciones, según
corresponda, elaboren y mantengan actualizados los
programas internos de protección civil en los merca-
dos públicos, de conformidad a sus respectivas leyes
y reglamentos en la materia, y 

XXXI. Las demás que señalen los ordenamientos apli-
cables o que le atribuyan el Presidente o el Consejo Na-
cional dentro de la esfera de sus facultades.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.palestraaguascalientes.com/incendio-en-local-del-mer-
cado-teran/

2 http://expresocampeche.com/notas/estado/2013/11/12/causa-panico-
incendio-en-mercado-de-concordia/

3 http://www.cuartopoder.mx/san-cristobal/

4 https://turulos.wordpress.com/tag/chiapas-2/page/31/

5 http://www.aztecanoticias.com.mx/notas/estados/94683/incendio-
en-mercado-de-juarez-deja-un-muerto

6 http://www.aztecanoticias.com.mx/notas/estados/123830/incendio-
consume-locales-en-mercado-de-durango

7
http://www.eluniversaledomex.mx/cuautitlan_izcalli/nota32862.html

8 http://www.oem.com.mx/elsoldetoluca/notas/n3003438.htm

9 http://www.eluniversaledomex.mx/naucalpan/controlan-incendio-
en-mercado-de-naucalpan-.html

10 http://www.ww.laprensa.mx/notas.asp?id=208670

11 http://www.proteccioncivilguerrero.gob.mx/pcgro/index.php/es/in-
genieria-estructural/85-incendio-mercado-acapulco
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12 http://www.cronica.com.mx/notas/2010/527404.html

13 http://www.eluniversaldf.mx/benitojuarez/nota25226.html

14 http://www.eluniversaldf.mx/home/nota35142.html

15 http://www.excelsior.com.mx/2012/04/03/comunidad/823540

16 http://www.eluniversaldf.mx/cuauhtemoc/nota50982.html

17 http://www.eluniversal.com.mx/notas/885155.html

18 http://www.eluniversal.com.mx/notas/906425.html

19 http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2013/11/15/928929

20 http://www.elsoldenayarit.mx/nota-roja/23367-bomberos-contro-
lan-incendio-en-mercado-de-abastos

21 http://www.lapoliciaca.com/nota-roja/moviliza-incendio-en-el-
mercado-juarez/

22 http://www.excelsior.com.mx/2012/08/01/nacional/851119

23 http://www.amecire.org/index.php?option=com_content&view=ar-
t i c l e & i d = 7 4 7 : p r o v o c a n - i n c e n d i o - e n - m e r c a d o - l a -
piedad&catid=159:notas-de-periodicos&Itemid=905

24 http://www.eluniversal.com.mx/notas/653590.html

25 http://www.eluniversal.com.mx/estados/2013/incendio-sonora-
mercado-958948.html

26 http://www.yucatanahora.com.mx/noticias/mala-instalacion-electri-
ca-ocasiona-incendio-mercado-dzidzantun-26558/

27 http://ntrzacatecas.com/2013/03/01/chispazo-provoca-incendio-en-
el-mercado-gonzalez-ortega/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2015.— Diputados:
Javier López Zavala, Alma Marina Vitela Rodríguez, María Fernanda
Schroeder Verdugo, Silvana Ortiz Ortega, Sonia Catalina Mercado Ga-
llegos, Martha Loera Arámbula, María Esther Garza Moreno, María
Guadalupe Jaramillo Villa, Maricruz Reyes Galicia, María Concepción
Navarrete Vital, María del Carmen Guzmán Urbán, Elizabeth Flores
Vázquez, Norma Ponce Orozco, María Gabriela Bardales Hernández,
María de Lourdes Flores Treviño, Diana Karina Velázquez Ramírez,
Minerva Castillo Rodríguez, Alicia Concepción Ricalde Magaña, Car-
los Bernardo Guzmán Cervantes, Edith Avilés Cano, Jorge Alfredo Pé-
rez Covarrubias, Martha Guadalupe Villarreal Rangel, Eduardo Solís

Nogueira, Dulce María Muñiz Martínez, Carmen Julieta Torres Lizá-
rraga, Teresita de Jesús Ramírez Hernández, Guiliana Guadalupe Qui-
roz Ávila, Micaela Rodríguez Zamora, Hermelinda Martínez Martínez,
Graciela Saldaña Fraire, Roxana Luna Porquillo, Lorenia Iveth Valles
Sampedro, José Pilar Moreno Montoya, Cristina González Cruz, Blan-
ca Estela Gómez Carmona, Rodimiro Barrera Estrada, Miroslava Me-
za Virrueta, Amalia Dolores García Medina, María Guadalupe Mocte-
zuma Oviedo, María Merced León Andablo, María Elia Cabañas
Aparicio, María Angélica Magaña Zepeda, María Esther Gutiérrez
Olivares, Erica del Carmen Velázquez Vacio, Martha Edith Vital Vera,
Mirna Velázquez López, Blanca María Villaseñor Gudiño, Carolina
Hernández Ortiz, Francisca Elena Corrales Corrales (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

«Iniciativa que reforma los artículos 19 y 23 de la Ley Ge-
neral de Protección Civil, a cargo de la diputada Landy
Margarita Berzunza Novelo, del Grupo Parlamentario del
PRI

La suscrita Landy Margarita Berzunza Novelo, diputada a
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, somete a la consideración de es-
ta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Protección Civil, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

Una de las problemáticas que se encuentran en la agenda
de los gobiernos de países desarrollados y países en vías de
desarrollo en las últimas décadas, es sin duda el tema del
cambio climático en nuestro planeta y sus efectos en el me-
dio ambiente y en la calidad de vida de los habitantes de las
distintas regiones del orbe.



Entre sus efectos se encuentran los múltiples desastres na-
turales, que se han incrementado en los últimos tiempos, y
que obligan a las naciones a diseñar políticas y estrategias
que permitan unir esfuerzos entre los gobiernos, organiza-
ciones no gubernamentales y sociedad civil, para atender y
disminuir las consecuencias de los mismos.

En este tenor en México, si bien, se transita hacia una cul-
tura de la protección civil y ambiental, los esfuerzos deben
ser mayores para concretar estrategias legales que permitan
un mayor conocimiento de la sociedad para la prevención
de desastres.

Estrategias que deben concretarse en una coordinación en-
tre los diferentes actores sociales en beneficio del entorno
y sus habitantes, y que deben ser reguladas y certificadas
por instancias con experiencia e investigación en la mate-
ria, como son los órganos y organizaciones de protección
civil y de desastres, como lo es el Centro Nacional de Pre-
vención de Desastres, por sus siglas Cenapred.

Argumentación

Por su ubicación geográfica y los efectos de cambio climá-
tico que se han incrementado en las últimas décadas, Mé-
xico es un país que está altamente expuesto a múltiples de-
sastres naturales, o producto de las actividades del hombre.

El tema de los desastres naturales, la protección civil y la
gestión integral de riesgos han sido compromisos que el
Ejecutivo federal ha adoptado, pues en su momento ha ex-
pedido oportunamente el Plan Nacional de Desarrollo
2013-2018 y el respectivo Programa Nacional de Protec-
ción Civil 2014 – 2018.

Lo anterior, resultado de la experiencia con la que cuenta
nuestro país por las catástrofes ocurridas en el territorio na-
cional, desde sismos, como el terremoto ocurrido en 1985,
así como otros desastres como huracanes y los eventos ad-
versos producto de las actividades del hombre, que atañen
en principio a la vida de la población y a la economía de las
distintas regiones, del país y del mundo.

Según el Informe de Evaluación Global sobre la Reducción
del Riesgo de Desastres 2011 de las Naciones Unidas, en-
tre 1970 y 2009, aproximadamente 60 millones de perso-
nas se vieron afectadas por desastres naturales en el país.1

Fallas en la red de distribución de agua potable, caída en
las redes de energía, de transmisión de datos, bloqueos a

servicios como seguridad pública, transporte o sanidad son
sólo algunos de los ejemplos de sucesos de gravedad críti-
ca que pueden afectar a los gobiernos, asociaciones y a los
ciudadanos en general.2

Por tal motivo, considero indispensable el diseño de políti-
cas públicas que permitan implementar medidas para la
prevención de pérdidas humanas, materiales y económicas
en México, ante los inminentes efectos del calentamiento
global y las actividades del hombre.

A la par, en necesario que las instancias académicas, aso-
ciaciones civiles u organismos gubernamentales se les pue-
da conferir la misión de supervisar, atender y en su caso
certificar políticas concernientes al tema de la protección
civil, tema específico de la presente iniciativa.

En México se cuenta con organismos como el Centro Na-
cional de Prevención de Desastres,  órgano administrativo
desconcentrado, jerárquicamente subordinado a la Secreta-
ría de Gobernación, que desde septiembre de 1988 se en-
carga, en conjunto con la Universidad Nacional Autónoma
de México, de crear, gestionar y promover políticas públi-
cas para la prevención de desastres y reducción de riesgos
a través de la investigación, desarrollo, aplicación y coor-
dinación de tecnologías; así como impulsar la educación, la
capacitación y la difusión de una cultura preventiva y de
autoprotección para la población ante la posibilidad de un
desastre3Tal como lo indica su objetivo general.

El Cenapred, entre sus funciones, y en coordinación con el
Sistema Nacional de Protección Civil, se ha encargado de
diseñar políticas como el Atlas Nacional de Riesgos, que se
entiende, de acuerdo con la Ley General de Protección Ci-
vil (LGPC) en su artículo 2, fracción IV que “Atlas Nacio-
nal de Riesgos es el sistema integral de información sobre
los agentes perturbadores y daños esperados, resultado de
un análisis espacial y temporal sobre la interacción entre
los peligros, la vulnerabilidad y el grado de exposición de
los agentes afectables”. El mismo se complementa con los
atlas estatales de riesgos.

La LGPC en su artículo 19 establece que la coordinación
ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Civil, recaerá
en la Secretaría de Gobernación por conducto de la Coordi-
nación Nacional de Protección Civil, la cual tiene la atribu-
ción, de acuerdo a la fracción XXII, de supervisar, a través
del Cenapred, que se realice y se mantenga actualizado el
atlas nacional de riesgos, así como los correspondientes a las
entidades federativas, municipios y delegaciones.
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El Atlas se integra con la información a nivel nacional, es-
tatal, del Distrito Federal, municipal y delegacional. Cons-
ta de bases de datos, sistemas de información geográfica y
herramientas para el análisis y la simulación de escenarios,
así como la estimación de pérdidas por desastres. Por la na-
turaleza dinámica del riesgo, deberá mantenerse como un
instrumento de actualización permanente.4

Por lo que podemos entender que el Atlas, o en su caso los
atlas de riesgo constituyen una herramienta clara para la to-
ma de decisiones en los tres órdenes de gobierno, en con-
junto con la sociedad civil y la iniciativa privada.

Es por ello, que lo que se busca con esta propuesta es que
los Gobiernos Estatales, Municipales, del Distrito Federal
y sus Delegaciones se vean obligados a actualizar su Atlas
de Riesgo, mínimo una vez por año, siendo el Cenapred co-
mo órgano especializado en la protección civil y la gestión
integral de riesgos, el encargado de certificar anualmente,

bajo los estándares de protección que se establezcan, la ac-
tualización de los mismos.

Otro de los puntos importantes que motivan esta iniciativa
es que durante muchos años, se descuidó la relación con la
sociedad civil y el sector empresarial; este vínculo puede
ser una fuente importante de organización y adopción de
soluciones efectivas a los problemas emergentes. 

Lo anterior, genera la necesidad de concretar políticas y pro-
gramas que promuevan e impulsen una cultura de gestión in-
tegral de riesgos y de protección civil que pueda permear en
los habitantes de las regiones vulnerables de nuestro país.

Por lo antes expuesto, considero procedente la propuesta
que a continuación se presenta:

Para facilitar el análisis de la propuesta, me permito incluir
el cuadro comparativo siguiente:



Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona la fracción XVIII Bis y se
reforman las fracciones XXII y XXVIII del artículo 19,
y se reforma el artículo 23 de la Ley General de Protec-
ción Civil. 

Artículo Único. Se adiciona la fracción XVIII Bis y se re-
forman las fracciones XXII y XXVIII del artículo 19, y se
reforma el artículo 23 de la Ley General de Protección Ci-
vil, para quedar como sigue:

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacio-
nal recaerá en la secretaría por conducto de la Coordina-
ción Nacional, la cual tiene las atribuciones siguientes en
materia de protección civil:

I a XVIII. …

XVIII Bis. Suscribir convenios, con la colaboración
del Centro Nacional, en materia de protección civil y
gestión integral de riesgos con empresas del sector
privado y/o sus organizaciones, con la finalidad de
promover la cultura de la prevención con sus inte-
grantes y con la sociedad y fortalecer el grado de res-
ponsabilidad social que tienen las empresas;

Las finalidades de estos convenios deben ser: 

a) Realizar cursos de prevención en materia de pro-
tección civil en instituciones de educación básica;

b) La creación de redes ciudadanas promotoras de la
protección civil, las cuales apoyaran a las autorida-
des en caso de presentarse algún tipo de desastre;
siendo el vínculo entre las autoridades y miembros
de las comunidades a las que pertenezcan.

XIX a XXI. …
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XXII. Supervisar que sea el Cenapred la institución
que debe supervisar y certificar que se realice y se
mantenga actualizado el atlas nacional  de riesgos,
así como los correspondientes a las entidades federa-
tivas, municipios y delegaciones, certificándolo míni-
mo una vez por año;

El Atlas se integra con la información a nivel nacional,
estatal, del Distrito Federal, municipal y  delegacional.
Consta de bases de datos, sistemas de información geo-
gráfica y herramientas para el  análisis y la simulación
de escenarios, así como la estimación de pérdidas por
desastres. Por la  naturaleza dinámica del riesgo, deberá
mantenerse como un instrumento de actualización per-
manente.

Los atlas de riesgo constituyen el marco de referencia
para la elaboración de políticas y programas en  todas
las etapas de la Gestión Integral del Riesgo;

XXIII. a XXVII. …

XXVIII. Promover, supervisar y certificar que los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios
o delegaciones, según corresponda, elaboren y manten-
gan actualizados sus respectivos programas de protec-
ción civil y formen parte de sus planes de desarrollo;

XXIX a XXX…

Artículo 23. El Centro Nacional es la institución técnica-
científica de la Coordinación Nacional de Protección Civil
encargada de crear, gestionar y promover políticas públicas
en materia de prevención de desastres y reducción de ries-
gos a través de la investigación, el monitoreo, la capacita-
ción y la difusión. Tiene entre sus atribuciones, el apoyo
técnico al Sistema Nacional, así como la integración  del
Atlas Nacional de Riesgos, la certificación anual de los
Atlas de Riesgos de las entidades federativas y de los
municipios o delegaciones, según corresponda, la con-
ducción de la Escuela Nacional de Protección Civil, la co-
ordinación del monitoreo y alertamiento de fenómenos
perturbadores y promover el fortalecimiento de la resilien-
cia de la sociedad en su conjunto.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Centro Nacional de Prevención de Desastres
emitirá las normas de certificación para la elaboración de
Atlas de Riesgos, tanto nacionales como locales dentro de
los ciento veinte días naturales a partir de que entre vigor
el presente decreto.

Tercero. El Sistema Nacional de Protección Civil y el Cen-
tro Nacional de Prevención de Desastres deberán adoptar
las medidas presupuestales, en el ámbito de sus competen-
cias, que sean necesarias para el cumplimiento del presen-
te decreto.

Notas:

1 Naciones Unidas. Informe de Evaluación Global sobre la Reducción
del Riesgo de Desastres 2011. 

2 Programa Nacional de Protección Civil 2014 – 2018 consultado a tra-
vés de http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5343076&fe-
cha=30/04/2014  el 18 de marzo de 2015.

3 Centro Nacional de Prevención de Desastres Cenapred, consultado a
través de http://www.cenapred.unam.mx/es/dirQuienesSomos/Objeti-
vo/ el 15 de febrero de 2015.

4 Ley General de Protección Civil.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2015.— Diputados:
Alma Marina Vitela Rodríguez, María Esther Gutiérrez  Olivares, José
Noel Pérez de Alba, María Fernanda Schroeder Verdugo, Landy Mar-
garita Berzunza Novelo, Martha Loera Arámbula, Norma Elena Ran-



gel M, Sonia Catalina Mercado Gallegos,  Guiliana Guadalupe Quiroz
Ávila, María Guadalupe Jaramillo Villa, María Esther Garza Moreno,
Minerva Marisol Sánchez Hernández, Lilian Mara Flores Ortega Ro-
dríguez, Maricruz Reyes Galicia, Teresita de Jesús Ramírez Hernán-
dez, María del Carmen Guzmán Urbán, María Gabriela Bardales Her-
nández, Silvana Ortiz Ortega, Bárbara Gabriela Romo Fonseca, María
de Lourdes Flores Treviño, Martha Edith Vital Vera, Julio César Fle-
mate Ramírez, Dulce María Muñiz Martínez, Erica del Carmen Veláz-
quez Vacio,  Carmen Julieta Torres Lizárraga, Mirna Velázquez López,
Blanca María Villaseñor Gudiño,  Miroslava Meza Virrueta, Carolina
Hernández Ortiz, Cristina González Cruz, María Guadalupe Moctezu-
ma Oviedo, María Merced León Andablo, José Pilar Moreno Montoya,
Hermelinda Martínez Martínez, María Elia Cabañas Aparicio, Micaela
Rodríguez Zamora, Edith Avilés Cano, Lorena Gutiérrez Landavazo,
Ofelia Limón Robles, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, Francisca Ele-
na Corrales Corrales (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 206 Bis a la Ley Gene-
ral de Salud, a cargo de la diputada Carmen Julieta Torres
Lizárraga, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Carmen Julieta Torres Lizárraga, diputada a la
LXII legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio de la fa-
cultad que confieren los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
tículo 206 Bis de la Ley General de Salud, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad, dentro de las causas que más frecuente-
mente agravian a los consumidores destacan las relativas a la
vulnerabilidad de las previsiones relativas a información co-
mercial y publicidad engañosa o fraudulenta que se viene
utilizando para la comercialización de bebidas alcohólicas.

El diagnóstico histórico sobre la incidencia y prevalencia
de las bebidas alcohólicas que no cumplen con la normati-

vidad y por lo mismo se consideran adulteradas, es alar-
mante. Desde hace una década, la Comisión de Fomento
Sanitario de la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios, Cofepris, y la Procuraduría Federal del
Consumidor, PFC, estimaban que 40 por ciento de las be-
bidas alcohólicas que circulan en México tienen un origen
irregular, constituyendo un grave riesgo para la salud de los
consumidores.

Para diciembre de 2012, la Secretaría de Salud, a través de
la Cofepris, reportó que durante la vigilancia realizada con-
tra el comercio ilegal, durante las fiestas decembrinas, so-
lo por cuanto hace al Distrito Federal, se incautaron 11 mil
869 botellas de bebidas alcohólicas adulteradas y 3 mil 826
litros de alcohol sin desnaturalizar en tiendas de abarrotes.
Los decomisos de bebidas alcohólicas irregulares se habí-
an incrementado en más de 300 por ciento al llegar a 320
mil litros contra 87 mil litros asegurados en 2010.

La tendencia de adulteración se mantuvo, al grado que du-
rante 2013, la Cofepris confiscó 373 mil litros de bebidas
alcohólicas adulteradas. La tendencia obligó a que el Con-
sejo General de Salubridad emitiera un acuerdo a través del
cual se establecieron medidas para la venta y producción
de alcohol etílico y metanol como parte de la lucha para
erradicar la producción de bebidas adulteradas y evitar con
lo mismo la vulnerabilidad de la salud de la población con-
sumidora.

Con fecha 5 de febrero de 2015, se publicó que el titular de
la Cofepris informó que durante la presente administra-
ción, los aseguramientos en el mercado ilegal de la salud
aumentaron 400 por ciento, que dichos aseguramientos in-
cluyen, entre otros, los casos de alcohol adulterado.

El decomiso de bebidas alcohólicas adulteradas o falsifica-
das aumentó 159 por ciento y el 60 por ciento de las uni-
dades aseguradas eran bebidas con alcohol etílico, lo que
puede provocar severos daños a la salud y hasta la muerte
de quienes las consumen.

La Comisión para la Industria de Vinos y Licores, AC, ha
denunciado que México enfrenta un severo problema de
ilegalidad debió a que alrededor de 50 por ciento de las be-
bidas alcohólicas que se comercializan en el país son ile-
gales.

Para dimensionar el tamaño del problema, dicha comisión
ha informado que en México se consumen 18 millones de
cajas de bebidas alcohólicas legales y una cifra menor, es
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decir, entre 14 y 15 millones de cajas ilegales, las que re-
presentan un peligro constante a la salud de los consumi-
dores.

Por lo regular, las bebidas que más se falsifican son ron,
brandy, whisky, vodka, aguardiente y tequila; bebidas que,
además de provocar pérdidas millonarias a la industria for-
mal, constituyen un riesgo latente en perjuicio de la salud
de quienes las consumen.

Sólo por cuanto hace al tequila, se ha estimado que en los
últimos tres años se han vendido 60 millones de litros de
tequila falso, equivalente a 7 mil 200 millones de pesos y
altos riesgos para la salud de quienes los han consumido.

Adicionalmente, la ilegalidad de dichos productos provoca
una evasión fiscal de proporciones mayores. En ese senti-
do, recientemente, en febrero de 2015, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público a través del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, SAT, firmó un acuerdo de colaboración
con el Consejo Regulador del Tequila, CRT, con el objeti-
vo de coordinar acciones para identificar y prevenir la ven-
ta ilegal de bebidas alcohólicas.

Mediante dicho acuerdo, la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público reiteró que “para el gobierno de la República
es importante combatir estas prácticas ilegales en la indus-
tria de las bebidas alcohólicas, pues quien adultera o las
vende sin cumplir con las disposiciones fiscales correspon-
dientes, atenta contra la cadena de producción de la indus-
tria mexicana, evade el pago de impuestos y representa un
riesgo para la salud de las personas que las consumen”.

En dicho evento, se determinó que, de acuerdo con los es-
tudios realizados por la Comisión de la Industria de Vinos
y Licores, el valor promedio de la ilegalidad en bebidas de
alta graduación alcohólica es de 20 mil 671 millones de pe-
sos, con una pérdida fiscal por el no pago del impuesto es-
pecial sobre producción y servicios, de 6 mil 385 millones
de pesos. A ello se debe considerar que también se causa
daños a la propiedad intelectual, a las marcas y a la salud
de los consumidores.

El diagnóstico ha prevalecido, pues para febrero de 2014,
la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos Sa-
nitarios ofrecía cálculos en el sentido de que 4 de cada 10
botellas (40 por ciento) de bebidas alcohólicas están altera-
das en su contenido y se venden regularmente a bajos pre-
cios, principalmente en bares y discotecas.

Conforme a las cifras declaradas por la Comisión para la
Industria de Vinos y Licores, el porcentaje anterior signifi-
caría que anualmente se comercialicen más de 15 millones
de botellas de bebidas alcohólicas que no cumplen con la
normatividad, a partir de la información comercial conte-
nida en sus etiquetas la cual es, evidentemente, falsa o en-
gañosa. Es decir se trata de bebidas alcohólicas adultera-
das.

Al respecto, existe la percepción equivocada de que la
adulteración de dichas bebidas se refiere a la incorporación
o adición de sustancias ajenas a la presentación original, lo
que es erróneo, ya que, conforme a lo dispuesto por el ar-
tículo 206 de la Ley General de Salud, también se conside-
ra como bebidas alcohólicas adulteradas aquellas cuya
composición no corresponde a la información comercial
con que se comercializan. Es decir, cuando dentro de la eti-
queta con que se expenden a los consumidores se informe
de características, ingredientes, denominaciones genéricas
o calidad que no sean veraces.

Precisamente, por su naturaleza y relevancia, uno de los
sectores en los que más se ha fijado el desarrollo de la pro-
tección jurídica del consumidor, es el combate contra la in-
formación y publicidad engañosa que provoca el consu-
mismo artificial y afecta la libertad de contratación al
inducir al consumidor a adquirir bienes o servicios que ca-
recen de las características anunciadas o no producen la sa-
tisfacción de necesidades reales.

En ese sentido, habría que reiterar que la regulación sobre
información comercial y publicidad engañosa se extiende a
lo dispuesto por las normas oficiales mexicanas en la ma-
teria que, como principio, ordenan que deba ser veraz y
comprobable. Empero, la incidencia y prevalencia del in-
cumplimiento de lo mismo, hace evidente la necesidad de
avanzar en la regulación para abatir una de las principales
causas de agravios y riesgos a la salud de millones de con-
sumidores.

Conforme al diagnóstico y experiencias derivadas de la ve-
rificación y vigilancia sobre el cumplimiento de las dispo-
siciones contenidas en la legislación señalada, se ha en-
contrado que la incidencia y prevalencia de la información
comercial y publicidad engañosa con que se comercializan
las bebidas alcohólicas adulteradas, deriva de que la auto-
ridad sigue teniendo la responsabilidad de la “carga de la
prueba” sobre el engaño o fraude de la misma lo que, ante
la gran cobertura material en la que se produce, implica la
incapacidad natural de respuesta inmediata, generándose



espacios de vacío que acaban por perjudicar y lesionar los
derechos de millones de consumidores que las adquieren,
generando, además, un grave riesgo a su salud.

Carga de la prueba que implica procedimientos de verifi-
cación, incluyendo pruebas de laboratorio que ante la mag-
nitud del mercado nacional tienen resultados muy limita-
dos y, en consecuencia, los agravios en contra de los
consumidores prevalecen.

Si bien es cierto, la autoridad responsable tiene la obliga-
ción de acreditar las violaciones a lo previsto por la ley,
también es cierto que los proveedores la tienen de que la
información comercial y publicidad que utilizan para atraer
a los consumidores sea, en términos de la ley, veraz y com-
probable. Es decir, el deber y obligación primaria es de los
proveedores en el sentido de acreditar que las característi-
cas, ingredientes, efectos y hasta precios que anuncian, sea
cierta y exacta.

Resulta incorrecto y hasta doloso, que haya proveedores
que, ante el conocimiento de las limitaciones naturales y
materiales de la autoridad, lo aprovechen para incurrir en
información y publicidad engañosa. Situación que, para
cuando la autoridad interviene, los efectos negativos ya se
produjeron y afectaron miles de operaciones de consumo
irregulares. En multiplicidad de casos, cuando eso sucede,
a muchos proveedores les basta extinguir sus negocios pa-
ra que quede impune su conducta.

Adicionalmente se debe hacer notar que los presupuestos
que aplica la autoridad para comprobar la falsedad de la in-
formación y publicidad engañosa, son cuantiosos, con los
resultados ya anotados.

La presente iniciativa tiene por objeto ajustar la legislación
que se relaciona con la comercialización de productos o ser-
vicios que se vinculan estrechamente a la salud de los con-
sumidores y a la dinámica actual del país con base en las ex-
periencias y resultados de la legislación vigente para contar
con capacidad de respuesta frente a los reclamos y exigen-
cias de millones de consumidores mexicanos frente a la evo-
lución creciente de la actividad productiva y empresarial y
los procesos de desregulación y apertura de nuestra econo-
mía; condiciones que obliga a la necesidad de contar con una
normatividad que impida lagunas jurídicas que provocan in-
equidad y agravios en perjuicio de esa población.

Bajo esa premisa, se proponen disposiciones que, con base
en la experiencia y características en el comportamiento

del mercado, regulen aquellos aspectos que afectan los in-
tereses y derechos de la población; sobre todo, la que se
ubica dentro de segmentos de mayor vulnerabilidad so-
cioeconómica.

Asimismo, propone que por elemental equidad y justicia,
quienes atribuyen a las bebidas alcohólicas denominacio-
nes genéricas o de origen protegidas, calidad, ingredientes,
composiciones, características, datos, prescripciones y
efectos a través de la información comercial o publicidad
que aplican para producir, distribuir o comercializar los
mismos, sean los que acrediten, mediante una certificación
de la evaluación de la conformidad correspondiente, que
son ciertas o veraces.

La propuesta significa, no solo un factor para garantizar
que las bebidas alcohólicas cumplan cabalmente con la ley
y la normatividad, sino también un elemento importante
para coadyuvar con las atribuciones y funciones de vigi-
lancia y verificación de la autoridad competente, lo que
permitiría que los recursos hoy aplicados en esa atribución
puedan ser canalizados para el cumplimiento de los objetos
de la ley y de la misma autoridad.

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a la consi-
deración de este honorable pleno legislativo, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un artículo 206 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud

Único. Se adiciona un artículo 206 Bis, para quedar como
sigue:

Artículo 206 Bis. Para su comercialización, las bebidas al-
cohólicas, deberán contar con un certificado de evaluación
conforme a la denominación genérica o de origen protegi-
da con que se produzca o pretenda distribuir o comerciali-
zar, incluyendo la información comercial o publicidad que
emplee para lo mismo.

El contenido del rotulado debe ceñirse a las disposiciones
establecidas en la norma oficial mexicana.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril de 2015.— Diputados:
Alma Marina Vitela Rodríguez, Carmen Julieta Torres Lizárraga, Mar-
tha Loera Arámbula,  Landy Margarita Berzunza Novelo, Mario Al-
berto Dávila Delgado, María Fernanda Schroeder Verdugo, María Es-
ther Garza Moreno, Sonia Catalina Mercado Gallegos, María
Guadalupe Jaramillo Villa, Maricruz Reyes Galicia, Norma Elena Ran-
gel Pacheco, Minerva Marisol Sánchez Hernández,  Norma Ponce
Orozco, Liliam Mara Flores Ortega Rodríguez, María Gabriela Barda-
les Hernández, María del Carmen Guzmán Urbán, Silvana Ortiz Orte-
ga, Elizabeth Flores Vázquez, Leticia Salas López, María Angélica
Magaña Zepeda, José Luis Flores Méndez, María de Lourdes Flores
Treviño, José Ignacio Duarte Murillo, Julio César Flemate Ruiz, Issa
Salomón Juan Marcos, Dunia Eliane de la Vega Preciado, Marco An-
tonio González Valdez, Adriana Fuentes Téllez,  José Noel Pérez de
Alba, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, José Ignacio Duarte Mu-
rillo, Teresita de Jesús Ramírez Hernández, Guiliana Guadalupe Qui-
roz Ávila, Carmen Julieta Torres Lizárraga, Ofelia Limón Robles, Lo-
rena Gutiérrez  Landavazo,  Ramón Antonio Sampayo Ortiz, Carlos
Bernardo Guzmán Cervantes, José Luis Contreras Rojas, Blanca Este-
la Gómez Carmona, María Merced León Andablo, María Elia Cabañas
Aparicio, Micaela Rodríguez Zamora, Hermelinda Martínez Martínez,
Alicia Concepción Ricalde Magaña, Lorenia Iveth Valles Sampedro,
Angélica Rocío Melchor Vásquez, Francisca Elena Corrales Corrales,
Martha Edith Vital Vera, Bárbara Gabriela Romo Fonseca, María de
Lourdes Flores Treviño, Mirna Velázquez López, Blanca María Villa-
señor Gudiño, Carolina Hernández Ortiz, Rodimiro Barrera Estrada,
Miroslava Meza Virrueta, Diana zsKarina Velázquez Ramírez, Miner-
va Castillo Rodríguez, José Pilar Moreno Montoya, María Concepción
Ramírez Diez Gutiérrez, Elizabeth Vargas Martín del Campo, Francis-
ca Rosario Arana Lugo, Leonor Romero Sevilla, Maribel Enríquez Ra-
mírez, Ana María Gutiérrez Coronado (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 425 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Mario Alberto Dávila Del-
gado, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito Mario Alberto Dávila Delgado, diputado fede-
ral del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional e
integrante de la LXI Legislatura, con fundamento en las
fracciones II del artículo 71 y III del artículo 78 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento

de la Cámara, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa por la que se adiciona una fracción V
Bis al artículo 425, de la Ley General de Salud al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud, ha dado la voz de
alerta: más de 50 por ciento de los medicamentos se pres-
criben, dispensan o venden de forma inapropiada y la mi-
tad de las personas enfermas los toman incorrectamente.

El organismo mundial afirma que el uso excesivo, insufi-
ciente o indebido de las medicinas tiene efectos nocivos
para la salud de las personas y constituye un desperdicio de
recursos. Además, insiste la Organización Mundial de la
Salud, OMS, más de la mitad de los países no aplican po-
líticas básicas para fomentar el uso racional de los fárma-
cos. 

Entre los problemas más frecuentes, la OMS señala: el
consumo de demasiados medicamentos (polifarmacia), uso
excesivo de antibióticos e inyecciones; prescripción no
ajustada a directrices clínicas y la automedicación inapro-
piada.

En los países en desarrollo, la proporción de pacientes tra-
tados conforme a directrices clínicas es inferior a 40 por
ciento en el sector público y de 30 por ciento en el sector
privado, por ejemplo: la proporción de menores con diarrea
aguda que reciben la rehidratación oral necesaria es infe-
rior a 60 por ciento.

Más de 40 por ciento recibe antibióticos innecesarios. En-
tre el 50 y 70 por ciento de las personas con neumonía son
tratadas con antibióticos apropiados, mientras que 60 por
ciento de los pacientes con infecciones respiratorias altas
de origen vírico reciben antibióticos innecesarios.

Consecuencias del uso impreciso

El uso incorrecto de los medicamentos ocurre en todos los
países, lo cual es nocivo para los pacientes y representa un
serio desperdicio de recursos. La OMS opina que las con-
secuencias son graves y ejemplifica: 

1. Las reacciones adversas a los medicamentos origina-
das por su uso erróneo o por reacciones alérgicas pue-
den ser causa de enfermedad, sufrimiento y muerte. 
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2. El uso excesivo de antibióticos aumenta la resistencia
a los antimicrobianos, prolonga las enfermedades y au-
menta el número de medicamentos que dejan de ser efi-
caces para combatir las enfermedades infecciosas.

3. Entre 10 y 40 por ciento de los presupuestos sanita-
rios nacionales se gasta en medicamentos, dando origen
al desperdicio de recursos.

4. El uso excesivo de medicamentos escasos contribuye
a menudo al agotamiento de existencias y al aumento de
los precios hasta niveles inasequibles, lo cual merma la
confianza del paciente. 

Para la OMS, una solución eficaz a este problema es la
formación y supervisión de dispensadores de atención de
salud y la educación de consumidores.

La presente iniciativa se centra en la preocupación de las
estadísticas que arrojan el uso del medicamento misopros-
tol (conocido por su nombre comercial como Cytotec) y su
efecto abortivo.

Misoprostol, Cytotec, es un medicamento que se utiliza co-
mo tratamiento en ciertos padecimientos gástricos y ha si-
do reemplazado últimamente por la preferencia al omepra-
zol por ser menos agresivo para el organismo. Sin embargo
se ha utilizado erróneamente y sin prescripción médica co-
mo una herramienta alternativa al aborto quirúrgico siendo
conocida como pastillas abortivas. El uso de Cytotec para
estos fines resulta muy peligroso.

El efecto que produce Cytotec (misoprostol) es el de una
serie de fuertes contracciones en el útero similares a las que
se experimentan durante el parto cuando el organismo ex-
pulsa al bebé de manera natural.

Es muy frecuente la retención de restos placentarios lo cual
se traduce en una emergencia médica.

Han existido muchos casos de hemorragias incontenibles o
que han llegado tan tarde al hospital que ha sido imposible
detener. Por otro lado, si la hemorragia no ha sido el pro-
blema, el aborto puede no completarse de modo que que-
den restos de tejido en el cuerpo de la mujer que se hizo
mal el tratamiento y tenga que completarse con un legrado
uterino. Esto sucede con frecuencia.

La Comisión Nacional Contra Riesgos Sanitarios en su
quinto Boletín Informativo, relativo a la farmacovigilancia,

establece que el misoprostol es un análogo sintético de la
prostaglandina E-1, está constituido por partes equivalen-
tes de dos isómeros en equilibrio. Desde 1988, la Food and
Drud Administratión, de Estados Unidos de América lo
aprobó para el tratamiento y prevención de las úlceras gás-
trica y duodenal asociadas con el uso de antinflamatorios
no esteroideos (AINES) (1-2). Establece que a la fecha, el
misoprostol está aprobado para dicha indicación terapéuti-
ca, solamente. 

Actualmente la Ley General de Salud establece en el ar-
tículo 226 lo siguiente:

Artículo 226. Los medicamentos, para su venta y sumi-
nistro al público, se consideran:

I. Medicamentos que sólo pueden adquirirse con receta
o permiso especial, expedido por la Secretaría de Salud,
de acuerdo a los términos señalados en el capítulo V de
este Título;

II. Medicamentos que requieren para su adquisición re-
ceta médica que deberá retenerse en la farmacia que la
surta y ser registrada en los libros de control que al efec-
to se lleven, de acuerdo con los términos señalados en el
capítulo VI de este título. El médico tratante podrá pres-
cribir dos presentaciones del mismo producto como má-
ximo, especificando su contenido. Esta prescripción
tendrá vigencia de treinta días a partir de la fecha de ela-
boración de la misma.

III. Medicamentos que solamente pueden adquirirse
con receta médica que se podrá surtir hasta tres veces, la
cual debe sellarse y registrarse cada vez en los libros de
control que al efecto se lleven. Esta prescripción se de-
berá retener por el establecimiento que la surta en la ter-
cera ocasión; el médico tratante determinará, el número
de presentaciones del mismo producto y contenido de
las mismas que se puedan adquirir en cada ocasión.

Se podrá otorgar por prescripción médica, en casos ex-
cepcionales, autorización a los pacientes para adquirir
anticonvulsivos directamente en los laboratorios corres-
pondientes, cuando se requiera en cantidad superior a la
que se pueda surtir en las farmacias;

IV. Medicamentos que para adquirirse requieren receta
médica, pero que pueden resurtirse tantas veces como lo
indique el médico que prescriba;
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V. Medicamentos sin receta, autorizados para su venta
exclusivamente en farmacias, y 

VI. Medicamentos que para adquirirse no requieren re-
ceta médica y que pueden expenderse en otros estable-
cimientos que no sean farmacias. 

No podrán venderse medicamentos u otros insumos para la
salud en puestos semifijos, módulos móviles o ambulantes.

Con base en lo anterior el artículo 227 establece que la Se-
cretaría de Salud determinará los medicamentos que inte-
gren cada uno de los grupos a que se refiere el artículo an-
terior.

En la actualidad la demanda para adquirir dicho medican-
do es muy alta, puesto que se utiliza para fines abortivos,
su venta y suministro son de forma ilícita.

Se estima que la falta de normas claras hace que el uso in-
debido de este medicando siga acrecentándose, por lo que
con el fin de prevenir las consecuencias mortales de su uso,
se ataque sancionando a su venta ilícita y clandestina.

En razón de lo anteriormente expuesto someto a considera-
ción de esta honorable Asamblea la presente iniciativa del
proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona una fracción V Bis al artículo 425, de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 425. Procederá la clausura temporal o definitiva,
parcial o total según la gravedad de la infracción y las ca-
racterísticas de la actividad o establecimiento, en los si-
guientes casos:

I. a V. …

V Bis. Cuando en el establecimiento se vendan o su-
ministren los medicamentos a que se refiere la frac-
ción IV, del artículo 226 de esta Ley, sin cumplir con
los requisitos que la misma y sus reglamentos seña-
len;

VI. a VIII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril de 2015.— Diputados:
Mario Alberto Dávila Delgado, Yatziri Mendoza Jiménez, Francisca
Rosario Arana Lugo, Martha Loera Arámbula, Jorge Alfredo Pérez
Covarrubias, José Luis Contreras Rojas, Carlos Humberto Castaños
Valenzuela, José Alfredo Botello Montes, Maribel Enríquez Ramírez,
Ana María Gutiérrez Coronado, Leticia Salas López, Antonio Sansores
Sastré (rúbricas).» 

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Diputado José Francisco Coronato Rodríguez, integrante
de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración del pleno de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la fracción XIII del apartado B del artículo 123
constitucional, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado desde su formación ha tenido como una de sus
principales funciones velar por el bienestar, la justicia y la
seguridad de sus ciudadanos en el llamado pacto social. Pa-
ra cumplir con esta misión el Estado cuenta con las llama-
das fuerzas armadas y los cuerpos policiacos.

A pesar de ello, nuestro país enfrenta problemáticas pro-
fundas en materia de seguridad, las cuales, fueron poten-
ciadas por una errónea estrategia contra el crimen, promo-
vida por la administración pasada, pero que se ha
extendido a merced del gobierno actual.
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La violencia en nuestro país ha llegado a niveles alarman-
tes, al punto que hemos superado en este rubro a países
donde hay guerras civiles. En 2009, de 144 países que con-
forman la lista del Índice Global de la Paz, México quedó
situado en el lugar 108, en una situación de violencia más
aguda que la que viven Ruanda o el Congo.1

El problema del crimen organizado es muy serio. Ha deja-
do según algunas fuentes, más de 100 mil muertos tan so-
lo durante la pasada administración, y al arranque de la
presente, algunos informes indican que van más de 1500
muertos.2

Para venir a complicar las cosas, el grado de infiltración
del crimen organizado en corporaciones policíacas es gran-
de, lo que en su momento justificó una “limpieza” del sis-
tema policíaco. Para ello se realizaron múltiples operativos
aplicando pruebas de control de confianza, cuyos procedi-
mientos eran de dudosa rigurosidad científica (polígrafo), e
igualmente de dudoso apego a los derechos humanos.

Estudios científicos, han demostrado que el polígrafo no es
una fuente fidedigna que permita saber con certeza, si
aquel que se somete a su uso está diciendo una verdad o
una mentira. Lo más que este aparato permite conocer, es
el grado de estrés y reacción nerviosa de las personas que
se someten a esta prueba.

Sin embargo, el Estado mexicano, a través de los sistemas
policíacos, ha hecho uso discrecional de este aparato en los
exámenes de control de confianza, mediante el cual se so-
mete a los interrogados a presiones que, en las más de las
veces, parecieran procesos de tortura psicológica, por el
grado de presión que se inflige a los aspirantes.

Estamos frente a una imagen surrealista; un gobierno que
ha apostado por perseguir al crimen hasta las últimas con-
secuencias, con la sola misión de conseguir credibilidad y
legitimidad, frente a una población que ha estado sufrien-
do un actitud sistemática de abuso de la autoridad o del
poder. 

Lo anterior permite pensar que lejos de purgar a las insti-
tuciones policiales de malos elementos vinculados al cri-
men organizado, parece que la delincuencia organizada
tiene totalmente infiltrada a la dimensión gubernamental
del Estado.

Sin duda, una policía confiable debe ser pilar de la seguri-
dad, pero no podemos suponer que prácticas, como las re-

lacionadas con el ingreso, promoción y permanencia, den-
tro de las cuales se encuentran las de control de confianza,
sirvan para despejar dudas respecto del perfil, la capacidad,
la confiabilidad y la honorabilidad de los miembros de los
cuerpos policíacos.

La confiabilidad de quienes procuran la seguridad de los
mexicanos es vital, tomando en cuenta que el perfil y los
conocimientos de los militares, marinos, personal del ser-
vicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y
miembros de instituciones policiales, los hacen candidatos
idóneos para ser cooptados por el crimen organizado.

Casos que corroboran lo anterior sobran; la organización
criminal de “los Zetas”, es conocida por conformarse por
desertores o ex militares. La operación “limpieza” del go-
bierno estadounidense destapó vínculos con el narco de
parte de policías, militares y autoridades mexicanas de al-
to rango. Asimismo, en 2009, el Secretario de Seguridad
Pública de Nuevo León, aseguró que el gobierno local ha
perdido el control de casi la totalidad de los policías, los
cuales ahora están bajo control de organizaciones delicti-
vas, y aseveró que no es un asunto aislado de su entidad,
sino que lo vive todo México.3

Casi 5 mil policías Causaron baja entre 2010 y 2013, la ma-
yor parte de ellos fueron dados de baja por reprobar los
exámenes de control de confianza; otros fueron arrestados
por cometer delitos o por sus vínculos con organizaciones
delictivas; otros más fueron ejecutados por estas mismas
organizaciones o bien murieron en ejercicio de sus funcio-
nes; los menos renunciaron voluntariamente.4

Como en muchos programas gubernamentales que se llevan
a cabo sin una adecuada investigación y preparación, el pro-
grama de depuración de los cuerpos policíacos ha traído
consigo nuevas problemáticas no contempladas, y dista mu-
cho de resolver el problema de fondo que sostiene la co-
rrupción.

El año pasado Transparencia Internacional dio a conocer
los resultados del nivel de percepción de corrupción en
México y en el mundo. De 176 países nos situamos en el
lugar 105 “junto con países como Argelia, Armenia, Boli-
via, Gambia, Kosovo, Mali y Filipinas”. Por otro lado,
ocho de cada diez mexicanos desconfía de los policías, en
cambio 87 por ciento de los alemanes mira a su policía co-
mo una institución respetable, según Josef Isensee, profe-
sor emérito de la Universidad de Bonn.
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Lo cierto es, que las condiciones en que tienen que des-
arrollar su trabajo los policías mexicanos, lucen paupérri-
mas y denigrantes, puesto que ser policía no es nada pres-
tigioso a los ojos de la población en general, y por otro
lado, tienen múltiples problemas para preservar sus emple-
os (ya sea por despido o muerte principalmente), además
de que en la mayoría de los casos sus ingresos simplemen-
te son mediocres.

Para el 2010 el promedio del salario mensual de un policía
mexicano era de 9250.28 pesos, que equivale a casi 544.13
euros. Empero, hay lugares donde los policías ganaban
apenas poco más de 3500 pesos, como en el estado de Ta-
maulipas, que en relación al euro equivale a menos de 213
euros.

En contraste, en Alemania, por el mismo trabajo, el perso-
nal policíaco de mínimo rango promedio recibe entre 1700
y 2000 euros, es decir entre tres o cuatro veces más que un
salario promedio de policía mexicano.

El bajo salario se conjuga a otro muy serio problema, la po-
ca preparación y las bajas exigencias escolares para ingre-
sar a la policía. En algunos cuerpos policíacos, particular-
mente los municipales, como el de Oaxaca, no piden nivel
escolar mínimo, mientras que en Alemania, la escolaridad
mínima para el ingreso a cualquier corporación policíaca es
de nueve años.

No es de extrañar entonces que un gran número de policí-
as se acerquen a las filas del crimen organizado, puesto
que aunque son muchos los riesgos que pueden correr, las
organizaciones criminales al menos pagan bien.5

Lo cierto es que las condiciones de trabajo de los cuerpos
policíacos son en muchos sentidos muy desfavorables, ya
que se desenvuelven en situaciones de alto riesgo y, sin em-
bargo, tienen pocas garantías laborales respecto de otros
sectores de trabajadores.

Esta situación laboral de los cuerpos policíacos, dista mu-
cho de estar acorde con las condiciones de trabajo recono-
cidas para la clase trabajadora en el mismo artículo 123
Constitucional, el cual dice a la letra:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos,
artesanos y de una manera general, todocontrato de tra-
bajo:

…

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros
regirán en las áreas geográficas que se determinen; los
segundos se aplicarán en ramas determinadas de la acti-
vidad económica o en profesiones, oficios o trabajos es-
peciales.

...

B. Entre los Poderes de la Unión, el gobierno del Dis-
trito Federal y sus trabajadores:

...

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos res-
pectivos sin que su cuantía pueda ser disminuida duran-
te la vigencia de éstos, sujetándose a lo dispuesto en el
artículo 127 de esta Constitución y en la ley.

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mí-
nimo para los trabajadores en general en el Distrito Fe-
deral y en las Entidades de la República.

XI (IX, sic 05-12-1960). Los trabajadores sólo podrán
ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los
términos que fije la ley.

En caso de separación injustificada tendrá derecho a op-
tar por la reinstalación en su trabajo o por la indemniza-
ción correspondiente, previo el procedimiento legal...

Por lo que ve a lo dispuesto en Convenciones internacio-
nales sobre los derechos humanos laborales, se observa una
notable diferencia entre los hechos y el papel. Derechos la-
borales elementales, como el derecho a huelga, seguridad
en el trabajo, protección contra el despido, entre muchos
otros, están vedados para quienes tienen por misión brin-
darnos la seguridad.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT, organiza-
ción a la que pertenecemos) y múltiples instrumentos in-
ternacionales en materia de derechos humanos, reconocen
como derechos fundamentales el derecho al trabajo, la pro-
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tección contra el desempleo y la protección contra el des-
pido.6

Según la misma OIT “la crisis mundial del empleo es uno
de los riesgos más grandes para la seguridad en estos tiem-
pos” ya que “Casi la mitad de la población del mundo vive
con menos de 2 dólares al día. Y en demasiados lugares el
hecho de tener un trabajo no es ninguna garantía de que se-
rá posible salir de la pobreza.”7

Al parecer, los compromisos firmados por el Estado mexi-
cano en materia de derechos humanos laborales, siguen
siendo objeto del soslayo y la inobservancia, aun cuando
forman parte importante de la retórica oficial.

Los ingresos de los trabajadores mexicanos, sin importar el
tipo de labores, debe alcanzar para que ellos y sus familias
vivan dignamente. Por otro lado, los trabajos deben desen-
volverse en condiciones de higiene y seguridad para quien
lo lleva a cabo. 

Por ello, sabiendo de antemano que las labores de seguri-
dad conllevan un alto riesgo, se deben garantizar todos y
cada uno de los derechos laborales de los miembros de los
cuerpos policiacos; sus familias tienen que estar protegi-
das; gozar de seguridad social; del derecho a la estabilidad
laboral y a la protección contra el desempleo.

Lamentablemente, el Estado mexicano no ha cumplido a
cabalidad sus obligaciones y compromisos internacionales
en materia de derechos humanos laborales consignados en
el párrafo anterior. 

De conformidad a lo establecido en los artículos 1 y 2 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, los Es-
tados parte tienen la irremisible obligación, no solo de res-
petar, proteger y garantizar el cumplimiento efectivo de los
derechos humanos de los gobernados, sino de evitar que
entre los mismos particulares se violen estos derechos. 

Para ello, se deben investigar hasta las últimas consecuen-
cias estas violaciones; se debe sancionar a los responsables
y reparar el daño a las víctimas, finalmente, se deben adop-
tar medidas de todo tipo, como las de carácter legislativo,
para garantizar que no se vuelvan a suscitar las violaciones
a los derechos humanos correspondientes.

En este sentido, desde la trinchera del Poder Legislativo, se
debe procurar una intensa actividad legislativa que persiga
erradicar o reformar aquellos dispositivos, que puedan sig-

nificar un nicho por donde se puedan estar legalizando las
violaciones a los derechos humanos de los gobernados.

Cuando de manera injustificada se cesa de sus funciones a
algún trabajador, sin importar que se desarrolle en el sector
público o privado, sin duda se está llevando a cabo un atro-
pello. Sin embargo, la situación se agrava cuando una vez
cesado de sus funciones el trabajador, no tiene permitido
exigir la reinstalación en su puesto de trabajo.

En el caso de los elementos de los cuerpos policiacos que
son removidos de su cargo de manera infundada e injusti-
ficada, la restricción para solicitar su reinstalación en su
puesto de trabajo, una vez que el órgano jurisdiccional co-
rrespondiente haya declarado el carácter injustificado del
despido, no solo viola sus derechos humanos laborales, si-
no que podría estar favoreciendo la consolidación de cúpu-
las corruptas en los cuerpos policiacos.

Si hubiera disputas por ejemplo, entre los elementos de se-
guridad que se quieran mantener imparciales o que cuenten
con una experiencia importante y los nuevos ocupantes de
los puestos de dirección en las instituciones de seguridad,
al contar estos últimos con más poder e influencia, pueden
pedir sin cortapisas la remoción o cese del trabajador, sa-
biendo de antemano que independientemente del sentido
de la resolución que se dicte por los órganos jurisdicciona-
les en materia laboral, no procede la reinstalación del tra-
bajador.

Entonces tenemos, que la no reinstalación del trabajador,
puede ser un aliciente para procurar el establecimiento de
redes de tráfico de influencias y de lealtades absolutas al
líder de la corporación, que a la postre podrían significar
encubrimiento y complicidad, en un escenario en el que las
instituciones de seguridad han sido traspasadas recalci-
trantemente por el principio mafioso. Cuando lo idóneo se-
ría invertir en programas serios y eficientes de capacitación
y de control de confianza.

El derecho al trabajo, va de la mano con la necesidad de las
personas de contar con una fuente legal y digna para soste-
nerse social, económica y culturalmente, lo que se traduce
correlativamente en una obligación del Estado de procurar
el pleno empleo de sus gobernados. 

Por ende, privar o negar el acceso al trabajo a cualquier
persona, constituye una violación a sus derechos humanos
más elementales. Esto mismo acontece, cuando una vez la
autoridad jurisdiccional resolviera que la separación, re-
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moción, baja, cese o cualquier otra forma de determinación
del servicio fue injustificada, el estado solo está obligado a
pagar la indemnización de más prestaciones a que tenga
derecho sin que ningún caso proceda su reinstalación al
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio
de defensa que se hubiere promovido, boletinándose ade-
más a nivel nacional 

Situación que a la vez puede ser considerada como discri-
minación, y por supuesto violatorio a los derechos huma-
nos si caemos en cuenta que tal restricción solo afecta a los
elementos de las fuerzas armadas, de los cuerpos policia-
cos y de los órganos de procuración de justicia, esto es a
aquellos que convergen en la seguridad pública.

A pesar de que las personas necesitan una fuente de empleo
para subsistir, el derecho al trabajo tiene otras correlacio-
nes. Asumir que con una simple indemnización se resarci-
rán los daños ocasionados por el despido injustificado de
que se fue objeto, impide vislumbrar que el trabajo no so-
lo brinda ingresos monetarios a las personas, sino que es
fuente de elementos no monetarios como: acceso a seguri-
dad social, dignidad, estatus y tranquilidad. 

La OIT dice respecto del “trabajo decente”:

El trabajo decente resume las aspiraciones de la gente du-
rante su vida laboral. Significa contar con oportunidades de
un trabajo que sea productivo y que produzca un ingreso
digno, seguridad en el lugar de trabajo y protección social
para las familias, mejores perspectivas de desarrollo perso-
nal e integración a la sociedad, libertad para que la gente
exprese sus opiniones, organización y participación en las
decisiones que afectan sus vidas, e igualdad de oportunidad
y trato para todas las mujeres y hombres.8

¿Qué podemos esperar cuando un trabajador, un servidor
público, miembro de la dimensión gubernamental del Esta-
do, y que tiene nada más ni nada menos, la función de ga-
rantizar la seguridad, la paz, la justicia y la tranquilidad de
los gobernados es destituido injustamente? 

Como se puede apreciar, se trata de un asunto no menor.
Cierto es que en el escenario actual existen muchos malos
policías y, por ende, se debe proceder a darlos de baja de
inmediato. Pero ello no debe darse fuera del marco de res-
peto irrestricto a los derechos humanos laborales. Los ele-
mentos de los cuerpos de seguridad deben gozar de todos
los derechos humanos laborales y sus garantías, como cual-
quier persona. 

Por otro lado, la denegación de la reinstalación, podría es-
tar fomentando el aumento exponencial de los despidos in-
justificados de los miembros de los cuerpos policiacos, de
las fuerzas armadas y de los órganos de procuración de jus-
ticia, lo que significa importantes erogaciones de recursos
públicos vía indemnizaciones, que todos nosotros pagamos
con nuestros impuestos, inhibiéndoles además a ejercitar
uno de los derechos más sagrados que tenemos como lo es
al del trabajo, consagrado en el artículo 5º de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En febrero de 2012, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, determinó que “los policías sí tienen derecho a reci-
bir todas las prestaciones, incluidas vacaciones, prima va-
cacional y aguinaldo, por despido injustificado.”9 Esto se
traduce en fuertes gastos a cargo del Estado, que provienen
del erario público. 

Argumentación

La propuesta que se somete a consideración, consiste en re-
formar el segundo párrafo de la fracción XIII del apartado
B del artículo 123 constitucional, con el objeto de hacer pa-
tente la obligación del Estado mexicano de hacer justicia y
reinstalar en sus funciones a los agentes del Ministerio Pú-
blico, peritos y miembros de instituciones policiales, que
hayan sido separados, removidos, dados de baja o cesados
de cualquier otra forma, cuando lo anterior haya sido de-
clarado como despido injustificado por la autoridad corres-
pondiente.

Como se vio anteriormente, hoy día, en el particular caso
de los militares, y policías los hechos dan cuenta de los
enormes riesgos de que son objeto y del acercamiento que
pueden tener con fuerzas fácticas de corte ilegal, como los
grupos de la delincuencia organizada. 

Sin embargo, esto no debe ser impedimento para ajustar las
normas vigentes a las nuevas demandas y compromisos
que tenemos en materia de derechos humanos.

Las funciones que llevan a cabo este tipo de servidores pú-
blicos, que se encuentran en la médula de la organización
estatal, tienen que ser bastión de justicia, dignidad y apego
a los derechos humanos. 

Ante la crisis de credibilidad de las instituciones; los estra-
gos de una “guerra”, que dista mucho de darse por termi-
nada, y ante una aguda crisis económica que afecta a los
más desfavorecidos, resulta necesario que se fortalezca el
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matiz humanitario del estado, garantizando el estado de de-
recho y la justicia. 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, someto a la con-
sideración del pleno el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción XIII del apar-
tado b del artículo 123 constitucional

Único. Se reforma la fracción XIII del apartado B del ar-
tículo 123 constitucional en los términos siguientes:

Texto Vigente

Título Sexto
Del Trabajo y de la Previsión Social

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-
ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cua-
les regirán:

(…)

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Dis-
trito Federal y sus trabajadores:

I. La jornada diaria máxima de trabajo diurna y noctur-
na será de ocho y siete horas respectivamente.

Las que excedan serán extraordinarias y se pagarán con
un ciento por ciento más de la remuneración fijada para
el servicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraor-
dinario podrá exceder de tres horas diarias ni de tres ve-
ces consecutivas;

II. Por cada seis días de trabajo, disfrutará el trabajador
de un día de descanso, cuando menos, con goce de sala-
rio íntegro;

III. Los trabajadores gozarán de vacaciones que nunca
serán menores de veinte días al año; 

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos res-
pectivos sin que su cuantía pueda ser disminuida duran-

te la vigencia de éstos, sujetándose a lo dispuesto en el
artículo 127 de esta Constitución y en la ley.

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mí-
nimo para los trabajadores en general en el Distrito Fe-
deral y en las Entidades de la República.

V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener
en cuenta el sexo;

VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, de-
ducciones o embargos al salario, en los casos previstos
en las leyes; 

VII. La designación del personal se hará mediante sis-
temas que permitan apreciar los conocimientos y aptitu-
des de los aspirantes. El Estado organizará escuelas de
Administración Pública;

VIII. Los trabajadores gozarán de derechos de escala-
fón a fin de que los ascensos se otorguen en función de
los conocimientos, aptitudes y antigüedad. En igualdad
de condiciones, tendrá prioridad quien represente la úni-
ca fuente de ingreso en su familia;

XI. (IX, sic 05-12-1960). Los trabajadores sólo podrán
ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los
términos que fije la ley.

En caso de separación injustificada tendrá derecho a op-
tar por la reinstalación en su trabajo o por la indemniza-
ción correspondiente, previo el procedimiento legal. En
los casos de supresión de plazas, los trabajadores afec-
tados tendrán derecho a que se les otorgue otra equiva-
lente a la suprimida o a la indemnización de ley;

X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse pa-
ra la defensa de sus intereses comunes.

Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga pre-
vio el cumplimiento de los requisitos que determine la
ley, respecto de una o varias dependencias de los Pode-
res Públicos, cuando se violen de manera general y sis-
temática los derechos que este artículo les consagra;

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si-
guientes bases mínimas:
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a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales;
las enfermedades no profesionales y maternidad; y la
jubilación, la invalidez, vejez y muerte.

b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el
derecho al trabajo por el tiempo que determine la ley.

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un mes de descanso antes de la fe-
cha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a
asistencia médica y medicinas, en los casos y en la pro-
porción que determine la ley.

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recu-
peración, así como tiendas económicas para beneficio
de los trabajadores y sus familiares. 

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones ba-
ratas, en arrendamiento o venta, conforme a los progra-
mas previamente aprobados. Además, el Estado me-
diante las aportaciones que haga, establecerá un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en
favor de dichos trabajadoresy establecer un sistema de
financiamiento que permita otorgar a éstos crédito bara-
to y suficiente para que adquieran en propiedad habita-
ciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas,
repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por es-
tos conceptos.

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán en-
teradas al organismo encargado de la seguridad social
regulándose en su Ley y en las que corresponda, la for-
ma y el procedimiento conforme a los cuales se admi-
nistrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los
créditos respectivos. 

XII. Los conflictos individuales, colectivos o intersindi-
cales serán sometidos a un Tribunal Federal de Conci-

liación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la
ley reglamentaria.

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y
sus servidores serán resueltos por el Consejo de la Judi-
catura Federal; los que se susciten entre la Suprema
Corte de Justicia y sus empleados serán resueltos por es-
ta última.

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exte-
rior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miem-
bros de las instituciones policiales, se regirán por sus
propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los
miembros de las instituciones policiales de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con
los requisitos que las leyes vigentes en el momento del
acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o
removidos por incurrir en responsabilidad en el desem-
peño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional re-
solviere que la separación, remoción, baja, cese o cual-
quier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tenga dere-
cho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación
al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o
medio de defensa que se hubiere promovido. 

Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito
Federal y municipal, a fin de propiciar el fortalecimien-
to del sistema de seguridad social del personal del Mi-
nisterio Público, de las corporaciones policiales y de los
servicios periciales, de sus familias y dependientes, ins-
trumentarán sistemas complementarios de seguridad so-
cial. 

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que
se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado,
en términos similares y a través del organismo encarga-
do de la seguridad social de los componentes de dichas
instituciones. 

XIII Bis. El banco central y las entidades de la Admi-
nistración Pública Federal que formen parte del sistema
bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con
sus trabajadores por lo dispuesto en el presente Apar-
tado.

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados204



XIV. La ley determinará los cargos que serán considera-
dos de confianza. Las personas que los desempeñen dis-
frutarán de las medidas de protección al salario y goza-
rán de los beneficios de la seguridad social

Reforma Propuesta

Título Sexto
Del Trabajo y de la Previsión Social

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-
ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cua-
les regirán:

(…)

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Dis-
trito Federal y sus trabajadores:

I. La jornada diaria máxima de trabajo diurna y noctur-
na será de ocho y siete horas respectivamente.

Las que excedan serán extraordinarias y se pagarán con
un ciento por ciento más de la remuneración fijada para
el servicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraor-
dinario podrá exceder de tres horas diarias ni de tres ve-
ces consecutivas;

II. Por cada seis días de trabajo, disfrutará el trabajador
de un día de descanso, cuando menos, con goce de sala-
rio íntegro;

III. Los trabajadores gozarán de vacaciones que nunca
serán menores de veinte días al año; 

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos res-
pectivos sin que su cuantía pueda ser disminuida duran-
te la vigencia de éstos, sujetándose a lo dispuesto en el
artículo 127 de esta Constitución y en la ley.

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mí-
nimo para los trabajadores en general en el Distrito Fe-
deral y en las Entidades de la República. 

V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener
en cuenta el sexo;

VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, de-
ducciones o embargos al salario, en los casos previstos
en las leyes; 

VII. La designación del personal se hará mediante sis-
temas que permitan apreciar los conocimientos y aptitu-
des de los aspirantes. El Estado organizará escuelas de
Administración Pública;

VIII. Los trabajadores gozarán de derechos de escala-
fón a fin de que los ascensos se otorguen en función de
los conocimientos, aptitudes y antigüedad. En igualdad
de condiciones, tendrá prioridad quien represente la úni-
ca fuente de ingreso en su familia;

XI (IX, sic 05-12-1960). Los trabajadores sólo podrán
ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los
términos que fije la ley.

En caso de separación injustificada tendrá derecho a op-
tar por la reinstalación en su trabajo o por la indemniza-
ción correspondiente, previo el procedimiento legal. En
los casos de supresión de plazas, los trabajadores afec-
tados tendrán derecho a que se les otorgue otra equiva-
lente a la suprimida o a la indemnización de ley; 

X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse pa-
ra la defensa de sus intereses comunes.

Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga pre-
vio el cumplimiento de los requisitos que determine la
ley, respecto de una o varias dependencias de los Pode-
res Públicos, cuando se violen de manera general y sis-
temática los derechos que este artículo les consagra;

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si-
guientes bases mínimas:

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales;
las enfermedades no profesionales y maternidad; y la ju-
bilación, la invalidez, vejez y muerte.

b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el
derecho al trabajo por el tiempo que determine la ley. 

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
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peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un mes de descanso antes de la fe-
cha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a
asistencia médica y medicinas, en los casos y en la pro-
porción que determine la ley.

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recu-
peración, así como tiendas económicas para beneficio
de los trabajadores y sus familiares. 

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones ba-
ratas, en arrendamiento o venta, conforme a los progra-
mas previamente aprobados. Además, el Estado me-
diante las aportaciones que haga, establecerá un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en
favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de
financiamiento que permita otorgar a éstos crédito bara-
to y suficiente para que adquieran en propiedad habita-
ciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas,
repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por es-
tos conceptos.

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán en-
teradas al organismo encargado de la seguridad social
regulándose en su Ley y en las que corresponda, la for-
ma y el procedimiento conforme a los cuales se admi-
nistrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los
créditos respectivos. 

XII. Los conflictos individuales, colectivos o intersindi-
cales serán sometidos a un Tribunal Federal de Conci-
liación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la
ley reglamentaria.

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y
sus servidores serán resueltos por el Consejo de la Judi-
catura Federal; los que se susciten entre la Suprema
Corte de Justicia y sus empleados serán resueltos por es-
ta última.

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exte-
rior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miem-
bros de las instituciones policiales, se regirán por sus
propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los
miembros de las instituciones policiales de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con
los requisitos que las leyes vigentes en el momento del
acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o
removidos por incurrir en responsabilidad en el desem-
peño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional re-
solviere que la separación, remoción, baja, cese o cual-
quier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado estará obligado a pagar la in-
demnización y demás prestaciones a que tenga derecho
conforme a la ley, y si el afectado así lo decide, se pro-
cederá a su reincorporación al servicio, cualquiera que
sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hu-
biere promovido. 

Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito
Federal y municipal, a fin de propiciar el fortalecimien-
to del sistema de seguridad social del personal del Mi-
nisterio Público, de las corporaciones policiales y de los
servicios periciales, de sus familias y dependientes, ins-
trumentarán sistemas complementarios de seguridad so-
cial. 

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que
se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado,
en términos similares y a través del organismo encarga-
do de la seguridad social de los componentes de dichas
instituciones. 

XIII Bis. El banco central y las entidades de la Admi-
nistración Pública Federal que formen parte del sistema
bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con
sus trabajadores por lo dispuesto en el presente Aparta-
do.

XIV. La ley determinará los cargos que serán considera-
dos de confianza. Las personas que los desempeñen dis-
frutarán de las medidas de protección al salario y goza-
rán de los beneficios de la seguridad social.
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Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Kraus, Arnoldo, Violencia en México, La Jornada [en línea], 08 de
diciembre 2012,
http://www.jornada.unam.mx/2009/08/12/index.php?section=opi-
nion&article=018a2pol, 05 de febrero de 2013.

2 Tapia, Jonathan, Crimen organizado controla a policías: SSP Nuevo
León, El Universal [en línea], 01 septiembre 2009, http://www.eluni-
versal.com.mx/notas/623676.html, 

3 Staff Sexenio, Causan Baja casi 5 mil policías, Sexenio Nuevo León
[en línea], 31 de enero 2013, http://www.sexenio.com.mx/nuevole-
on/articulo.php?id=15614, 05 de febrero 2013.

4 Pérez Cázares, Martín Eduardo, La protección socio jurídica laboral
de los policías en México, [en línea] http://148.202.18.157/sitios/pu-
blicacionesite/pperiod/jurjal/jurjal01/123.pdf, 05 de febrero 2013.

5 Canessa Montejo, Miguel F., Los Derechos Humanos Laborales: el
núcleo duro de los derechos (core rights) y el ius cogens laboral, Re-
vista del Ministerio del Trabajo y asuntos sociales [en línea], Nº 72,
http://www.europeanrights.eu/public/commenti/canessa_testo.pdf, 31
de enero de 2013.

6 OIT, Desarrollo económico y social, [en línea]: http://www.ilo.
org/global/topics/economic-and-social-development/lang—
es/index.htm, consultado el 30 de enero de 2013.

7 OIT, Trabajo decente, [en línea] http://www.ilo.org/global/topics/de-
cent-work/lang—es/index.htm, visto el 30 de enero 2013.

8 Notimex, Deben policías recibir prestaciones por despido injustifica-
do, Milenio [en línea], 1 de febrero de 2012. 

9 http://www.milenio.com/cdb/doc/noticias2011/239076cc32f46
488152b99ef7b285e4f, 31 de enero de 2012.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril de 2015.—
Diputados: José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DE PRODUCCION, CERTIFICACION
Y COMERCIO DE SEMILLAS

«Iniciativa que reforma el artículo 15 de la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo
del diputado Álvaro Martínez García, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

El que suscribe, Álvaro Martínez García, diputado federal
del Partido Revolucionario Institucional, en la LXII Legis-
latura, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, la presente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo al artículo 15 de la Ley Federal de Pro-
ducción, Certificación y Comercio de Semillas, para in-
cluir en la planeación de producción de insumos que res-
pondan a las necesidades de las regiones del país.

Exposición de Motivos

Las semillas son un elemento indispensable para la pro-
ducción agropecuaria. La ley mexicana en la materia defi-
ne a la semilla como “la que se obtiene del fruto después
de la fecundación de la flor, los frutos o partes de éstos, así
como partes de vegetales o vegetales completos que se uti-
lizan para la reproducción y propagación de las diferentes
especies vegetales. Para efectos de esta ley, quedan exclui-
das las semillas de especies y subespecies silvestres y fo-
restales por estar reguladas en la ley de la materia” (frac-
ción VIII del artículo 3 de la Ley sobre la Producción,
Certificación y Comercio de Semillas).

Existen disposiciones sobre las semillas en la Ley Federal
de Variedades Vegetales, en la Ley sobre la Producción,
Certificación y Comercio de Semillas y en la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable. La principal entidad gubernamen-
tal de poner en práctica las disposiciones legislativas es la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, Sagarpa, y su área especializada, el
Servicio Nacional de Certificación de Semillas, SNCS.

De manera específica para las acciones de política pública,
en la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio
de Semillas se mandata el establecimiento del Sistema Na-
cional de Semillas, de la política de semillas y del progra-
ma nacional de semillas. Respecto al programa es necesa-
rio remitirse al artículo 15 de la Ley Federal de
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Producción, Certificación y Comercio de Semillas, donde
se establece que el Programa Nacional de Semillas tendrá
carácter especial conforme a la Ley de Planeación y esta-
blecerá entre otros aspectos, las líneas de política, objeti-
vos, metas, estrategias y acciones en materia de semillas.
Este importante instrumento de planeación que sería de
gran utilidad en la atención a la problemática de la produc-
ción de alimentos y en el ejercicio del derecho a la alimen-
tación establecido en el artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Por otra parte, en la legislación para el sector rural no se in-
cluyen disposiciones para la atención diferenciada de los
productores, si bien esta disposición se integra dentro de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, no forma parte de las
otras leyes secundarias del sector rural.

Objetivo de la iniciativa

Establecer que haya un programa regionalizado sobre insu-
mos para la producción agrícola que responda a las necesi-
dades de los productores en sus condiciones particulares.
Esto implicaría modificar la Ley Federal de Producción,
Certificación y Comercio de Semillas, particularmente el
artículo 15 para incluir disposiciones sobre la producción
de semillas que atiendan las necesidades de los producto-
res según las características de las regiones en el país, in-
cluyendo a los pequeños productores. 

Texto vigente

Capítulo III
De la política en materia de semillas

Artículo 15. El Programa Nacional de Semillas tendrá
carácter especial conforme a la Ley de Planeación y es-
tablecerá entre otros aspectos, las líneas de política, ob-
jetivos, metas, estrategias y acciones en materia de se-
millas.

Texto propuesto

Capítulo III
De la política en materia de semillas

Artículo 15. El Programa Nacional de Semillas tendrá
carácter especial conforme a la Ley de Planeación y es-
tablecerá entre otros aspectos, las líneas de política, ob-
jetivos, metas, estrategias y acciones en materia de se-
millas.

Establecer un programa regionalizado sobre insu-
mos para la producción agrícola que responda a las
necesidades de los productores en sus condiciones
particulares, con el objetivo de incluir disposiciones
sobre la producción de semillas que atiendan las ne-
cesidades de los productores según las características
de las regiones en el país, incluyendo a los pequeños
productores.

En razón de lo expuesto y fundado, me permito someter a
consideración de esta Asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que adiciona un párrafo al artículo 15 de la Ley
Federal de Producción, Certificación y Comercio de Se-
millas

Artículo Único: Se adiciona un párrafo al artículo 15 de la
Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de
Semillas.

Artículo 15. El Programa Nacional de Semillas tendrá ca-
rácter especial conforme a la Ley de Planeación y estable-
cerá entre otros aspectos, las líneas de política, objetivos,
metas, estrategias y acciones en materia de semillas.

Establecer un programa regionalizado sobre insumos
para la producción agrícola que responda a las necesi-
dades de los productores en sus condiciones particula-
res, con el objetivo de incluir disposiciones sobre la pro-
ducción de semillas que atiendan las necesidades de los
productores según las características de las regiones en
el país, incluyendo a los pequeños productores.

Transitorio

Único. El presente decreto entra en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, a los 23 días del mes de abril de 2015.— Di-
putados: Álvaro Martínez García, Francisca Elena Corrales Corrales,
Dulce María Muñiz Edith Avilés Cano, José Pilar Moreno Montoya,
Maricruz Reyes Galicia, Carmen Julieta Torres Lizarraga, María Gua-
dalupe Jaramillo Villa (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 55, 58 y 82 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado José Rangel Espinosa, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El que suscribe, José Rangel Espinosa, a nombre de mis
compañeras y compañeros diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, fracción I,
77, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se deroga la fracción II y adiciona las fracciones
VIII, IX, X y XI del artículo 55, reforma el artículo 58, de-
roga la fracción II y adiciona las fracciones VIII, IX, X y
XI, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Exposición de Motivos

Ser electos por los ciudadanos de nuestro país para ocupar
los cargos de Presidente de la Republica, Senador y Dipu-
tado Federal, son de las más altas designaciones que cual-
quier mexicano que tenga la vocación de servicio puede al-
canzar, es por ello, que para ser merecedor de dichas
designaciones sus aspirantes deberán de contar con requi-
sitos los cuales evitarán improvisaciones que anteriormen-
te conllevaban perjuicio al debido desempeño de sus fun-
ciones al detentar sus cargos, ya sea por una falta de
preparación académica suficiente, experiencia en el servi-
cio público y honorabilidad o buena reputación.

Es por ello, que con la presente iniciativa se busca la pro-
fesionalización de quienes aspiren a los cargos de elección
popular en el ámbito federal, sin trastocar los derechos fun-
damentales de los ciudadanos mexicanos para votar y ser
votados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta Honorable Asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto que deroga la fracción II y adiciona las frac-
ciones VIII, IX, X y XI del artículo 55, reforma el ar-
tículo 58, deroga la fracción II y adiciona las fracciones
VIII, IX, X y XI, todos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 55

I. … 

II. Derogado.

III. …

IV. … 

V. …

VI. …

VII. …

VIII. Poseer Título y cédula Profesional, expedidos
por autoridad o institución legalmente facultada pa-
ra ello;

IX. Tener al día de la elección, como mínimo cinco
años de experiencia comprobada dentro de la admi-
nistración pública en cualquiera de sus tres órdenes
de gobierno;

X. Gozar de buena reputación y no haber sido con-
denado por delito que amerite pena corporal de más
de un año de prisión; pero si se tratare de robo, frau-
de, falsificación, abuso de confianza y otro que lasti-
me seriamente la buena fama en el concepto público,
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido
la pena; y

XI. No encontrarse al día de la elección, inhabilitado
para desempeñar empleo, cargo o comisión por au-
toridad administrativa federal competente.

Artículo 58. Para ser senador se requieren los mismos re-
quisitos que para ser diputado, excepto el de los años de
experiencia en el servicio público, que será de diez años.

Artículo 82. Para ser Presidente se requiere: 

I. … 
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II. …

III. Derogado

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

X. Poseer Título y Cédula Profesional, expedidos por
autoridad o institución legalmente facultada para
ello;

XI. Tener al día de la elección, como mínimo diez
años de experiencia comprobada dentro de la admi-
nistración pública en cualquiera de sus tres órdenes
de gobierno;

XII. Gozar de buena reputación y no haber sido con-
denado por delito que amerite pena corporal de más
de un año de prisión; pero si se tratare de robo, frau-
de, falsificación, abuso de confianza y otro que lasti-
me seriamente la buena fama en el concepto público,
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido
la pena; y

XIII. No encontrarse al día de la elección, inhabilita-
do para desempeñar empleo, cargo o comisión por
autoridad administrativa federal competente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputados:
José Rangel Espinosa, Carmen Julieta Torres Lizarraga, Dulce María
Muñiz Martínez, Edith Avilés Cano, Francisca Elena Corrales Corra-
les, José Pilar Moreno Montoya, María Guadalupe Jaramillo Villa, Ma-
ricruz Reyes Galicia (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 77 Bis 5 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Juan Jesús Aquino
Calvo, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Juan Jesús Aquino Calvo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cá-
mara de Diputados de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputado, somete a consideración de la honorable Cá-
mara de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma la fracción I del inciso B) del artículo
77 Bis 5 de la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el artículo cuarto de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, todos los mexicanos,
tienen derecho a la protección de la salud y de conformidad
con artículo 77 Bis 1, a ser incorporados al Sistema de Pro-
tección Social en Salud (mejor conocido como Seguro Po-
pular), sin importar su condición social; entendiéndose por
protección social en salud, como un mecanismo por el cual
el Estado garantiza el acceso efectivo, oportuno, de cali-
dad, sin desembolso al momento de su utilización y sin dis-
criminación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéu-
ticos y hospitalarios que satisfagan de manera integral las
necesidades de salud.

Ahora bien, el Seguro Popular fue creado para brindar pro-
tección financiera a la población no derechohabiente, me-
diante un esquema de aseguramiento de salud, público y
voluntario, a través de la consolidación de recursos prove-
nientes de diversas fuentes, a fin de financiar el costo de los
servicios de salud para la población que lo requiera.

Es coordinado por el gobierno federal, a través de la Co-
misión Nacional de Protección social en Salud (CNPSS) y
operado por los Regímenes Estatales de Protección Social
en Salud (REPSS), con el apoyo de los servicios Estatales
de Salud.

Asimismo, resulta casi imposible ignorar el crecimiento y
la demanda que ha tenido en los últimos años, ya que en el
tiempo que lleva funcionando se ha convertido en el tercer
pilar que provee atención médica a la sociedad mexicana,
además del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y
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del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado (ISSSTE). Este seguro está diseñado
para proveer de atención médica a la población más vulne-
rable, entre los que podemos señalar: a familias de escasos
recursos, los que no perciben un salario de forma fija, los
que trabajan por cuenta propia como: productores del cam-
po, comerciantes, profesionistas independientes, amas de
casa, estudiantes y todos los dedicados al comercio infor-
mal; mismos que son candidatos idóneos al no contar con
un servicio médico del nivel que proporcionan institucio-
nes de seguridad social como el IMSS, el ISSSTE, la Se-
dena, etc., además de que les garantiza una cobertura fami-
liar en 274 servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y
hospitalarios.

Sin embargo, el Seguro Popular ha estado sujeto a cons-
tantes críticas, en razón del destino de los recursos y de la
forma de la prestación de los servicios de salud. En este
sentido y frente a las múltiples quejas, denuncias y críticas
de la población, de la opinión pública, de los investigado-
res, pero sobretodo, de los derechohabientes, de los afilia-
dos al Seguro Popular, hacia el sector salud en relación con
que éste enfrenta problemas graves de desabasto de medi-
camentos y de negligencia médica. 

Debe ser una responsabilidad del gobierno con la pobla-
ción más necesitada y no un programa de promoción, pues
la salud es una de las garantías individuales que tienen to-
dos los mexicanos. 

Lo que resulta necesario que se garantice la capacidad de
insumos y del suministro de medicamentos, coartar que los
recursos realmente sean erogados para lo que fueron desti-
nados, es por ello que someto a la consideración de la so-
beranía el siguiente

Decreto

Único. Se reforma la fracción I del inciso B) del artículo 77
Bis 5 de la Ley General de Salud, con el ánimo de que la
capacidad de insumos y del suministro de medicamentos
en el Sistema de Protección Social en Salud sea garantiza-
da para su oferta oportuna y de calidad.

Artículo 77 Bis 5…

B)…

I. Proveer los servicios de salud en los términos de este
Título y demás disposiciones de esta Ley, así como de

los reglamentos aplicables, disponiendo de la capacidad
de insumos y garantizando el suministro de medica-
mentos necesarios para su oferta oportuna y de calidad

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputados:
José Luis Contreras Rojas, Jorge Alfredo Pérez Covarrubias, Juan Je-
sús Aquino Calvo, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, José Alfre-
do Botello Montes, Maribel Enríquez Rodríguez, Ana María Gutiérrez
Coronado, Leticia Salas López, Yatziri Mendoza Jiménez, Francisca
Rosario Arana Lugo, Antonio Sansores Sastré (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos71, fracción II, y 135, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78,del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, someto a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma el primer párrafo del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud define a la discapa-
cidad como toda restricción o ausencia, debido a una defi-
ciencia de la capacidad de realizar una actividad en la for-
ma o dentro del margen que se considera normal para un
ser humano y la cual es causada o agravada por el entorno
económico y social.
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En este sentido, de acuerdo con la Clasificación Interna-
cional del Funcionamiento de la Discapacidad y de la Sa-
lud, presentada en año dos mil uno, las personas con disca-
pacidad “son aquellas que tienen una o más deficiencias
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales y que al inter-
actuar con distintos ambientes del entorno social pueden
impedir su participación plena y efectiva en igualdad de
condiciones a las demás”.

Actualmente, más de mil millones de personas viven en to-
do el mundo con alguna forma de discapacidad, es decir,
alrededor del 15% de la población mundial (según las esti-
maciones de la población mundial en el año dos mil diez).
Esta cifra es superior a las estimaciones previas de la Or-
ganización Mundial de la Salud, correspondientes al año de
mil novecientos setenta, que eran de aproximadamente un
10%.

Según la Encuesta Mundial de Salud, cerca de setecientos
ochenta y cinco millones de personas (15.6%) de quince
años y más, viven con discapacidad, mientras que el pro-
yecto sobre la Carga Mundial de Morbilidad, estima una ci-
fra próxima a los novecientos setenta y cinco millones
(19.4%).

En este sentido, la Encuesta Mundial de Salud señala que,
del total estimado de personas con discapacidad, ciento
diez millones (2.2%) tienen dificultades muy significativas
de funcionamiento; mientras que la Carga Mundial de
Morbilidad estima en ciento noventa millones (3.8%) las
personas con una “discapacidad grave” (el equivalente a la
discapacidad asociada a afecciones tales como la tetraple-
jía, depresión grave o ceguera).

Por otra parte, sólo la Carga Mundial de Morbilidad mide
las discapacidades infantiles (0-14 años), con una estima-
ción de noventa y cinco millones de niños (5.1%), trece mi-
llones de los cuales (0.7%) tiene “discapacidad grave”.

En nuestro país, al año dos mil diez, las personas que tie-
nen algún tipo de discapacidad son cinco millones sete-
cientos treinta y nueve mil doscientos setenta, lo que re-
presenta el 5.1% de la población total.1

En ente orden de ideas, si actualmente es preocupante las
cifras mencionados en párrafos precedentes; en años veni-
deros, la discapacidad será un motivo de preocupación aún
mayor, pues su prevalencia aumentará, debido a que la po-
blación está envejeciendo y el riesgo de discapacidad es su-
perior entre los adultos mayores, y también al aumento

mundial de enfermedades crónicas tales como la diabetes,
las enfermedades cardiovasculares, el cáncer y los trastor-
nos de la salud mental;2 consecuentemente, este sector de
la población debe ser considerado como prioritario para el
Estado Mexicano, lo cual hasta la fecha no es así.

Lo anterior, ya que si bien es cierto que en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se tutela a las
personas con discapacidad; igualmente cierto es que la
misma se encuentra enfocada a la prohibición de la discri-
minación de este sector de la población, de acuerdo a la si-
guiente cronología.

El martes catorce de agosto del año dos mil uno se publicó
en el Diario Oficial de la Federación, el “Decreto por el que
se aprueba el diverso por el que se adiciona un segundo y
tercer párrafos al artículo 1º…”, mediante el cual se esti-
puló la prohibición de toda discriminación motivada entre
otras, por las capacidades diferentes.

En este sentido, el día cuatro de diciembre del año dos mil
seis, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el
“decreto por el que se reforma el artículo 1o., párrafo ter-
cero de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos”, en donde se adoptó el término “personas con dis-
capacidad”, ya que según la Organización Mundial de la
Salud, capacidades diferentes las tenemos todos.

Asimismo, mediante decreto publicado el día viernes diez
de junio el año dos mil once, fue reformado el multirrefe-
rido artículo primero de la Carta Magna; sin embargo, el te-
ma de las personas con discapacidad quedó intacto.

Consecuentemente, como se puede apreciar con las breves
semblanzas mencionadas en párrafos precedentes, respecto
a las reformas al artículo primero de la Constitución Gene-
ral; únicamente se tutela la prohibición a la discriminación
por las discapacidades, dejando a un lado los principios de
la Carta de las Naciones Unidas, que proclaman que la li-
bertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el
reconocimiento de la dignidad y de los derechos iguales e
inalienables de todos los miembros de la familia humana.

Asimismo, el Estado mexicano demerita la importancia
que revisten los principios y las directrices que figuran en
el Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en
las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad; ya que no contempla
en su máxima ley, una política de previsión, rehabilitación,
integración social y acceso a los Derechos Humanos, des-
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tinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las
personas con discapacidad.

Consecuentemente, al ser el Estado mexicano miembro de
la Organización de la Naciones Unidas, debe de respetar
las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades
para las personas con discapacidad, aprobada por la Asam-
blea General el 20 de diciembre de 1993, la cual si bien es
cierto, que no es un instrumento jurídicamente vinculante;
igualmente cierto es, que representan el firme compromiso
moral y político de los gobiernos respecto de la adopción
de medidas encaminadas a lograr la igualdad de oportuni-
dades para las personas con discapacidad. 

Por lo tanto, la finalidad de esta reforma es garantizar que
niñas y niños, mujeres y hombres con discapacidad, en su
calidad de miembros de sus respectivas sociedades, puedan
tener los mismos derechos y obligaciones que los demás. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto, que reforma el primer párrafo del artículo 4o.,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 4o., de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

“Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia,
asimismo garantizará a las personas con discapacidad,
una política de previsión, rehabilitación, integración so-
cial y acceso a los Derechos Humanos reconocidos por
esta Constitución.

(…)

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión tendrá ciento
ochenta días a partir del día de la publicación del presente
decreto en el Diario Oficial de la Federación, para armoni-
zar las leyes secundarias.

Cuadro Comparativo

Texto vigente

“Artículo 4º.El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia.

(…)

Texto propuesto

“Artículo 4º.El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia, asimismo garantizará a las personas con disca-
pacidad, una política de previsión, rehabilitación, in-
tegración social y acceso a los Derechos Humanos
reconocidos por esta Constitución.

(…)

Notas:

1 Inegi. Censo de Población y Vivienda 2010, Cuestionario ampliado.
Estados Unidos Mexicanos/Población con discapacidad.

2 Informe mundial sobre la discapacidad, de la Organización Mundial
de la Salud.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Roberto
Jiménez del Ángel, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

El suscrito, Roberto Jiménez del Ángel, integrante del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza en la LXII legislatura
de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo estable-
cido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Po-
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lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los ar-
tículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan
un párrafo al artículo 51 Bis 3 y el artículo 54 Bis a la Ley
General de Salud, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

El derecho a la salud está consagrado en el artículo 4o. de
la norma suprema: “Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de la salud. La ley definirá las bases y modalidades
para el acceso a los servicios de salud y establecerá la con-
currencia de la Federación y las entidades federativas en
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone
la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución”.

Se desprende entonces la obligación del Estado en sus tres
órdenes de gobierno, de proporcionar los servicios médicos
necesarios y suficientes y hacer posible el mandato de la
Carta Magna. Operativamente ese compromiso se extiende
a las instituciones de salud públicas y privadas (en el ám-
bito de su responsabilidad), de atender a cada paciente con
pleno respeto, con un trato personal y digno, sin discrimi-
nación alguna y en un ambiente transparente.

A continuación se expone un panorama de la estructura de
los servicios de salud en México:

Hay poco más de 3 mil hospitales privados, de los cuales 3
por ciento tiene 50 camas o más.

Cuentan con

• 34 mil 467 camas censables.

• 4 mil 961 quirófanos. En cada uno se realizan 0.5 in-
tervenciones por día, en promedio.

• Reportan una ocupación de 33.3 por ciento, en prome-
dio.

• Los médicos atienden 0.6 consultas diarias en prome-
dio.

• Consultas atendidas por consultorio general al día: 3.6.

En contraste, las instituciones públicas de salud tienen
alrededor de 2 mil hospitales.

Cuentan con:

• 85 mil 656 camas censables.

• 3 mil 594 quirófanos. En cada uno se realizan 2.8 in-
tervenciones por día, en promedio.

• Reportan una ocupación hospitalaria de 76.3 por cien-
to en promedio.

• Los médicos atienden 7.5 consultas diarias en prome-
dio.

• Consultas atendidas por consultorio general al día 26.8
por ciento.1

A casi 20 años de su creación, la Comisión Nacional de Ar-
bitraje Médico (Conamed) no ha logrado ser la instancia
idónea para dar solución al conflicto surgido entre pacien-
te y médico, porque adolece de facultades que le permitan
obligar a los prestadores de los servicios sanitarios (médi-
cos e instituciones), a someterse a los procedimientos de
investigación previstos para el organismo, derivados de
quejas o denuncias formuladas por el usuario que se consi-
dera afectado en su salud por errores o negligencias. Tam-
poco cuenta con instrumentos jurídicos o mecanismos que
garanticen el cumplimiento y seguimiento de sus resolu-
ciones. Esta entidad fue instituida para oír, asistir, apoyar
en demanda de justicia a los pacientes víctimas de una
irresponsabilidad médica, tal como lo señala el decreto de
su nacimiento.

La razón de ser de la Conamed y su alto costo como órga-
no desconcentrado de la Secretaría de Salud es precisa-
mente como señala la exposición de motivos de su regla-
mento: ante la gran incidencia de reclamaciones por
responsabilidad médica, que en su gran mayoría quedan
impunes porque las instancias judiciales no son accesibles
por su alto costo a la mayoría de los mexicanos.

Con el nacimiento del ente en cita se estableció una vía ad-
ministrativa, para que oiga a los afectados y llame a los
prestadores de los servicio médicos responsables para que
informen y contesten las acusaciones, valorando cada caso.
Sin embargo, se ha cuestionado la eficiencia y la efectivi-
dad con que ha operado este organismo, ya que se tiene la
percepción de que no ha cumplido con los objetivos que
propiciaron y motivaron su creación.
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Las instalaciones de la Conamed están cada día más vací-
as porque la mala fama ha cundido y, a pesar de que los ser-
vicios médicos en salud pública van de picada, los usuarios
afectados no van a perder el tiempo al presentar una recla-
mación que no será atendida con objetividad, imparciali-
dad y honradez.

La superestructura de la Conamed consignada en el artícu-
lo 3 de su reglamento, incluye además del Comisionado
Nacional una subcomisión médica y otra jurídica además
de ocho direcciones generales que en conjunto simulan el
cumplimiento de una misión básica, que no sólo cuesta do-
lor y sufrimiento al pueblo sino además absorbe el presu-
puesto de salud indispensable en otras áreas de esa depen-
dencia. Con ello se eroga un gasto que no es justificable,
porqué de las facultades de esta instancia administrativa no
se desprende la potestad de imponer sanciones legales a los
médicos que han incurrido en negligencia médica ocasio-
nando con ello un dolor físico y moral al paciente y sus fa-
miliares.

De acuerdo con los datos emitidos por la Conamed, de ca-
da 100 quejas interpuestas por presunta negligencia médi-
ca en el país, sólo 2 concluyen con fallos contra el doctor
investigado. Ello representa un porcentaje demasiado ba-
jo.2

Otro dato que capta la atención es que de los dictámenes
concluidos por especialidad se contabilizaron 174 casos
donde se pudo comprobar la mala práctica de médicos, es-
pecialmente, en casos de cirugías; pero no todos llegaron a
un fallo,3 no hay conclusión por lo que se genera impuni-
dad e incertidumbre en los usuarios, no atribuibles al órga-
no sino a la ausencia de facultades para investigar los asun-
tos en particular.

El Instituto Mexicano del Seguro Social es la instancia más
denunciada, con mil 88 expedientes. Le sigue en orden el
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, con 319 casos. En tercer sitio correspon-
de a los consultorios privados, que acumulan 287 incon-
formidades, lo cual equivale a 14 por ciento de los asuntos
iniciados en 2013.4

El paciente tiene derecho a un trato digno, a ser informado
de manera clara y a que no se le niegue el servicio, sin em-
bargo cuantas ocasiones se publica en los medios masivos
de comunicación la negativa de otorgar los servicios médi-
cos, tanto en instituciones privadas como en las públicas, a
los enfermos, pacientes, accidentados; o a mujeres que es-

tán a punto de que nazca su hijo, o que el parto se presen-
tó en los pasillos del hospital o que nació en el taxi, porque
no recibió de manera oportuna la atención médica o que de
plano no nació vivo.

Procurar o prevenir antes que sancionar. Con la presente
iniciativa se propone incorporar a la dependencia una serie
de facultades o atribuciones que vienen a fortalecer y com-
plementar la función de órgano garante del buen servicio
de salud, que la convierta en una Institución con capacidad
de proporcionar al usuario de los servicios médicos aseso-
ría jurídica cuando no se le ha querido atender o que se le
proporciona atención médica de manera negligente, por
parte de las instituciones que prestan los servicios hospita-
larios, o cuando un facultativo le suministra un servicio clí-
nico apartado de la ética profesional, y que por tal motivo
le causó un daño o se alteró a su salud que en muchas oca-
siones es irreversible.

La seguridad del paciente es un componente tan importan-
te que la Organización Mundial de la Salud ha promovido
a escala internacional la necesidad inexcusable de que la
investigación comprenda las siguientes facetas: a) determi-
nar la magnitud del daño y el número de tipos de eventos
adversos que perjudican a los pacientes; b) entender las
causas fundamentales de los daños ocasionados a los pa-
cientes; c) encontrar soluciones para conseguir que la aten-
ción médica sea más segura; y d) evaluar las repercusiones
de las soluciones en situaciones de vida real.

Muchos y muy variados son los factores que contribuyen al
mal funcionamiento de los servicios de salud en México,
dentro de los que se encuentran el mal estado de las in-
fraestructuras y del equipo, la irregularidad en el suminis-
tro y calidad de medicamentos, además de una actuación
deficiente del personal médico, operativo, técnico y admi-
nistrativo.

La Conamed tiene facultades para fungir tan sólo como un
remedio o auxilio jurídico por ejemplo en la fracción IV
del artículo 4o. del decreto por el que se crea dispone que
ésta puede actuar como árbitro bajo la modalidad de ami-
gable composición para tratar de conciliar los intereses del
enfermo y prestador de los servicios médicos, lo que limi-
ta por mucho su actuación.

Respecto a esta figura jurídica de solución de conflictos es
oportuno señalar que en realidad no es una forma de im-
partir justicia pues el amigable componedor no va a dictar
una resolución conforme a derecho que ponga fin a la con-
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troversia, sino que tan solo se va a limitar a proponer a las
partes alternativas de solución, mismas que pueden ser
aprobadas o no, en la inteligencia de que si una de las al-
ternativas es aprobada por ambas partes, entonces de co-
mún acuerdo la adoptan y ellos mismos ponen fin al con-
flicto, pero de ninguna manera los sujetos del conflicto se
someten a la potestad del componedor, ni éste tiene facul-
tad alguna para emitir una decisión que los vincule.

La función de la Conamed consiste, en que una vez recibi-
da la noticia que contenga la queja por negligencia médica,
los argumentos que formulen dentro del procedimiento el
médico y el paciente, se conserven dentro de parámetros de
respeto mutuos, buscando equilibrar sus posiciones a fin de
eliminar la posibilidad de que alguno de ellos ejerza, en de-
trimento del otro, las ventajas que en determinado momen-
to podrían otorgarle una mejor condición social, cultural,
económica o intelectual.

Pero el organismo no tiene potestad para hacer efectivo el
cumplimiento de sus laudos o resoluciones, de lo que se
trata es de mejorar la calidad de los servicios de salud lo
que implica que en la propuesta legislativa que se plantea,
se busca el fortalecimiento del arbitraje médico, porque
aparte de permanecer el actual esquema se vigoriza am-
pliando el espectro para que emita recomendaciones y se
apliquen sanciones por conducto de la Secretaria de Salud
cuando exista responsabilidad por error o negligencia mé-
dica, o en su caso se proceda a dar la participación a la au-
toridad competente para que proceda conforme a su inves-
tidura.

Esta propuesta tiene por objeto reducir la impunidad galo-
pante que en materia de servicios de salud se produce en
todos los sentidos, porque actualmente, la comisión es in-
capaz de imponer sanciones a los infractores, su función
solo se reduce a emitir una mera opinión concepto que da-
da su naturaleza se puede o no retomar o considerar, pero
nunca o en ninguno de los casos obedecer.

Argumentación

La iniciativa que se propone tiene sus bondades y virtudes,
se puede estar de acuerdo o no con ella, pero es conve-
niente argumentar que existen entes que tienen atribucio-
nes como las de emitir recomendaciones e imponer sancio-
nes como se propone con la presente iniciativa para a la
Conamed.

En ese sentido, conviene citar como ejemplo la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyen-
te, cuyo artículo 1o. establece:

La presente ley es de orden público, de aplicación en todo
el territorio nacional y tiene por objeto regular la organiza-
ción y el funcionamiento de la Procuraduría de la Defensa
del Contribuyente, a fin de garantizar el derecho de los
contribuyentes a recibir justicia en materia fiscal en el or-
den federal, mediante la asesoría, representación y defensa,
recepción de quejas y emisión de recomendaciones en
los términos que este ordenamiento establece.

Como se aprecia, cuenta con funciones de asesoría, repre-
sentación y defensa, recepción de quejas y emisión de
recomendaciones, pero únicamente en materia fiscal.

Para fortalecer el argumento anterior cito otro ejemplo: la
Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Fi-
nancieros, cuyo artículo 11 establece que la Comisión
Nacional de Protección a los Usuarios de los Servicios Fi-
nancieros tendrá las siguientes atribuciones

XXI. Imponer las sanciones establecidas en esta ley;

XXXVIII. Imponer sanciones administrativas en el
ámbito de su competencia por infracciones a las leyes
que regulan las actividades e Instituciones Financieras,
sujetas a su supervisión, así como a las disposiciones
que emanen de ellas;

Dicha dependencia funciona e impone sanciones admi-
nistrativas con demasiada frecuencia;

Otra de las instancias que se citan es

a) La Procuraduría Federal del Consumidor

Ley Federal de Protección al Consumidor

Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atribu-
ciones:

I. …

X. Actuar como perito y consultor en materia de calidad
de bienes y servicios y elaborar estudios relativos;
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XI. Celebrar convenios con proveedores y consumido-
res y sus organizaciones para el logro de los objetivos de
esta ley; (esto es conciliación)

XVI. Procurar la solución de las diferencias entre
consumidores y proveedores y, en su caso, emitir dic-
támenes en donde se cuantifiquen las obligaciones
contractuales del proveedor, conforme a los procedi-
mientos establecidos en esta ley;

(Que no es otra cosa que la conciliación de intereses en-
tre las partes)

XVII. …

XIX. Aplicar las sanciones y demás medidas estable-
cidas en esta ley, en la Ley Federal sobre Metrología
y Normalización y demás ordenamientos aplicables;

(Como se propone en la iniciativa de mérito)

XXII. Coadyuvar con las autoridades competentes para
salvaguardar los derechos de la infancia, adultos mayo-
res, personas con discapacidad e indígenas; y

Como se observa tiene la facultad de sancionar.

También desahoga un procedimiento de conciliación, co-
mo marca el artículo 114:

Artículo 114. El conciliador podrá en todo momento
requerir a las partes los elementos de convicción que es-
time necesarios para la conciliación, así como para el
ejercicio de las atribuciones que a la Procuraduría le
confiere la ley. Asimismo, podrá acordar la práctica de
diligencias que permitan acreditar los hechos constituti-
vos de la reclamación. Las partes podrán aportar las
pruebas que estimen necesarias para acreditar los ele-
mentos de la reclamación y del informe.

El conciliador podrá suspender cuando lo estime perti-
nente o a instancia de ambas partes, la audiencia de con-
ciliación hasta en tres ocasiones. Asimismo, podrá re-
querir la emisión de un dictamen a través del cual se
cuantifique en cantidad líquida la obligación contrac-
tual.

En caso de que se suspenda la audiencia, el conciliador se-
ñalará día y hora para su reanudación, dentro de los quince

días siguientes, donde en su caso, hará del conocimiento de
las partes el dictamen correspondiente, las cuales podrán
formular durante la audiencia observaciones al mismo.

La procuraduría podrá emitir un acuerdo de trámite que
contenga el dictamen a que se refieren los párrafos anterio-
res, que constituirá título ejecutivo no negociable a favor
del consumidor, siempre y cuando la obligación contrac-
tual incumplida que en él se consigne sea cierta, exigible y
líquida a juicio de la autoridad judicial, ante la que el pro-
veedor podrá controvertir el monto del título, presentar las
pruebas y oponer las excepciones que estime convenientes.

La Procuraduría Federal de Protección al Medio Ambiente
también tiene funciones de conciliación y de emisión de
recomendaciones, como lo disponen los artículos siguien-
tes de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente:

Artículo 196. Cuando una denuncia popular no impli-
que violaciones a la normatividad ambiental, ni afecte
cuestiones de orden público e interés social, la Procura-
duría Federal de Protección al Ambiente podrá sujetar
la misma a un procedimiento de conciliación. En to-
do caso, se deberá escuchar a las partes involucradas.

Artículo 198. La formulación de la denuncia popular,
así como los acuerdos, resoluciones y recomendacio-
nes que emita la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, no afectarán el ejercicio de otros derechos o
medios de defensa que pudieran corresponder a los
afectados conforme a las disposiciones jurídicas aplica-
bles, no suspenderán ni interrumpirán sus plazos preclu-
sivos, de prescripción o de caducidad. Esta circunstan-
cia deberá señalarse a los interesados en el acuerdo de
admisión de la instancia.

Ley Federal del Trabajo

Procuraduría de la Defensa del Trabajo

Artículo 530. La Procuraduría de la Defensa del Traba-
jo tiene las funciones siguientes:

I. Representar o asesorar a los trabajadores y a sus sin-
dicatos, siempre que lo soliciten, ante cualquier autori-
dad, en las cuestiones que se relacionen con la aplica-
ción de las normas de trabajo;
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II. Interponer los recursos ordinarios y extraordinarios
procedentes, para la defensa del trabajador o sindicato; y

III. Proponer a las partes interesadas soluciones
amistosas para el arreglo de sus conflictos y hacer
constar los resultados en actas autorizadas.

(Como se desprende atiende a un procedimiento de
conciliación.)

Ley Agraria

Procuraduría Agraria

Artículo 136. Son atribuciones de la Procuraduría Agra-
ria las siguientes:

I. Coadyuvar y en su caso representar a las personas a
que se refiere el artículo anterior, en asuntos y ante au-
toridades agrarias;

II. Asesorar sobre las consultas jurídicas planteadas por
las personas a que se refiere el artículo anterior en sus
relaciones con terceros que tengan que ver con la apli-
cación de esta ley;

III. Promover y procurar la conciliación de intereses
entre las personas a que se refiere el artículo anterior,
en casos controvertidos que se relacionen con la norma-
tividad agraria;

IV. a X. …

Luego de los argumentos vertidos podríamos colegir, que
lo ideal es generar los instrumentos jurídicos para incorpo-
rarlos a la Conamed para que realmente se constituya en
una instancia que tenga toda la potestad pública con la cual
sus determinaciones sean observadas y cumplidas por los
ciudadanos y los prestadores de los servicios de salud.

Ante el escenario expuesto, urge modificar el instrumento
jurídico que regula la actuación de la comisión y, por ende,
crear una estructura legal que permita ampliar su radio de
acción, como se ha multicitado generar una instancia con
capacidades suficientes para responder a los reclamos so-
ciales.

Si se apuesta por lo contrario, es decir, que se mantenga al
organismo en el actual esquema quedaría condenada a ser

una autoridad de “caricatura” o “sin dientes”, como una
instancia de amigable composición a la que las partes en
conflicto acuden de buen voluntad, si la tienen, sin embar-
go es del dominio público que la parte contra la cual se en-
dereza la queja o reclamación, jamás se somete al procedi-
miento arbitral.

En otro de los casos, la Conamed emite un dictamen u opi-
nión técnica, respecto a los asuntos que en concreto se po-
nen a su conocimiento, de tal forma que el afectado por esa
negligencia médica tendrá que acudir a otras instancias le-
gales en busca de justicia lo que prolonga el martirio, por-
que el precitado dictamen solo fungirá como prueba en el
caso de que el asunto se someta al conocimiento de las au-
toridades jurisdiccionales.

Cuando los afectados formulan su queja ante esa instancia,
se les cuestiona sobre si ya acudieron a otra dependencia
como puede ser el Ministerio Público a iniciar su averigua-
ción previa, si la respuesta es positiva, la Conamed se de-
clara incompetente y da por terminado el asunto. Luego en-
tonces, a los usuarios de los servicios médicos se
conculcan las garantías consignadas en los artículos 4o. y
17 de la Carta Magna, que corresponden al derecho a la sa-
lud y la de una pronta y expedita procuración de justicia.

Es del dominio público que hay gran número de inciden-
cias o reclamaciones por responsabilidad médica, que en su
gran mayoría quedan impunes porque los usuarios médicos
no encuentran una dependencia que verdaderamente los
apoye, oriente y proteja, esa condición coadyuva para en la
especie sean pocas las personar que deciden iniciar una
queja o presentar una denuncia penal por la deficiente o
errónea atención clínica recibida.

Atento a lo anterior, vale plantear que debido a que en la
actualidad la Conamed no tiene imperio para ejecutar las
resoluciones que emite, las partes deben acudir ante otra
instancia como es la judicial para que sea ésta quien consi-
dere u ordene la ejecución del laudo, en el entendido de que
el juez no podrá negarse a su ejecución a menos que exis-
ta una violación notoria al orden público mexicano.

Las limitaciones legales de la comisión explican que mu-
chas denuncias sean presentadas ante otras instancias como
los órganos internos de control e incluso la autoridad judi-
cial. En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
las quejas relacionadas con la salud representan 30 por
ciento de los casos atendidos en ese organismo.
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Se trata de proporcionar una instancia que aplique justicia
pronta y expedita, para lograrlo, se tienen que llevar el for-
talecimiento del arbitraje médico, pero además se plantea
en la propuesta de ley, que la Conamed implemente políti-
cas públicas tendientes a sensibilizar a los integrantes de la
comunidad médica, abocadas a implantar acciones orienta-
das, en especial a la satisfacción del usuario y la seguridad
del paciente.

Debe empezarse por el reconocimiento de los derechos de
médicos y pacientes para dar inicio a un cambio de actitu-
des en cuanto a la corresponsabilidad que se tiene en el ma-
nejo adecuado de los tratamientos y lograr los resultados
esperados.

La salud es, además de un derecho humano, una condición
para el desarrollo social y económico de los pueblos en ge-
neral y de México en especial, por ello es imprescindible la
aplicación de un diagnóstico objetivo de la problemática en
que se encuentran inmersos los servicios médicos que ad-
mita contar con datos y estadísticas para reconocer con cer-
teza todos y cada uno de los factores que afectan directa o
indirectamente la prestación de esos servicios, para que
con la concurrencia de los sectores involucrados –paciente,
médico o institución y gobiernos– se generen políticas
orientadas a la planeación, estrategias y toma de decisiones
en materia de salubridad.

Los diputados del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza
estamos convencidos de que la presente propuesta legisla-
tiva tiene como bondad fundamental propiciar el mejora-
miento de la calidad de los servicios de atención médica y
contribuir a tutelar el derecho a la protección de la salud,
propiciar una mejor orientación de las decisiones en salud
y reducir las diferencias o controversias habituales en la
prestación de la atención médica.

De aprobarse la presente propuesta legal, las recomenda-
ciones que se emitan por la comisión generarían lo si-
guiente:

a) Se retroalimenta y fortalece el sistema nacional de sa-
lud;

b) Se fortalece el sistema preventivo a fin de con ello
evitar, inhibir y anular las malas prácticas médicas y dis-
minuir los riesgos;

c) Se garantiza una mejora continua y permanente de la
atención médica;

d) Se pondrían en marcha mayores y mejores acciones
mediante la instrumentación de programas preventivos
y correctivos;

e) Se reduciría de manera drástica el número de quejas
o controversias;

f) El sistema de resolución alternativa de controversias
encontraría mayor difusión y apoyo, con el consiguien-
te ahorro presupuestario;

g) Se implanta mayor certeza y seguridad jurídica a los
sectores involucrados;

h) El aumento de la calidad en los servicios de salud ge-
nera mayor confianza en los usuarios médicos.

i) Se abatiría la reincidencia en el error o negligencia
médica.

j) El reconocimiento del concepto de la calidad de la
atención médica es un punto de partida para determinar
el origen de los errores, de la mala práctica y de la res-
ponsabilidad profesional, con el fin de resolverlos y
prevenirlos;

k) El servicio médico sería más serio, responsable, ob-
jetivo, calificado y profesional.

Las instituciones deben mantenerse a la vanguardia para res-
ponder al reclamo que el momento histórico exige, en ese
sentido esta expresión legislativa es una valiosa aportación
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, como siempre
comprometido a proteger a los grupos sociales más vulnera-
bles, como los pacientes, enfermos y todos los usuarios de
los servicios médicos, sólo falta voluntad política.

Las quejas contra médicos de hospitales se asocian con as-
pectos técnicos en el diagnóstico y con la percepción del
derechohabiente de recibir información y vigilancia defi-
cientes durante la hospitalización.5 Factores todos ellos re-
lacionados con el proceso de la atención médica que re-
quieren de la implantación de estrategias específicas para
su mejoramiento, con el fin de facilitar la comunicación y
la relación médico-paciente, lo cual pudiera reflejarse en
un descenso en el número de quejas.

En mérito de lo expuesto, el Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza somete a aprobación del pleno de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II219



Decreto por el que se adicionan un párrafo al artículo
51 Bis 3 y el artículo 54 Bis a la Ley General de Salud

Único. Se adicionan un párrafo al artículo 51 Bis 3 y el ar-
tículo 54 Bis a la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 51 Bis 3. Las quejas que los usuarios presenten
por la atención médica recibida, deberán ser atendidas y re-
sueltas en forma oportuna y efectiva por los prestadores de
servicios de salud o por las instancias que las instituciones
de salud tengan definidas para tal fin, cuando la solución
corresponda a su ámbito de competencia.

La instancia a que se refiere el párrafo precedente, que
en términos de las disposiciones reglamentarias de los
servicios de salud, se le denomina Comisión Nacional de
Arbitraje Médico, es un órgano desconcentrado depen-
diente de la Secretaría de Salud, quien gozará de plena
autonomía técnica para emitir recomendaciones, opi-
niones y laudos.

Artículo 54 Bis. Sin perjuicio de la actuación de las ins-
tancias jurisdiccionales en la solución de conflictos, pa-
ra la atención de las quejas, reclamaciones y sugeren-
cias respecto de la prestación de los servicios de salud,
a que se refieren los artículos 51 bis 3 y 54 del presente
ordenamiento, la Comisión Nacional de Arbitraje Mé-
dico tendrá, entre otras, las atribuciones siguientes:

I. Crear un padrón o registro de los prestadores de
servicios sanitarios, de los sectores público, privado
y social;

II. Recibir, atender y dar el trámite correspondiente
a las quejas, denuncias o solicitudes de asesoría y
consulta que le presenten los ciudadanos en asuntos
relacionados con la posible irregularidad en la pres-
tación o negativa de prestación de los servicios de sa-
lud por no cumplir los requisitos y las condiciones
que establece el capítulo V de esta ley, prestados por
instituciones médicas de los sectores público, priva-
do y social, independientemente de que estén consti-
tuidas en personas físicas o morales;

III. En los casos consignados en la fracción prece-
dente, si la naturaleza del asunto lo permite, procu-
rar conciliar las pretensiones de los usuarios y el
prestador de servicios médicos que dio motivo a la

queja, velando en todo momento por un equilibrio
entre las partes;

IV. Impulsar políticas públicas dirigidas a los presta-
dores de los servicios médicos, que impliquen una ac-
tuación justa, de respeto y equidad para con los
usuarios;

V. Difundir, a través de los medios masivos de comu-
nicación, información objetiva y actualizada, que
contenga los derechos y medios de defensa a favor
del público usuario;

VI. Emitir el dictamen médico motivo de la queja, se-
ñalando fundada y motivadamente sobre la existen-
cia o no de la responsabilidad profesional del facul-
tativo cuestionado, mismo que contendrá la
cuantificación del daño ocasionado;

VII. Dar la intervención que corresponda a la Secre-
taria de Salud para imponer las sanciones adminis-
trativas a los prestadores de los servicios médicos
que hayan actuado negligentemente y que por tal
virtud se haya causado un daño a la salud de los pa-
cientes o enfermos;

VIII. Fungir como árbitro cuando las partes lo de-
terminen así y emitir el dictamen correspondiente,
previo desahogo del procedimiento previsto en las
disposiciones reglamentarias de salud;

IX En el caso de existir responsabilidad médica, for-
mular las recomendaciones correspondientes y dar
la participación a la Secretaría de Salud para que
proceda conforme lo establecido en la fracción VIII
del presente artículo, en este caso la autoridad pres-
tadora del servicio médico tiene la obligación de
atenderla. En caso contrario daría lugar a que la Co-
misión procure la participación a la Secretaria de
Salud para que proceda en los términos consignados
por la fracción VII del presente artículo;

X. En caso de encontrar responsabilidad médica por
parte del facultativo cuestionado, además de lo pre-
visto en las fracciones precedentes, dará vista o exci-
tará a la autoridad competente para que proceda
conforme a su investidura corresponda;
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XI. Ejercer las demás atribuciones que deriven del
presente ordenamiento, de las disposiciones regla-
mentarias en materia de servicios médicos y en los
tratados internacionales de los que México sea parte.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Poder Ejecutivo de la Unión contará con un
plazo de 180 días, contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, para adecuar las disposiciones previs-
tas en el decreto, expedido en fecha treinta y uno de mayo
de mil novecientos noventa y seis, por el que se crea la Co-
misión Nacional de Arbitraje Médico.

Tercero. Se deroga cualquier disposición jurídica que se
oponga al presente decreto.

Notas:

1 Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Periódico La

Jornada, lunes 6 de abril de 2015, página 3.

2 Conamed.gob.mx. La estadística de quejas concluidas por modalidad
apunta que al cierre de 2013 se desahogaron mil 775 procesos, de los
cuales 43 derivaron en un “laudo” condenatorio para el acusado. En la
Comisión Nacional de Arbitraje Médico, la mayor cantidad de quejas
está relacionada con tres asuntos: una mala relación médico-paciente,
una mala operación y un mal diagnóstico. Fecha de consulta 25 de mar-
zo de 2015.

3 Ídem.

4 Quejas concluidas por modalidad. Comisión Nacional de Arbitraje
Médico, 2013. Modalidad: Total, mil 775. Conciliación, 918. Aclara-
ción aceptada, 632. Desistimiento de la acción, 11. Transacción, 273.
Otros, 2. Laudo, 92. Condenatorios, 43. Absolutorios, 43. Absolutorio
con mala práctica no vinculatoria, 6. No conciliación bajo audiencia,
475. Falta de interés procesal, 251. Sobreseimiento, 12. Improceden-
cia, 6. Por fallecimiento del usuario o del prestador de servicios de sa-
lud, 6. Arbitraje, 27. Transacción, 8. Desistimiento de la acción, 7. Ca-
ducidad, 12. Fuente: Sistema de Atención de Quejas Médicas y
Dictámenes.

5 disponible en http://www.insp.mx/salud/index.html

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.—
Diputado Roberto Jiménez del Ángel (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 368 Sextus al Código
Penal Federal, suscrita por las diputadas Celia Isabel Gau-
na Ruiz de León y Patricia Elena Retamoza Vega, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Las suscritas, Celia Isabel Gauna Ruiz de León y Patricia
Elena Retamoza Vega, diputadas a la LXII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión e integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a la consideración de esta honorable soberanía la
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se adiciona
un artículo 368 Sextus al Código Penal Federal, en materia
de robo de infraestructura y mobiliario urbano, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El robo de infraestructura y mobiliario urbano es un delito
que afecta a millones de ciudadanos cada año y pone en
riesgo la vida y la salud de las personas. Lo más grave es
que este delito llega al grado de ocasionar pérdidas huma-
nas.1 Además, los daños pérdidas al erario público son im-
portantes, tan sólo en lo que respecta al robo de alcantari-
llas, las pérdidas representan unos 10 millones de pesos
anuales.2

Uno de los principales móviles del delito es la venta clan-
destina del equipamiento robado, lo que involucra una par-
te activa (la que efectúa el ilícito) y otra parte pasiva (la
que adquiere los productos del ilícito). La relación entre las
ganancias y las pérdidas es importante, por ejemplo: en el
caso del robo de 100 kilos de acero de una torre de alta ten-
sión (a cuantas personas afectó), la ganancia fue del orden
de los 300 pesos, mientras que las pérdidas se elevaron a
los 40 millones de pesos;3 las coladeras robadas se venden
en 200 pesos, pero su reposición cuesta “entre los cuatro
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mil 374 pesos por pieza de coladera pluvial hasta los diez
mil 238 pesos cuando se trata de una rejilla de piso”4 a lo
que hay que agregar los costos de instalación, con lo que el
monto total se eleva a 4,000 pesos.5

Derecho comparado

Al día de hoy, nuestro Código Federal de Procedimientos
Penales no tipifica este delito a pesar de sus profundas re-
percusiones. No obstante se pueden documentar avances
tanto en el orden local como internacional. 

En el ámbito internacional, el Código Penal de Chile prevé
sanciones para el robo de cosas que se encuentren en bie-
nes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la
habitación, tal como se establece en el artículo 443:

Artículo 443. Con la misma pena señalada en el artícu-
lo anterior6 se castigará el robo de cosas que se encuen-
tren en bienes nacionales de uso público o en sitio no
destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves
falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas
u otros instrumentos semejantes o si se procede, me-
diante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u
otros dispositivos de protección o si se utilizan medios
de tracción.

Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en
el inciso anterior, se produce la interrupción o interfe-
rencia del suministro de un servicio público o domici-
liario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado,
colectores de aguas lluvia o telefonía, la pena se aplica-
rá en su grado máximo.

En México, diversas entidades han incorporado en sus
Códigos Penales el robo de infraestructura y mobiliario
urbanos, como son Colima, Coahuila, Jalisco, Nuevo
León Puebla y Veracruz: 

El Código Penal para el Estado de Colima tipifica el delito
en el artículo en los siguientes términos: 

Artículo 188. Al que se apodere ilegalmente de cobre o
algún otro metal utilizado en instalaciones eléctricas,
hidráulicas, agua potable, gas, drenajes, partes de equi-
pamiento urbano, industrial o agrícola; se le impondrá
de cinco a quince años de prisión, y multa por un im-
porte equivalente de setenta y cinco a cien días de sala-
rio mínimo. 

Cuando la sustracción o apoderamiento de cobre o al-
gún otro metal, se realice conforme a las hipótesis esta-
blecidas en el inciso B)7 en sus fracciones I, II, IV, VII,
VIII y IX del artículo 185, la pena prevista en el párra-
fo anterior aumentará en un tercio más.

El Código Penal del Estado de Coahuila prevé en su Títu-
lo Quinto, delitos contra el patrimonio, capítulo primero
Robo, lo siguiente:

Artículo 414. Modalidades agravantes del robo. Se
aplicará de dos a siete años de prisión y multa, con in-
dependencia del valor de lo robado, cuando concurra
cualquiera de las circunstancias siguientes:

I. a IX. …

X. Robo de cobre y otros metales. Comete el delito,
quien se apodere o sustraiga ilegalmente, cobre o algún
otro metal utilizado en instalaciones eléctricas o hidráu-
licas, partes de medidores de agua, luz, gas, y/o partes
de equipamiento urbano, industrial y agrícola. 

El Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Jalis-
co, tipifica el delito como robo calificado, en los siguientes
términos:

Artículo 236. El delito de robo se considera calificado,
cuando:

I. a V. …

VI. El objeto del robo sean tubos, conexiones, tapas de
registro o cualquier otro implemento de un servicio pú-
blico u otros que estén bajo la salvaguarda pública;

El Código Penal para el Estado de Nuevo León establece lo
siguiente: 

Artículo 374. Además de la pena que le corresponda por
el robo, se aplicarán al delincuente de dos a seis años de
prisión, en los siguientes casos:

I. a IX. …

X. Cuando el objeto del robo sea la ilegítima sustrac-
ción, apoderamiento, comercialización, detentación o
posesión de cualquier componente, utilizado en la pres-
tación de algún servicio tal como alumbrado público,
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energía eléctrica, agua potable, drenaje sanitario, drena-
je pluvial, telecomunicaciones, gas natural, o señaliza-
ción vial. 

Para los efectos de esta fracción también se considerará co-
mo componente cualquier alcantarilla o tapa de registro de
alguno de los servicios referidos en esta fracción; 

El Código Penal del Estado Libre y Soberano de Puebla,
prevé que:

Artículo 374. El delito de robo se sancionará en los si-
guientes términos:

V. Cuando el objeto del robo sea la sustracción, apode-
ramiento, comercialización, detentación o posesión de
cualquier objeto, componente o material utilizado en la
prestación de algún servicio público, tal como el alum-
brado, energía eléctrica, agua potable, drenaje sanitario,
drenaje pluvial, telecomunicaciones, señalización vial,
urbana o servicio de limpia, incluyendo cualquier alcan-
tarilla o tapa de registro de alguno de los servicios refe-
ridos o cualquier clase de mobiliario urbano, se impon-
drá de cuatro a ocho años de prisión y multa de
quinientos a dos mil días de salario mínimo;

El Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Vera-
cruz de Ignacio de la Llave, prevé que:  

Artículo 206 Bis. A quien, con ánimo de dominio, lucro
o uso, sin consentimiento de quien legalmente pueda
otorgarlo, se apodere de metales, como cobre, bronce,
fierro, aluminio, acero, níquel y sus aleaciones, utiliza-
dos en monumentos, instalaciones eléctricas o hidráuli-
cas, partes de medidores de agua, luz o gas, o en equi-
pamiento urbano, industrial, agrícola o de cualquier otra
naturaleza, se le sancionará de la manera siguiente: 

I. Si el valor de lo robado no excediere de cien días de
salario, con prisión de uno a cinco años y multa de has-
ta ciento cincuenta días de salario; y

II. Si el valor de lo robado excediere de cien días de sa-
lario, con prisión de tres a doce años y multa de hasta
seiscientos días de salario.

La más reciente iniciativa fue presentada en el Distrito Fe-
deral el 10 de noviembre de 2014. Los diversos esfuerzos
para actualizar los códigos penales en años recientes son la

muestra evidente de que el problema del robo de infraes-
tructura y mobiliario urbanos es grave y debe ser legislado.

Es de vital importancia que en el Código Penal Federal se
tipifique el delito de robo de infraestructura y mobiliario
urbano, debido a que en todo el país la federación ha des-
plegado infraestructura y equipamiento diversos, que de-
ben ser protegidos por las leyes. Además, el Código Penal
Federal es un referente fundamental para la homologación
y armonización de los códigos locales, tanto en lo que se
refiere a los tipos penales, como al régimen de sanciones.

Objeto de la iniciativa

La iniciativa que se presenta a la consideración de esta so-
beranía pretende tipificar en nuestro Código Penal Federal,
el delito de robo de infraestructura y mobiliario urbanos.  

La infraestructura urbana comprende una importante canti-
dad de materiales que se utilizan para prestar servicios pú-
blicos como metales u otros materiales utilizados en insta-
laciones eléctricas o hidráulicas y en la señalización vial;
alcantarillas y tapas de registro.

El mobiliario urbano “corresponde a la dotación en la vía
pública, de servicios o elementos que satisfagan necesida-
des del usuario como vegetación y ornato, descanso, co-
municación, comercio, higiene, servicios e información,
con su respectivo equipo o mobiliario y con una localiza-
ción lógica para que cumpla con una óptima funcionalidad.
Se considera mobiliario urbano de teléfonos, alumbrado,
señalamiento, semáforos, ornato y forestación, depósito de
basura, protección para peatones, cubiertas para paradas de
autobuses, protección para peatones, bancas, kioscos, loca-
les para venta de periódicos, etc.”.8

El lugar idóneo para tipificar el delito es el Título Vigési-
mo Sexto que se refiere a los delitos en contra de las per-
sonas en su patrimonio. El delito se ubica de manera espe-
cífica en el Capítulo I, que prevé los diversos supuestos del
robo. Este Capítulo ha sido adicionado recientemente por
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el
17 de mayo de 1999 para tipificar el robo de hidrocarburos
en el artículo 364 Quáter y por decreto publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 14 de marzo de 2014 para ti-
pificar el robo de material radioactivo en el artículo 364
Quinquies. 
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Es así que se propone adicionar un artículo 364 Sextus, no-
menclatura que es adecuada a la técnica de nuestro Código
Penal Federal. La adición establece una sanción de prisión
de tres a diez años y pecuniaria de hasta mil días de multa
a quien posea, enajene o trafique de cualquier manera, ad-
quiera, reciba o emplee elementos de infraestructura o mo-
biliario urbanos obtenidos por medio del robo, a sabiendas
de esta circunstancia, independientemente de su valor in-
trínseco.

Se propone además establecer la agravante cuando se trate
de infraestructura o mobiliario urbanos cuya sustracción
implique un riesgo para la integridad de las personas o la
de los bienes de dominio público o privado, o generen la
interrupción de algún servicio público, con una pena adi-
cional de dos a siete años de prisión. Esta agravante se es-
tablecería en una nueva fracción XVIII en el artículo 381. 

Los servicios públicos cuya interrupción se considera gra-
ve, son los previstos en el artículo 115 constitucional, frac-
ción III, a saber: agua potable, drenaje, alcantarillado, tra-
tamiento y disposición de sus aguas residuales; alumbrado
público; limpia, recolección, traslado, tratamiento y dispo-
sición final de residuos; mercados y centrales de abasto;
panteones; rastro; calles, parques y jardines y su equipa-
miento; y seguridad pública. Estos servicios deben ser
prestados de forma continuada por lo que su interrupción
puede implicar costos económicos, daños patrimoniales e
incluso vidas humanas.

En función de las anteriores consideraciones sometemos a
la consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 368 Sextus al
Código Penal Federal en materia de robo de infraes-
tructura y mobiliario urbano

Artículo primero: se Adiciona el artículo 368 Sextus al
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 368 Sextus. Se sancionará con pena de tres a
diez años de prisión y hasta mil días de multa a quien
adquiera, reciba, emplee, posea, enajene o trafique de
cualquier manera, elementos de infraestructura o mo-
biliario urbanos obtenidos por medio del robo, a sa-
biendas de esta circunstancia. 

Las penas que correspondan por los delitos previstos en
este artículo, se aumentarán en una mitad más cuando
se trate de infraestructura o mobiliario urbanos cuya

sustracción implique un riesgo para la integridad de las
personas o la de los bienes de dominio público o priva-
do, o generen la interrupción de algún servicio a que
haga referencia la fracción III del artículo 115 constitu-
cional.

Transitorio

Único. El decreto entrará en vigor al día siguiente de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Cadena de omisiones causó la muerte de un niño que cayó por una
coladera abierta. En La Jornada, 23 de septiembre de 2011. Recupera-
do de http://www.jornada.unam.mx/2011/09/23/capital/039n1cap

2 Sustraen dos o tres coladeras diario; robo suma 10 millones al año.
Recuperado de http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2014/03/03
946587

3 GDF pierde millones en recuperación de equipamiento urbano roba-
do. SDP noticias, Recuperado de http://www.sdpnoticias.com/local/
ciudad-de-mexico/2014/06/23/gdf-pierde-millones-en-recuperacion-
de-equipamento-urbano-robado

4 Sustraen dos o tres coladeras diario; robo suma 10 millones al año.
Loc. Cit.

5 4,000 pesos cuesta una coladera robada. En El Universal. 23 de sep-
tiembre de 2011. Recuperado de http://www.eluniversaldf.mx/gustavo-
amadero/nota34714.html

6 Artículo 442. El robo en lugar no habitado, se castigará con presidio
menor en sus grados medio a máximo siempre que concurra alguna de
las circunstancias siguientes: 1a. Escalamiento. 2a. Fractura de puertas
interiores, armarios, arcas u otra clase de muebles u objetos cerrados o
sellados. 3a. Haber hecho uso de llaves falsas, o verdadera que se hu-
biere substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes para en-
trar en el lugar del robo o abrir los muebles cerrados. Chile. Código Pe-
nal. Recuperado de http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=
1984&r=3 

7 B) Se impondrán de cinco a quince años de prisión y multa de uno a
tres veces el valor de lo robado.

8 Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción. Mobiliario Ur-
bano. Recuperado de http://www.cmic.org/mnsectores/vivienda/des-
arrollourbano/t1c9.pdf
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 28 de abril de 2015.—
Diputadas: Celia Isabel Gauna Ruiz de León (rúbrica), Patricia Elena
Retamoza Vega, José Rangel Espinosa, Carmen Julieta Torres Lizarra-
ga, Dulce María Muñíz Martínez, Edith Avilés Cano, Francisca Elena
Corrales Corrales, José Pilar Moreno Montoya, María Guadalupe Jara-
millo Villa, Maricurz Reyes Galicia (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CODIGO CIVIL FEDERAL Y CODIGO PENAL FEDE-
RAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de los Códigos Civil Federal, y Penal Federal, a cargo de la
diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos, del Grupo Par-
lamentario del PAN

Honrarás a tu padre y a tu madre

La suscrita, diputada federal Rocío Esmeralda Reza Ga-
llegos, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional representado en esta LXII Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como por lo dispuesto en los artículos 3, numeral
1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, tiene a bien someter
a la consideración de esta honorable soberanía, la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por la cual se adicio-
nan y reforman diversas disposiciones del Código Civil Fe-
deral y del Código Penal Federal, a fin de hacer efectivo el
ejercicio del derecho de las personas adultas mayores a de-
mandar pensión de alimentos por parte de los hijos; la cual
se sustenta al tenor y bajo la siguiente

Exposición de Motivos

I. Todos los días nos encontramos con innumerables casos
de descuido o abandono de personas adultas mayores,
quienes no se atreven a denunciar a sus hijos o familiares
por vergüenza, orgullo, pena o desconocimiento. Lamenta-
blemente muchas de ellas son tratadas injustamente en
nuestro país hasta quedarse en el abandono, luego de haber
dado toda una vida. La Ley los protege y como hijos esta-
mos obligados a ayudarlos e inclusive pasarles pensión.
Nuestra Constitución al respecto establece: 

“Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia. 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre,
responsable e informada sobre el número y el espacia-
miento de sus hijos. 

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso
a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la frac-
ción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley. 

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El
Estado garantizará este derecho y la ley definirá las ba-
ses, apoyos y modalidades para el acceso y uso equita-
tivo y sustentable de los recursos hídricos, establecien-
do la participación de la Federación, las entidades
federativas y los municipios, así como la participación
de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna
y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apo-
yos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser regis-
trado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado
garantizará el cumplimiento de estos derechos. La auto-
ridad competente expedirá gratuitamente la primera co-
pia certificada del acta de registro de nacimiento.

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
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cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez. 

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en
la materia, así como el ejercicio de sus derechos cultu-
rales. El Estado promoverá los medios para la difusión
y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad
cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con
pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá
los mecanismos para el acceso y participación a cual-
quier manifestación cultural. 

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la ma-
teria.”

Hablar de los marcos internacionales y normativos en todas
las esferas no resulta ocioso, pero es claro que al ser per-
sonas por ese simple hecho, de facto merecen el respeto to-
tal a todos sus derechos. En este tenor, el ejercicio efectivo
del derecho de alimentos por parte de los adultos mayores,
es el un comienzo para solucionar este problema social de
abandono alimenticio de las personas adultas mayores.

El artículo 4º de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores establece la necesidad de garantizar a los
adultos mayores una vida digna, con equidad, autorrealiza-
ción y participación en todos los órdenes de la vida públi-
ca, siendo obligación de las instituciones gubernamentales
y de las familias generar el contexto adecuado para que se
cumplan estos objetivos.1 Por su parte, el artículo 9 esta-
blece:

“Artículo 9o. La familia de la persona adulta mayor debe-
rá cumplir su función social; por tanto, de manera constan-
te y permanente deberá velar por cada una de las personas
adultas mayores que formen parte de ella, siendo responsa-
ble de proporcionar los satisfactores necesarios para su
atención y desarrollo integral y tendrá las siguientes obli-
gaciones para con ellos: 

I. Otorgar alimentos de conformidad con lo establecido
en el Código Civil; 

II. Fomentar la convivencia familiar cotidiana, donde la
persona adulta mayor participe activamente, y promover
al mismo tiempo los valores que incidan en sus necesi-
dades afectivas, de protección y de apoyo, y 

III. Evitar que alguno de sus integrantes cometa cual-
quier acto de discriminación, abuso, explotación, aisla-
miento, violencia y actos jurídicos que pongan en ries-
go su persona, bienes y derechos.”

En consecuencia, y por virtud del artículo 304 del Código
Civil Federal, los ascendientes tienen derecho a demandar
alimentos:

“Artículo 304. Los hijos están obligados a dar alimen-
tos a los padres. A falta o por imposibilidad de los hijos,
lo están los descendientes más próximos en grado.”

Sin embargo, estas disposiciones son ignoradas por mu-
chos hijos y más arguyen otras que son utilizadas de ma-
nera tendenciosa para despojarlos de sus bienes. Una de
ellas es la interdicción, mediante la cual, los adultos mayo-
res que no están en la plenitud de sus facultades pueden ser
representadas legalmente por los “curadores”.

En lo que respecta a los alimentos que deben dar los hijos
cuando los padres son adultos mayores y no tienen manera
de allegárselos, tienen en principio lo que se llama “reci-
procidad” y está consagrado en el artículo 301 del Código
Civil Federal de la siguiente manera:

“Artículo 301. La obligación de dar alimentos es recí-
proca. El que los da tiene a su vez derecho de pedirlos.”

La regla de oro para las pensiones alimentarias que esta-
blece el Código Civil Federal es que está sujeta a la capa-
cidad del deudor alimentario para proporcionarla y la ne-
cesidad que de ella tiene el acreedor alimentario (el padre).
Por mucho que este último la necesite, si los hijos no pue-
den proporcionarla por su situación económica y por tener
otros dependientes económicos con igual necesidad y dere-
cho (hijos), ningún Juez puede obligarlos a proporcionar
pensión a sus padres. Por este principio, así como el de la
solidaridad entre los miembros de la familia es que surge la
obligación que tienen los hijos de proveerles alimentos a los
padres cuando no tienen forma de satisfacer esa necesidad
por ellos mismos. En esto pueden existir diversas causas. 
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Tal vez quisiéramos ocultarlo, pero en nuestro país hay
muchas personas adultas mayores que viven abandonadas
en condiciones de miseria, mientras que sus hijos o nietos
que están en situación de ayudarles quizá piensen que con-
tribuir a solventar las necesidades de sus padres o abuelos
es un mero acto de buena voluntad. Pero también los pro-
genitores, aunque tienen derecho, muchas veces prefieren
desistir de interponer una demanda para no molestar a sus
hijos. Prefieren sufrir de hambre o vivir de la caridad de sus
vecinos. En otras ocasiones buscan en botes de basura algo
de sobra de comida para alimentarse o piden dinero en las
calles. Las cosas no son tan simples, a pesar que la legisla-
ción respalda a los adultos mayores, curiosamente prefie-
ren no molestar a sus hijos hasta quedarse sin ayuda. Debi-
do a la falta de apoyo, algunos adultos mayores optan por
seguir trabajando o bien viven en extrema pobreza. En el
momento en el que los padres o los adultos mayores se en-
cuentran en la necesidad de pedir alimentos, generalmente
no se atreven a demandar este derecho a sus hijos, bien por
desconocimiento de lo que el derecho les asiste, o por la
eterna disculpa que los padres siempre tienen para sus hi-
jos. En el peor de los casos por vergüenza o por miedo al
desprecio, maltrato o total abandono por parte de sus fami-
liares. Cuando los abogados les indican sus opciones y al
enterarse que deben demandar para recibir la ayuda, optan
por desistir. 

A pesar de que nuestro Código Civil Federal prevé la obli-
gación recíproca entre padres e hijos de darse alimentos, la
realidad es que llegada esta etapa de la vida se convierten
en un peso para la familia y eventualmente son abandona-
dos, no solo en una aspecto emocional si no tal vez en uno
igual de importante como es el material, pues les hace más
difícil la supervivencia. 

Por ley quien da alimento tiene derecho a recibirlo y es en
el Código Civil Federal donde existe desde hace muchísi-
mo tiempo esta normativa, por lo tanto, los primeros res-
ponsables de este deber son los hijos y a falta de éstos los
demás familiares. Los artículos 301 y 304 señalan a los hi-
jos como los primeros obligados en velar por el sustento de
sus padres. Son disposiciones destinadas a evitar que ocu-
rran casos tan tristes y extremos de abandono económico,
que en el mejor de los casos algunos son acogidos por ca-
ridad en los albergues. En estas situaciones la protección
está allí, pero lamentablemente pocos la asumimos. 

La preocupación surge además, porque todos sabemos que
buena parte de la población después de una larga vida de
trabajo recibe una pensión que muchas veces resulta insu-

ficiente para satisfacer todas sus necesidades elementales y
éste es el contexto preciso en donde el derecho de alimen-
tos aparece como una institución útil y necesaria ya que la
ley les protege.

En nuestro país las personas adultas mayores son un grupo
social muy descuidado y altamente vulnerable. El abando-
no es la causa principal que sufren. Según la Organización
para la Naciones Unidas (ONU), actualmente la población
mundial de 60 años o más es de aproximadamente 650 mi-
llones de adultos mayores; para el año 2050 se prevé que
habrá 2000. De acuerdo con el Fondo de Población de Na-
ciones Unidas (UNFPA), en 2014, 12% de la población
mundial tuvo una edad de 60 años y más, mientras que en
las regiones más desarrolladas llega a ser de 23.3 por cien-
to. Estimaciones de la misma fuente señalan que en el 2050
uno de cada cinco habitantes en el planeta (21.2%), tendrá
60 años y más. En las regiones menos desarrolladas será de
19.5%, es decir, el nivel que actualmente se observa en las
regiones más desarrolladas, las cuales tendrán una propor-
ción de adultos mayores de 32 por ciento.2 En nuestro pa-
ís, este proceso de envejecimiento se hizo evidente a partir
de la última década del siglo pasado, mostrando una iner-
cia que cada vez se hace más notoria. En 2014, la base de
la pirámide poblacional es más angosta que en 1990 debi-
do a que la proporción de niños y jóvenes es menor, en es-
te sentido se observa que la participación relativa de adul-
tos mayores aumentó en este periodo de 6.2 a 9.7% y se
espera que en 2050 se incremente a 21.5 por ciento.3 El nú-
mero de adultos mayores duplicó su monto en las últimas
décadas, pasando de 5 a 11.7 millones de 1990 a 2014. De
las personas de 60 años y más que se estimaron para 2014,
31.5% están en una etapa de prevejez (60 a 64 años);
41.1% se encuentran en una vejez funcional (65 a 74 años);
12.3% está en una vejez plena (75 a 79 años) y 15.1% tran-
sita por una vejez avanzada (80 años y más). En cuanto a
la estructura por sexo, se hace más evidente un mayor
monto de mujeres, consecuencia de una sobre mortalidad
masculina que se agudiza en esta etapa de vida: en la po-
blación de 60 a 64 años, hay 112 mujeres por cada 100
hombres y aumenta a 130 en los que tienen 80 años y más.

Independientemente de esta clasificación, que nos puede
otorgar un panorama de cómo una persona transita por la
vejez, hay un problema constante y es la vulnerabilidad
que tienen los adultos mayores y el lugar donde se les vul-
nera está en el seno de su familia.  El mejor de los escena-
rios es cuando este adulto mayor trabajó una buena parte de
su vida y obtiene el beneficio de una jubilación, lo que de
cierto modo le puede establecer el panorama de una inde-
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pendencia económica relativa. Pero no todos gozan de este
beneficio, actualmente solo el 26.1% de los 10.9 millones
tienen jubilación conforme a la Encuesta Nacional de Em-
pleo y Seguridad Social (ENESS) levantada en 2013. Sólo
una cuarta parte de los adultos mayores se encuentran pen-
sionados; este porcentaje es casi dos veces mayor en los
varones (35%) que en las mujeres (18.5 por ciento). Tres
cuartas partes (77.8%) de las pensiones provienen del
IMSS, mientras que una sexta parte (14.7%) las otorga el
ISSSTE y 7.5% otras instituciones. En los hombres, 47.3%
de pensionados se da por jubilación o tiempo de servicio;
43.1% por retiro, vejez o cesantía en edad avanzada y sólo
4.7% es pensionado por accidente o enfermedad de traba-
jo. En las mujeres esta configuración cambia radicalmente,
45.3% está pensionada por viudez, 30.6% por jubilación o
tiempo de servicio y 19.2% por retiro, vejez o cesantía en
edad avanzada.

Si bien es cierto que los programas públicos tienden a brin-
dar el apoyo asistencial con la finalidad de que los adultos
mayores mejoren su nivel de vida, también es cierto que el
bienestar físico y emocional es una responsabilidad de los
miembros de la familia. Habría que destacar que muchos
adultos mayores viven solos, principalmente mujeres, si-
tuación que los hace más vulnerables tanto en el aspecto
emocional como en la forma en que obtienen los recursos
necesarios para subsistir. Información de la misma encues-
ta confirma esta situación: en 60% de los hogares uniper-
sonales el jefe del hogar es una mujer, condición que dis-
minuye a un 21.7 y 35.7% en los hogares nucleares y
ampliados, respectivamente. Cabe señalar que las transfe-
rencias económicas forman parte importante de los ingre-
sos corrientes del hogar donde reside un adulto mayor y ca-
da sociedad dispone de los mecanismos de redistribución
de recursos con los que se les brinda apoyo a los adultos
mayores; en ellos se consideran las contribuciones sumi-
nistradas por el Estado y los recursos provenientes de fa-
miliares y conocidos, tales opciones no son excluyentes
por lo que con frecuencia se da la combinación de varias.4

De acuerdo a la ENIGH 2012, del total de los ingresos co-
rrientes de los hogares donde vive al menos un adulto ma-
yor, 30% provienen de transferencias. Por clase de hogar se
observa que este porcentaje aumenta a 49.6% de los hoga-
res unipersonales y 42.7% en los hogares corresidentes. En
los hogares nucleares (32.5%), ampliados (24.7%) y com-
puestos (18.4%) donde vive al menos un adulto mayor el
porcentaje de transferencia no supera la tercera parte del
total de ingresos corrientes. Considerando el monto de
transferencias que se le hacen a los hogares donde hay al

menos un adulto mayor, más de la mitad (54.8%) provie-
nen de jubilaciones, pensiones e indemnizaciones por acci-
dente de trabajo, despido y retiro voluntario; 12.4% por
donativos; 12.3% por transferencias de otros hogares;
9.3% son beneficios provenientes de programas guberna-
mentales y 6.9% por transferencias otorgadas a las institu-
ciones públicas o privadas que otorgan a ciertos sectores de
la población, entre las más importantes.

En el caso de los hombres, la realidad es que siguen traba-
jando aún después de la edad promedio de jubilación, pues
las pensiones gubernamentales no son suficientes: 3 de ca-
da 4 varones entre 60 y 64 años están trabajando y 1 de ca-
da 4 mayores de 80 años se encuentra laboralmente activo
en empleos cercanos al salario mínimo. La mayoría de es-
tos empleos, reconoce el INEGI, no cuenta con prestacio-
nes mínimas para el adulto mayor como seguridad social,
sueldo base, aguinaldo o seguro contra accidentes.

Otro dato revela la realidad de los más viejos del país: el
Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición asegu-
ra que un promedio de 16 por ciento de los adultos mayo-
res mexicanos sufre algún grado de maltrato como golpes,
ataques psicológicos, insultos o robo de sus bienes. Según
el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, tres
de cada cinco ancianos sufren violencia dentro de la fami-
lia.

Por lo que respecta al tipo de maltrato de abandono, según
el estudio “Prevención de caídas en el adulto mayor en el
primer nivel de atención en México”, elaborado por la Se-
cretaría de Salud federal, el 62 por ciento de los accidentes
de un adulto mayor ocurre en casa y 26 por ciento en la vía
pública, en muchos de los cuales se requiere hospitaliza-
ción.5

Por otra parte, la posibilidad de habitar una vivienda cuyas
características satisfagan los requerimientos mínimos de
higiene, abrigo, privacidad y comodidad, constituye una
necesidad básica; por tanto las personas que no cuentan
con estas condiciones están en una situación que afecta su
desarrollo y calidad de vida. Datos del Módulo de Condi-
ciones Socioeconómicas de la ENIGH 2012, muestra que
17.7% de los adultos mayores reside en viviendas con un
hacinamiento mayor a 2.5 personas por cuarto, 3.4% habi-
tan viviendas que presentan carencia por piso de tierra;
1.8% habita en una vivienda con techos de lámina de car-
tón o desechos y 1.4% lo hace en viviendas con muros de
embarro o bajareque; de carrizo, bambú o palma; de lámi-
na de cartón, metálica o asbesto; o material de desecho. En
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cuanto a las carencias por servicios básicos, 20.7% de los
adultos mayores habitan en viviendas donde el combusti-
ble para cocinar es carbón o leña; 9% reside en viviendas
que no cuenta con drenaje conectado a la red pública o a
una fosa séptica y 8.5% habita viviendas sin agua entuba-
da dentro de la vivienda o dentro del terreno.

Finalmente se hace referencia a lo que la población opina
respecto al lugar que perciben ocupan estas personas den-
tro del seno familiar, como es la encuesta nacional que pre-
senta la empresa Gabinete de Comunicación Estratégica,
en donde los datos y las cifras son bastante reveladoras: El
36.5% de los encuestados contestaron que representan una
carga para la familia. A la pregunta de qué tipo de maltrato
creen que padecen, los adultos mayores refirieron entre
otros, el abandono, el robo de pensión o ahorros, el dejar de
dar dinero, el dejar de dar atención médica, el dejar de ali-
mentar, entre otros.

Pese a ello el abandono de un adulto mayor no figura en el
Código Penal Federal. En el artículo 335 del ordenamiento
legal, sobre el abandono de personas, figura hasta cuatro
años de cárcel si se abandona a un niño incapaz de cuidar-
se a sí mismo o a un enfermo: 

“Artículo 335. Al que abandone a un niño incapaz de
cuidarse a sí mismo o a una persona enferma, teniendo
obligación de cuidarlos, se le aplicarán de un mes a cua-
tro años de prisión, sí no resultare daño alguno, priván-
dolo, además, de la patria potestad o de la tutela, si el
delincuente fuere ascendiente o tutor del ofendido.”

Por su parte, el artículo 340 del mismo compendio legal,
no habla sobre los adultos mayores en específico, al tra-
tar de encuadrar el tipo como “persona amenazada de un
peligro cualquiera”:

“Artículo 340. Al que encuentre abandonado en cual-
quier sitio a un menor incapaz de cuidarse a sí mismo o
a una persona herida, inválida o amenazada de un peli-
gro cualquiera, se le impondrán de diez a sesenta jorna-
das de trabajo en favor de la comunidad si no diere avi-
so inmediato a la autoridad u omitiera prestarles el
auxilio necesario cuando pudiere hacerlo sin riesgo per-
sonal.”

II. Hay otro aspecto que no se puede perder de vista y que
es el del desarrollo que tiene como persona el adulto ma-
yor, pues finalmente se verá reducido en sus actividades fí-
sicas por su edad y la vida independiente se hará cada vez

menos funcional, que al tanto, necesitarán de ayuda para
muchos aspectos de su vida, como su cuidado diario y su ali-
mentación. Por si el cuadro no estuviera completo están las
enfermedades relacionadas con la edad avanzada y que mu-
chas de ellas son crónico-degenerativas y otras más nos con-
ducen a un panorama no tan bueno para el adulto mayor.

Es en estos escenarios donde debe de entrar la familia, en
concreto los hijos de cumplir como tales, con su deber de
alimentos a sus padres y bajo el principio de “Proporciona-
lidad”, consagrado en el Código Civil Federal y que esta-
blece que los alimentos se dan conforme a las necesidades
del acreedor alimenticio y a las posibilidades del deudor
alimenticio:

“Artículo 311. Los alimentos han de ser proporcionados
a las posibilidades del que debe darlos y a las necesida-
des de quien debe recibirlos. Determinados por conve-
nio o sentencia, los alimentos tendrán un incremento au-
tomático mínimo equivalente al aumento porcentual del
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, sal-
vo que el deudor alimentario demuestre que sus ingre-
sos no aumentaron en igual proporción. En este caso, el
incremento en los alimentos se ajustará al que realmen-
te hubiese obtenido el deudor. Estas prevenciones debe-
rán expresarse siempre en la sentencia o convenio co-
rrespondiente.”

Puede ser que económicamente los padres tengan la posi-
bilidad económica de sufragar sus gastos derivados de sus
necesidades de comida, vestido, habitación o asistencia en
caso de enfermedad y por ello no necesitar materialmente
recursos económicos; pero esto no lo exime de la obliga-
ción de cuidar de ellos cuando son adultos mayores. Aquí
es donde surge el rubro del concepto jurídico alimentos,
que es la asistencia en casos de enfermedad. 

Las personas adultas mayores pueden demandar a sus hijos
el cumplimiento de dicha obligación. Las formas de cum-
plimiento por parte de los hijos son asignando una pensión
a su padre o incorporándolo a su familia. Cuando son va-
rios hijos y solo uno o algunos se hacen responsables, en
este caso los hermanos que contribuyen pueden demandar
a los que no contribuyen, en una parte proporcional a las
necesidades del padre, para que le provean de lo necesario:

“Artículo 312. Si fueren varios los que deben dar los
alimentos y todos tuvieren posibilidad para hacerlo, el
juez repartirá el importe entre ellos, en proporción a sus
haberes. 
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Artículo 313. Si sólo algunos tuvieren posibilidad, en-
tre ellos se repartirá el importe de los alimentos; y si uno
sólo la tuviere, él cumplirá únicamente la obligación.”

Aquí es importante resaltar que todos son hijos y deben co-
laborar con sus demás hermanos para otorgar los recursos
materiales o económicos para satisfacer las necesidades de
sus padres. 

Al hablar de los alimentos en Derecho de Familia, es refe-
rirse a los medios indispensables para satisfacer todas las
necesidades básicas de la misma, de acuerdo con su con-
creta posición socio-económica. Comprende no sólo los
alimentos sino también la educación, vivienda, transporte,
vestido, asistencia médica, esparcimiento, etcétera. El de-
ber de atender las necesidades de los ascendientes es una
obligación legal tan importante como dar alimentos a un
hijo, aunque sea menos conocida. Así como los padres se
encuentran obligados a prestar alimentos a sus hijos meno-
res, los hijos están obligados a prestar pensión a sus padres
cuando éstos se encuentren en un estado de necesidad que
les impida valerse por sí mismos para su sustento o cuando
las circunstancias de justicia lo exigen. No es parte de un
tratado moral, sino parte de la legislación. Cuando el Juez
mediante una sentencia obliga al pago mensual en dinero o
en especie para satisfacer estas necesidades básicas, se le
denomina pensión alimenticia.

Cuando una persona no puede dar alimentos se puede exi-
gir a los demás responsables a otorgarlos. Por ejemplo,
cuando un padre o una madre no pueden dar pensión ali-
menticia a sus hijos, la obligación recae sobre los padres de
él o de ella y cuando un hijo no puede dar alimentos a sus
padres, la obligación recae sobre los nietos. Pero no es po-
sible renunciar al derecho de alimentos. Para que se decla-
re el derecho a pedir alimentos por parte de otros parientes
distintos de los hijos, no basta sólo la relación de parentes-
co sino que es necesario, además, que el peticionario acre-
dite que se encuentra en estado de necesidad. Por esto, si
mejora su situación económica perderá su derecho a perci-
bir alimentos, lo cual debe ser declarado judicialmente pa-
ra que el obligado deje de pagarlos.

El que debe otorgar los alimentos debe contar con los me-
dios para hacerlo y si empeora su situación económica pue-
de rebajar la pensión alimenticia, solicitándolo previamen-
te al Juez. La modificación de la cuantía de la pensión de
alimentos debe hacerse mediante el correspondiente proce-
dimiento judicial de modificación de medidas y no será

efectiva hasta que recaiga sentencia, pues el obligado no
puede modificar por sí mismo la cuantía al haber experi-
mentado una reducción en sus ingresos, sino que debe so-
licitarlo al Juez.

Al respecto la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación determinó que los hijos no están obligados
a otorgar per se una pensión alimenticia a sus padres o
abuelos. De hecho, estableció que para reclamar un benefi-
cio de este tipo, los ascendientes deben demostrar ante el
juez una verdadera necesidad de ayuda. Y aún si presentan
pruebas de esta necesidad, la concesión no es automática.
Dependerá del análisis de quien lleve el caso. “Los juzga-
dores deben valorar los elementos presentados de un modo
sensible al mandato de especial protección de personas que
se encuentran en una situación social y económica de nota-
ble desventaja”, concluyeron los integrantes de la Primera
Sala. Según los ministros, no todos los padres o abuelos
que reclaman alimentos a sus descendientes tienen las mis-
mas circunstancias de vida, ni siquiera cuando se les clasi-
fica como “adultos mayores”, “personas de la tercera
edad”, “ancianos” o cualquiera de las definiciones legales
usadas para describirlos:” Si bien es cierto que la ley reco-
noce el derecho de los ascendientes de pedirle alimentos a
sus descendientes, deben demostrar los extremos de su ac-
ción, como son la relación filial que da lugar al derecho, la
posibilidad del que debe darlos y la necesidad que tienen
de recibirlos”. Es en esta última situación, la de la necesi-
dad, en la que puede establecerse a su favor una presunción
humana, dependiendo de las pruebas que aporten durante
el juicio.6

Ahora bien, el monto de alimentos que se proporcionan
depende de la necesidad de quien los recibe y de la capaci-
dad de quien los otorga. Por ello cada caso es determinado
específicamente tomando como base estos factores. Si el
obligado de proporcionar alimentos no lo hace voluntaria-
mente, sus deudores alimentarios pueden exigirle que cum-
pla mediante la intervención de un juez de lo civil o de lo
familiar.

La obligación de dar alimentos es imprescriptible, es decir,
que se puede hacer exigible en cualquier momento. Sin
embargo, sí prescriben las pensiones alimenticias que no se
exigieron en su momento. Por ejemplo, un hijo puede pe-
dir a su padre la pensión alimenticia a los 15 años y el pa-
dre tiene obligación de dárselos. Pero no puede demandar-
lo para que le cubra lo que dejó de darle los catorce años
anteriores.
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Los hijos también son susceptibles de ser demandados por
pensión alimenticia en caso de que sus padres no puedan
trabajar. 

Tenemos pues que el derecho de alimentos de los adultos
mayores en la ley se refiere a los ascendientes, por lo que
cumpliéndose los requisitos para demandar alimentos, és-
tos no requieren pertenecer a un grupo etario en particular.
En otras palabras, los adultos mayores tienen derecho de
alimentos en cuanto son ascendientes del alimentante, y no
por la edad que tienen.

III. Los alimentos son una obligación legal y natural y por
esto mismo deben prestarse de manera voluntaria, pero si
no se cumple con esta obligación deben demandarse y han
de abonarse desde la fecha de la interposición de la de-
manda.

También es de suma importancia legislar penalmente en
materia de alimentos, principalmente por lo que hace a la
responsabilidad en que pueden incurrir los hijos que no
asistan a sus padres. Se han presentado casos en donde los
progenitores, a pesar de haber justificado que el deudor ali-
mentario tiene posibilidad económica, -en estos casos sus
hijos-, estos no incurren en el delito de abandono de perso-
na, lo que deja a los progenitores en completo desamparo.
Por ello advertimos castigar penalmente el abandono ali-
menticio de las personas adultas mayores.

De la misma manera en que la Constitución garantiza el
pleno ejercicio de los derechos humanos de todas las per-
sonas, así los adultos mayores tienen derechos específicos
que deben ser respetados en razón de la vulnerabilidad de
la que se ha mencionado, tanto afectiva como material y
dárselos de manera generosa, pronta y espontánea. Por si-
tuaciones como esta debemos prever en la ley reformas dis-
criminatorias en positivo, es decir legislar a favor de los
menos favorecidos para garantizarles la nivelación del ple-
no goce y disfrute de sus derechos humanos sin tener que
depender de la edad o condición.

El caso que compete a esta propuesta son los alimentos co-
mo obligación civil, estos tiene un rango fundamental en el
derecho positivo mexicano así como en el derecho de fa-
milia, esta obligación se fundamenta en la solidaridad y
subsidiariedad que debe existir dentro de todo seno fami-
liar cuyo principal fundamento es proporcionar al pariente
necesitado, lo necesario para su subsistencia.

De otra forma, el incumplimiento de quienes están obliga-
dos a darlo conlleva para la persona adultas mayores un ti-
po de maltrato, por lo que el espíritu de la propuesta versa
sobre garantizar dentro de nuestro marco normativo civil y
penal todas las herramientas para que el juzgador llegado
el momento determine el aseguramiento de su derecho pa-
ra que la persona adulta mayor pueda continuar la última
etapa de su vida en condiciones humanas favorables para
su persona en un contexto de respeto y dignidad. 

Aunque el Código Civil Federal no obliga a los hijos otor-
gar alimentación a sus padres cuando éstos han alcanzado
una edad senil o ante imposibilidad laboral, nuestra pro-
puesta atribuye en el mismo cuerpo legal, el deber del Ins-
tituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, del Mi-
nisterio Público y del Sistema Nacional para el Desarrollo
Integral de la Familia, a auxiliar en la demanda y el cobro
de la pensión alimenticia que deben pagar los familiares de
las personas adultas mayores, aunque sean beneficiarios de
otras pensiones. De esta forma se les facultaría para de-
mandar la pensión alimenticia a los parientes.

Aunque es un derecho ya reconocido en el Código Civil
Federal sus disposiciones están incompletas, por ello se
pretenden modificar y superar la concepción de que los
adultos mayores, con la pensión que por ley se les destina,
están compensados; además de comprometer a hijos para
que aseguren la alimentación de sus adultos mayores. Se
establece que los hijos deberán entregar una pensión de ali-
mentos a sus progenitores en caso de que éstos se encuen-
tren en un estado de necesidad que les impida valerse por
sí mismos para su sustento o por imposibilidad de trabajo
e ingreso o cuando han alcanzado una edad adulta mayor.
Con esto pretendemos fijar un marco obligatorio mínimo
que asegure el sustento en estos casos y que sea un plus pa-
ra saldar la deuda que les tenemos en nuestro país. 

La propuesta de modificación al Código Civil Federal re-
fiere que la pensión alimentaria sea obligatoria por parte de
aquellos hijos que no brinden dicho apoyo hacia sus pa-
dres, la que se determinaría por medio de un procedimien-
to de retención y entrega directa a los progenitores. Se es-
tatuye desde el inicio del procedimiento de demanda, su
canalización y de inmediato conocimiento de la autoridad
judicial o del Sistema Judicial para convocar y exigir a los
hijos que, de acuerdo a su ingreso, apoyen a sus padres. Su
valoración depende de la condición económica de las fa-
milias, ya que en algunos de los casos no se cuenta con el
suficiente sueldo o la suficiente economía doméstica y se-
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rá el juez quien determine, previo estudio socioeconómico
y basándose en el Código Federal de Procedimientos Civi-
les, cuál es el porcentaje que se asignará al demandante.
Además, si son varios hijos la responsabilidad es compar-
tida.

También, proponemos particularizar el abandono de perso-
nas adultas mayores y que se castigue con multa económi-
ca y pena de prisión para aquellos hijos que incumplan con
la pensión alimentaria de sus padres. De esta forma los pa-
dres de familia de edad avanzada quedan protegidos por la
ley para recibir una pensión alimenticia por parte de sus hi-
jos.

IV. La población de nuestro país está envejeciendo y resul-
ta verdaderamente lamentable que el acelerado desarrollo
de la sociedad haya relegado de manera ruin a estos que
deberían de ser, como en otros tiempos, quienes deberían
guiar a la sociedad dada su experiencia y el respeto que por
su condición merecen y que sin embargo se les ha discri-
minado sistemáticamente. Por ello debemos dar señales
claras y normas específicas destinadas a protegerlos y lo-
grar que los últimos años de sus vidas sean lo mejor posi-
ble. Más aún en el caso de aquéllos que sufren discapaci-
dad y son víctimas de abusos. 

A pesar de las últimas reformas constitucionales en mate-
ria de derechos humanos aún existe una brecha importante
para que cada uno de los miembros que integran la socie-
dad goce verdaderamente de ellos, no se diga ya aquellos
que por condiciones propias que el ciclo de vida presenta
la disminución constante de sus capacidades. Aunque en
los últimos años se han dictado leyes para protegerlos, aún
faltan herramientas que permitan un cambio cultural que
signifique un mejor trato y valoración en nuestra sociedad. 

Las autoridades y la sociedad mexicana debemos tomar las
medidas pertinentes para brindar una mayor protección y
elevar la calidad de vida de nuestros adultos mayores. Es
por ello que consideramos menester realizar esta serie de
modificaciones para garantizar efectivamente que se respe-
te precisamente el cumplimiento de esta obligación que la
ley le confiere, mediante un sistema ideal que facilita el
procedimiento de demanda de alimentos para los adultos
mayores. De lo contrario este derecho se transforma en una
declaración de buenas intenciones, en poesía y esto es in-
aceptable.

Debemos garantizar las condiciones para que los familiares
presten los cuidados y la atención que suelen evitar, pues la

obligación alimentaria es de ida y vuelta, y en México las
personas adultas mayores, al igual que los niños son una
prioridad, por lo que se les debe dar las herramientas y el
auxilio que requieren para el disfrute de sus derechos.

Desde luego que el problema de abandono alimenticio de
adultos mayores no se soluciona con monto de dinero de
sus descendientes, pero al menos es un comienzo, pues con
esa cantidad podría pagarse por un establecimiento de lar-
ga estadía para adultos mayores, que en todo caso será me-
jor que abandonarlo a su propia suerte.

Hemos avanzado mucho en el último tiempo respecto a la
protección del derecho de alimentos para los hijos; todos
nos alegramos, porque debemos cuidar a nuestros niños,
que son el futuro y forjarán la historia, pero no por eso po-
demos olvidarnos de quienes ya la construyeron para nos-
otros. No es darle dinero a los adultos mayores ni tampoco
dejarlo al cuidado de algún pariente o institución pública o
privada, es fomentar la convivencia familiar en donde el
adulto mayor participe activamente, que vea satisfechas
sus necesidades afectivas, de protección y de apoyo. Ellos
se irán, nosotros nos quedamos con nuestros hijos. Ense-
ñémosles con nuestros padres cómo deseamos pasar nues-
tra vejez.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, tengo a bien so-
meter a la consideración del pleno de la honorable Cámara
de Diputados, el siguiente

Decreto

Artículo Primero. Se adicionan los artículos 311 Bis, 322
Bis, 323 Bis, 323 Ter y un párrafo segundo al artículo 322,
así como se modifican los artículos 304, 306, 308 y 321;
todos del Código Civil Federal para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 304. Los hijos están obligados a dar alimentos a
los padres cuando, mediante estudio socioeconómico ra-
tificado ante Juez se acredite que éstos se encuentren en
un estado de necesidad que les impida valerse por sí
mismos para su sustento, por imposibilidad de trabajar
u obtener algún ingreso e ingreso o a partir de que sean
adultos mayores. A falta o por imposibilidad de los hijos,
lo están los descendientes más próximos en grado.

Es obligación del Ministerio Público, del Instituto Na-
cional de las Personas Adultas Mayores y del Sistema
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, co-
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adyuvar en auxilio de los Jueces de Primera instancia
para hacer efectivo el pago de la pensión alimenticia
por parte de los familiares de las personas adultas ma-
yores, aunque sean beneficiarios de otras pensiones.

Artículo 306. Los hermanos y demás parientes colaterales
a que se refiere el artículo anterior, tienen obligación de dar
alimentos a los menores, mientras éstos llegan a la edad de
dieciocho años. También deben alimentar a sus parientes
dentro del grado mencionado, que fueren incapaces o se
encuentren en alguno de los supuestos referidos en el
artículo 304, primer párrafo, de este Código.

Artículo 308. Los alimentos comprenden la comida, el
vestido, calzado, la habitación y la asistencia en casos de
enfermedad. Respecto de los menores los alimentos com-
prenden, además, los gastos necesarios para la educación
primaria del alimentista, y para proporcionarle algún ofi-
cio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y cir-
cunstancias personales. 

También comprenden las atenciones a las necesidades
psíquica, afectiva y de sano esparcimiento y en su caso,
los gastos funerales.

En lo que se refiere a las personas adultas mayores que
carezcan de capacidad económica, además de todo lo
necesario para su atención geriátrica, se procurará que
los alimentos se les proporcionen integrándolos a la fa-
milia. En caso de conflicto para la integración, corres-
ponde al Juez de lo Familiar fijar la manera de minis-
trar los alimentos, según las circunstancias.

Artículo 311 Bis. Cuando no sea comprobable el salario
o los ingresos del deudor alimentario, el Juez de lo Fa-
miliar resolverá el porcentaje de la pensión alimenticia
a pagar con base en la capacidad económica y nivel de
vida que el deudor y sus acreedores alimentarios hayan
llevado en los dos últimos años, previo estudio socioeco-
nómico.

Artículo 321. El derecho de recibir alimentos no es renun-
ciable, ni puede ser objeto de transacción, pero sí pueden
ser objeto de las operaciones indicadas, las pensiones
caídas.

Los acreedores alimentarios tendrán derecho preferen-
te sobre los ingresos y bienes de quien tenga dicha obli-
gación respecto de otra calidad de acreedores.

Artículo 322. …...

El Juez de lo Familiar de la residencia del acreedor ali-
mentario resolverá respecto al monto de la deuda, en
atención a lo dispuesto en los artículos 311 y 311 Bis.

Artículo 322 Bis. En el supuesto que establece el artícu-
lo 304, cuando llegado el caso en que los hijos deban dar
alimentos a los padres y estos incumplan con dicha
obligación, el acreedor alimentario o bien aquellos con-
templados en el artículo 323 Bis, podrán pedir al Juez
de Primera instancia del lugar de su residencia, obligue
al deudor alimentario de manera inmediata a darle ali-
mentos. El Juez según las circunstancias del caso y pre-
vio estudio socioeconómico, fijará la suma que deberá
ministrar mensualmente, dictando las medidas necesa-
rias para que dicha cantidad sea debidamente asegura-
da y para que el acreedor o los acreedores obligados pa-
guen los gastos que el adulto mayor abandonado haya
tenido que erogar con tal motivo.

Artículo 323 Bis. Toda persona que tenga conocimiento
sobre la necesidad de otro de recibir alimentos y pueda
aportar los datos de quienes estén obligados a propor-
cionarlos, podrá acudir ante el Ministerio Público res-
pectivo o Juez de primera instancia a denunciar dicha
situación.

Artículo 323 Ter. Toda persona a quien, por su cargo,
corresponda proporcionar informes sobre la capacidad
económica de los deudores alimentarios, está obligada a
suministrar los datos exactos que le solicite el Juez de lo
Familiar. De no hacerlo será sancionada en los términos
establecidos en el Código Federal de Procedimientos
Civiles y responderá solidariamente con los obligados
directos de los daños y perjuicios que cause al acreedor
alimentista por sus omisiones o informes falsos.

Las personas que se resistan a acatar las órdenes judi-
ciales de descuento, o auxilien al deudor a ocultar o si-
mular sus bienes, o a eludir el cumplimiento de las obli-
gaciones alimentarias, son responsables en los términos
del párrafo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por
otros ordenamientos legales.

El deudor alimentario deberá informar de inmediato al
Juez de lo Familiar y al acreedor alimentista cualquier
cambio de empleo, la denominación o razón social de su
nueva fuente de trabajo, la ubicación de ésta y el pues-
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to o cargo que desempeñará, a efecto de que continúe
cumpliendo con la pensión alimenticia decretada y no
incurrir en alguna responsabilidad.

Artículo Segundo. Se adiciona un Capítulo Noveno inte-
grado por los artículos 343 Quinquies, 343 Sexies, 343
Septies, relativo al “Incumplimiento de la Obligación Ali-
mentaria a Personas Adultas Mayores”, del Título Decimo-
noveno, sobre los “Delitos Contra la Vida y la Integridad
Corporal” del Código Penal Federal, para quedar de la si-
guiente manera: 

Capítulo Noveno
Incumplimiento de la Obligación Alimentaria 

a Personas Adultas Mayores

Artículo 343 Quinquies. Se impondrá una multa de 180
a 360 días de salario mínimo y de un mes a tres años de
prisión a la o a las personas que sin causa justificada in-
cumpla con la obligación de dar alimentos a una perso-
na adulta mayor, que tenga derecho a recibirlos. La
sanción también podrá contemplar la perdida por par-
te del acreedor alimentario de la custodia, tutela o cual-
quier otra figura que implique el cuidado o responsabi-
lidad sobre la persona adulta mayor, así como el pago
de las cantidades no suministradas oportunamente,
mismas que deberán ser garantizadas por medio del de-
pósito en cualquiera de las formas señaladas por la ley.

Además de las penas señaladas en el párrafo anterior se
podrá imponer al sujeto activo la pena de la pérdida del
derecho a heredar cuando el abandono implique el pe-
ligro de la perdida de la vida dela persona adulta ma-
yor.

Artículo 343 Sexies. Se impondrá una multa de 180 a
360 días de salario mínimo y de un mes a tres años de
prisión y pérdida o suspensión de los derechos de cus-
todia, tutela o cuidado a la persona que teniendo bajo
su responsabilidad el cuidado de una persona adulta
mayor, la abandone sin causa justificada.

Artículo 343 Septies. Se exceptúan de los delitos previs-
tos en los artículos anteriores, cuando haya existido la
comisión de un delito por parte del ascendiente en con-
tra del descendiente y medie sentencia ejecutoriada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión (2012).
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Recuperado el
11 de septiembre de 2014, de: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/245.pdf.

2 “Estadísticas a Propósito del día Internacional de las Personas de
Edad (1 De Octubre)”. Inegi. 25 De Septiembre de 2014. México.
http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Conteni-
dos/estadisticas/2014/adultos0.pdf

3 El dato de 2050 es una estimación que proviene de las proyecciones
que realiza el Consejo Nacional de Población.

4 Tuirán, Rodolfo (1999). “Desafíos del envejecimiento demográfico
en México”, en: El envejecimiento demográfico en México: retos y
perspectivas. Recuperado el 10 de septiembre de 2014, de:http://ge-
rontologia.org/portal/archivosUpload/uploadManual/envejecimiento-
mexico.pdf

5 La tercera edad en México, sus cifras y el abandono. Por: Óscar Bal-
deras Redacción Revolución / 20 febrero, 2014

http://revoluciontrespuntocero.com/la-tercera-edad-en-mexico-sus-ci-
fras-y-el-abandono/

6 “Ascendientes Pueden Tener a su Favor la Presunción de Necesitar
Alimentos de sus Descendientes.” Comunicados de Prensa. No.
150/2008. México D.F., a 11 de junio de 2008. http://www2.scjn.gob.
mx/red2/comunicados/comunicado.asp?id=1250

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.—
Diputados: Rocío Esmeralda Reza Gallegos, Martha Loera Arámbula,
Consuelo Argüelles Loya, José Luis Contreras Rojas, Jorge Alfredo
Pérez Covarrubias, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, José Alfre-
do Botello Montes, Maribel Enríquez Rodríguez, Ana  María Gutiérrez
Coronado, Leticia Salas López, Yatziri Mendoza Jiménez, Francisca
Rosario Arana Lugo, Antonio Sansores Sastre (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, y 135, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, somete a la consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el párrafo octavo del artículo 134, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El viernes catorce de septiembre del año dos mil siete, se
publicó en la Gaceta Parlamentaria de esta honorable sobe-
ranía, el dictamen de Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales, y de Gobernación, con proyecto de decreto
que reformaba los artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122;
adicionaba el artículo 134; y se derogaba un párrafo al ar-
tículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por lo que respecta a la adición realizada al artículo 134 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a juicio de dichas comisiones unidas, resultaba de gran im-
portancia para el nuevo modelo de competencia electoral
que se pretendía instaurar en México, en el año 2008; ya
que por una parte, se establecía la obligación de todo ser-
vidor público de aplicar con imparcialidad los recursos que
están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de
la competencia entre los partidos políticos y por la otra,
consideraron que dicha norma permitiría establecer en la
ley más y mejores controles para tal propósito, así como las
sanciones aplicables a quienes la violaran.

Asimismo, establecían como propósito poner fin a la inde-
bida práctica de servidores públicos, en cuanto a la utiliza-
ción de la propaganda oficial, cualquiera que fuere el me-
dio para su difusión, pagada con recursos públicos o
utilizando los tiempos de que el estado dispone en radio y
televisión, para la promoción personal. Para ello, se esta-

blecía que esa propaganda no podrá incluir nombres, imá-
genes voces o símbolos que impliquen promoción perso-
nalizada de cualquier servidor público.

Sin embargo, en la referida reforma constitucional no se
restringió el uso de los colores y emblemas distintivos de
los partidos políticos nacionales y locales; los cuales hasta
el día de hoy, son empleados para que los servidores públi-
cos de cualquier nivel de gobierno, promocionen desde su
cargo, al instituto político del cual emanaron, siendo esto
un vacío en nuestra legislación.

En este sentido, a pesar de que abiertamente se advierte la
existencia de inequidad entre institutos políticos, debido a
que el apartado A, de la fracción III, del artículo 41, de la
Constitución general, establecen los tiempos en radio y te-
levisión a los cuales tienen derecho los partidos políticos;
no se le puede exigir jurídicamentea los ciudadanos en ge-
neral, incluyendo a los servidores públicos, que obedezcan
una norma que no existe cuando emiten su conducta y cu-
ya consecuencia conocen hasta que el juez la construye en
la sentencia; lo anterior, atendiendo a las normas ex post,
que impiden a los sujetos orientar su conducta conforme a
derecho.

De conocer la “norma” al momento de emitir la conducta,
es probable que los sujetos no incurran en la prohibición de
dicha “norma”, por lo cual es injusto, desde la política cri-
minal, sancionar a un sujeto por una conducta que no tenía
amenaza de sanción, y tal omisión dentro de un marco ju-
rídico, conduce a sancionar a un sujeto por lo que en su
momento hizo bajo el amparo del derecho, sin darle opor-
tunidad de que, previo a su emisión, decidiera continuar o
no con la consumación de dicha conducta.

En estos supuestos, se priva o se le dificulta desproporcio-
nadamente al sujeto la defensa que tiene cualquier otro ciu-
dadano, basada en un error de derecho, por virtud del cual
se excluye la culpabilidad como elemento del ilícito admi-
nistrativo, al actuar bajo la creencia de que la conducta es-
taba permitida por ausencia de prohibición expresa.

De ahí que nuestra tarea legislativa cobre relevancia, toda
vez que solamente nosotros como legisladores estamos fa-
cultados para describir conductas que se consideran ilícitas
y amenazarlas con sanción; dictamos la política criminal y
la política de derecho administrativo sancionador a partir
de las ponderaciones que se efectúan por cuestiones de
oportunidad política, por lo cual, es válido que, derivado de
nuestra procedencia democrática, decidamos cuáles son las
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conductas a las que les asocia una sanción, brindándole al
juzgador las hipótesis en las cuales funde su criterio, sin
permitir que al resolver si es sancionable o no una conduc-
ta, empleen o decidan bajo “criterios de oportunidad polí-
tica o intereses de grupo”, puesto que la Constitución no
les concede esa facultad democrática.

En suma, en su oportunidad, los legisladores que aprobaron
la reforma política del año dos mil siete, decidieron no pro-
hibir el tipo de conductas en estudio, ya que regularon la
prohibición para que en ningún caso la propaganda, bajo
cualquier modalidad de comunicación social, que difundan
como tales los poderes públicos, los órganos autónomos,
las dependencias y entidades de la administración pública
y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, in-
cluya nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen
promoción personalizada de cualquier servidor público,
dejando en libertad a los servidores públicos la utilización
de los colores y emblemas característicos del partido polí-
tico del que emanaron.

Consecuentemente, si bien es cierto que el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación, ha sostenido en
diversas sentencias (SUP-RAP-0015-2009 y SUP-RAP-
0016 acumulados, SUP-RAP-21/2009, SUP-RAP-
22/2009, entre otros), la falta de impedimentos para que los
partidos políticos puedan referirse a los programas socia-
les; cierto es también que los servidores públicos no pue-
den en ningún momento hacer algo similar con su instituto
político, ya que tienen bajo su responsabilidad recursos pú-
blicos, que deben aplicar con imparcialidad, sin influir en
la equidad de la competencia entre los partidos políticos; lo
anterior, en virtud de que la autoridad jurisdiccional elec-
toral federal, ha sostenido que la investidura de un funcio-
nario existe durante todo el periodo de su ejercicio, con in-
dependencia de que el día sea hábil o no y, por ello, tal
investidura es susceptible de afectar al electorado que par-
ticipa en actos en donde intervenga dicho funcionario.

En este sentido, si la envestidura de servidor público sub-
siste durante todo el periodo de su ejercicio, es necesario
constreñir el actuar de los mismos, ya que bajo su respon-
sabilidad se encuentran recursos públicos, que deben de
aplicar con imparcialidad, sin influir en la equidad de la
competencia entre los partidos políticos.

Lo planteado anteriormente, no implicaría una violación a
la garantía de libre expresión contenida en el artículo 6o.
de la Constitución general de la República, toda vez que la
misma no es ilimitada, por el contrario, se encuentra res-

tringida para no afectar los derechos de terceros y su base
es el respeto y prevalencia de los bienes jurídicos constitu-
cionalmente protegidos.

De tal forma, una limitación en el ejercicio de la libertad de
expresión se justifica cuando con ella se trata de evitar que
los servidores públicos generen presión o coacción a los
electores, a efecto de preservar los principios establecidos
para las elecciones libres, auténticas, periódicas, así como
la emisión del sufragio universal, libre, secreto y directo,
con base en la certeza, legalidad, independencia, imparcia-
lidad y objetividad de los procesos electorales.

En consecuencia, si lo que se pretende es tutelar que la pro-
paganda bajo cualquier modalidad de comunicación social
que difundan los servidores públicos de cualquier orden de
gobierno, no incluyan colores y emblemas que en su con-
junto hagan alusión a un instituto político determinado o al
que en su momento se encuentra en el poder; es necesario
en primer término, conceptualizar a la propaganda guber-
namental o institucional, cuyo significado es el mismo se-
gún los razonamientos vertidos por la Sala Superior del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en
la sentencia del expediente identificado como SUP-JRC-
210-2010.

Bajo esta tesitura, la propaganda gubernamental es el pro-
ceso de información respecto a los servicios públicos y
programas sociales por parte de los entes públicos respon-
sables de su prestación (SUP-RAP-117/2010 y acumula-
dos).

Aunado a lo anterior, hago alusión a que el Diccionario de
la Real Academia Española, concibe a la palabra “emble-
ma” de la siguiente manera:

Emblema.

(Del lat. embl?ma, y este del gr. ?ìâëçìá, adorno super-
puesto).

1. m. Jeroglífico, símbolo o empresa en que se repre-
senta alguna figura, al pie de la cual se escribe algún
verso o lema que declara el concepto o moralidad que
encierra. U. t. c. f.

2. m. Cosa que es representación simbólica de otra.

3. m. Bol. bandera (? tela que se emplea como enseña).
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Por lo tanto, si el fin de la propaganda institucional es el
proceso de información a la ciudadanía, respecto a los ser-
vicios públicos y programas sociales por parte de los entes
públicos responsables de su prestación; la misma no debe
contener colores ni representaciones simbólicas, que en su
conjunto hagan alusión a un partido político nacional o lo-
cal, máxime si éste se encuentra en el poder, ya que el fin
de estos institutos es promover la participación de los ciu-
dadanos en la vida democrática, contribuir a la integración
de la representación nacional y como organizaciones de
ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del
poder público, de acuerdo con los programas, principios e
ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre,
secreto y directo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto que reforma el párrafo octavo del artículo 134,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el párrafo octavo del artículo 134, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

“Artículo 134. (…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación
social, que difundan como tales, los poderes públicos, los
órganos autónomos, las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública y cualquier otro ente de los tres órde-
nes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines
informativos, educativos o de orientación social. En nin-
gún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, vo-
ces o símbolos que impliquen promoción personalizada de
cualquier servidor público; colores y emblemas, que en su

conjunto o de manera individualizada, hagan alusión a
un partido político nacional o local.

(…)”

Cuadro comparativo

Texto vigente

Artículo 134. (…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunica-
ción social, que difundan como tales, los poderes públi-
cos, los órganos autónomos, las dependencias y entida-
des de la administración pública y cualquier otro ente de
los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter insti-
tucional y fines informativos, educativos o de orienta-
ción social. En ningún caso esta propaganda incluirá
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen
promoción personalizada de cualquier servidor público.

(…)

Texto propuesto

Artículo 134. (…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunica-
ción social, que difundan como tales, los poderes públi-
cos, los órganos autónomos, las dependencias y entida-
des de la administración pública y cualquier otro ente de
los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter insti-
tucional y fines informativos, educativos o de orienta-
ción social. En ningún caso esta propaganda incluirá
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen
promoción personalizada de cualquier servidor público;
colores y emblemas, que en su conjunto o de manera
individualizada hagan alusión a un partido político
nacional o local.

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá ciento ochenta
días a partir del día de la publicación del presente decreto
en el Diario Oficial de la Federación, para armonizar las le-
yes  secundarias.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 173 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo de la diputada Érika del Carmen Ra-
magnolli Sosa, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Érika del Carmen Ramagnoli Sosa, diputada a
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, somete a consideración de esta

soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 173 de la Ley Federal del Tra-
bajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

Erradicar el trabajo infantil ha sido un compromiso y tema
principal de las agendas de los gobiernos en México y en
el mundo en las últimas décadas, los esfuerzos en nuestro
país han sido reflejados a través de incesantes reformas,
planes, programas y políticas de prevención, combate y
erradicación de esta problemática de escala mundial.

El trabajo infantil tiene diferentes causas de carácter cultu-
ral, social, político y económico, por lo que puede consi-
derarse una problemática multifactorial, en donde situacio-
nes como la pobreza, son un factor determinante, que
obligan a los menores a involucrarse en el ámbito laboral,
aun desconociendo la edad mínima de admisión al empleo
y los derechos que, en el mejor de los casos, como adoles-
centes trabajadores en edad permitida para trabajar poseen.

Con la presente iniciativa se busca establecer en la Ley Fe-
deral del trabajo, una correcta coordinación que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social debe tener con el con-
junto con las autoridades del trabajo en las entidades
federativas, la iniciativa privada y la sociedad civil, para
fomentar la promoción de los derechos laborales de los me-
nores en edad permitida para trabajar.

Argumentación

Entre las estrategias incluidas en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2013-2018 de la administración del presidente de
la República, licenciado Enrique Peña Nieto, se encuentra
la estrategia (4.3.2.) “Promover el trabajo digno o decen-
te”, que involucra “contribuir a la erradicación del trabajo
infantil” en la meta México Próspero.

De ahí se establece que la actual administración, como se
ha hecho en otros periodos en nuestro país desde la década
de 1980, velará por la erradicación del trabajo infantil en
nuestro país.

Lo anterior, atendiendo las disposiciones contenidas en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
esta materia, asentadas principalmente en los artículos 3o.,
4o., y 123.

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados238



Al respecto, el artículo 4o. de la Constitución Federal1 in-
dica lo siguiente: 

Artículo 4o. […] En todas las decisiones y actuaciones
del Estado se velará y cumplirá con el principio del in-
terés superior de la niñez, garantizando de manera ple-
na sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a
la satisfacción de sus necesidades de alimentación, sa-
lud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de las políticas públicas
dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez. […] 

Así mismo el artículo 123 del mismo pacto federal
enuncia:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-
ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán: 

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos,
artesanos y de una manera general, todo contrato de tra-
bajo: 

I. y II. […] 

III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los me-
nores de quince años. Los mayores de esta edad y me-
nores de dieciséis tendrán como jornada máxima la de
seis horas.

IV. a X. […] 

XI. Cuando, por circunstancias extraordinarias deban
aumentarse las horas de jornada, se abonará como sala-
rio por el tiempo excedente un 100 por ciento más de lo
fijado para las horas normales. 

En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder de
tres horas diarias, ni de tres veces consecutivas. Los meno-
res de dieciséis años no serán admitidos en esta clase de
trabajos. […]

De la misma Constitución emanan las leyes reglamentarias
que rigen particularmente el tema de la niñez y el trabajo
infantil, como es la recién creada Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes y la propia Ley Fe-
deral del Trabajo que en sus diversos artículos versa sobre
el tema del trabajo infantil y su erradicación.

En el artículo 173 la Ley General del Trabajo establece lo
siguiente:

Artículo 173. El trabajo de los menores queda sujeto a
vigilancia y protección especiales de las autoridades del
trabajo tanto federales como locales. 

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social en coordina-
ción con las autoridades del trabajo en las entidades fede-
rativas, desarrollarán programas que permitan identificar y
erradicar el trabajo infantil.

Si bien es claro que en el compendio legal con el que se
cuenta, se establecen principios básicos para la protección
y las políticas de erradicación del trabajo infantil, es preci-
so fortalecer estas disposiciones para procurar contribuir a
la disminución de esta problemática, lo que va en conso-
nancia con lo propuesto en la presente iniciativa.

A través de esta iniciativa, se busca evitar que continúen
acontecimientos ilegales como los que en el mes de marzo
del año en curso se descubrieron en nuestro país, suceso en
el que se rescataron a 200 tarahumaras de la explotación la-
boral a la que eran sometidos, en donde el secretario del
Trabajo y Previsión Social, Alfonso Navarrete Prida, infor-
mó que en el marco de las acciones del operativo “México
con Trabajo Digno”, más de 200 jornaleros agrícolas origi-
narios de Chihuahua, Sinaloa y Guerrero fueron rescatados
de condiciones inhumanas de trabajo y vivienda en un
campo agrícola del municipio de Comondú, en Baja Cali-
fornia Sur. 

Además se encontraron a 13 menores de edad laborando;
167 trabajadores sin registro ante el Instituto Mexicano del
Seguro Social; y consecuentemente sin prestaciones de
ley.2
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Posteriormente la misma Secretaría rescató a 49 jornaleros
indígenas mixtecos del Estado de Guerrero, entre ellos 13
menores en edad no permitida para trabajar en un campo
agrícola en el Estado de Colima, que laboraban en condi-
ciones de explotación.3

Estas acciones ilícitas se dan, en un periodo de constantes
reformas en materia de erradicación del trabajo infantil,
por lo que es preciso recordar que, tan sólo en la LXII Le-
gislatura de esta Cámara de Diputados, se han presentado
dos iniciativas de reforma que tienen que ver con el traba-
jo infantil en México, en la que se coincidió el propósito de
reformar la Constitución a fin de elevar de 14 a 15 años la
edad mínima para emplear a menores de edad, mismas que
luego de su análisis, dictamen y aprobación en el Senado
de la República y su publicación por el Ejecutivo, fueran
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 17 de ju-
nio de 2014, en donde se estableció que a partir del 18 de
junio del mismo año queda prohibida la utilización del tra-
bajo de los menores de quince años.

Si bien es un avance considerable, el desconocimiento de
las actividades laborales en las que los jóvenes en edad per-
mitida para trabajar pueden participar, repercute en que
puedan ser empleados e integrados al sector productivo. 

Se debe propugnar por la erradicación de las peores formas
de trabajo infantil a las que están expuestas los niños en
edad no permitida para trabajar, que de acuerdo con la Or-
ganización Internacional del Trabajo OIT, Agencia espe-
cializada de las Naciones Unidas, y según la definición del
artículo 3 del Convenio número 182 de la OIT4 son las si-
guientes:

a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análo-
gas a la esclavitud, como la venta y la trata de niños, la
servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el
trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en con-
flictos armados;

b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños pa-
ra la prostitución, la producción de pornografía o actua-
ciones pornográficas;

c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños pa-
ra la realización de actividades ilícitas, en particular la
producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se
definen en los tratados internacionales pertinentes; y

d) el trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones
en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la
seguridad o la moralidad de los niños.

Las existencia de las descritas como las peores formas de
trabajo infantil son preocupantes al conocer la población de
menores de edad que, de acuerdo a los datos censales de
2010 del Inegi, son en el país residen 32.5 millones de ni-
ños de 0 a 14 años.5 Al 2011, en México había aproxima-
damente 3 millones de niños, niñas y adolescentes de 5 a
17 años que realizan alguna actividad económica, de los
cuales 68 por ciento son hombres y 32 por ciento son mu-
jeres.6

Es por eso que considero importante la promoción de una
cultura de educación de los derechos del trabajo de los me-
nores trabajadores en edad permitida, impidiendo así se
violen disposiciones nacionales e internacionales en la ma-
teria, y se transgredan los derechos humanos fundamenta-
les de las niñas y los niños, como los señalados en la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, y otros acuerdos
nacionales e internacionales.

Con la aprobación de esta iniciativa, la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social deberá buscar mecanismos efecti-
vos de educación para los jóvenes en edad permitida de tra-
bajar, y fomentar políticas de erradicación del trabajo
infantil en los menores que aún no la han alcanzado, con el
apoyo conjunto de la iniciativa privada y la sociedad civil.

Con esto, también se promoverá que los patrones, sean pre-
cisos en hacer saber a sus trabajadores los derechos que les
asisten, incluyendo a los menores en edad permitida para
trabajar.

Con la participación de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social, la iniciativa privada y la sociedad civil, emple-
adores y trabajadores, y el fomento de la cultura de erradi-
cación de la explotación laboral de los menores, se estará
transitando hacia una nueva etapa para el desarrollo de la
niñez en México.

Por lo antes expuesto, considero procedente la propuesta
que a continuación se presenta, la que para facilitar su aná-
lisis, me permito incluir el cuadro comparativo siguiente:
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Ley Federal del Trabajo

Texto vigente

Artículo 173. El trabajo de los menores queda sujeto a
vigilancia y protección especiales de las autoridades del
trabajo tanto federales como locales.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social en coordi-
nación con las autoridades del trabajo en las entidades
federativas, desarrollarán programas que permitan iden-
tificar y erradicar el trabajo infantil.

Texto propuesto

Artículo 173. El trabajo de los menores queda sujeto a
vigilancia y protección especiales de las autoridades del
trabajo tanto federales como locales.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social en coordi-
nación con las autoridades del trabajo en las entidades
federativas, desarrollarán programas que permitan iden-
tificar y erradicar el trabajo infantil y así mismo debe-
rán fomentar, en conjunto con la iniciativa privada y
la sociedad civil, la promoción y el conocimiento de
los derechos laborales con los que cuentan los me-
nores trabajadores mayores de quince años.

Por el carácter de la iniciativa, es preciso hacer mención
que la presente no tiene impacto presupuestario toda vez
que no deriva en la realización de nuevas funciones, ni en
la creación de nuevas estructuras orgánico administrativas,
ni tampoco la ampliación de la oferta de bienes o servicios
públicos, por lo que no requiere de recursos adicionales pa-
ra su cumplimiento.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 173 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 173. …

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social en coordina-
ción con las autoridades del trabajo en las entidades fede-

rativas, desarrollarán programas que permitan identificar y
erradicar el trabajo infantil, así mismo deberán fomentar,
en conjunto con la iniciativa privada y la sociedad civil,
la promoción y el conocimiento de los derechos labora-
les con los que cuentan los menores trabajadores ma-
yores de quince años.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Localizada en Leyes Federales Vigentes en la dirección de Internet:
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf Fecha de Consul-
ta. Marzo de 2015.

2 Boletines y comunicados de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, consultado en la dirección de internet http://www.stps.gob.mx/bp/
secciones/sala_prensa/boletines/2015/marzo/bol_392.html. Fecha de
consulta, abril de 2015.

3 Boletines y comunicados de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, consultado en la dirección de internet http://www.stps.gob.mx/bp/
secciones/sala_prensa/boletines/2015/marzo/bol_395.html Fecha de
consulta, abril de 2015.

4 Peores formas del trabajo infantil, según la Organización Internacio-
nal del trabajo, consultado en la dirección de internet http://www.ilo.
org/ipec/facts/WorstFormsofChildLabour/lang—es/index.htm Fecha
de consulta, abril 2015.

5 “Estadísticas a propósito del Día del Niño” Datos Nacionales Inegi,
consultado en la dirección de internet http://www.inegi.org. mx/in-
egi/contenidos/espanol/prensa/Contenidos/estadisticas/2013/ni%C3%
B1o0.pdf en el mes de abril de 2015. 

6 Cuéntame Inegi niños que trabajan, consultado en la dirección de in-
ternet http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/ninos.aspx?tema=P en
el mes de abril de 2015.

Referencias:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Texto vigente
a abril de 2015.

Ley Federal del Trabajo. Texto vigente a abril de 2015.
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El trabajo Infantil en México, Avances y Desafíos, Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, México, agosto 2014.

Boletines y comunicados de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, consultado en la dirección de internet http://www.stps.gob.mx/bp/
secciones/sala_prensa/boletines/2015/marzo/bol_392.html. Fecha de
consulta, abril de 2015.

Boletines y comunicados de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, consultado en la dirección de internet http://www.stps.gob.mx/bp/
secciones/sala_prensa/boletines/2015/marzo/bol_395.html Fecha de
consulta, abril de 2015.

Peores formas del trabajo infantil, según la Organización Internacional
del trabajo, consultado en la dirección de internet http://www.ilo.
org/ipec/facts/WorstFormsofChildLabour/lang—es/index.htm Fecha
de consulta, abril 2015.

“Estadísticas a propósito del Día del Niño.” Datos Nacionales Inegi,
consultado en la dirección de internet http://www.inegi.org.mx/ in-
egi/contenidos/espanol/prensa/Contenidos/estadisticas/2013/ni%C3%
B1o0.pdf en el mes de abril de 2015. 

Cuéntame Inegi niños que trabajan, consultado en la dirección de in-
ternet http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/ninos.aspx?tema=P en
el mes de abril de 2015.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputados:
Erika del Carmen Ramagnoli Sosa, Alma Marina Vitela Vera, Martha
Loera Arámbula, Sonia Catalina Mercado Gallegos, Landy  Margarita
Berzunza Novelo, Minerva Marisol Sánchez Hernández, Guiliana
Guadalupe Quiroz Ávila, María Fernanda Schroeder Verdugo, María
Elena Rangel, María Esther Garza Moreno, María Guadalupe Jarami-
llo Villa, Maricruz Reyes Galicia, Issa Salomón Juan Marcos, German
Pacheco Díaz, María Gabriela Bardales Hernández, Gloria María del
Carmen Valencia González, Norma Ponce Orozco, Silvana Ortiz Orte-
ga, María Angélica Magaña Zepeda, José Luis Flores Méndez, Marco
Antonio González Valdez, Adriana Fuentes Téllez, Carmen Julieta To-
rres Lizárraga, José Ignacio Duarte Murillo, Carlos Humberto Casta-
ños Valenzuela, María del Carmen Guzmán Urbán, Teresita de Jesús
Ramírez Hernández, María Esther Gutiérrez Olivares, José Noel Pérez
de Alba, Francisca Rosario Arana Lugo, Elizabeth Vargas Martín del
Campo, Cristina González Cruz, Blanca Estela Gómez Carmona, Ma-
ría Merced León Andablo, María Elia Cabañas Aparicio, Micaela Ro-
dríguez Zamora, Dulce María Muñiz Martínez, Edith Avilés Cano,
Hermelinda Martínez Martínez, Diana Karina Velázquez Ramírez, Mi-
nerva Castillo Rodríguez, Alicia Concepción Ricalde Magaña, María
Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, Carmen Julieta Torres Lizárraga,
Erica del Carmen Velázquez Vacio, Martha Edith Vital Vera, Bárbara
Gabriela Romo Fonseca, Mirna Velázquez López, Blanca María Villa-

señor Gudiño, Carolina Hernández Ortiz, Rodimiro Barrera Estrada,
Miroslava Meza Virrueta, Francisca Elena Corrales Corrales, José Pi-
lar Moreno Montoya (rúbricas)»

Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 96, 97 y 99 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada María de Lourdes Medina Valdés, del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal Lourdes Medina Valdés, y de-
más integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en el artícu-
lo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, inciso I;
77, numeral 1; 78 y 102, numeral 2, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía, inicia-
tiva con proyecto de decreto por la que se reforma el pri-
mer párrafo del artículo 97, el decimoprimer párrafo del ar-
tículo 99; y se adiciona un tercer párrafo al artículo 96,
todos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos a efecto de procurar la igualdad de género en el
Poder Judicial de la Federación, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Nuestra norma fundamental reconoce dos importantes de-
rechos humanos cuya observancia es esencial en toda so-
ciedad: “Queda prohibida toda discriminación motivada
por el género” y “El varón y la mujer son iguales ante la
ley”.

Ambos derechos implican la obligación del Estado de rea-
lizar todas aquellas acciones como planes, programas, o
políticas públicas para respetar y proteger su ejercicio, y
siendo que los que integramos este Poder Legislativo for-
mamos parte de los sujetos obligados a promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de las y los
mexicanos, por ser representantes de la sociedad y por te-
ner a nuestro cargo la creación normativa, es que presento
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esta iniciativa enfocada a garantizar la participación de las
mujeres en los principales puestos de toma de decisiones
dentro del Poder Judicial Federal. 

Es claro el avance que se ha presentado dentro de la socie-
dad mexicana en el tema de igualdad entre mujeres y hom-
bres, principalmente a partir de las obligaciones adquiridas
mediante la suscripción de diversos instrumentos interna-
cionales como la Convención sobre los Derechos Políticos
de la Mujer, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, la Convención sobre la Eliminación de todas las
formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), y las
Conferencias Mundiales en el Cairo (1994) y Beijing
(1995); además de la obligación de dar cumplimiento a uno
de los ocho objetivos previstos en la Declaración de los
Objetivos del Milenio aprobada por la comunidad interna-
cional en el año 2000, consistente en promover la igualdad
de género y la autonomía de la mujer.

Por su parte, la Ley General de Igualdad entre Mujeres y
Hombres contempla importantes disposiciones en la mate-
ria, ya que uno de sus objetos es regular y garantizar la
igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hom-
bres, así como proponer los lineamientos y mecanismos
institucionales que orienten a la Nación hacia el cumpli-
miento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y
privado.

Gracias a las anteriores disposiciones, el avance se ha rea-
lizado principalmente dentro del ámbito político. Cada día
son más las mujeres que ocupan un lugar como represen-
tantes de la sociedad. Las cuotas de género en la presenta-
ción de candidaturas para ocupar un lugar en el Congreso
de la Unión representaron un avance para alcanzar la re-
presentación igualitaria de mujeres y hombres. 

Sin embargo la participación de las mujeres se ha visto es-
casa en otros ámbitos desde donde el Estado en su conjun-
to realiza sus atribuciones, como lo es el Poder Judicial de
la Federación.

Actualmente la Ley General para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres establece la obligación de las autoridades de
fomentar la participación equilibrada y sin discriminación
de mujeres y hombres en los procesos de selección del Po-
der Judicial, como puede observarse a continuación:

Artículo 36. Para los efectos de lo previsto en el artícu-
lo anterior, las autoridades correspondientes desarrolla-
rán las siguientes acciones:

I. a VI. …

VII. Fomentar la participación equilibrada y sin discri-
minación de mujeres y hombres en los procesos de se-
lección, contratación y ascensos en el servicio civil de
carrera de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Sin embargo, vemos que pese a dicha disposición, por lo
que respecta al Poder Judicial, la presencia de las mujeres
es escasa. 

Desde el año 2010, el Centro de Estudios para el Adelanto
de las Mujeres y la Equidad de Género1 de ésta Cámara de
Diputados señaló que el Poder Judicial parecía haberse
quedado a la zaga respecto a la implementación de medi-
das tendientes a la igualdad entre mujeres y hombres des-
de la perspectiva de género, lo cual se reflejaba en la limi-
tada presencia de las mujeres en los altos puestos de primer
nivel como funcionarias del Poder Judicial, toda vez que en
2008, de 11 Ministros de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación solo 2 eran mujeres; de 6 Consejeros del Conse-
jo de la Judicatura Federal solo 2 eran mujeres; de 7 Ma-
gistrados del Tribunal Federal Electoral solo 1 era mujer;
de 15 Magistrados Electorales de las Salas Regionales so-
lo 6 eran mujeres; de 546 Jueces Colegiados solo 94 eran
mujeres; de 71 Jueces Unitarios solo 8 eran mujeres; mien-
tras que de 301 Jueces de Distrito solo 80 eran mujeres.

Dicho problema aún subsiste. Recientemente se ha recono-
cido la falta de representación de las mujeres en el Poder
Judicial. La Consejera del Consejo de la Judicatura Martha
María del Carmen Hernández Álvarez señaló que en los
mandos superiores del Poder Judicial de la Federación
existe poca participación de las mujeres, toda vez que por
cada diez magistrados sólo dos son mujeres y por cada diez
jueces solamente tres son mujeres.2

La Consejera también proporcionó varios datos importan-
tes en materia de igualdad entre hombres y mujeres:

• Las mujeres han demostrado tener la sensibilidad para
detectar y combatir los problemas de discriminación la-
boral, así como marcar el ritmo de trabajo para lograr
que dentro del Poder Judicial de la Federación se haga
realidad la igualdad entre hombres y mujeres.

• En julio próximo se llevará a cabo el Tercer Congreso
Juzgar con Perspectiva de Género, cuyo propósito es de-
batir sobre la relevancia de introducir la perspectiva de
género en la impartición de justicia. 
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• El CJF tiene como aliada a la Asociación Mexicana de
Juzgadoras para el cumplimiento de acciones y progra-
mas que ha emprendido en favor de los derechos huma-
nos y la perspectiva de género. 

• La Asociación Mexicana de Juzgadoras está integrada
por mujeres que han decidido promover cambios y ac-
ciones afirmativas en la judicatura federal y ha servido
como un vehículo para reflexionar y auxiliar en las pro-
puestas para alcanzar la igualdad entre hombres y muje-
res. 

• Es través de organismos como la Asociación Mexica-
na de Juzgadoras y con el trabajo de cada una de las mu-
jeres que trabajan en el PJF como se debe contar con la
posibilidad de lograr que haya igualdad entre los hom-
bres y mujeres.

Por lo que respecta en el ámbito internacional, encontra-
mos que Ecuador prevé en el artículo 183 de su texto cons-
titucional la propensión a la paridad entre mujer y hombre
en la designación de las juezas y jueces de la Corte Nacio-
nal de Justicia, como puede verse a continuación:

Artículo 183. Para ser jueza o juez de la Corte Nacional
de Justicia, además de los requisitos de idoneidad que
determine la ley, se requerirá:

1. Ser ecuatoriana o ecuatoriano y hallarse en goce de
los derechos políticos.

2. Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente re-
conocido en el país.

3. Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abo-
gada o abogado, la judicatura o la docencia universitaria en
ciencias jurídicas, por un lapso mínimo de diez años. Las
juezas y jueces de la Corte Nacional de Justicia serán ele-
gidos por el Consejo de la Judicatura conforme a un proce-
dimiento con concurso de oposición y méritos, impugna-
ción y control social. Se propenderá a la paridad entre
mujer y hombre. 

Derivado de dicho mandato constitucional, el Código Or-
gánico de la Función Judicial3 establece la promoción a
través de medidas de acción afirmativa, la paridad entre
mujeres y hombres en la elección de las juezas y jueces de
la Corte, como se observa en los siguientes artículos:

Artículo 52. Ingreso a la función judicial. Todo ingreso
de personal a la Función Judicial se realizará mediante
concurso público de oposición y méritos, sujeto a pro-
cesos de impugnación, control social y se propenderá a
la paridad entre mujeres y hombres; a través de los pro-
cedimientos establecidos en este Código. El ingreso a
las carreras de la Función Judicial se hará a la categoría
uno, salvo los casos en que la Constitución y la ley per-
miten el ingreso a distinta categoría. Las promociones
de categoría en las carreras de la Función Judicial se re-
alizarán en función a los resultados de la evaluación y
rendición de las pruebas de conocimientos, prácticas y
psicológicas.

Art. 173. INTEGRACION. La Corte Nacional de Justi-
cia estará integrada por veintiún juezas y jueces, quienes
se organizarán en salas especializadas. Serán designa-
dos por el Consejo de la Judicatura para un periodo de
nueve años, conforme a un procedimiento de concursos
de oposición y méritos, con impugnación y control so-
cial. Se promoverá, a través de medidas de acción
afirmativa, la paridad entre mujeres y hombres. No
podrán ser reelectos y se renovarán por tercios cada tres
años. Cesarán en sus puestos conforme a este Código.

Artículo 257. Número de integrantes y duración de sus
cargos. El Consejo de la Judicatura se integrará por
nueve vocales, con sus respectivos suplentes que dura-
rán seis años en el ejercicio de sus funciones, y no po-
drán ser reelegidos; para su conformación se garantiza-
rá, a través de medidas de acción afirmativa, la paridad
entre mujeres y hombres.

Artículo 264. Funciones. Al pleno le corresponde: 

1. Designar, de entre los vocales, a la Presidenta o el
Presidente y a la Vicepresidenta o al Vicepresidente del
Consejo, quienes durarán tres años en el ejercicio de sus
puestos y no podrán ser reelegidos; 

2. Designar a los vocales que deben conformar cada una
de las comisiones especializadas, y cambiarlos de comi-
sión a través de resolución debidamente motivada. 

En la designación de Vocales, Presidente, Presidenta,
Vicepresidente y Vicepresidenta, se promoverá la pre-
sentación paritaria de mujeres y hombres; 

3. a 28. …  
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Los elementos señalados anteriormente dejan clara la ne-
cesidad de crear los medios necesarios para asegurar la par-
ticipación de las mujeres en los puestos desde los que se to-
man las decisiones fundamentales, en este caso, desde el
Poder Judicial de la Federación.

Si bien los esfuerzos que se han realizado desde el Conse-
jo de la Judicatura Federal han incrementado la conciencia
de la perspectiva de género en los servidores públicos del
poder judicial, así como promovido la igualdad entre hom-
bres y mujeres, esto ha sido insuficiente, pues como se de-
mostró anteriormente, las mujeres siguen sin ser conside-
radas para los altos cargos en el Poder Judicial,
entendiendo por éstos el Pleno, tanto de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación como el del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación.

Claro ejemplo de ello fue la última terna propuesta por el
Ejecutivo Federal para ocupar el lugar vacante de Ministro
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el cual se
propusieron a tres hombres y ninguna mujer.

Por ello, la presente propuesta tiene por objeto mandatar,
desde el texto de nuestra norma fundamental que en la
elección tanto de Ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, Magistrados Electorales, Magistrados de
Circuito y de los Jueces de Distrito, se integre de manera
equitativa a mujeres y hombres.

No está de más señalar que la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, hace referencia a la necesidad de
que las mujeres y hombres accedan con las mismas posibi-
lidades y oportunidades al uso, control y beneficio de bie-
nes, servicios y recursos de la sociedad, así como a la toma
de decisiones en todos los ámbitos de la vida social, eco-
nómica, política, cultural y familiar; y para el caso especí-
fico en el ámbito del Poder Judicial Federal.

Como sustento de ello podemos mencionar los señalado
por el maestro Miguel Carbonell en un análisis que hace de
Jhon Rawls: “los ‘empleos y cargos’ deben ser realmente
asequibles a partir de la igualdad de oportunidades, es de-
cir, no solamente se trata de afirmar que son asequibles en
tanto que no hay impedimentos formales para acceder a
esos bienes sociales, sino que hay que generar las condi-
ciones necesarias y suficientes para que en efecto exista la
posibilidad real de acceder a ellos”.4

La función de impartición de justicia a los ciudadanos es
una de las principales funciones del Estado, por lo cual, los

funcionarios que tienen a su cargo tan importante respon-
sabilidad deben ser los más aptos y capaces. Por tanto, de-
ben considerarse todos los perfiles, tanto de hombres y mu-
jeres que han desarrollado su labor en el Poder Judicial
Federal. Ello permitirá respetar y garantizar de manera ar-
mónica el derecho a la impartición de justicia a la sociedad,
así como la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres para acceder a los principales puestos de toma de
decisiones dentro del Poder Judicial Federal. 

Es momento de que continuemos avanzando en esta Cá-
mara en la protección, respeto y garantía de los derechos
humanos de todas las personas, en este caso de mujeres y
hombres dentro del Poder Judicial, solicitando que este te-
ma sea debidamente analizado en las Comisiones a las que
sea turnada esta propuesta, exigiendo que el tema sea debi-
damente analizado, y que esta propuesta no sea desechada
sin darse argumentos, como ha ocurrido con otras propues-
tas presentadas sobre el mismo tema.

Por todo lo anteriormente señalado, someto a la considera-
ción de ésta H. Cámara de Diputados la presente Iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 97, el decimoprimer párrafo del artículo 99; y se
adiciona un tercer párrafo al artículo 96, todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 97, el de-
cimoprimer párrafo del artículo 99; y se adiciona un tercer
párrafo al artículo 96, todos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 96. … 

…

Los nombramientos realizados en términos del presen-
te artículo deberán garantizar la paridad de género en
la conformación del Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia. 

Artículo 97. Los Magistrados de Circuito y los Jueces de
Distrito serán nombrados y adscritos por el Consejo de la
Judicatura Federal, con base en criterios objetivos, de
equidad de género y de acuerdo a los requisitos y proce-
dimientos que establezca la ley. Durarán seis años en el
ejercicio de su encargo, al término de los cuales, si fueran
ratificados o promovidos a cargos superiores, sólo podrán
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ser privados de sus puestos en los casos y conforme a los
procedimientos que establezca la ley.

…
…
…
…
…
…
…
…
Artículo 99. …
…
…
…
…
…
…
…
…
…

Los Magistrados Electorales que integren las salas Supe-
rior y regionales serán elegidos por el voto de las dos ter-
ceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Se-
nadores a propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación. La elección de quienes las integren será escalona-
da, conforme a las reglas y al procedimiento que señale la
ley, garantiza la paridad de género en su conformación. 

…
…
…
…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. A fin de dar cumplimiento a lo previsto en los
artículos reformados  mediante el presente Decreto, los
próximos nombramientos que al efecto deban realizar-
se para la conformación de los juzgados y tribunales del
Poder Judicial de la Federación correspondientes, de-
berán ser del género que corresponda para dar cumpli-
miento el presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión realizará las reformas
a las leyes correspondientes a efecto de dar cumpli-
miento a lo previsto en el presente Decreto, en un plazo
de 180 días a partir de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Notas:

1 La participación política de las mujeres. De las cuotas de género a

la paridad. 1a Reimpresión. Febrero 2010. Centro de Estudios para el
Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género. H. Congreso de la
Unión. Cámara de Diputados. LXI Legislatura. Pág. 91.

2 Reconoce CJF sensibilidad de las mujeres para detectar y combatir
problemas de discriminación dentro del PJF. Comunicado número 15.
México, DF, a 9 de abril de 2015. Disponible en http://www.cjf.
gob.mx/documentos/Comunicados%20Prensa/docsComunicadosPren-
sa/2015/comunicado15.pdf

3 Código Orgánico de la Función Judicial. https://www.oas.org/juridi-
co/mla/sp/ecu/sp_ecu-int-text-cofj.pdf. 

4 Carbonell, Miguel (2004), Igualdad y Constitución, Col. Cuadernos
de la Igualdad, México, Conapred, p. 12.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.—
Diputados: Lourdes Medina Valdés, Víctor Serralde Martínez, Francis-
ca Rosario Arana Lugo, Marcelo de Jesús Torres Cofiño, Diana del
Carmen Vera Ávila, Nidia Saavedra Pérez, Beatriz Eugenia Yamamo-
to Cázares, Fernando Rodríguez Doval, Ricardo Flores Suárez, Heber-
to Neblina Vega, Rocío Esmeralda Reza Gallegos, Mariana Dunyaska
García Rojas, Martha Leticia Sosa Govea, Ofelia Limón Robles, José
Luis Contreras Rojas, Jorge Alfredo Pérez Covarrubias, Lorena Gutié-
rrez Landavazo, Ana María Gutiérrez Coronado, José Luis Oliveros
Usabiaga, Humberto Alonso Morelli, Heidy Guadalupe Estrada Martí-
nez, José Arturo Salinas Garza, Fernando Alejandro Larrazábal Bretón,
Margarita Saldaña Hernández, María Teresa Jiménez Esquivel, Marce-
lina Orta Coronado, Alicia Ricalde Magaña, Homero Ricardo Niño de
Rivera Vela, Tania Margarita Morgan Navarrete, Leslie Pantoja Her-
nández, Alfredo Rivadeneyra Hernández, Beatriz Zavala Peniche,
Martha Guadalupe Villarreal Rangel, María Lucrecia Arzola Godínez,
Jorge Alfredo Pérez Covarrubias, José Luis Contreras Rojas, Maribel
Enríquez Ramírez, Ana María Gutierrez Coronado, Leticia Salas Ló-
pez,.FRANCISCA rosario Arana Lugo, Yatziri Mendoza Jiménez, Anr-
tonio Sansores Sastré., (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Federal de Procedimientos Civiles, a cargo de
la diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, somete a la consideración de
ésta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona la fracción IX, al artículo 93; asimismo,
el capítulo IX denominado “Informes”, al Título IV De la
Prueba, recorriéndose los actuales en el orden correspon-
diente, el cual contiene los artículos 196 Bis, 196 Ter, 196
Quáter, 196 Quinquies, 196 Sexies, y 196 Septies, del Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Desde un punto de vista lógico, no se puede concebir el
proceso sin la prueba; aun cuando se presente el allana-
miento, y se supriman las etapas probatorias y de alegatos,
no puede hablarse de un proceso sin prueba, sino más bien
de una solución auto compositiva unilateral1, homologada
por el juzgador, figura que excluye la existencia del proce-
so; no hay prueba, pero tampoco hay proceso.

En relación con la importancia de la prueba, son clásicas
estas palabras de Bentham: “…el arte del proceso no es
esencialmente otra cosa que el arte de administrar la prue-
bas”. También Carnelutti considera esta importancia deci-
siva: “la prueba es el corazón del problema del juicio, del
mismo modo que éste es el corazón del problema del pen-
samiento”. Y Sentís Melendo afirma sin vacilaciones:
“…un proceso sin prueba constituye una entelequia…”.2

En este contexto, en el derecho procesal la prueba consti-
tuye una figura fundamental, ya que no basta tener la razón
para que se haga justicia, sino que hay que saber exponer-
la y probarla.

Por tal motivo, resulta indispensable hacer un análisis de
nuestro sistema probatorio civil, ya que en reiteradas oca-
siones los juzgadores se encuentran con ofrecimientos de

pruebas, que no están consideradas en el catálogo del ar-
tículo 93, del Código Federal de Procedimientos Civiles; lo
cual permite al juzgador realizar una apreciación subjetiva
respecto a su admisión, teniendo como consecuencia lógi-
ca inmediata, la vulneración de los derechos humanos de
alguna de las partes en un proceso.

Tal es el caso de la prueba de informes, la cual no se en-
cuentra inmersa en el catálogo mencionado en el párrafo
inmediato anterior, considerada como aquélla en que las
partes solicitan que una dependencia pública, empresa del
sector privado, servidor público o persona física, rindan al
tribunal información determinada relativa a los hechos en
debate en un procedimiento judicial.

Esta prueba suele ofrecerse como “Documental pública en
vía de informe”, sin embargo, la misma no reúne las carac-
terísticas esenciales de la prueba documental, ya que la pa-
labra documento proviene de la voz “documentum”: de do-
cere, enseñar3, no obstante que procesalmente definir lo
que es el “documento”, no es tarea sencilla, entre otras ra-
zones por que suele hacerse por el autor atendiendo a la
concepción que adopte respecto del término.

Para Chiovenda, documento en sentido amplio es “toda re-
presentación material destinada e idónea para reproducir
una cierta manifestación del pensamiento: como una voz
grabada eternamente (voz mortua)4.

Manzani afirma que documento, en sentido propio, es toda
escritura fijada sobre un medio idóneo, debido a un autor
determinado, conteniendo manifestaciones y declaraciones
de voluntad o atestaciones de verdad, aptas para fundar o
para sufragar una pretensión jurídica o para probar un he-
cho jurídicamente relevante en una relación procesal o en
otra relación jurídica5.

Por lo tanto, pareciera ser que la prueba de informes, es una
prueba documental, pues a través de la misma se expresa
una situación de hecho existente o que ha existido en torno
a hechos sobre los que se debate un procedimiento judicial,
sin embargo, ésta no puede considerarse como tal, ya que
no se encuentra materialmente formada o construida en el
momento en que se inicia el procedimiento, ni mucho me-
nos surge de una elaboración espontánea.

Por el contrario, es elaborada al momento en que el juez so-
licita al tercero le informe sobre los hechos que la parte
oferente pretende se alleguen al proceso; y en virtud de que
dicha prueba se anexa al expediente en forma de un docu-
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mento, se confunde el contenido con el instrumento, ya que
lo que obra realmente, es la declaración de un tercero en re-
lación con los hechos en litigio y que las partes solicitan
que sea recabado.

Lo anterior, en apariencia convierte a la prueba de informes
en una testimonial, circunstancia que tampoco podría en-
tender de esta forma pues no reúne la formalidad con la que
debe de ser ofrecida, admitida y desahogada.

Por tal motivo, la multireferida prueba de informes, aunque
reúne características de ambas pruebas, no encuadra en las
formalidad que reviste para las mimas, el Código Federal
de Procedimientos Civiles.

Consecuentemente, al no estar reconocida la prueba de in-
formes en nuestro sistema federal probatorio, no debe de
ser admitida, sin embargo, al ser una prueba consuetudina-
ria, es ofrecida, admitida y desahogada, contrariando así
nuestro marco jurídico vigente.

Ahora bien, no pasa inadvertido para la suscrita, que al no
estar regulada la prueba de informes, violenta el principio
de igualdad procesal de las partes, así como, el principio de
contradicción de la prueba, ya que dada su irregularidad,
no tiene contemplada una forma procesal para debatirla, en
virtud de lo manifestado en líneas precedentes, en cuanto a
que no se trata de una prueba documental, ni de una diver-
sa testimonial, lo que no hace posible que se pueda contro-
vertir por la contraria, generando desigualdad entre las par-
tes.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto, que adiciona la fracción IX, al artículo 93; asi-
mismo, el capítulo IX denominado “Informes”, al Títu-
lo IV de la “Prueba”, recorriéndose los actuales en el
orden correspondiente, el cual contiene los artículos
196 Bis, 196 Ter, 196 Quáter, 196 Quinquies, 196 Sexies,
y 196 Septies, del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles

Único. Se adiciona la fracción IX, al artículo 93; asimismo,
el capítulo IX denominado “Informes”, al Título IV de la
“Prueba”, recorriéndose los actuales en el orden corres-
pondiente, el cual contiene los artículos 196 Bis, 196 Ter,
196 Quáter, 196 Quinquies, 196 Sexies, y 196 Septies, del
Código Federal de Procedimientos Civiles, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 93. La ley reconoce como medios de prueba:

I. La confesión.

II. Los documentos públicos;

III. Los documentos privados;

IV. Los dictámenes periciales;

V. El reconocimiento o inspección judicial;

VI. Los testigos;

VII. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y, en
general, todos aquellos elementos aportados por los
descubrimientos de la ciencia;

VIII. Las presunciones; y

IX. La de informes.

…

Capítulo IX
Informes

Artículo 196 Bis. Son aquellos que a petición de parte, o
de oficio, rinden las autoridades, las corporaciones oficia-
les, establecimientos que formen parte de la administración
pública federal o de alguno de los Estados o del Distrito
Federal; así como, las empresas del sector privado, o per-
sonas físicas, respecto a los hechos en debate en una Litis.

Artículo 196 Ter. Los planteamientos que las partes pre-
tendan que sean resueltas mediante esta prueba, deben ar-
ticularse en términos claros y precisos, no han de ser insi-
diosas, deben ser afirmativas, procurando que  cada uno no
contenga más de un hecho, y éste ha de ser propio del que
declara.

Artículo 196 Quáter. Cuando el planteamiento contenga
dos o más hechos, el tribunal la examinará prudentemente,
determinando si debe resolverse en dos o más, o sí, por la
íntima relación que existe entre los hechos que contiene, de
manera que no pueda afirmarse o negarse uno, sin afirmar
o negar el otro u otros, debe aprobarse como ha sido for-
mulada.
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Artículo 196 Quinquies. Son insidiosos los planteamien-
tos que se dirigen a ofuscar la inteligencia del que ha de
responder, con el objeto de obtener una confesión contraria
a la verdad.

Artículo 196 Sexies. Una vez calificados los planteamien-
tos hechos por el oferente de la prueba, se le correrá trasla-
do a la contraria por un término de tres días, para que de
considerarlo pertinente formulen nuevos planteamientos,
los cuales tendrán el mismo trato a los dados por el oferen-
te.

Artículo 196 Septies. La parte que desee rendir esta prue-
ba, deberá promoverla dentro de los quince primeros días
del término ordinario o del extraordinario, en su caso.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los juicios que a la entrada en vigor de la pre-
sente reforma se encuentren en trámite, continuarán su sus-
tanciación de conformidad con la legislación aplicable en
el momento del inicio de los mismos.

Cuadro comparativo

Texto vigente

Artículo 93. La ley reconoce como medios de prueba:

I. La confesión.

II. Los documentos públicos;

III. Los documentos privados;

IV. Los dictámenes periciales;

V. El reconocimiento o inspección judicial;

VI. Los testigos;

VII. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y, en
general, todos aquellos elementos aportados 

por los descubrimientos de la ciencia; y

VIII. Las presunciones.

Texto propuesto

Artículo 93. La ley reconoce como medios de prueba:

I. La confesión.

II. Los documentos públicos;

III. Los documentos privados;

IV. Los dictámenes periciales;

V. El reconocimiento o inspección judicial;

VI. Los testigos;

VII. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y, en
general, todos aquellos elementos aportados por los des-
cubrimientos de la ciencia;

VIII. Las presunciones; 

IX. La de informes.

…

Capítulo IX

Informes

Artículo 196 Bis. Son aquellos que a petición de parte,
o de oficio, rinden las autoridades, las corporaciones
oficiales, establecimientos que formen parte de la admi-
nistración pública federal o de alguno de los Estados o
del Distrito Federal; así como, las empresas del sector
privado, o personas físicas, respecto a los hechos en de-
bate en una litis.

Artículo 196 Ter. Los planteamientos que las partes
pretendan que sean resueltas mediante esta prueba, de-
ben articularse en términos claros y precisos, no han de
ser insidiosas, deben ser afirmativas, procurando que
cada uno no contenga más de un hecho, y éste ha de ser
propio del que declara.

Artículo 196 Quáter. Cuando el planteamiento conten-
ga dos o más hechos, el tribunal la examinará prudente-
mente, determinando si debe resolverse en dos o más, o
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sí, por la íntima relación que existe entre los hechos que
contiene, de manera que no pueda afirmarse o negarse
uno, sin afirmar o negar el otro u otros, debe aprobarse
como ha sido formulada.

Artículo 196 Quinquies. Son insidiosos los plantea-
mientos que se dirigen a ofuscar la inteligencia del que
ha de responder, con el objeto de obtener una confesión
contraria a la verdad

Artículo 196 Sexies. Una vez calificados los plantea-
mientos hechos por el oferente de la prueba, se le corre-
rá traslado a la contraria por un término de tres días, pa-
ra que de considerarlo pertinente formulen nuevos
planteamientos, los cuales tendrán el mismo trato a los
dados por el oferente.

Artículo 196 Septies. La parte que desee rendir esta
prueba, deberá promoverla dentro de los quince prime-
ros días del término ordinario o del extraordinario, en su
caso.

Notas:

1 Alcalá-Zamora, Niceto. Proceso, Autocomposición y Autodefensa

(Contribución al estudio de los fines del proceso), UNAM, 1970, pági-
nas 85-89.

2 Ovallen Favela José. La teoría General de la prueba, página 284.

3 Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, Diccionario mexicano,
Porrúa, México, 1992, página 1199.

4 Buen L., Néstor de, Derecho procesal del trabajo, Porrúa, México,
1988, página 441.

5 Díaz de León, Marco Antonio, Las pruebas en el derecho procesal

del trabajo, Textos Universitarios, México 1980, página 153.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Martha Loera Arámbula, del
Grupo Parlamentario del PRI

Martha Loera Arámbula, diputada integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le con-
fieren los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución
Política de los Estados Mexicanos; y 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete ante esta hono-
rable soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma y adiciona con un segundo
párrafo y los inciso a, b y c, la fracción III, del artículo 6o.
de la Ley General de Salud, al tenor siguiente:

Preámbulo

Con la entrada en vigor en junio de 2011 de la reforma
constitucional en materia de derechos humanos, se institu-
yó en México un nuevo modelo de reconocimiento y ga-
rantía de los mismos, transitando de esa manera hacía la
consolidación del estado constitucional de derecho.

Así entonces, el derecho ya no es solamente un sistema for-
malista integrado por reglas, sino que ahora, se ve imbuido
de principios y valores que tienen por objeto delinear un
ámbito de mayor protección para las personas, a partir de
la optimización de aquéllos en las normas.

Efectivamente, a partir de los valores y principios conteni-
dos en normas fundamentales, se delinea un nuevo modelo
de protección y garantía porque, como se ha dicho con re-
lación a los principios, hacen que el derecho tenga una tex-
tura abierta ya que:

[N]o son cerrados, sino indeterminados, necesitados de
significados que no están definidos a priori, que sólo se
pueden precisar a la luz de las exigencias del caso parti-
cular. La concreción de significados llega en los princi-
pios al momento de su aplicación vía la razonabilidad y
la ponderación1.

O como lo precisa Robert Alexy: 

[L]os principios son normas que ordenan que algo sea
realizado en la mayor medida posible, de acuerdo con
las posibilidades fácticas y jurídicas. Por ello los princi-
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pios son mandatos de optimización. Pueden ser cumpli-
dos en diferentes grados. Las posibilidades jurídicas se
determinan mediante reglas y sobre todo, mediante prin-
cipios que juegan en sentido contrario”2.

En ese contexto ha de entenderse que la producción legis-
lativa debe desarrollar los principios contenidos en los
mandatos constitucionales y, conforme a ello, adaptar el
sistema normativo a la nueva realidad planteada en materia
de derechos humanos y armonizarlo con las prevenciones
internacionales correspondientes.

Ciertamente, el derecho hoy ya no solo se nutre de normas
o reglas, sino también de principios, valores y derechos hu-
manos.

En otras palabras, este tiempo demanda de la adopción de
una visión principialista en la producción legislativa, que
sustente al sistema normativo en determinaciones que per-
mitan entender y aplicar el derecho bajo una concepción
garantista porque:

[…] Si el derecho sólo estuviese compuesto de reglas no
sería insensato pensar en la “maquinización” de su apli-
cación por medio de autómatas pensantes, a los que se
les proporcionaría el hecho y nos darían la respuesta.
Estos autómatas tal vez podrían hacer uso de los dos
principales esquemas lógicos para la aplicación de re-
glas normativas: el silogismo judicial y la subsunción
del supuesto de hecho concreto en el supuesto abstracto
de la norma. Ahora bien, tal idea, típicamente positivis-
ta, carece totalmente de sentido en la medida en que el
derecho contenga principios. La “aplicación” de los
principios es completamente distinta y requiere que,
cuando la realidad exija de nosotros una “reacción”, se
“tome posición” ante ésta de conformidad con ellos.
Una máquina capaz de “tomar posición” en el sentido
indicado es una hipótesis que ni siquiera puede tomarse
en consideración mientras la máquina siga siendo má-
quina3.

Considerando lo anterior, nuestro país transita, en sintonía
con las prevenciones del Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos, hacía la consolidación de un modelo ga-
rantista que posibilite a todas las personas, sin distingos de
ninguna especie, el pleno goce y ejercicio de sus derechos
fundamentales.

Ahora, corresponde a las y los legisladores adoptar esa vi-
sión principialista para ir fortaleciendo el sistema legal con

prevenciones normativas que aseguren mejores condicio-
nes de bienestar a las personas y, en ese propósito, se in-
serta esta iniciativa con proyecto de decreto con la cual se
propone determinar expresamente en la legislación ordina-
ria, con base en mandatos constitucionales y prevenciones
internacionales contenidas en instrumentos de los que Mé-
xico es estado parte, los principios que habrán de orientar
los objetivos del Sistema Nacional de Salud tratándose de
la atención, en el ámbito de la asistencia social, a niñas, ni-
ños y adolescentes en estado de abandono, así como a per-
sonas adultas mayores en desamparo y personas con disca-
pacidad, por lo que en atención a lo expuesto me permito
presentar esta iniciativa conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Importancia y trascendencia de los principios en el
estado constitucional de derecho

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial se evidenció, ade-
más de las grandes pérdidas humanas y materiales que
aquel conflicto armado había arrojado, la necesidad de re-
definir el modelo legal imperante hasta ese entonces y al
amparo del cual se habían cometido los más atroces críme-
nes en contra de las personas.

Empezó así a adoptarse una nueva concepción del derecho.
Una en la que el respeto a la dignidad de todos los seres hu-
manos había de orientar su interpretación y aplicación, por
lo que una vez enjuiciados los altos mandos militares de
Alemania que habían incurrido en aquellos crímenes, se
entendió que “[…] es el derecho contenido en principios al
que se apela para sancionar al que cumple una ley que los
violente […]”4.

De esa manera se iniciaba una profunda transformación: El
modelo de estado de derecho legal, hasta ese entonces im-
perante, daba paso al estado de derecho constitucional que
había de ser adoptado por los estados democráticos de oc-
cidente.

A. Los valores y principios en el estado constitucional
de derecho

[…] en 1948 se vivía un tiempo en el que la violación
sistemática de los derechos humanos y los horrores de la
Segunda Guerra Mundial habían calado hondo en el áni-
mo de la humanidad […] y, como consecuencia de ello,
las voces de libertad se alzaron y el espíritu de fraterni-
dad dio paso a la conformación de la Organización de
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las Naciones Unidas, cuyos trabajos habrían de susten-
tarse en la promoción del respeto a los derechos huma-
nos, el desarrollo y la paz. Con base en ese compromi-
so colectivo, el 10 de diciembre de 1948 se adoptó la
Declaración Universal de Derechos Humanos5. 

Desde ese tiempo, inicia a nivel internacional el reconoci-
miento de los derechos humanos6, dejando atrás el modelo
meramente legalista que identificaba a la ley como la úni-
ca fuente del derecho y que, para su interpretación y apli-
cación, bastaba con apegarse a su letra7.

Aparecía entonces un nuevo modelo: el del estado de dere-
cho constitucional en el que la constitución de un país de-
be ser entendida como la principal fuente del mismo, por-
que en ella subyacen valores y principios –derechos
humanos– que han de orientar el desarrollo de las funcio-
nes estatales.

Ya Rodolfo Luis Vigo expresa que “[las Constituciones]
han optado por cargarse de exigencias que remiten a la mo-
ral en tanto suponen preferencias sobre lo bueno o lo va-
lioso que merecen o exigen ser consagradas jurídicamen-
te”8.

Así, los valores y principios asumen una destacada posi-
ción en la interpretación del derecho, pero también, en la
producción legislativa para que cada disposición normati-
va, desde su concepción, tienda a la máxima protección de
las personas.

B. La adopción de una visión principialista en la pro-
ducción legislativa

Las reglas son normas que exigen su observancia y, en esa
medida, pueden ser solamente cumplidas o incumplidas9,
mientras los principios son normas que ordenan que se re-
alice algo en la mayor medida posible con relación a las
posibilidades jurídicas y fácticas. Son, en suma, mandatos
de optimización10.

Y en ese contexto, hoy “[…] se requiere de leyes principa-
listas que de algún modo completen la indeterminación del
constituyente, pero no con la intención de cerrar toda de-
terminación judicial, sino de fijarle límites a la misma”11. 

De lo señalado se desprende que la tarea legislativa debe
impulsar la creación o reforma de las normas siguiendo los
parámetros principialistas contenidos en la constitución,
así como en las prevenciones del Derecho Internacional de

los Derechos Humanos, de forma que con la emisión de las
mismas, se proteja en mayor medida a las personas.

II. Los principios constitucionales –e internacionales–
tratándose de menores, adultos mayores y personas con
discapacidad

A. El principio del interés superior de la niñez

El párrafo noveno del artículo 4o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos –en adelante
CPEUM– determina que:

En todas las decisiones y actuaciones del estado se velará
y cumplirá con el principio del interés superior de la ni-
ñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los
niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus
necesidades de alimentación, salud, educación y sano es-
parcimiento para su desarrollo integral. Este principio de-
berá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación
de las políticas públicas dirigidas a la niñez. (Negritas pro-
pias)

Este mandato constitucional resulta coincidente con la pre-
vención contenida en la Convención sobre los Derechos
del Niño –vinculante para México12 que determina en su
artículo 3, inciso 1, que:

En todas las medidas concernientes a los niños que to-
men las instituciones públicas o privadas de bienestar
social, los tribunales, las autoridades administrativas o los
órganos legislativos, una consideración primordial a que se
atenderá será el interés superior del niño. (Negritas pro-
pias)

Del tenor de las disposiciones señaladas se advierte, por un
lado, la obligación del Estado mexicano de realizar, consi-
derando el interés superior de la niñez –o del niño– accio-
nes que garanticen el goce y ejercicio de sus derechos y,
por otro lado, que dicho principio es el parámetro para in-
terpretar, aplicar y hacer respetar todos los demás derechos
reconocidos a los menores en la CPEUM, así como en la
referida convención y en las normas secundarias.

En ese contexto, aquel principio delinea un marco de pro-
tección general –que no tutelar o proteccionista– de niñas,
niños y adolescentes al reconocerles como sujetos de dere-
cho, es decir, poseedores de los mismos derechos que tie-
nen todas las personas adultas, más algunos otros que les
son propios por encontrarse en una etapa de desarrollo.
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De tal forma, el principio del interés superior de la niñez
–del niño– se traduce en un principio jurídico garantista
por virtud del cual:

[Se] obliga a diversas autoridades e, incluso, a instituciones
privadas a estimar el “interés superior del niño” como una
consideración primordial para el ejercicio de sus atribucio-
nes, no porque el interés del niño sea un interés considera-
do socialmente como valioso, o por cualquier otra concep-
ción del bienestar social o de la bondad, sino que, y en la
medida que, los niños tienen derechos que deben ser res-
petados, o dicho de otro modo, que los niños tienen dere-
cho a que antes de tomar una medida respecto de ellos se
adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y
no las que los conculquen13.

Considerando lo anterior, ha de entenderse que el principio
del interés superior de la niñez –o del niño– debe aplicarse
a todas las decisiones, acciones, programas, políticas pú-
blicas y medidas que afecten a las niñas, niños y adoles-
centes para garantizarles el goce y ejercicio de todos los
derechos que, por su dignidad humana, les asisten, por lo
que su observancia exige de la implementación de acciones
efectivas “tanto para proteger sus derechos y promover su
supervivencia, crecimiento y bienestar, como para apoyar y
asistir a los padres y a otras personas que tengan la respon-
sabilidad cotidiana de la realización de los derechos del ni-
ño y de la niña”14.

Así lo determina ya la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes –emitida hace unos meses– que
prevé en su artículo 2, último párrafo, que para garantizar
la protección de los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes las autoridades deberán considerar de manera primor-
dial en la toma de decisiones sobre cuestiones que los in-
volucre, el interés superior de la niñez.

De esa manera, se concreta en aquella ley el referido prin-
cipio constitucional y, además, se armoniza con las pre-
venciones del derecho internacional en la materia y, todo
ello, permite avanzar hacía mayores condiciones de pro-
tección y garantía de los derechos de los menores.

No obstante, es importante que, dentro del sistema garan-
tista que opera en México, aquel principio también se pre-
vea en otros ordenamientos como es el caso de la Ley Ge-
neral de Salud, a efecto de determinar que, de entre los
objetivos del Sistema Nacional de Salud, el referente a
“Colaborar al bienestar social de la población mediante
servicios de asistencia social, principalmente a menores en

estado de abandono […]”, se oriente invariablemente bajo
el principio del interés superior de la niñez, de manera que
se asegure a aquellos menores que se encuentran en espe-
cial situación de vulnerabilidad, la adopción e implementa-
ción de acciones que tiendan en la mayor medida posible a
su bienestar y desarrollo integral.

B. Los principios de autonomía y autorrealización, par-
ticipación, equidad, corresponsabilidad y atención pre-
ferente

El 16 de diciembre de 1991, la Asamblea General de las
Naciones Unidas (ONU) mediante la Resolución 46/91,
adoptó como principios a favor de las personas de edad los
de independencia, participación, cuidado, auto realización
y dignidad15. En ese mismo documento, la ONU alentó a
los gobiernos a que los acogieran en su programas.

A partir de entonces “varios países de la región normaron
los derechos de este grupo social en las legislaciones na-
cionales. Más adelante, con el Año Internacional de las
Personas de Edad en 1999 y la celebración de la segunda
Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en 2002, este
proceso se intensifico? […] gracias al impulso de la estra-
tegia regional de implementación para América Latina y el
Caribe del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el
Envejecimiento, adoptada en 2003, y de la Declaración
Brasilia, en 2007”16.

Cabe referir que el Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre los Derechos Humanos en Materia de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como
Protocolo de San Salvador, es el único instrumento vincu-
lante para los países de América Latina y el Caribe en el
que se incluyen prevenciones específicas sobre los dere-
chos de las personas adultas mayores.

Ahora bien, de entre los países que han aprobado legisla-
ciones en aquel rubro, siguiendo los mandatos constitucio-
nales aplicables, se encuentra México.

Así, la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, que tiene por objeto garantizar el ejercicio sus dere-
chos, establece como principios rectores que habrán de
orientar la aplicación de la propia ley, así como las accio-
nes que emprendan las dependencias y entidades públicas
con aquél propósito, los de autonomía y autorrealización,
participación, equidad, corresponsabilidad y atención pre-
ferente.
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De esa forma, se determina, bajo el enfoque de los dere-
chos humanos, un bloque principialista para la protección
social de los adultos mayores que se estima debe adoptar-
se en el cumplimiento de los objetivos del Sistema Nacio-
nal de Salud, a fin de asegurar a las personas adultas ma-
yores en desamparo, condiciones que les posibilite
envejecer dignamente.

C. Respeto a la dignidad inherente, autonomía, no dis-
criminación, participación e inclusión, igualdad de
oportunidades, accesibilidad, igualdad entre el hombre
y la mujer, equidad y justicia social: Los principios pa-
ra garantizar los derechos de las personas con discapa-
cidad

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad17 tiene como propósito promover, proteger y
asegurar el goce pleno, en condiciones de igualdad de to-
dos los derechos humanos y libertades fundamentales, a las
personas con discapacidad, así como promover el respeto
de su dignidad inherente y, para tal efecto, determina en su
artículo 3 los siguientes principios:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas;

b) La no discriminación.

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad.

d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las per-
sonas con discapacidad como parte de la diversidad y la
condición humanas.

e) La igualdad de oportunidades.

f) La accesibilidad.

g) La igualdad entre el hombre y la mujer.

h) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad.

Ahora bien, en concordancia con la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad y el mandato
de no discriminación por discapacidad previsto en la
CPEUM, en nuestro país fue aprobada en 2011 la Ley Ge-

neral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,
que prevé en su artículo 5 los principios que deberán ob-
servarse en el formulación, diseño, implementación, y eva-
luación de las políticas públicas a nivel federal, conside-
rando, además de los enunciados en aquel instrumento
internacional, los de equidad, justicia social y transversali-
dad.

Considerando lo anotado líneas atrás, determinar aquellos
principios que han de orientar la atención y los apoyos que
se brinden a las personas con discapacidad es importante,
porque aún cuando diversos instrumentos internacionales y
normas nacionales que reconocen derechos humanos que
se extienden a las personas con discapacidad, las personas
que integran este grupo en especial situación de vulnerabi-
lidad siguen padeciendo discriminación y a menudo no se
respetan sus derechos humanos en condiciones de igual-
dad.

De todo lo anterior se desprende la justificación de incor-
porar en la legislación secundaria, en este caso, en la Ley
General de Salud, los principios que han de ser parámetro
para la definición de acciones y programas en beneficio de
las personas con discapacidad.

Y ciertamente, “tenemos el deber moral de eliminar los
obstáculos a la participación y de invertir fondos y conoci-
mientos suficientes para liberar el inmenso potencial de las
personas con discapacidad. Los gobiernos del mundo no
pueden seguir pasando por alto a los cientos de millones de
personas con discapacidad a quienes se les niega el acceso
a la salud, la rehabilitación, el apoyo, la educación y el em-
pleo, y a los que nunca se les ofrece la oportunidad de bri-
llar”18. 

La reforma constitucional que entró en vigor en México en
junio de 2011, en el rubro de derechos humanos, definió un
nuevo modelo de garantía y protección de los derechos
fundamentales de las personas y, en ese marco, los manda-
tos constitucionales que consagran principios –derechos
humanos en la concepción neoconstitucionalista– deman-
dan concreción y significación en las normas ordinarias o
secundarias.

Así, se han desarrollado aquellas determinaciones constitu-
cionales para concretarse en leyes que determinan los prin-
cipios que habrán de orientar las tareas, acciones y progra-
mas que se desarrollen por las instancias públicas en la
atención de niñas, niños, adolescentes, personas adultas
mayores y personas con discapacidad.
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Considerando lo anterior, se estima que esos principios de-
ben recogerse en la Ley General de Salud para orientar las
tareas y acciones del Sistema Nacional de Salud en mate-
ria de asistencia social19 a niñas, niños y adolescentes en
estado de abandono, así como a personas adultas mayores
en desamparo y personas con discapacidad, de manera que,
bajo los parámetros que aquellos principios determinan y
que siguen las prevenciones del Derecho Internacional de
los Derechos Humanos, se atienda a esas personas garanti-
zándoles sus derechos fundamentales y ello les posibilite
acceder a condiciones de bienestar y desarrollo, por lo que
me permito someter ante esta soberanía el siguiente pro-
yecto de

Decreto 

Único. Se reforma y adiciona con un segundo párrafo y los
incisos a), b) y c), la fracción III, del artículo 6o. de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 6o. … 

I. a II. …

III. Colaborar al bienestar social de la población me-
diante servicios de asistencia social, principalmente a
menores en estado de abandono, adultos mayores des-
amparados y personas con discapacidad, para fomentar
su bienestar y desarrollo integral, así como para pro-
piciar su incorporación a una vida digna y equilibrada
en lo económico y social.

Las acciones, programas, políticas públicas y medi-
das que se adopten para prestar los servicios a que se
refiere el párrafo anterior, se orientarán:

a) Por el principio del interés superior de la niñez
tratándose de niñas, niños y adolescentes en esta-
do de abandono;

b) Por los principios de autonomía y autorreali-
zación, participación, equidad, corresponsabili-
dad y atención preferente cuando se trate del cui-
dado de personas adultas mayores en desamparo;

c) Por los principios de respeto a la dignidad in-
herente, autonomía, no discriminación, partici-
pación e inclusión, igualdad de oportunidades,
accesibilidad, igualdad entre el hombre y la mu-

jer, equidad y justicia social, en la atención de
personas con discapacidad.

IV. a IX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su  publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Cárdenas Gracia Jaime, Hacía un cambio en la cultura jurídica na-
cional, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Revista Jurídica,
núm. 119, mayo-agosto de 2007, disponible en la siguiente dirección
electrónica http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/
119/art/art2.htm

2. Citado por Carlos Bernal Pulido en Estructura y límites al referirse
a la Fórmula del Peso, disponible en la siguiente dirección electrónica
http://publicaciones.ua.es/filespubli/pdf/02148676RD49949854.pdf

3. Zagrevelsky, Gustavo, El Derecho dúctil. Ley, derechos, justicia.
Trotta. Trad. Marina Gascón. 9ª ed. 2009. Pág. 111.

4. Luis Vigo, Rodolfo, Constitucionalización y judicialización del de-
recho, del estado de derecho legal al estado de derecho constitucional,
Ed. Porrúa y Universidad Panamericana, México, D.F., 2013. p. 5.

5. Mensaje que en el marco del sexagésimo cuarto aniversario de la
adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos fue pre-
sentado por la diputada Miriam Cárdenas Cantú en la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión el 11 de diciembre de 2012, material
visual en línea disponible en http://www.youtube.com/watch?v=iA-
tHul0-lv4

6. Rodríguez Moreno, Alonso, Origen, evolución y positivización de
los derechos humanos, en Colección de textos sobre derechos huma-
nos, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, s.a. pp.
29-31,  documento en línea disponible en

http://www.defensoria.ipn.mx/Documents/DDH8G/MODU-
LO%204/origenEvolucionPositivizacion_DH.pdf

7. Luis Vigo, Rodolfo, De la ley al derecho, 3a. ed., Ed. Porrúa, Méxi-
co, D.F., 2012, pp. 6 a 10.

8. Vigo, Rodolfo Luis, op. cit., nota 4, p. 39.
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9. Luis Vigo, Rodolfo, Interpretación constitucional. Ed. Abeledo Pe-
rrot, Buenos Aires, Argentina, 1993, p. 69.

10. Ídem 

11. Luis Vigo, Rodolfo, op. cit., nota 4, pp. 61 y 62.

12. Adoptada por la Organizacio?n de las Naciones Unidas en Nueva
York, Estados Unidos de Ame?rica, el 20 de noviembre de 1989 y fue
aprobada por el Senado el 19 de junio de 1990 y publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federacio?n del 31 de julio de 1990. Entro? en vigor
para el Estado mexicano el 21 de octubre de 1990, previa su ratifica-
cio?n el 21 de septiembre de 1990 y su promulgacio?n en el Diario Ofi-
cial de la Federacio?n el 25 de enero de 1991. Cuenta con tres proto-
colos de los cuales, a la fecha, Me?xico es parte en el Protocolo
Facultativo Relativo a la Participacio?n de Nin?os en Conflictos Ar-
mados, adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000. Protocolo Fa-
cultativo Relativo a la Venta de Nin?os, la Prostitucio?n Infantil y la
Utilizacio?n de los Nin?os en la Pornografi?a, adoptado en Nueva
York, el 25 de mayo de 2000.

13. García Chavarría, Ana Belem, La Convención sobre los Derechos
del Niño (fascículo 8). Colección del Sistema Universal de Protección
de los Derechos Humanos (obra completa). Comisión Nacional de los
Derechos Humanos. México, D.F., 2012. pp. 27 y 28.

14. Ídem.

15. Disponibles en la siguiente página electrónica http://www.
acnur.es/PDF/1640_20120508172005.pdf

16. Centro Latinoamericano y Cariben?o de Demografi?a (CELADE)
- Divisio?n de Poblacio?n- y Comisio?n Econo?mica para Ame?rica
Latina y el Caribe (CEPAL), Los derechos de las personas mayores,
Materiales de estudio y divulgacio?n, Mo?dulo 3 Las normas y poli?ti-
cas regionales y nacionales sobre las personas mayores, junio de 2011,
p. 1 disponible en http://www.cepal.org/cgi-bin/getProd.asp?xml=/ce-
lade/noticias/documentosdetrabajo/5/43685/P43685.xml&xsl=/cela-
de/tpl/p38f.xsl&base=/celade/tpl/top-bottom_env.xslt  

17. Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 13 de diciembre
de 2006. El 30 de marzo de 2007 el Plenipotenciario de México la fir-
mó. Aprobados, junto con declaración interpretativa, por los Senado-
res, el 27 de septiembre de 2007, según decreto publicado DOF el 24
de octubre de 2007. DOF 2 de mayo de 2008, Disponible en
http://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

18. Profesor Stephen W. Hawking.

19. Que en los términos del artículo 167 de la Ley General de Salud se
trata del “conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las cir-
cunstancias de carácter social que impidan al individuo su desarrollo
integral, así como la protección física, mental y social de personas en
estado de necesidad, desprotección o desventaja física y mental, hasta
lograr su incorporación a una vida plena y productiva.”

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputados:
Martha Loera Arámbula, María Fernanda Schroeder Verdugo, Norma
Elena Rangel Pacheco, Sonia Catalina Mercado Gallegos, Minerva
Marisol Sánchez Hernández, Carlos Humberto Castaños Valenzuela,
María Esther Garza Moreno, Issa Salomón Juan Marcos, Germán Pa-
checo Díaz, Maricruz Reyes Galicia, Erica del Carmen Velázquez Va-
cio, María Guadalupe Jaramillo Villa, Guiliana Guadalupe Quiroz Ávi-
la, María Concepción Navarrete Vital, José Luis Flores Méndez,
Norma Ponce Orozco, María Gabriela Bardales Hernández, María de
Lourdes Flores Treviño, María Esther Gutiérrez Olivares, Bárbara Ga-
briela Romo Fonseca, Martha Edith Vital Vera, María Angélica Maga-
ña Zepeda, María del Carmen Guzmán Urbán, Teresita de Jesús Ramí-
rez Hernández, Carmen Julieta Torres Lizárraga, Elizabeth Vargas
Martín del Campo, Ofelia Limón Robles, Lorena Gutiérrez Landava-
zo, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, Francisca Elena Corrales Corrales,
Mirna Velázquez López, Blanca María Villaseñor Gudiño, Carolina
Hernández Ortiz, Miroslava Meza Virrueta, Cristina González Cruz,
Amalia Dolores García Medina, María Guadalupe Moctezuma Oviedo,
Verónica Beatriz Juárez Piña, Dulce María Muñiz Martínez, Eduardo
Solís Nogueira, María Merced León Andablo, Hermelinda Martínez
Martínez, María Elia Cabañas Aparicio, Micaela Rodríguez Zamora,
Lucila Garfías Gutiérrez, Diana Karina Velázquez Ramírez, Minerva
Castillo Rodríguez, Alicia Concepción Ricalde Magaña, Carlos Ber-
nardo Guzmán Cervantes, Francisca Rosario Arana Lugo, José Pilar
Moreno Montoya (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE PLANEACION

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley de Plane-
ación, a cargo de la diputada Aída Fabiola Valencia Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II y 135, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
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y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, somete a la consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma la fracción IV, y adiciona las fracciones
IX y X, al primer párrafo del artículo 2o., de la Ley de Pla-
neación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La palabra planeación como una referencia a procesos eco-
nómicos y sociales, empieza a acuñarse en el México post
revolucionario y en general en América Latina, hasta que
se consolida el poder político disgregado por las pugnas de
poderes regionales y de caciques, coincidiendo con la cri-
sis económica generalizada del aparato económico a fines
de los años veinte.

Consecuentemente, la planeación en este enfoque primario
pretendía el conocimiento y utilización racional de los re-
cursos humanos y materiales del país; posteriormente se
pretende una racionalización de las inversiones públicas y
la inducción de las inversiones privadas y el ahorro interno
a través de los lineamientos de política económica de “sus-
titución de importaciones”.

Más tarde, probablemente como ejemplo de demostración
de otros países, se da una orientación geográfica de las in-
versiones federales y con ello una promoción a “polos de
desarrollo” en una visión de planificación regional.

En este orden de ideas, atendiendo a la historia de la pla-
neación en México, José Luis Ceceña Cervantes divide en
cinco partes este periodo, que va de mil novecientos vein-
tiocho a mil novecientos ochenta y dos1 de acuerdo a la si-
guiente estructura:

• Planificación económica por el prurito de planificar
(1928-1946);

• Planificación económica como base para obtener prés-
tamos internacionales (1947-1958);

• Planificación económica hacia cambios estructurales
(1959-1970);

• Planificación económica en un gobierno de “transi-
ción” hacia lo mismo (1971-1976);

• Planificación económica al revés (1977-1982).

Como consecuencia de lo anterior, el otrora presidente de
la República, Miguel de la Madrid Hurtado, publicó el cin-
co de enero de mil novecientos ochenta y tres, en el Diario
Oficial de la Federación, la nueva Ley de Planeación, que
derogó a la Ley sobre Planeación General de la República
de mil novecientos treinta; asimismo, el tres de febrero de
ese mismo año, se publicaron las reformas a los artículos
25, 26 y 73, fracción XXIX-D, de la Constitución federal,
relativos a la planeación del desarrollo.

Esta nueva Ley de Planeación, la definía como la ordena-
ción racional y sistemática de acciones, tomando en cuen-
ta el ejercicio de atribuciones del Ejecutivo federal en as-
pectos tales como la regulación y promoción de la
actividad económica, social, política y cultural; cuya fina-
lidad es transformar la realidad del país, de acuerdo con
normas, principios y objetivos que establecen la Constitu-
ción y la citada ley.

En este sentido, la actual fracción IV, del artículo 2o., de la
Ley de Planeación vigente, establece que dentro del uni-
verso de principios que sustentan a la planeación, se en-
cuentra “…El respeto irrestricto de las garantías individua-
les, y de las libertades y derechos sociales, políticos y
culturales…”; sin embargo , uno de los cambios significa-
tivos que trajo la reforma constitucional, publicada el diez
de junio del año dos mil once, fue la modificación del nom-
bre del capítulo I del título primero de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, al cual tradicio-
nalmente se le había llamado como Garantías Individuales
y ahora se denomina De los Derechos Humanos y sus Ga-
rantías.

El cambio mencionado en el párrafo inmediato anterior, no
es gratuito, y lleva como propósito marcar una nueva etapa
en el reconocimiento de los derechos en el ámbito nacional
pero con especial referencia al ámbito internacional; ya que
el concepto de garantías individuales siempre ha dado lu-
gar a ambigüedades y confusiones a lo largo de la historia
de la Constitución mexicana.

Las mayores contradicciones se generaron especialmente a
partir de las teorías constitucionales surgidas en la segunda
mitad del siglo XX. Particularmente, en las doctrinas mo-
dernas constitucionales hubo una creciente tendencia a re-
alizar una división entre lo que son, propiamente llamados
los derechos y los medios jurídicos tendientes a hacerlos
valer, es decir, sus garantías2.
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Por lo tanto, resulta indispensable adecuar las leyes secun-
darias, atendiendo al rango constitucional que se les ha
otorgado a nuestros derechos humanos, específicamente en
el epígrafe del capítulo I y, de manera destacada, en el pri-
mer párrafo del artículo 1o. constitucional, con lo cual se
establece una cláusula abierta para reconocer como tales,
no sólo los contenidos en la propia Constitución, sino los
provenientes de los tratados internacionales en que nuestro
país sea parte, fortaleciendo así su estatus como límites no
negociables frente a la actuación del estado.

Consecuentemente, la cláusula abierta, contempla de ma-
nera explícita nuevos derechos humanos diversos a los
contenidos en la Constitución, favoreciendo desde la pers-
pectiva del derecho interno, el reconocimiento y defensa de
los derechos provenientes de fuente internacional3. 

Tal y como lo advierte el doctor Sergio García Ramírez, re-
ciente juez mexicano y, en su momento presidente de la
Corte Interamericana de los Derechos Humanos; es im-
prescindible que se abra en la mayor medida “la puerta pa-
ra el tránsito de la corriente internacional hacia el ámbito
nacional, sin debates que impidan o demoren la incorpora-
ción”4.

En otro orden de ideas, considerando que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, concibe a la
planeación del desarrollo nacional como el eje que articula
las políticas públicas que lleva a cabo el gobierno de la Re-
pública, pero también como la fuente directa de la demo-
cracia participativa a través de la consulta con la sociedad;
y que para el diccionario de la Real Academia Española, la
palabra “principio” es considerado como “base, origen, ra-
zón fundamental sobre la cual se procede discurriendo en
cualquier materia”, se arriba válidamente a la conclusión
de que el Poder Ejecutivo tiene que constreñir sus políticas
públicas a los temas trascendentales en el ámbito político,
económico y social, tales como el reconocimiento y dere-
cho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre de-
terminación, así como, la política de previsión, rehabilita-
ción, integración social y acceso a los derechos humanos
reconocidos por la Constitución general, para las personas
con discapacidad.

Lo anterior es así, ya que si bien es cierto que la política del
Ejecutivo federal hacia los pueblos indígenas, se sustenta
en el artículo 2o., de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en su apartado B que señala que “la fe-
deración, los estados y los municipios establecerán las ins-

tituciones y determinarán las políticas necesarias para ga-
rantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cua-
les deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con
ellos”; igualmente cierto es, que el reconocimiento del de-
recho de los pueblos indígenas a la libre determinación de-
be sustentarse como principio rector de la Ley de Planea-
ción, debido a que la promoción del desarrollo de dichos
pueblos, tiene que establecerse en objetivos, estrategias, lí-
neas de acción, indicadores y metas para abatir las caren-
cias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades in-
dígenas, así como integrar una sociedad con equidad,
cohesión social e igualdad de oportunidades y hacer reali-
dad un país donde se asegure el ejercicio efectivo de los de-
rechos sociales de todas y todos los mexicanos.

Máxime que en México la población indígena conforma un
importante grupo social de mexicanos que dada su cultura,
historia y lengua se identifican como los pueblos origina-
rios del país, el cual conforme al Censo de Población y Vi-
vienda 2010, realizado por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), se estima como una población
de 15.7 millones de indígenas en México, existiendo 11.1
millones que viven en un hogar indígena5, los cuales son
ubicables geográficamente y son el entorno poblacional de
las políticas públicas en materia indígena, todos ellos con
una riqueza histórica y cultural propia que dan sentido de
pertenencia e identidad a la nación y a todos los mexica-
nos.

El mismo fenómeno debe prevalecer para las personas con
discapacidad, ya que actualmente, más de mil millones de
personas viven en todo el mundo con alguna forma de dis-
capacidad, es decir, alrededor de 15 por ciento de la pobla-
ción mundial (según las estimaciones de la población mun-
dial en el año dos mil diez). Esta cifra es superior a las
estimaciones previas de la Organización Mundial de la Sa-
lud, correspondientes al año de mil novecientos setenta,
que eran de aproximadamente 10 por ciento.

Asimismo, según la Encuesta Mundial de Salud, cerca de
setecientos ochenta y cinco millones de personas (15.6 por
ciento) de quince años y más, viven con discapacidad,
mientras que el proyecto sobre la Carga Mundial de Mor-
bilidad, estima una cifra próxima a los novecientos setenta
y cinco millones (19.4 por ciento).

Por su parte, la Encuesta Mundial de Salud señala que, del
total estimado de personas con discapacidad, ciento diez

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados258



millones (2.2 por ciento) tienen dificultades muy significa-
tivas de funcionamiento; mientras que la Carga Mundial de
Morbilidad estima en ciento noventa millones (3.8 por
ciento) las personas con una “discapacidad grave” (el equi-
valente a la discapacidad asociada a afecciones tales como
la tetraplejía, depresión grave o ceguera).

En este sentido, solo la Carga Mundial de Morbilidad mi-
de las discapacidades infantiles (0-14 años), con una esti-
mación de noventa y cinco millones de niños (5.1 por cien-
to), trece millones de los cuales (0.7 por ciento) tiene
“discapacidad grave”.

Consecuentemente, este sector de la población igualmente
debe sustentarse como principio rector de la Ley de Plane-
ación, debido a que la política de previsión, rehabilitación,
integración social y acceso a los derechos humanos reco-
nocidos por la Constitución general, para las personas con
discapacidad; tiene que establecerse en objetivos, estrate-
gias, líneas de acción, indicadores y metas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto, que reforma la fracción IV, y adiciona las frac-
ciones IX y X, al primer párrafo del artículo 2o. de la
Ley de Planeación

Único. Se reforma la fracción IV, y adiciona las fracciones
IX y X, al primer párrafo del artículo 2o. de la Ley de Pla-
neación para quedar como sigue:

“Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo como
un medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad
del estado sobre el desarrollo integral y sustentable del pa-
ís y deberá tender a la consecución de los fines y objetivos
políticos, sociales, culturales y económicos contenidos en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Para ello, estará basada en los siguientes principios:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. El respeto irrestricto de los derechos humanos y sus
garantías, contenidos en la Constitución General de
la República, y en los tratados internacionales de los

que el Estado mexicano sea parte; así como, de las li-
bertades y derechos sociales, políticos y culturales;

V. (…)

VI. (…)

VII. (…)

VIII. (…)

IX. El reconocimiento y derecho de los pueblos y co-
munidades indígenas a la libre determinación, y

X. La política de previsión, rehabilitación, integra-
ción social y acceso a los derechos humanos recono-
cidos por la Constitución general, para las personas
con discapacidad.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Cuadro comparativo

Texto vigente

Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo como
un medio para el eficaz desempeño de la responsabili-
dad del Estado sobre el desarrollo integral y sustentable
del país y deberá tender a la consecución de los fines y
objetivos políticos, sociales, culturales y económicos
contenidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Para ello, estará basada en los si-
guientes principios:

I. El fortalecimiento de la soberanía, la independencia y
autodeterminación nacionales, en lo político, lo econó-
mico y lo cultural;

II. La preservación y el perfeccionamiento del régimen
democrático, republicano, federal y representativo que
la Constitución establece; y la consolidación de la de-
mocracia como sistema de vida, fundado en el constan-
te mejoramiento económico, social y cultural del pue-
blo, impulsando su participación activa en la planeación
y ejecución de las actividades del gobierno;
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III. La igualdad de derechos entre mujeres y hombres, la
atención de las necesidades básicas de la población y la
mejoría, en todos los aspectos de la calidad de la vida,
para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando
un ambiente adecuado para el desarrollo de la pobla-
ción;

IV. El respeto irrestricto de las garantías individuales, y
de las libertades y derechos sociales, políticos y cultura-
les;

V. El fortalecimiento del pacto federal y del Municipio
libre, para lograr un desarrollo equilibrado del país, pro-
moviendo la descentralización de la vida nacional;

VI. El equilibrio de los factores de la producción, que
proteja y promueva el empleo; en un marco de estabili-
dad económica y social;

VII. La perspectiva de género, para garantizar la igual-
dad de oportunidades entre mujeres y hombres, y pro-
mover el adelanto de las mujeres mediante el acceso
equitativo a los bienes, recursos y beneficios del desa-
rrollo, y

VIII. La factibilidad cultural de las políticas públicas
nacionales.

Texto propuesto

Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo como
un medio para el eficaz desempeño de la responsabili-
dad del Estado sobre el desarrollo integral y sustentable
del país y deberá tender a la consecución de los fines y
objetivos políticos, sociales, culturales y económicos
contenidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Para ello, estará basada en los si-
guientes principios:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. El respeto irrestricto de los derechos humanos y sus
garantías, contenidos en la Constitución General de
la República, y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte; así como, de las li-
bertades y derechos sociales, políticos y culturales;

V. (…)

VI. (…)

VII. (…)

VIII. (…)

IX. El reconocimiento y derecho de los pueblos y co-
munidades indígenas a la libre determinación, y

X. La política de previsión, rehabilitación, integra-
ción social y acceso a los Derechos Humanos recono-
cidos por la Constitución General, para las personas
con discapacidad.

Notas:

1. Ceceña Cervantes, José Luis, La planificación económica nacional
en los países atrasados de orientación capitalista (el caso de México),
México, UNAM, 1982, pp. 53-203

2. Servicio Profesional en Derechos Humanos y Comisión de Derechos
Humanos del Distrito Federal. 2012. Las reformas constitucionales en
materia de derechos humanos. México: Comisión de Derechos Huma-
nos del Distrito Federal. Páginas 20 y 21.

3. Orozco, José de Jesús. 2011. Los derechos humanos y el nuevo ar-
tículo 1° constitucional. Revista del Instituto de Ciencias Jurídicas de
Puebla 28 (julio-diciembre). Página 88.

4. García Ramírez, Sergio. “Recepción de la jurisprudencia interame-
ricana sobre derechos humanos en el derecho interno”, en Anuario de
Derecho Constitucional Latinoamericano 2008, Fundación Konrad
Adenauer, México, 2008, p. 364

5. De acuerdo a los criterios de la CDI, se considera población indíge-
na a todas las personas que forman parte de un hogar indígena, donde
el jefe(a) del hogar, su cónyuge y/o alguno de los ascendientes (madre
o padre, madrastra o padrastro, abuelo(a), bisabuelo(a), tatarabuelo(a),
suegro(a) declaró ser hablante de lengua indígena. Además, se incluye
a personas que declararon hablar alguna lengua indígena y que no for-
man parte de estos hogares.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2014.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que reforma el artículo 7-Bis de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, a cargo de la diputada Landy
Margarita Berzunza Novelo, del Grupo Parlamentario del
PRI

La suscrita, Landy Margarita Berzunza Novelo, diputada a
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se
reforma el Artículo 7 Bis, de la Ley de Aguas Nacionales,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

La protección económica de los consumidores de bienes y
servicios en nuestro país, ha sido un tema importante de la
agenda de gobierno durante las últimas décadas, encon-
trando su fundamento jurídico directamente en el artículo
28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

De la Constitución Política emana la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, que en el artículo 1 establece que el
objeto de la ley es promover y proteger los derechos y
cultura del consumidor y procurar la equidad, certeza
y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores
y consumidores.1

Si bien es claro que se ha transitado en los últimos años por
velar por una mejor calidad de los bienes y servicios y una
amena relación entre proveedores y consumidores, consi-
dero necesario que se debe supervisar también la exhibi-
ción y especificación clara de las tarifas y todos los costos
que involucren las adquisiciones, mismas que se deben en-
contrar disponibles no solo en los sitios de venta, sino tam-
bién en los medios electrónicos o sitios de internet, ha-
ciendo uso de las nuevas tecnologías, siempre buscando la
seguridad del consumidor.

Argumentación

Con la creación de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor, en 1992, se establecen principios esenciales de pro-
tección al consumidor y sus intereses, mismos que emanan
del artículo 28 constitucional, en donde se proporcionan
elementos para el buen funcionamiento de las políticas en
materia de protección económica de los consumidores.

Las nuevas tecnologías para la promoción de bienes y ser-
vicios para los consumidores, son un medio que se debe
emplear para implementar dichas políticas que entre sus
características deben procurar la exhibición de costos y ta-
rifas claras que conduzcan al consumidor hacia una toma
de decisiones responsable y con pleno conocimiento del
impacto que traerá consigo para su economía personal o fa-
miliar una adquisición. 

La publicidad y el desglose de las tarifas por bienes y ser-
vicios, así como las características de los mismos deben ser
accesibles para los consumidores, no solo en las instalacio-
nes de compra venta de los bienes o servicios, sino también
en los sitios o portales de internet con los que cuenten los
proveedores. 

Lo anterior para que los proveedores no incurran en prácti-
cas opacas y deshonestas que, pese a los avances tecnoló-
gicos y uso de medios de comunicación, sean poco preci-
sas y engañosas para los consumidores. 

En este orden de consideraciones, conviene recordar un
ejemplo de poca claridad a la hora de la exposición de las
tarifas de algunas aerolíneas en nuestro país, caso que su-
cedió en agosto de 2014, cuando la Procuraduría Federal
del Consumidor, informo a través de un comunicado oficial
que como parte del Programa Nacional de Verificación y
Vigilancia 2014, colocó sellos de suspensión de activida-
des a las aerolíneas Aeroméxico, Interjet, Vivaaerobús,
Magnicharters, Airfrance, British Airways y Cubana de
Aviación de la Ciudad de México, así como a las hidrocá-
lidas Distribuidora Aérea de Aguascalientes y Especialistas
Aéreos de Aguascalientes, por incumplimiento a la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor (LFPC).

Las irregularidades incluyeron según el mismo comunica-
do oficial no exhibir tarifas de transportación aérea, no en-
tregar comprobantes de compra de la operación realizada e
informar mediante letreros en los módulos de venta que las
tarifas podrán consultarse a través de terminales de cómpu-
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to, las cuales no se encuentran a disposición de los consu-
midores.

Otras anomalías reportadas fueron no proporcionar infor-
mación clara y de manera previa sobre términos y condi-
ciones aplicables de cargos por concepto de cancelaciones,
reservaciones y/o retrasos de vuelos, aplicar cargos adicio-
nales por impresión de boletos, sin informar al consumidor
y no informar la capacidad del equipaje al que tienen dere-
cho las y los consumidores de transportar de manera gra-
tuita, entre otras.2

Para atender problemáticas como el ejemplo antes expues-
to, es que los avances tecnológicos, que favorecen el flujo
de comunicación e información para el mercado en nuestro
país, se deben adecuar para que de manera legal se esta-
blezca la conducta de los proveedores de bienes y servi-
cios, para que con el uso de los medios electrónicos se ha-
ga una exposición clara de las tarifas de los bienes y
servicios, disposición que puede asentarse en el artículo 7
Bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Con la disposición que se propone en la presente iniciativa,
se busca fortalecer de forma legal la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, para que se aprovechen las tecno-
logías en el ramo de la compraventa de bienes y servicios,
y en las mismas, la claridad de las tarifas a pagar por los
bienes, servicios o productos, favorezca la confianza de los
consumidores.

De esta forma, se reforzará la obligación de los proveedo-
res para respetar los precios y tarifas establecidas en sus
centros de venta y portales de internet.

De manera igualmente importante se debe continuar con
políticas para prevenir y sancionar las prácticas comercia-
les engañosas y deshonestas, que finalmente perjudiquen la
economía de los consumidores.

Con la aprobación de esta iniciativa, se busca dar cumpli-
miento al Plan Nacional de Desarrollo 2013 - 2018 en cu-
ya meta VI.4. México Próspero, y específicamente en la es-
trategia 4.7.5 busca proteger los derechos del consumidor,
mejorar la información de mercados y garantizar el dere-
cho a la realización de operaciones comerciales claras y se-
guras. 

Por lo antes expuesto, considero procedente la propuesta
que a continuación se presenta la cual, Para facilitar su aná-
lisis, me permito incluir el cuadro comparativo siguiente:

Ley Federal de Protección al Consumidor

Texto vigente

Artículo 7 Bis. El proveedor está obligado a exhibir de
forma notoria y visible el monto total a pagar por los
bienes, productos o servicios que ofrezca al consumidor.

Dicho monto deberá incluir impuestos, comisiones, in-
tereses, seguros y cualquier otro costo, cargo, gasto o
erogación adicional que se requiera cubrir con motivo
de la adquisición o contratación respectiva, sea ésta al
contado o a crédito.

Texto propuesto

Artículo 7 Bis. El proveedor está obligado a exhibir de
forma notoria y visible el monto total a pagar por los
bienes, productos o servicios que ofrezca al consumidor.

La forma de exhibición, habrá de incluir los distintos
puntos de venta de los productos o servicios y debe-
rá exponerse de forma similar en los medios electró-
nicos con los que cuente el proveedor.

El monto expuesto en todas sus formas de exhibición,
deberá incluir impuestos, comisiones, intereses, seguros
y cualquier otro costo, cargo, gasto o erogación adicio-
nal que se requiera cubrir con motivo de la adquisición
o contratación respectiva, sea ésta al contado o a crédi-
to.

Por el carácter de la iniciativa, es preciso hacer mención
que la presente no tiene impacto presupuestario toda vez
que no deriva en la realización de nuevas funciones, ni en
la creación de nuevas estructuras orgánico administrativas,
ni tampoco la ampliación de la oferta de bienes o servicios
públicos, por lo que no requiere de recursos adicionales pa-
ra su cumplimiento.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de

Decreto

Artículo único. Se reforma el artículo 7 Bis. De la Ley
Federal de Protección al Consumidor, para quedar como
sigue:
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Artículo 7 Bis. El proveedor está obligado a exhibir de for-
ma notoria y visible el monto total a pagar por los bienes,
productos o servicios que ofrezca al consumidor.

La forma de exhibición, habrá de incluir los distintos
puntos de venta de los productos o servicios y deberá
exponerse de forma similar en los medios electrónicos
con los que cuente el proveedor.

El monto expuesto en todas sus formas de exhibición,
deberá incluir impuestos, comisiones, intereses, seguros y
cualquier otro costo, cargo, gasto o erogación adicional que
se requiera cubrir con motivo de la adquisición o contrata-
ción respectiva, sea ésta al contado o a crédito.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Ley Federal de Protección al Consumidor. Consultada a través de
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm el 18 de marzo
de 2015.

2 Procuraduría Federal del Consumidor, “Profeco suspende actividad
comercial a 9 aerolíneas”, Comunicado 046, 6 de agosto de 2014, Mé-
xico, DF. Documento que puede encontrarse en http://www.profeco.
gob.mx/prensa/prensa14/agosto14/bol0046.asp (Consultado el 18 de
marzo de 2015.)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.—
Diputados: Landy Margarita Berzunza Novelo, Carmen Julieta Torres
Lizarraga, Dulce María Muñíz Martínez, Francisca Elena Corrales Co-
rrales, José Pilar Moreno Montoya, María Guadalupe Jaramillo Villa,
Maricruz Reyes Galicia (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Cultura Física y Deporte, a cargo de
la diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II y 135, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, someto a la consideración
de ésta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona el artículo 46 Bis, a la Sección Primera
“De las Asociaciones y Sociedades Deportivas”; un segun-
do párrafo al artículo 47; el inciso h), a la fracción IV, del
artículo 54; reforma el primer párrafo del artículo 51, así
como, los artículos 71 y 77, de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
hace referencia expresa a la cultura física y al deporte en
los artículos 4o., último párrafo (Derecho a la Cultura Físi-
ca y Deporte), 18, segundo párrafo (Deporte y sistema pe-
nitenciario), 73, fracción XXIX-J (Facultad del Congreso
de la Unión para legislar en materia de cultura física y de-
porte) y 122, Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso
l) (Facultad de la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral para normar en la materia, dada la naturaleza jurídica
del propio Distrito Federal). En materia de Planeación, la
Constitución toma como base los artículos 25 y 26.

En este sentido, el día jueves doce de diciembre del año dos
mil dos, atendiendo a que el marco legal que regulaba el
ámbito deportivo, solo se ocupaba de establecer las bases
generales de coordinación en materia de deporte, y no así
las de la cultura física; se publicó el Dictamen de la Comi-
sión de Juventud y Deporte, de esta Honorable Soberanía,
con proyecto de Decreto de Ley General de Cultura Física
y Deporte, en donde se reconocía y amparaba la necesidad
de fomentar la participación y permanencia de la población
en general, en la práctica de la cultura física y el deporte.

En el cual se destacó la transformación de la Comisión Na-
cional del Deporte de un órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Educación Pública, a un organismo público
descentralizado de la Administración Pública Federal, sec-
torizado a la misma Secretaría que se menciona, haciendo
especial énfasis a que el servicio público que presta es el de
fomentar y promover la Cultura Física, la Recreación y el
Deporte en nuestro país para que los mexicanos puedan ha-
cer ejercicio sistemáticamente, ocupar positivamente su
tiempo libre y practicar habitualmente un deporte para ele-
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var su calidad de vida y desarrollar integralmente al indivi-
duo.

Consecuentemente, el día trece de abril del año dos mil tre-
ce, se publicó en la Gaceta Parlamentaria de esta Honora-
ble Cámara de Diputados, el Decreto por el que se expide
la nueva Ley General de Cultura Física y Deporte, en don-
de se hiso patente que “…la cultura física deberá ser pro-
movida, fomentada y estimulada en todos los niveles, co-
mo factor fundamental del desarrollo armónico e integral
del ser humano…”.

En la referida Ley se establecieron como finalidades prin-
cipales, el “…fomentar equitativamente el desarrollo de la
cultura física y el deporte como medio importante en la
preservación de la salud y disminución de enfermedades;
prevención del delito; y se incentiva la inversión social y
privada para el desarrollo de la cultura física y deporte, así
como se ordena y regula el deporte civil…”.

En este orden de ideas, el día veinticinco de marzo del año
inmediato anterior se publicó en la multirreferida Gaceta
Parlamentaria, el Dictamen de las Comisiones Unidas de
Justica y Deporte, relativo a la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones de la Ley General de Cultura Física y Deporte; en
donde se arribó a la conclusión de que resultaba urgente y
necesario adecuar el marco jurídico para prevenir, contro-
lar y sancionar la violencia en los eventos deportivos, en
los momentos previos a que den inicio, durante el desem-
peño de los mismos y después de su realización.

De la evolución histórica del ordenamiento invocado en
párrafos anteriores, en todo momento se destaca a las fede-
raciones y asociaciones deportivas, como organismos ne-
cesarios para el desarrollo del deporte, principalmente por-
que tienen estructuras consolidadas internacionalmente
desde hace más de un siglo (Mandell, 1986; Elias y Dun-
nig,1992, Salvador, 2003), lo cual les permite aportar ide-
as y propuestas de mejora de sus actividades y plantear ac-
ciones para incrementar el número de deportistas
practicantes, gracias a esa interrelación con organizaciones
similares de otros países y con la federación internacional
correspondiente.1

Lo anterior, en virtud de que el deporte de competencia es
global y universal y se rige por entidades internacionales,
especialmente Federaciones y Asociaciones de Comités
Olímpicos. 

En este sentido, la Ley General de Cultura Física y Depor-
te, estable que las Asociaciones Deportivas Nacionales de-
bidamente reconocidas, además de sus propias atribucio-
nes, ejercen, por delegación, funciones públicas de carácter
administrativo, actuando como agentes colaboradores del
Gobierno Federal, por lo que dicha actuación se considera
de utilidad pública.2

Asimismo, el ordenamiento invocado en el párrafo inme-
diato anterior, otorga a la CONADE (Comisión Nacional
de Cultura Física y Deporte), la facultad registrar como
Asociaciones Deportivas, a las personas morales, cualquie-
ra que sea su estructura, denominación y naturaleza jurídi-
ca, que conforme a su objeto social promuevan, difundan,
practiquen o contribuyan al desarrollo del deporte sin fines
preponderantemente económicos;3 y como Sociedades
Deportivas, a las personas morales, cualquiera que sea su
naturaleza jurídica, estructura o denominación, que confor-
me a su objeto social promuevan, practiquen o contribuyan
al desarrollo del deporte con fines preponderantemente
económicos.

Sin embargo, el Reglamento de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, en su artículo 30, fracción II, inciso b),
establece la obligación por parte de las Asociaciones y So-
ciedades Deportivas, de acreditar su representatividad ante
la Conade, mediante “Documento que, en su caso, acredite
la afiliación a la asociación deportiva nacional correspon-
diente…”; es decir, si no se cumple con este elemento sine
qua non, dicho organismo público descentralizado de la
Administración Pública Federal, niega el registro corres-
pondiente.

El maestro Antonio Millán Garrido, en su obra denomina-
da “Los principios de monopolio de gestión y de unicidad
en la regulación del deporte federado”, aduce que tales
postulados son, en esencia, los referidos al monopolio de
gestión, a la reciprocidad de reconocimiento, a la afiliación
obligatoria y a la autonomía normativa; siendo circunstan-
ciales al modelo clásico y todos ellos, de una u otra forma,
aparecen proclamados en los países que toman dicho mo-
delo como base de su sistema deportivo.

Este principio de monopolio o exclusividad parte de la
consideración de que “dicha forma de estructuración u or-
ganización unitaria o monopolística se configura como la
más adecuada o eficaz para la promoción y desarrollo de
una modalidad deportiva, tanto en el ámbito nacional como
en el internacional” (Espartero: 307).

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados264



El monopolio se asegura, fundamentalmente, a través de la
afiliación obligatoria (como única vía de acceso a la com-
petición oficial), de la reciprocidad de reconocimiento (o
representación unitaria) y de la prohibición a los deportis-
tas federados de participar en competiciones no reconoci-
das.

Dicho postulado estructural, que nace y se desarrolla como
exigencia de la organización privada del deporte, resulta
hoy de difícil justificación fuera de un marco normativo se-
mipúblico, ya que el régimen monopolístico que comparte,
no parece compatible con los principios de libertad de em-
presa (consagrado en el artículo 5º, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos) y de libre concu-
rrencia generalizados en nuestro contexto sociocultural.

Afirmar lo contrario, permite validad la característica de
“exclusividad”, la cual implica que cada uno de tales dere-
chos origina un ámbito y un espacio reservado sólo a su ti-
tular, lo cual conlleva, para los terceros, el correlativo de-
ber de abstenerse de cualquier actuación que suponga
invadir ese espacio reservado.4

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto, que adiciona el artículo 46 Bis, a la Sección
Primera “De las Asociaciones y Sociedades Deporti-
vas”; un segundo párrafo al artículo 47; el inciso h), a
la fracción IV, del artículo 54; reforma el primer pá-
rrafo del artículo 51, así como, los artículos 71 y 77, de
la Ley General de Cultura Física y Deporte

Único. Se adiciona el artículo 46 Bis, a la Sección Primera
“De las Asociaciones y Sociedades Deportivas”; un segun-
do párrafo al artículo 47; el inciso h), a la fracción IV, del
artículo 54; reforma el primer párrafo del artículo 51, así
como, los artículos 71 y 77, de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, para quedar como sigue:

“Artículo 46 Bis. Las Asociaciones y Sociedades Depor-
tivas debidamente inscritas ante la Conade, tienen la
obligación de emitir dictámenes, opiniones y/o partici-
par activamente, en las funciones públicas de carácter
administrativo que les son encomendadas a las Asocia-
ciones Deportivas Nacionales correspondientes.

Artículo 47. (…)

En ningún caso, se requerirá documento alguno que
acredite la afiliación a la asociación deportiva nacional
correspondiente; únicamente se deberá acreditar que
las Asociaciones o Sociedades Deportivas, representan
considerablemente a una especialidad deportiva en los
estados o el Distrito Federal.

(…)

Artículo 51. Las Asociaciones Deportivas Nacionales debi-
damente reconocidas en términos de la presente Ley, ade-
más de sus propias atribuciones, ejercen, por delegación,
funciones públicas de carácter administrativo, actuando en
este caso como agentes colaboradores del Gobierno Fede-
ral, por lo que dicha actuación se considerará de utilidad
pública. Además de las actividades propias de gobierno,
administración, gestión, organización y reglamentación de
las especialidades que corresponden a cada una de sus dis-
ciplinas deportivas, ejercen bajo la coordinación de la Co-
nade, tomando en cuenta en todo momento, los dictá-
menes, opiniones y/o participación activa que realicen
las Asociaciones y Sociedades Deportivas debidamente
inscritas ante la Dependencia Federal en comento; las
siguientes funciones públicas de carácter administrativo:

(…)

Artículo 54. Las Federaciones Deportivas Nacionales que
soliciten su registro como Asociaciones Deportivas Nacio-
nales a la CONADE deberán cumplir con los siguientes re-
quisitos:

(…)

IV. Contemplar en sus estatutos, además de lo señalado
en la legislación civil correspondiente, lo siguiente:

(…)

g) El reconocimiento de la facultad de la CONADE
de fiscalizar la correcta aplicación y ejercicio de los
recursos públicos, así como evaluar los resultados de
los programas operados con los mencionados recur-
sos; y

h) El reconocimiento de los dictámenes, opiniones
y/o la participación activa que realicen las Aso-
ciaciones y Sociedades Deportivas debidamente
inscritas ante la CONADE, en las funciones pú-
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blicas de carácter administrativo que les fueren
encomendadas.

(…)

Artículo 71. El COM en coordinación con la Conade parti-
cipará en la integración de las delegaciones deportivas que
representen al país en las competiciones que se celebren en
el ámbito internacional a que se refiere el artículo 69; to-
mando siempre en consideración, las opiniones y/o pro-
puestas que realicen las Asociaciones y Sociedades De-
portivas debidamente inscritas ante la Conade, que
conforme a su objeto social practiquen el deporte.

(…)

Artículo 77. El Copame participará, en coordinación y res-
peto mutuo de sus respectivos derechos y jurisdicciones
con la Conade en la integración de las delegaciones depor-
tivas que representen al país en las competencias que se ce-
lebren en el ámbito internacional al que se refiere el artícu-
lo 75; tomando siempre en consideración, las opiniones
y/o propuestas que realicen las Asociaciones y Socieda-
des Deportivas debidamente inscritas ante la Conade,
que conforme a su objeto social practiquen el deporte.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El titular del Poder Ejecutivo, tendrá
ciento ochenta días a partir del día de la publicación del
presente decreto en el Diario Oficial de la Federación, para
reformar los reglamentos de la materia.
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Notas:

1 Deporte Asociativo Organizado: Clubes, Federaciones, Ligas, Com-
peticiones. Eventos Deportivos Informes Sectoriales del Deporte Me-
xicano.

2 Artículo 51, primer párrafo, de Ley General de Cultura Física y De-
porte.

3 Artículo 43, de Ley General de Cultura Física y Deporte.

4 Registro: 162090, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo
de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): Constitucional, Te-
sis: I.7o.A.761 A, Página: 1216, Época: Novena Época 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 307 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Aída Fabiola Valencia Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en es-
trecha relación con los diversos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión, someto a la consideración
de ésta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona un cuarto y quinto párrafos, al artículo
307, de la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Actualmente en nuestro Estado mexicano, la ingesta exce-
siva de refrescos y bebidas saborizadas se encuentra en ín-
dices alarmantes, ya que de acuerdo a la recopilación de in-
formación, realizada por la Procuraduría Federal del
Consumidor, en su revista del consumidor del mes de ma-
yo del año dos mil doce; de las cifras difundidas por orga-
nizaciones de consumidores, se advierte que los mexicanos

consumimos, en promedio, ciento sesenta y cuatro litros de
refresco per cápita en un año, mientras que, en Estados
unidos (país considerado el segundo consumidor de refres-
cos a escala mundial), se beben ciento dieciocho litros por
persona en el mismo lapso.

Ahora bien, las bebidas que contienen azúcares añadidos
(sacarosa, jarabe de maíz alto en fructosa), se asocian con
un mayor riesgo de aumentar de peso y por lo tanto, des-
arrollar sobrepeso y obesidad, así como otras enfermeda-
des cardiovasculares como diabetes, síndrome metabólico
e hipertensión.

En este contexto, de acuerdo con la información recabada
por Oliver de Schutter, relator especial de la Organización
de las Naciones Unidas en materia de derechos alimenti-
cios; siete de cada diez mexicanos (cerca de treinta y cinco
millones de personas) padecen sobrepeso.

Un claro ejemplo de las consecuencias de lo anteriormente
descrito, es el estudio de mortalidad por consumo de bebi-
das azucaradas, realizado por el Centro de Investigación en
Nutrición y Salud, del Instituto Nacional de Salud Públi-
ca1; en donde encontraron que en el mundo, seiscientas
cincuenta y cinco mil de las muertes, fueron atribuibles al
consumo de bebidas azucaradas, incluyendo trescientas
seiscientas sesenta y nueve mil por diabetes, doscientas
cincuenta y ocho mil por enfermedades cardiovasculares, y
veintiocho mil por diferentes tipos de cáncer. En México
seis de cada diez muertes se atribuyen al consumo de bebi-
das azucaradas en adultos de menos de cuarenta y cinco
años.

En virtud de lo anterior, la actual recomendación de la Or-
ganización Mundial de la Salud, que data del año dos mil
dos, es que el consumo de azúcares debe representar menos
del 10% de la ingesta calórica total diaria. 

Sin embargo, si bien es cierto que en el nuevo proyecto de
directrices se formula la misma recomendación, igualmen-
te cierto es, que indica la obtención de beneficios adicio-
nales, al reducirse ingesta calórica total diaria a menos del
5%; lo anterior, considerando que un 5% de la ingesta ca-
lórica total equivale a unos veinticinco gramos (aproxima-
damente seis cucharadas de café) de azúcar al día para un
adulto con un índice de masa corporal normal.

En base a lo anterior, nos encontramos con la preocupante
realidad, que del estudio realizado por la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor, en cuanto a la cantidad de azúcar en-
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contrada en los refrescos, osciló entre los cuatro y veinti-
cinco gramos; y para el caso de la bebidas saborizadas, va-
rió entre los cinco y veintiocho gramos, ambos rangos pre-
sentes en una muestra de doscientos mililitros.

Ahora bien, si consideramos que la muestra mencionada en
el párrafo inmediato anterior, representa el 56.3% de la pre-
sentación más pequeña de estas bebidas, que contienen tres-
cientos cincuenta y cinco mililitros; se arriba válidamente a
la conclusión que las mismas, contienen alrededor de cua-
renta y cuatro gramos de azúcar, tomando como referencia
veinte gramos en la muestra de doscientos mililitros.

Consecuentemente, si la ingesta calórica total equivale a
unos veinticinco gramos de azúcar al día para un adulto
con un índice de masa corporal normal; al ingerir una be-
bida con las características de la mencionada en el párrafo
precedente, nuestro organismo recibe 43.7% más de los
azucares que necesita.

Por lo tanto, debemos de tomar acciones contundentes e in-
mediatas, que reduzcan el consumo de estas bebidas que
son nocivas para la salud; independientemente de que, si
bien es cierto que la última decisión la toma el consumir,
igualmente cierto es, que esto no debe significar alentar su
consumo, mucho menos que no se haga de su conocimien-
to los alcances que puede tener en torno a su salud.

En este contexto, con el fin de fortalecer nuestro marco ju-
rídico mexicano, y para el efecto de que se reduzca el con-
sumo de bebidas azucaradas; propongo a esta Soberanía
que dichas bebidas tengan el mismo tratamiento que se les
ha dado a los productos emanados del tabaco, es decir, aler-
tar a la población de los daños nocivos que traen como con-
secuencia la ingesta de estas bebidas.

La propuesta en comento, se centra en regularizar las bebi-
das no alcohólicas, entendiéndose como tal cualquier líqui-
do, natural o transformado, que proporcione al organismo
elementos para su nutrición, es decir, dicho concepto cons-
triñe igualmente el termino de bebidas azucaradas o sabo-
rizadas, que la suscrita plantea en la presente iniciativa; es-
pecíficamente aquellas que superen los veinticinco gramos
de azúcar, las cuales deberán contener en su empaquetado
o etiquetado externo, leyendas, pictogramas o imágenes
que demuestren los efectos nocivos del consumo de las
mismas.

Ahora bien, la coordinación de dichas actividades deberá
recaer en la Secretaría de Salud, ya que al ser esta Depen-

dencia la coordinadora del Sistema Nacional de Salud, le
corresponde establecer y conducir la política nacional en
materia de salud.

Todo lo anterior, prepondera a la protección de la salud co-
mo el primer valor, principio o interés de la norma, pues los
presentes argumentos son de orden público e interés social;
por lo tanto, al accionar nuestra facultad para legislar, de-
bemos de tomar como referencia lo sustentado por la Su-
prema Corte de Justicia en su tesis aislada I. 4o. A. 70 K
“Suspensión en el amparo. Conforme a la teoría de ponde-
ración de principios debe negarse si el interés social cons-
titucionalmente tutelado es preferente al del particular”; es
decir, como en la presente propuesta puede haber otros de-
rechos fundamentales, que se contrapongan a la tutela de la
protección de la salud, debemos invocar el criterio de pro-
porcionalidad entre medios y fines, el cual implica que al
elegir entre un perjuicio y un beneficio a favor de dos bie-
nes tutelados, el principio satisfecho o que resulte privile-
giado lo sea en mayor proporción que el sacrificado. Esto
es que no se renuncie o sacrifiquen valores o principios con
mayor peso o medida a aquel que se desea satisfacer. Así,
el derecho o principio que debe prevalecer, en el caso, es
aquel que optimice los intereses en conflicto y, por ende,
privilegiándose el que resulte indispensable y que conlleve
a un mayor beneficio o cause un menor daño.

En este sentido, se debe considerar a todas las medidas de
salubridad, como disposiciones de utilidad pública, en vir-
tud de que la naturaleza, valores, principios e intereses de
sus disposiciones únicamente pretenden cumplir con lo que
el mandato constitucional estable en el artículo 4º, párrafos
tercero, cuarto y sexto.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto, que adiciona un cuarto y quinto párrafos, al
artículo 307, de la Ley General de Salud

Único. Adiciona un cuarto y quinto párrafos, al artículo
307, de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

“Artículo 307. (…) 

(…) 

(…) 
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Tratándose de bebidas no alcohólicas, que superen los
veinticinco gramos de azúcar, deberán contener en su em-
paquetado o etiquetado externo, leyendas, pictogramas o
imágenes que demuestren los efectos nocivos del consumo
de las mismas, sujetándose a las siguientes disposiciones:

I. Serán formuladas y aprobadas por la Secretaría de Sa-
lud;

II. Deberán ocupar al menos el 30% del total del empa-
que o etiqueta;

III. Se imprimirán directamente en los empaques o eti-
quetas;

IV. Las leyendas deberán ser escritas e impresas, sin que
se invoque o haga referencia a alguna disposición legal
directamente en el empaquetado o etiquetado; y serán de
alto impacto preventivo, claras, visibles, legibles y no
deberán ser obstruidas por ningún medio.

La Secretaría de Salud publicará en el Diario Oficial de la
Federación, las disposiciones para la formulación, aproba-
ción, aplicación y utilización de las leyendas, imágenes o
pictogramas sanitarios que se incorporarán en los paquetes
o etiquetas de las bebidas no alcohólicas, que superen los
veinticinco gramos de azúcar.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2015.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 38 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-

tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete
a la consideración del pleno la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se deroga la fracción II y refor-
ma la fracción VI, del artículo 38 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

El principio general del derecho presunción de inocencia,
cosiste en que: “a toda persona se presume inocente hasta
en tanto sea declarado culpable por el órgano jurisdiccional
competente”; si bien es cierto que hasta antes de la reforma
constitucional penal del 18 de junio de 2008, no existía ex-
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presamente en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, tal principio, el Pleno de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación se había pronunciado con ante-
rioridad a la citada reforma, en el sentido de que la
presunción de inocencia se encontraba de manera implíci-
ta en la Constitución, en la tesis P. XXXV/2002, de rubro
“Presunción de inocencia. El principio relativo se con-
tiene de manera implícita en la Constitución federal”.

Presunción de inocencia. El principio relativo se contiene
de manera implícita en la Constitución federal.

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos
14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo pri-
mero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo se-
gundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se desprenden, por una parte, el principio del
debido proceso legal que implica que al inculpado se le re-
conozca el derecho a su libertad, y que el Estado sólo po-
drá privarlo del mismo cuando, existiendo suficientes ele-
mentos incriminatorios, y seguido un proceso penal en su
contra en el que se respeten las formalidades esenciales del
procedimiento, las garantías de audiencia y la de ofrecer
pruebas para desvirtuar la imputación correspondiente, el
Juez pronuncie sentencia definitiva declarándolo culpable;
y por otra, el principio acusatorio, mediante el cual corres-
ponde al Ministerio Público la función persecutoria de los
delitos y la obligación (carga) de buscar y presentar las
pruebas que acrediten la existencia de éstos, tal y como se
desprende de lo dispuesto en el artículo 19, párrafo prime-
ro, particularmente cuando previene que el auto de formal
prisión deberá expresar “los datos que arroje la averigua-
ción previa, los que deben ser bastantes para comprobar el
cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del
acusado”; en el artículo 21, al disponer que “la investiga-
ción y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Pú-
blico”; así como en el artículo 102, al disponer que corres-
ponde al Ministerio Público de la federación la persecución
de todos los delitos del orden federal, correspondiéndole
“buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsa-
bilidad de éstos”. En ese tenor, debe estimarse que los prin-
cipios constitucionales del debido proceso legal y el acusa-
torio resguardan en forma implícita el diverso principio de
presunción de inocencia, dando lugar a que el gobernado
no esté obligado a probar la licitud de su conducta cuando
se le imputa la comisión de un delito, en tanto que el acu-
sado no tiene la carga de probar su inocencia, puesto que el
sistema previsto por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos le reconoce, a priori, tal estado, al dis-

poner expresamente que es al Ministerio Público a quien
incumbe probar los elementos constitutivos del delito y de
la culpabilidad del imputado.

Principio que además está contenido en diversos tratados
internacionales firmados por México, tales como:

El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos,
Publicado en el diario Oficial de la Federación el 20 de ma-
yo de 1981, entrando en vigor el 23 de junio del mismo
año, documento internacional que establece en su artículo
14.2:

“…toda persona acusada de un delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su
culpabilidad conforme a la ley”.

Así también la Convención Americana sobre los Derechos
Humanos, adoptada en San José Costa Rica, el 22 de no-
viembre de 1969, y ratificada en 1981 por México, que
también se pronuncia en cuanto a este principio, en su ar-
tículo 8.2 que reza: 

toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se pre-
suma su inocencia mientras no se establezca legalmente su
culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene dere-
cho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas.

Principio elevado a rango constitucional el 18 de junio de
2008, fecha en que fue publicada en el Diario Oficial de la
Federación la reforma con la que se pretende el perfeccio-
namiento de la justicia penal en nuestro país, para quedar
ahora contenido en el artículo 20, Apartado B, denomina-
do: “De los derechos de toda persona imputada”, que en su
fracción I, establece: 

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare
su responsabilidad mediante sentencia emitida por el
juez de la causa. 

De ahí la necesidad de armonizar el marco jurídico, de tal
suerte que se cumpla con los objetivos de la firma de los
tratados internacionales y de las reformas, máxime cuando
en el texto de la Constitución Federal aún existen señales
inquisitoriales que suspenden los derechos políticos electo-
rales del ciudadano por estar sujeto a un proceso penal,
desde el momento en que se dicte el auto de formal prisión,
por el solo hecho de quedar sujeto a proceso, sin que el au-
to de vinculación a proceso o el auto de formal prisión, sea

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2015 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados272



la sentencia definitiva que acredite indubitablemente la
responsabilidad, al establecerlo así nuestra Ley Suprema
en su artículo 38, que a la letra señala:

Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciuda-
danos se suspenden:

…

II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que
merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto
de formal prisión;

Violando con ello el principio de presunción de inocencia
y oponiéndose a los tratados internacionales y a lo estable-
cido en el artículo 20, Apartado B, fracción I, de la propia
constitución, debido a que la privación de la libertad anti-
cipada al juicio y en consecuencia a la pena, está única-
mente basada en indicios que acreditan el cuerpo del deli-
to y una “probable” responsabilidad del acusado,
contrariando el espíritu del principio de presunción de
inocencia, máxime que se emplea el mismo criterio para la
suspensión de los derechos políticos electorales tratándose
de delitos que merezca pena privativa de libertad tanto en
delitos imprudenciales como en los delitos dolosos, recor-
dando que la gravedad del delito queda acreditada en la
sentencia y es hasta este momento en el que se determina
su punibilidad, contrariando lo establecido en la última
parte del primer párrafo artículo 22 constitucional que tex-
tualmente asienta:

Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de
mutilación, de infamia, la marca los azotes, los palos, el
tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la
confiscación de bienes, y cualesquiera otras penas in-
usitadas y trascendentales, toda pena deberá ser pro-
porcional al delito que sancione y al bien jurídico
afectado.

En consecuencia, la legislación mexicana debe buscar ser
una legislación que priorice los derechos fundamentales y
que garantice el pleno goce y disfrute de las garantías indi-
viduales, protegidas en la propia constitución, siendo tam-
bién un reclamo de los tratados internacionales, por lo que
propongo al constituyente permanente se derogue el conte-
nido de la fracción II del artículo 38 constitucional y refor-
mar el texto de la fracción VI, del mismo artículo, con la fi-
nalidad de no afectar la esfera jurídica del gobernado que
se encuentre en el supuesto normativo, sin medios de de-
fensa, de tal suerte que de encontrarse culpable de la comi-

sión de un delito, mediante sentencia se fije la pena de sus-
pensión de sus garantías atendiendo a la gravedad del asun-
to, debiendo analizarse entonces la gravedad de cada tipo
penal y ajustando a este la suspensión o no de los derechos
del ciudadano, atendiendo así a lo establecido en el último
párrafo del artículo 38 en referencia que se trascribe:

La ley fijará los casos en que se pierden, y los demás en
que se suspenden los derechos de ciudadano, y la manera
de hacer la rehabilitación.

Por lo que debe establecerse en la ley secundaria, los tipos
penales que merezcan como pena la suspensión de uno o en
su caso de todos los derechos del ciudadano, sin que deban
ser una generalidad, atendiendo al principio constitucional
establecido in fine del primer párrafo del artículo 22 de la
Carta Magna, “toda pena deberá ser proporcional al delito
que sancione y al bien jurídico afectado.”

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se deroga la fracción II y reforma la
fracción VI, del artículo 38 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se deroga la fracción II y reforma la fracción VI,
del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos,para quedar como sigue:

Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciudada-
nos se suspenden: 

I. …;

II. Se deroga;

III. …

IV. …

V. … y; 

VI. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena la
suspensión del derecho concedido en la fracción I del
artículo 35, atendiendo a la gravedad del delito.

La ley fijará los casos en que se pierda, así como los demás
en que se suspendan los derechos del ciudadano, y la ma-
nera de hacer la rehabilitación.
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Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso General tendrá 180 días a
partir del día de la publicación del presente decreto en el
Diario Oficial de la Federación, para armonizar las leyes
secundarias.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2014.— Diputada
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.
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